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I. ASISTENCIA

Asistieron las señoras y los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros de Hacienda, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán; Secretario General de la Presidencia, señor Gabriel de la Fuente Acuña; Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez Ojeda; de Economía, Fomento y Turismo, señor Jorge Rodríguez Grossi, y de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia Salas.
Asimismo, se encontraban presentes el Director del Servicio Nacional del Consumidor, señor Ernesto Muñoz Lamartine; el Jefe de División de Consumo Financiero del SERNAC, señor Rodrigo Romo, y diversos asesores de Comités. 
Actuó de Secretario General el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:22, en presencia de 14 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés  (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés  (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 45ª y 46ª, ordinarias, en 12 y 13 de septiembre respectivamente; 47ª, especial, y 48ª, ordinaria, ambas en 20 de septiembre, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés  (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Veintidós de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que modifica el Código Sanitario a fin de regular los medicamentos bioequivalentes genéricos y evitar la integración vertical de laboratorios y farmacias (boletín N° 9.914-11).



Con los doce siguientes retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:



1) El que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (boletín N° 7.550-06).



2) El que instaura el 12 de marzo de cada año como Día Nacional del Trabajador Papelero (boletín N° 8.875-13).



3) El que determina conductas terroristas y su penalidad y modifica los Códigos Penal y Procesal Penal (boletines Nos 9.692-07 y 9.669-07, refundidos).



4) El que crea la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y modifica las normas que señala (boletín N° 10.126-15).



5) El que establece un Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez (boletín N° 10.315-18).



6) El que moderniza y fortalece el ejercicio de la función pública del Servicio Nacional de Pesca (boletín N° 10.482-21).



7) El que modifica la ley N° 19.992, que establece pensión de reparación y otorga otros beneficios a favor de las personas que indica, en lo que respecta al tratamiento de los antecedentes recopilados por la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura (boletín N° 10.883-17).



8) El que crea un mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería (boletín N° 10.995-08).



9) El que modifica la ley N° 16.744, que consagra normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, con el objeto de eliminar la distinción entre empleados y obreros (boletines Nos 11.053-13 y 11.103-13, refundidos).



10) El que modifica el Código Tributario con el fin de fijar un plazo para informar al Servicio de Impuestos Internos las modificaciones importantes de los datos de la declaración de inicio de actividades (boletín N° 11.120-05).



11) El que regula la elección de gobernadores regionales y realiza adecuaciones a diversos cuerpos legales (boletín N° 11.200-06).



12) El que otorga una bonificación adicional por retiro al personal académico, directivo y profesional no académico de las universidades del Estado y faculta a estas para conceder otros beneficios transitorios que indica (boletín N° 11.271-04).



Con los nueve finales retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes asuntos:



1) Proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (boletín N° 7.963-06).



2) Proyecto que modifica la Ley General de Telecomunicaciones para establecer la obligación de una velocidad mínima garantizada de acceso a internet (boletín N° 8.584-15).



3) Proyecto de ley que crea el Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de la Acuicultura de Pequeña Escala, INDESPA (boletín N° 9.689-21).



4) Proyecto de reforma constitucional que dispone que los crímenes y delitos de guerra, lesa humanidad y genocidio no pueden prescribir ni ser amnistiados (boletín N° 9.748-07).



5) Proyecto que adecua la ley penal en materia de amnistía, indulto y prescripción de la acción penal y la pena a lo que dispone el derecho internacional con respecto a los delitos de genocidio, de lesa humanidad o de guerra (boletín N° 9.773-07).



6) Proyecto de ley sobre transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano (boletín N° 10.163-14).



7) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Estado de Israel sobre cooperación y asistencia administrativa mutua en materia aduanera” (boletín Nº 10.207-10).



8) Proyecto que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y otros cuerpos legales en lo relativo a probidad y transparencia (boletín Nº 10.264-07).



9) Proyecto de ley que crea una nueva institucionalidad del sistema estadístico nacional (boletín N° 10.372-03).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



Tres de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero señala que aprobó el proyecto de ley que crea el Ministerio de Pueblos Indígenas (boletín N° 10.687-06) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y, en su caso, a la de Hacienda.



Con el segundo comunica que aprobó las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto que posterga la entrada en vigencia de la nueva estructura curricular consignada en la ley N° 20.370 (boletín N° 11.132-04).



Con el tercero manifiesta que aprobó las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto que modifica el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas y la Ley Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile para efectos de aumentar el plazo de prescripción de la acción disciplinaria en el caso de los funcionarios de dichas instituciones (boletín N° 10.623-02).



--Se toma conocimiento y se manda archivar los antecedentes.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Adjunta resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes disposiciones:



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.



-Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y artículos 9, inciso primero, y 17 B, inciso segundo, de la ley N° 17.798, sobre control de armas.



-Artículo 1° de la ley N° 19.989, que establece facultades para la Tesorería General de la República y modifica la ley Nº 19.848, sobre reprogramación de deudas a los fondos de crédito solidario, y artículo 1° de la ley N° 20.027, que consagra normas para el financiamiento de estudios de educación superior.



-Artículo 395 bis, con relación a artículos 393 bis y 390, del Código Procesal Penal.



--Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo:



Informa, a solicitud del Senador señor De Urresti, sobre el proyecto de modificación del Plan Regulador Comunal de Paillaco.



Contesta requerimiento, expresado en nombre del Senador señor Navarro, sobre el conjunto habitacional Guañacahua III, de la comuna de Arica.



De la señora Directora (s) del SERVEL:



Responde inquietud, planteada en nombre del Senador señor García, sobre la situación electoral de la persona individualizada.



De la señora Secretaria Ejecutiva de la Comisión Nacional de Riego:



Da respuesta a requerimiento, reiterado en nombre del Senador señor Matta, relativo a diversas materias propias de ese servicio. 



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Moción



Del Senador señor Chahuán, con la que da inicio a un proyecto de reforma que modifica el artículo 19, N° 7, letra i), de la Carta Fundamental en lo relativo a la procedencia de la indemnización a las personas que hayan sido absueltas o sobreseídas luego de ser imputadas o privadas de libertad por resolución injustificadamente errónea o arbitraria (boletín Nº 11.464-07) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)---------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Saludo especialmente a la delegación del Colegio Los Agustinos, de Talca, que nos visita hoy.



¡Muchas gracias por su presencia!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

)---------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, sé que hay un acuerdo de Comités en lo que respecta al orden de la tabla, para el cual se han privilegiado las iniciativas con “suma” urgencia.



Sin embargo, quiero preguntar si es posible que veamos en primer lugar el proyecto que crea un seguro para el acompañamiento a niños y niñas con enfermedades graves.



Se encuentran en las tribunas las oncomamás, quienes han sido activas en la tramitación de esa iniciativa, que incluye entre sus objetivos el pago de las primeras licencias durante el año en curso.



La idea es permitir que la ley en proyecto vaya lo antes posible a la Cámara de Diputados en segundo trámite constitucional.



Por lo demás, se trata de una materia en la que de alguna manera ya tenemos acuerdo, en la medida en que prácticamente respaldamos todo.



Creo que si nos esforzamos para hacer menos intervenciones (sé que siempre es difícil) podremos despachar el proyecto con bastante celeridad.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Sobre el mismo tema, tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Intervengo en igual línea que la colega Goic, señor Presidente.



Las oncomamás esperan desde hace días el despacho del “proyecto SANNA”, que está en el segundo lugar de la tabla de hoy.



Como Jefa del Comité Independientes y Partido Amplitud, pido que dicha iniciativa se discuta como si fuera de Fácil Despacho.



Más que hablar tanto en la Sala, lo mejor que podemos hacer es darle nuestros votos al referido proyecto para que se tramite con rapidez en la Cámara de Diputados, pues estamos contra los plazos.



Eso quiero pedir, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Sobre el mismo tema, tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, nosotros no tenemos ningún inconveniente -al contrario- para primero resolver sobre el referido proyecto, durante unos treinta minutos -en una especie de Fácil Despacho-, y después seguir con la iniciativa atinente al SERNAC, que no se va a despachar hoy.



Así que no veo problema en que destinemos media hora a una materia en la que hay acuerdo transversal.



Por último, señor Presidente, le solicito recabar la autorización necesaria para que ingresen a la Sala el Director del Servicio Nacional del Consumidor y los asesores de los parlamentarios a fin de que podamos tratar de manera informada el proyecto pertinente.

El señor HARBOE.- Pido la palabra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Sobre el mismo punto?

El señor HARBOE.- Sobre otro.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Antes, señor Senador, permítame tomar una resolución acerca del primer punto.



Al respecto, debo decirles a Sus Señorías que un Comité planteó su posición en el sentido de mantener la tabla tal como está.



Ahora bien, me parece que la única manera de despachar el “proyecto SANNA” es, con el acuerdo de la Sala, tratarlo como si fuera de Fácil Despacho, pero respetando estrictamente los cinco minutos dispuestos para el respaldo y los cinco asignados para la impugnación.



¡Pero nada más!



Porque si existe acuerdo pero una vez iniciada la votación empiezan los fundamentos, ello tomará mucho más de una hora.



Entonces -quiero precisarlo previamente-, si hay acuerdo en tal sentido...



Me dicen que no lo hay.



Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- El “proyecto SANNA” es muy muy significativo, señor Presidente.



Ahora, es claro que hoy no podremos despachar la iniciativa atinente al SERNAC. Y la idea es que avancemos en ella lo más posible.



Entonces, démonos, por ejemplo, veinte minutos para debatir el “proyecto SANNA”, que ya discutimos en general, y -¡cuidado con esto!- otros veinte para abocarnos a una iniciativa que despachó la Comisión de Constitución y que lleva acá, en la Sala del Senado, más de tres semanas de espera: la que regula las entrevistas videograbadas a los menores abusados sexualmente.



¡Todos los días se registran casos de menores que son víctimas de delitos sexuales!



El proyecto pertinente ya fue aprobado por el Senado en el primer trámite constitucional. Solo basta que la Sala lo despache en tercer trámite para que se convierta en ley.



¡Veinte minutos! ¡No más que eso!



Formulo una petición en tal sentido, señor Presidente.



--(Aplausos en tribunas).



Si asignamos veinte minutos a cada materia, vamos a despachar dos proyectos y podremos iniciar la discusión de la iniciativa concerniente al SERNAC, que, dicho sea de paso, no va a terminar hoy, atendida su complejidad.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Voy a darle la palabra al Senador señor Tuma.



Sin embargo, antes quiero subrayar que ¡con el tiempo que ya hemos usado podríamos haber despachado uno de esos proyectos...!

El señor HARBOE.- Entonces, ¡procedamos!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Por consiguiente, o tomamos un acuerdo sobre los dos proyectos para los que se pidió prioridad, o deberé aplicar el Reglamento y dar comienzo al estudio de la iniciativa atinente al SERNAC.



Así las cosas, en la próxima reunión de Comités tendríamos que determinar cómo damos tratamiento preferente tanto al “proyecto SANNA” cuanto al individualizado por el Honorable señor Harboe.



Porque ahora se trata de priorizar el despacho de dos iniciativas, no de una.

El señor HARBOE.- Si le otorgamos veinte minutos a cada uno sacamos los dos y entramos al del SERNAC.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No hay unanimidad. Basta que un Comité no dé su acuerdo para que no se pueda proceder en la forma señalada.



Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, yo pedí la palabra solo para plantear un punto de Reglamento en el sentido de autorizar el ingreso de los asesores de las bancadas cuando tratemos el proyecto relativo al SERNAC.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Lo voy a resolver en su momento, señor Senador.



Tiene la palabra el Honorable señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Entiendo que se está pidiendo reunión de Comités, señor Presidente.



Me parece que hay consenso en que los dos proyectos de que se ha hecho mención son de enorme relevancia. Entonces, suspendamos esta discusión y destinemos quince minutos a cada uno. Así podremos dar una señal.



Está claro que vamos a iniciar el debate de la iniciativa concerniente al SERNAC.



Ahora, solo como elemento adicional, debo señalar lo siguiente, con la mejor intención.



Tengo disposición para tratar sobre tabla nuevos proyectos. Sin embargo, considero necesario recordar que nosotros celebramos reuniones de Comités para elaborar las tablas dando a las iniciativas cierto orden de prelación.



Yo adhiero absolutamente al planteamiento hecho por las Senadoras Goic y Pérez. Pero he de connotar que los miembros de la Comisión de Constitución tenemos una enorme responsabilidad en lo que respecta al proyecto que regula las entrevistas videograbadas a los menores que son víctimas de delitos sexuales.



Entonces, zanjemos la cuestión: fijemos quince minutos a cada iniciativa y votemos las dos, para luego entrar al debate particular de la concerniente al SERNAC.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¡Ya hay cinco Senadores inscritos...!



Por tanto, debemos poner término a esta discusión.



En tal sentido, tendré que aplicar el Reglamento.

El señor PIZARRO.- Pido la palabra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- La tiene, señor Senador.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, como Comité, me voy a oponer.



Entonces, no sigamos discutiendo: despachemos primero la iniciativa atinente al SERNAC, que es el acuerdo de los Comités, y después vemos el “proyecto SANNA”. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No habiendo acuerdo unánime, no puedo dar curso al tratamiento de los dos proyectos de que se hizo mención.

El señor HARBOE.- Le pido reunión de Comités, señor Presidente. 

El señor PÉREZ VARELA.- Está en su derecho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Solicito reunión de Comités, señor Presidente.

El señor MOREIRA.- ¡Reunión de Comités!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se suspende la sesión por diez minutos para celebrar una reunión de Comités.

)--------(



--Se suspendió a las 16:32.



--Se reanudó a las 16:51.

)----------------(
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Continúa la sesión.



La Presidencia del Senado propuso en la reunión de Comités que se cite a una sesión especial para el martes próximo, 10 de octubre, de 12 a 14, al objeto de poder tratar y despachar los proyectos a los cuales hicieron referencia tanto las Honorables señoras Goic y Lily Pérez como el Senador señor Harboe.



En consecuencia, dispondré desde ya que se envíe la citación correspondiente.

)-------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si no hay objeciones, se permitirá la asistencia a la sesión del Director del Servicio Nacional del Consumidor y de un asesor por Comité.



¿Habría acuerdo?



Acordado.

)-----------------(

El señor WALKER (don Ignacio).- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Sí, Su Señoría.

El señor WALKER (don Ignacio).- Solicito a la Mesa recabar la autorización de la Sala para que la Comisión de Educación pueda tratar en general y en particular el proyecto que otorga una bonificación adicional por retiro al personal académico, directivo y profesional no académico de las universidades estatales.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo?



Acordado.

)----------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se ha solicitado fijar hasta el próximo martes 10 de octubre, a las 12, un nuevo plazo para presentar indicaciones con relación al proyecto de ley que crea el Ministerio de Ciencia y Tecnología.



¿Habría acuerdo?



Acordado.

)--------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Saludo, con mucho gusto, a la delegación del sexto año básico del colegio Leonardo da Vinci, de Llaillay.



--(Aplausos en tribunas).

V. ORDEN DEL DÍA

MODIFICACIÓN DE LEY N° 19.496, SOBRE PROTECCIÓN DE DERECHOS DE CONSUMIDORES
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Corresponde ocuparse en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, con segundo informe de la Comisión de Economía e informes de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda, con urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (9.369-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite: sesión 23ª, en 20 de mayo de 2015 (se da cuenta).



Informes de Comisión:



Economía: sesión 51ª, en 9 de septiembre 2015.



Economía (segundo): sesión 40ª, en 22 de agosto de 2017.



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 40ª, en 22 de agosto de 2017.



Hacienda: sesión 40ª, en 22 de agosto de 2017.



Discusión:



Sesiones 53ª, en 16 de septiembre de 2015 (queda para segunda discusión); 54ª, en 16 de septiembre de 2015 (queda aplazada su votación); 55ª, en 29 de septiembre de 2015 (se aprueba en general).
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las Comisiones dejan constancia, para los efectos reglamentarios, de que los números 1, 16, 17, 19, 20, 22, 24, 32, 48 y 49 del artículo 1° y los artículos segundo, sexto, séptimo, octavo y décimo transitorios no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones.



Estas disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador, con el acuerdo unánime de los presentes, solicite su discusión y votación.



Algunas de ellas exigen quorum especial, como el inciso tercero del artículo 31 contenido en el número 17), que es de rango orgánico constitucional, y los incisos primero y segundo del mismo precepto, que son de quorum calificado, por lo que requieren 21 y 19 votos, respectivamente.



Debo hacer presente que hay un conjunto de peticiones de votación separada, tres de las cuales, correspondientes a los números 19), 20) y 22) del artículo 1°, inciden en las normas que señalé. Para llevarlas a cabo se precisa el acuerdo unánime de la Sala.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No lo hay.



--Se dan por aprobadas, reglamentariamente, las disposiciones que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, dejándose constancia, para los efectos del quorum constitucional exigido, de que se registran 21 pronunciamientos a favor.
El señor LABBÉ (Secretario General).- Además, deben aprobarse en particular con 21 votos el inciso tercero del artículo 50 A contenido en el número 26) y el inciso final del artículo 50 Ñ contenido en el número 34), normas de rango orgánico constitucional que no fueron objeto de modificaciones en el segundo informe.



Por su parte, la letra p) de la letra b) del número 52), que tampoco registró modificaciones en el segundo informe, es de carácter orgánico constitucional y de quorum calificado, por lo que requiere 21 y 19 votos para ser sancionada.



Debo consignar, en todo caso, que la norma mencionada en primer término ha sido objeto de una de las indicaciones nuevas y no queda incluida, de consiguiente, dentro de lo que corresponde acoger por no haber sido objeto de enmienda.



--Reglamentariamente, se dan por aprobadas, con la excepción expuesta, las disposiciones de quorum especial que no fueron objeto de modificaciones en el segundo informe, dejándose constancia de que se registran 24 pronunciamientos a favor.
El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Economía efectuó diversas enmiendas al texto aprobado en general, la mayor parte de las cuales, con la salvedad de aquellas que serán puestas en discusión y votación oportunamente, fueron acordadas por unanimidad.



Por su parte, la Comisión de Constitución introdujo, también por unanimidad, numerosas modificaciones al texto despachado por el anterior órgano técnico. Las que resolvió por mayoría serán puestas en discusión y votación oportunamente. Entre estas últimas se encuentran las que inciden en el párrafo cuarto del número 2 del artículo 51, en el número 52) y en el número 54), normas de rango orgánico constitucional que requieren 21 votos para ser aprobadas.



A su vez, la Comisión de Hacienda se pronunció acerca de las materias de su competencia y efectuó enmiendas respecto de las siguientes disposiciones acogidas por la Comisión de Constitución: número 23), artículo 54 O del número 45) y artículo 55 D del número 46), todas del artículo 1°, y artículo tercero transitorio. En todos estos casos lo hizo en virtud de lo dispuesto en el artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado. 



Cabe recordar que las modificaciones unánimes deben ser votadas sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifiesten su intención de impugnar la proposición del órgano técnico. De ellas, las recaídas en el inciso tercero del artículo 50 F contenido en el número 31); el artículo 50 O contenido en el número 34); el artículo 50 Q contenido en el número 36); el párrafo cuarto del número 2 del artículo 51 contenido en el número 38); el inciso cuarto del artículo 53 B contenido en el número 41); el artículo 54 Q contenido en el número 45); la letra e) y los nuevos incisos décimo y undécimo incorporados por la letra g) del número 52); el artículo 58 bis contenido en el número 53), y el artículo 59 -salvo la letra h), aprobada por mayoría- contenido en el número 54), todo lo cual corresponde al artículo 1°, y los artículos 3° y 4° permanentes requieren 21 votos para su aprobación, por tratarse de normas de rango orgánico constitucional.



La enmienda unánime recaída en el artículo 54 O contenido en el número 45) exige 19 votos para ser acogida, por incidir en normas de quorum calificado.



De consiguiente, es preciso pronunciarse, con los quorums correspondientes, sobre las disposiciones modificadas por unanimidad que no tienen que ver con las indicaciones nuevas que se han presentado.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿No hay alguna señora Senadora o algún señor Senador que impugne específicamente una de esas normas?



No media ninguna petición de votación separada.



Tengo que aplicar el Reglamento.

El señor MONTES.- ¡Muy bien, señor Presidente!



--Reglamentariamente, se dan por aprobadas las disposiciones acordadas por unanimidad, dejándose constancia, para el efecto del quorum constitucional exigido, de que se registran 25 pronunciamientos a favor.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión particular.



El señor Secretario dará a conocer las normas que se someten a debate, en el que cada inscrito intervendrá de acuerdo con el tiempo contemplado en el Reglamento.



En su momento se planteará si es o no posible abrir la votación. En todo caso, ello se verificará al término del tratamiento de cada disposición.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Con relación al número 7), que pasa a ser 10), la Comisión de Economía propone sustituirlo por el siguiente: “Reemplázase en el inciso segundo del artículo 23, la frase ‘cien a trescientas’ por ‘hasta 3.000’.”.


La Comisión de Constitución, en relación con el texto anterior, recomienda “Reemplazar la expresión ‘hasta 3.000’ por ‘hasta 2.250’.”, vale decir, rebajó el límite máximo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, respecto de las multas, es superimportante entender el contexto global, porque las actuales van de cien a trescientas unidades tributarias mensuales, en este caso, y estaríamos reemplazando el máximo por hasta dos mil 250. El proyecto de ley las incrementa en forma importante.



Lo que pasa es que si se comparan con las determinadas por la Comisión de Economía, se rebajan, pero solo para establecer una equidad, porque en la Comisión de Constitución calificamos las infracciones según sean leves, graves y gravísimas. En consecuencia, se estableció una proporción en la sanción.



La disminución es aparente, respecto del primer texto. En la práctica, el aumento resulta sustantivo en cuanto a la disposición vigente.

El señor MONTES.- ¡Bien! Aprobemos, entonces, lo propuesto por la Comisión de Constitución.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Araya.

El señor ARAYA.- Señor Presidente, como muy bien lo ha anticipado el Presidente de la Comisión de Constitución, lo que hizo este último órgano técnico pareciera ser una rebaja de multa, pero no es tal.



Más bien por una razón de carácter metodológico y de mejor aplicación de la ley, se armaron cuatro grandes grupos de infracciones, con las sanciones correspondientes, atendida la entidad y los bienes jurídicos en juego, así como la intensidad en la afectación de los derechos de los consumidores.



El primer grupo dice relación con lo que denominamos “infracciones varias” y una sanción supletoria. La multa llega hasta 300 unidades tributarias mensuales.



El segundo se refiere a infracciones que afectan a un número acotado de consumidores y entorpecen el ejercicio de las facultades fiscalizadoras del SERNAC, con multas de hasta 750 unidades tributarias mensuales.



El tercero comprende infracciones que inciden en un número masivo de consumidores, lo que puede ser sancionado con hasta mil 500 unidades tributarias mensuales.



Y el cuarto considera las infracciones más graves, que pueden repercutir en la salud, la seguridad, el medio ambiente o derechos fundamentales. En este caso, el techo es de dos mil 250 unidades tributarias mensuales.



Para determinar el monto, se propone un sistema que comprende tanto atenuantes como agravantes aplicables al caso concreto del proveedor de que se trata. Por lo tanto, el SERNAC o el tribunal deben ponderarlas racionalmente a fin de graduar la multa conforme a la afectación de los derechos de los consumidores.



En relación con la misma materia se contemplaron algunas normas especiales, mucho menos gravosas, para el caso de microempresas o de empresas pequeñas, de modo de no imponer cargas sancionatorias que impliquen su no continuación o un efecto grave en su desarrollo.



Es preciso tener presente que, tratándose de infracciones que lesionen el interés colectivo o difuso de los consumidores, el tribunal podrá graduar la multa de acuerdo con el número de afectados y aplicarla por cada uno de ellos, sobre la base de considerar la naturaleza del hecho. Ello lo señala el artículo 24 A.



Tuvimos la particularidad de establecer un límite general de las multas aplicables en procedimientos colectivos, en forma similar al procedimiento que adoptamos en el caso de la libre competencia. Se fija como techo el treinta por ciento de las ventas de la línea de producto o servicio objeto de la infracción que se efectúen durante el período en que esta se haya prolongado, o bien, el doble del beneficio económico obtenido. De todas maneras, existirá un límite absoluto de 45 mil unidades tributarias anuales.



Por último, quiero hacer presente, en el caso de la Comisión de Constitución, que se eliminó el piso de la multa y se optó solo por establecer el techo, a fin de entregar un margen importante de acción al SERNAC o al tribunal en el momento de aplicar las sanciones. La finalidad de ello es que se pueda tomar en cuenta lo que ya señalé en cuanto al tamaño y la capacidad del infractor, el bien jurídico afectado y el daño efectivamente causado a los consumidores.



Por esa razón, vamos a respaldar lo recomendado por este último órgano técnico.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, como lo han planteado quienes han intervenido con anterioridad, la iniciativa determina un incremento muy significativo en el monto de las multas por infracciones a la normativa.



Tratándose de la situación que estamos comentando, la disposición actual contempla una sanción de cien a trescientas unidades tributarias mensuales, y el cambio sería hasta dos mil 250 o hasta tres mil. Es decir, las cantidades subirían en forma extraordinariamente significativa.



Sin embargo, como recién lo explicaba el Senador señor Araya, se establecieron cuatro grupos que van estructurando el monto de las sanciones de acuerdo con la gravedad de las faltas. Eso determina que uno pueda pensar en seriedad y responsabilidad. La cifra más alta es precisamente la de dos mil 250 unidades tributarias mensuales, a la cual estamos haciendo referencia. Nos parece un techo sumamente elevado.



Se tienen en consideración, asimismo, para la aplicación de estas normas, las atenuantes y agravantes que se puedan configurar, de manera de hacer justicia. Porque cabe sancionar el abuso a los consumidores, pero el procedimiento tiene que ser justo y reconocer la situación específica de que se trate.



Por eso, se establecieron atenuantes y agravantes, por un lado, pero también, por el otro, una relativización de las sanciones en atención al tamaño de la empresa. 



En consecuencia, hemos protegido también a las pequeñas y medianas empresas en montos inferiores, porque no vamos a comparar la situación que se les produce al aplicárseles multas como aquellas de las que estamos hablando con la de una empresa mayor.



Por eso, nos parece que, dentro de este cuadro, la proposición de la Comisión de Constitución, que no la hizo en forma arbitraria, sino de acuerdo a una comparación de situaciones, a un estudio bastante completo, es la que correspondería considerar.



De ahí que apoyamos la forma como resolvió este tema la Comisión de Constitución al establecer el tope que ahí se indica.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, en la Comisión de Economía, que trató extensamente esta materia, con la participación de invitados, del Ejecutivo y de la unanimidad de los parlamentarios que votamos, establecimos un piso de 100 y un tope de 3 mil unidades tributarias mensuales, pues creíamos que esa era la holgura que tenía que dejarse al juez para que ponderara en cada caso cuánto debería ser la multa.



Sin embargo, nos encontramos con que, habiendo subido de manera bastante significativa las multas, de 300 a 3 mil, la Comisión de Constitución hizo una gradación distinta al eliminar la base, lo que es muy bueno para la pyme, porque si se suprimen las 100 unidades tributarias como piso, le damos al juez la posibilidad de ponderar la gravedad de la falta para aplicar la multa.



Y respecto del techo, no veo inconveniente en aprobar su disminución si la cifra que propone la Comisión de Constitución, a diferencia de la Comisión de Economía, se basó en escalas aplicadas en otros casos.



Por tanto, voy a votar favorablemente esta enmienda, porque constituye en verdad una sustantiva y razonable gradación para sancionar muy fuertemente la gravedad de las faltas, pero también favorece a la pyme en la medida en que le da la facultad al juez incluso de no multarla, en función de los montos que ella tenga como capital y dependiendo de la gravedad de la infracción. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, solo para referirme al acuerdo a que llegamos en la Comisión de Hacienda -yo también participo en la Comisión de Economía-, donde efectivamente habíamos planteado de manera unánime una cuantía de multa que fuera lo suficientemente alta y contundente para inhibir conductas de abuso a los consumidores.



No hay que olvidarse de que esto dice relación con el artículo 23 de la ley vigente, norma que establece cuáles son los abusos que se pueden generar respecto a la prestación de un servicio o la venta de un bien cuando el proveedor actúa con negligencia y “causa menoscabo al consumidor debido a fallas o deficiencias en la calidad, cantidad, identidad, sustancia, procedencia, seguridad, peso o medida del respectivo bien o servicio”.



Además, se considera algo que lamentablemente se ha puesto muy de moda. Los organizadores de espectáculos públicos, artísticos o deportivos muchas veces venden más entradas de las que puede albergar el recinto donde se realiza el evento, lo que claramente se hace con engaño, con dolo. 



Es lo único que queda afuera. Porque también se planteó el problema de los sobrecupos en el transporte, materia en la que queda excepcionado el transporte aéreo, que tiene su reglamentación especial.



Pero, señor Presidente, lo que importa aquí y a lo largo de todo el proyecto es que se contemplen sanciones que resulten claramente inhibitorias de malas conductas o malas prácticas de proveedores o de operadores, sea en el comercio o en cualquiera de los servicios o áreas en que funcionen.



La propuesta que hizo al respecto la Comisión de Hacienda de establecer cuatro tramos o tipos donde vayan calzando las multas me parece bien. Cada caso es especial. Los tribunales son los que en definitiva determinarán qué sanción es la que corresponde, ponderando por supuesto los antecedentes que se entreguen.



Ciertamente, a mí no me gusta la eliminación del piso -nosotros hablamos mucho de que era importante la participación del juez-, porque el “hasta 3.000” puede ser una unidad tributaria o pueden ser 3 mil. Esto, obviamente, va a depender del criterio que se vaya formando el juez.



Ese punto lo discutimos mucho en la Comisión de Economía con los distintos expertos que informaron y, también, con el propio Ejecutivo. Y, como dije, la señal importante aquí es que las multas tengan un aumento significativo. 



Por supuesto, esto ha sido muy resistido por los distintos actores o sectores de la economía que sienten que habrá sanciones extraordinariamente altas para el daño que se genere. Pero todo eso va en relación también con el perjuicio causado, lo que, en definitiva, tendrá que ser ponderado por los tribunales.



Votaremos a favor, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, este es un proyecto largamente esperado y que hemos trabajado mucho en distintas Comisiones, entre ellas la de Economía.



Deseo aclarar a la Honorable Sala por qué no se pone un piso en las multas y por qué nosotros, los Senadores y las Senadoras, mayoritariamente nos jugamos por esa idea. 



En primer lugar, porque queremos establecer claramente en este proyecto de ley, que otorga nuevas atribuciones al SERNAC y busca proteger a los consumidores, que en el caso de las pymes, del comercio existe una especie de “parte de cortesía” la primera vez. Porque la multa debe ser de acuerdo a la magnitud del daño causado y al tamaño de la empresa. No es lo mismo una gran empresa que un comercio, una pyme o una mipyme. 



Por lo tanto, el juez eventualmente podrá resolver, por ejemplo, no aplicar una multa. Por eso no hay un piso. Podría ocurrir que en lugar de la multa, él opte por una capacitación, que es algo que nosotros en la Comisión de Economía dejamos en el proyecto. 



Nosotros creemos que debe haber una clara diferencia entre las pymes, las mipymes, el comercio y las grandes empresas. Esa es la razón por la que no establecimos un piso y sí un techo para el valor de la multa. Y en eso estuvieron también de acuerdo con nosotros no solamente la gente de las pymes, del comercio, sino también las asociaciones de consumidores, que entienden que el daño que se genera con el comercio es distinto del que se produce con una gran empresa.



Votaré a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No hay más señores Senadores inscritos.



Cerrado el debate.



Se procederá a votar.

El señor LARRAÍN.- ¿Qué vamos a votar, señor Presidente?

El señor MONTES.- La proposición de la Comisión de Constitución.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Así es.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Quienes estén a favor del texto sugerido por la Comisión de Constitución, que consiste en rebajar el máximo de la multa fijado por la Comisión de Economía, de 3 mil a 2 mil 250 unidades tributarias mensuales, votan que sí, y quienes no estén de acuerdo, votan que no.



¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el número 10) del artículo 1° en la forma propuesta por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (25 votos a favor).


Votaron las señoras Goic, Lily Pérez y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, García-Huidobro, Girardi, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, señores Senadores, pasamos a la página 89 del boletín comparado.

El señor LARRAÍN.- Es la misma votación, señor Presidente.
El señor MONTES.- Así es.

El señor MOREIRA.- Sí, pero que se vote.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación la enmienda planteada por la Comisión de Constitución para la letra b) del número 11).

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la modificación propuesta por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para la letra b) del número 11) del artículo 1° (27 votos a favor).



Votaron las señoras Goic, Lily Pérez y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker y Andrés Zaldívar.

La señora MUÑOZ.- ¿Puede añadir mi voto, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable de la Senadora señora Muñoz.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, corresponde dirigirse a la página 90 del boletín comparado.



Aquí cabe pronunciarse sobre la primera de las nuevas indicaciones del último boletín. Su autor es el Honorable señor Espina.

El señor LAGOS.- ¡Hay que votarla, entonces…!

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ella se refiere al literal a), que figura en la parte final de la página 90, cuarta columna, y propone reemplazarlo por el siguiente:



“a) El haberse adoptado medidas de mitigación sustantivas, tales como haber procurado reparar diligentemente el daño causado al consumidor antes de dictarse la resolución o sentencia sancionatoria, según corresponda, lo que deberá ser debidamente acreditado.”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, a lo largo del proyecto y de sus importantes disposiciones va a haber -yo diría- dos tipos fundamentales de debates. Por una parte, se van a plantear discusiones de fondo donde, en definitiva, se expondrán posiciones opuestas desde el punto de vista ideológico, de los objetivos o de la fundamentación. Pero, por otra parte, hay un conjunto de normas y de indicaciones (algunas formuladas por el Ejecutivo; otras, por parlamentarios, como la que nos ocupa) que, de verdad, no apuntan a un asunto de fondo, sino simplemente a una corrección que podríamos denominar “de técnica”.



Fíjese, señor Presidente, que en la letra a) -y llamo a mis colegas a prestar atención a la modificación sugerida por el Senador señor Espina- se configura una atenuante para los efectos de las multas.



Dice la letra a): “El haberse adoptado medidas de mitigación sustantivas, tales como la reparación efectiva del daño causado al consumidor”, etcétera.



La verdad es que esa es una exigencia que podríamos denominar “exorbitante”. ¿Por qué? Porque una cosa es, como propone el Senador Espina -y es la norma general de nuestra legislación-, procurar “reparar diligentemente el daño causado” y otra es la hipótesis que se encuentra en el texto de la Comisión de Constitución: haberlo reparado efectivamente.



Hay circunstancias en que, cualquiera sea la voluntad de la persona que generó la situación, sin importar lo que hubiera hecho, jamás habría estado en la hipótesis de poder reparar íntegramente el daño causado.



Hago presente que si este último se hubiera reparado íntegramente ni siquiera habría lugar a una indemnización, porque, en definitiva, el perjuicio se habría subsanado por completo.



Entonces, lo que plantea el Senador Espina es que simplemente volvamos a la norma de sentido común. Estamos ante una atenuante. La persona incurrió en una situación equivocada, incorrecta. ¿Qué hace? Procura diligentemente repararla. Pero no podemos exigirle que la reparación sea total, efectiva, completa y global, porque, en ese caso, la atenuante no existe.



Señor Presidente -con esto termino-, si queremos dejarla como atenuante, lo que debemos aprobar es la indicación del Senador Espina, de modo que la atenuante se configure cuando la persona procura reparar diligentemente (o sea, no de cualquier manera: con diligencia), y al máximo de sus posibilidades, el daño causado.



En este punto quisiera, si fuese necesario, una opinión del Ejecutivo, pues tengo la impresión de que la indicación propuesta constituye una adecuación técnica absolutamente razonable. Si le vamos a pedir a una persona que repare efectivamente todo el daño, es lo mismo que digamos que no va a tener atenuante, porque en muchos casos no podrá realizarse completamente la reparación.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor RODRÍGUEZ (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- Señor Presidente, lo correcto es una situación intermedia, porque entre “procurar reparar” y “haber reparado” hay otra posición: “estar reparando”. O sea, la intención y el espíritu de esto es que ya se esté tomando una acción.



¿Cómo dejarlo en la ley? Esa es la pregunta. 

El señor PROKURICA.- Dejémoslo pendiente para más adelante.

El señor ALLAMAND.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor RODRÍGUEZ (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- Porque ¿cómo se mide el “procurar”?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, tengo la impresión de que cualquiera de los miembros de la Comisión de Constitución podría ayudarnos en la materia.



A mí me parece que lo expresado por el Senador Espina es lo correcto. La indicación señala: “haber procurado reparar diligentemente el daño causado”. O aceptemos lo que dice el Ministro: “iniciar la reparación diligente del daño causado”. Pero no pongamos una atenuante que resulta exorbitante. 

El señor HARBOE.- No tengo el texto del Senador Espina.

El señor ALLAMAND.- Está en el boletín de indicaciones.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Señor Secretario, le pido que lea la indicación, por favor.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Se ha repartido el boletín que contiene las últimas indicaciones autorizadas por acuerdo de los Comités el día de ayer.



Estamos en la primera de ellas, que se refiere a la letra d), inciso cuarto, literal a), correspondiente a la página 90 del boletín comparado, y que señala:



“a) El haberse adoptado medidas de mitigación sustantivas, tales como haber procurado reparar diligentemente el daño causado al consumidor antes de dictarse la resolución o sentencia sancionatoria, según corresponda, lo que deberá ser debidamente acreditado.”.



Es decir, la diferencia está en la frase: “tales como haber procurado reparar diligentemente el daño”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, creo que el tema está en cómo afinamos la redacción del artículo, a fin de que la atenuante aducida por quien haya hecho el esfuerzo de establecer alguna mitigación sustantiva al daño causado sea efectiva.



Lo importante está en la primera frase de la norma, que dice: “El haberse adoptado medidas de mitigación sustantivas”.



Eso es lo que se requiere.



Luego se señala: “tales como” -leo el texto aprobado en la Comisión de Constitución- “la reparación efectiva”.



Esos son los dos elementos.



Por lo tanto, si al principio se establece que la mitigación tiene que ser sustantiva, parece extraño que después se diga: “haber procurado reparar diligentemente”. Queda un poco vago.



Ahora bien, entiendo que la “reparación efectiva” a veces no es posible hacerla. Pero sí se ha desarrollado una intención, actividades, hechos…

El señor ALLAMAND.- ¡Eso es!

El señor PIZARRO.-… o procesos que permitan llegar a demostrar que hubo diligencia o interés en reparar.



Entonces, siguiendo lo que plantea el Ministro, yo creo que una cosa es “procurar” y otra “adoptar medidas de mitigación sustantivas”. De lo contrario, después de “sustantivas” vamos a debilitar el hecho de que se tomen medidas de mitigación o se haga un esfuerzo por corregir. Es ahí donde está la discusión. No es un asunto tan de forma, como se señala. Porque con el “procurando diligentemente” se le quita fuerza al “adoptar medidas de mitigación sustantivas”. La frase “haber reparado efectivamente” coloca, claro, en un pie mucho más difícil al infractor. Pero busquemos una redacción que no debilite lo primero y sí posibilite que, si se demuestra que se hicieron todos los esfuerzos, ello se tome como una atenuante.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, entiendo que la discusión que estamos sosteniendo es bastante sutil.



Tiendo a compartir la inquietud que plantea la indicación del Senador Espina, en el sentido de que, si se exige como medida de mitigación sustantiva la reparación efectiva, el daño ya prácticamente ha desaparecido. Además, se presenta un problema: que la reparación no depende solo de quien está intentando resolver la situación, del proveedor que actuó en forma indebida. Por lo tanto, establecer la reparación efectiva como un ejemplo de mitigación sustantiva es complejo.



Comprendo la inquietud del Ministro en cuanto a que el texto “haber procurado reparar diligentemente” puede sonar un poco vago.



Tal vez lo que nos molesta es el ejemplo. A lo mejor debiéramos eliminarlo y dejar “haberse adoptado medidas de mitigación sustantivas antes de dictarse la resolución”. Porque, si ponemos “la reparación efectiva”, estamos exigiendo mucho, y si colocamos “haber procurado” quizás se entienda que es vago y no estamos exigiendo demasiado. Lo que aquí buscamos son medidas de mitigación sustantivas, las cuales tiene que calificar el juez.



Tal vez nos ayude a llegar a un entendimiento eliminar esa frase, más que reemplazarla. Yo prefiero cambiarla, pues, de lo contrario, estamos pidiéndole al proveedor una condición casi imposible de cumplir. En este sentido, pienso que la indicación es buena. Pero a lo mejor nos abre la posibilidad de eliminar eso y dejar, para la historia de la ley, que nosotros estamos esperando acciones realmente efectivas, que el juez pueda verificar si hubo intentos que permitan demostrar que el proveedor buscó, hizo gestiones efectivas, concretas para reparar el daño causado; quizás no alcanzó a repararlo enteramente, pero logró avanzar en esa dirección.



Me parece que por ahí tal vez podríamos encontrar una solución para establecer una norma realmente cumplible. Porque el ejemplo que se incorpora en el texto que nosotros mismos aprobamos en la Comisión puede entenderse como muy difícil de cumplir. Y eso explica la indicación, que contiene el defecto ya anotado por el Ministro.



En virtud de lo anterior, sugiero como alternativa eliminar simplemente el ejemplo y dejar la exigencia de mitigación sustantiva, que será calificada por el juez.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, siguiendo al Senador Larraín, con quien discutimos este artículo en la Comisión de Constitución, si se borra el ejemplo el texto queda igual a como viene propuesto por dicho organismo.


Seamos claros: la indicación agrega, a la frase “El haberse adoptado medidas de mitigación sustantivas”, la locución “tales como haber procurado reparar diligentemente el daño causado al consumidor”, para seguir con “antes de dictarse la resolución o sentencia sancionatoria”.



Quiero ser preciso en esto, y por eso creo que hay que rechazar la indicación. Esta habla de “tales como haber procurado”. ¿Qué significa “procurar”? Intentar conseguir. 


¡Perdónenme! ¡Ese es un relativismo absoluto! Ni siquiera se habla de “conseguir”, sino de “intentar conseguir”. El juez simplemente establecerá la intención, el deseo, la voluntad de conseguir, no el resultado, no que se haya reparado efectivamente o se haya mitigado sustantivamente el daño.



La discusión en la Comisión fue extensa respecto de este artículo. El ejemplo de la indicación -lamento que no la pueda defender directamente quien la formuló, pues el Senador Espina planteó una discusión importante en la Comisión- implica relativizar, entregar un elemento inasible para los tribunales.



Creo que la norma, en sus actuales términos (“El haberse adoptado medidas de mitigación sustantivas, tales como la reparación efectiva del daño causado al consumidor antes de dictarse la resolución o sentencia sancionatoria, según corresponda, lo que deberá ser debidamente acreditado”), establece un elemento objetivo.



Insisto: la frase que utiliza la indicación (“tales como haber procurado reparar diligentemente el daño causado”) es absolutamente vaga, lo cual, en mi opinión, no es bueno ni para el consumidor ni para el propio sancionado. Deja la norma absolutamente abierta: “intentar conseguir”. Redacciones de este tipo, no existen, salvo que me corrija el señor Secretario, en ninguna otra disposición. La frase “tales como haber procurado reparar” es vaga, ambigua, absolutamente difusa, interpretable, irrealizable, y constituirá un elemento de distorsión ante la certeza que aspiramos lograr con la ley en proyecto.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se prohíbe realizar manifestaciones en las tribunas.


A continuación, tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, deseo complementar lo expresado por el Senador De Urresti.



Es importante partir mencionando que esta materia fue objeto de discusión en la Comisión de Constitución, no a propósito de la indicación en debate, que aún no se había presentado, pero sí respecto del alcance de lo que estábamos aprobando como circunstancia atenuante.



Pensemos, en primer lugar, que estamos hablando de hechos que van a rebajar la responsabilidad de alguien que haya infringido la Ley del Consumidor. Se está diciendo: “Mire, usted es infractor y le vamos a rebajar su sanción”. ¿Cuándo? Primero, letra a), cuando se hayan “adoptado medidas de mitigación sustantivas”. Ese es el concepto: medidas de mitigación sustantivas. 


Luego, en la Comisión decidió utilizarse la locución “tales como”. Cuando el legislador emplea esta expresión, lo hace para introducir un elemento de manera meramente ejemplar. Y así, se eligió hablar de “tales como la reparación efectiva”. Pero podría haber una medida sustantiva de reparación distinta. Por ejemplo, otro mecanismo con el cual el consumidor se sintiera satisfecho y que no necesariamente consistiera en la reparación efectiva. Por eso se colocó “tales como”. La letra también se podría haber redactado de forma diferente. Si hubiésemos querido ser más imperativos, a lo mejor podríamos haber dicho: “El haberse adoptado la reparación efectiva del daño causado”. Es otro elemento. Se optó por “medidas sustantivas, tales como la reparación efectiva”, que no es una frase absoluta.



A mi juicio, la indicación del Senador Espina le introduce una debilidad mayor a esta circunstancia atenuante. Insisto: tengamos claro que le estamos rebajando la responsabilidad al infractor. Y para ello el Senador Espina no exige necesariamente que se haya reparado el daño de manera efectiva o una conducta semejante, sino “haber procurado repararlo diligentemente”. 


“Procurar” viene del latín procurare y significa, desde el punto de vista conceptual, “hacer diligencias o esfuerzos para que suceda lo que se expresa”. 


¿Le vamos a rebajar la responsabilidad a alguien que sabemos que ha infringido la Ley del Consumidor porque manifestó una intención de generar algún tipo de reparación? 


Me parece un comportamiento demasiado débil, considerando que se trata de una circunstancia atenuante.



Por eso, señor Presidente, más bien tiendo a rechazar la indicación y a mantener el texto aprobado por la Comisión de Constitución.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, en la búsqueda de un acuerdo, planteé que la propuesta del Senador Larraín era una alternativa. Ahí, en realidad, se afirma más la mitigación sustantiva.



Sin embargo, con algunos asesores del Ejecutivo hemos visto la posibilidad de redactar la letra de la siguiente forma: “El haberse adoptado medidas de mitigación sustantivas, tales como haber sido diligente en la reparación del daño causado”.


“Haber sido diligente” obliga al proveedor o a quien haya causado el daño a demostrar que ha realizado acciones efectivas para reparar el mal causado. 

El Senador PROKURICA.- ¡Es lo mismo!

El señor PIZARRO.- No, porque la indicación no dice eso. “Procurar” es completamente distinto a “desarrollar”. Porque el infractor podría decir: “Yo procuré”.



Y perdóneme, colega, pero no puedo entrar en un diálogo.



Esa podría ser una alternativa, señor Presidente.



Ahora, si no se acogiera, preferiría rechazar derechamente la indicación.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, me parece que por tratar de ir a lo más podemos terminar perjudicando al consumidor. 



¿Qué quiere un consumidor cuando es víctima de una infracción, como cuando le dicen que un producto es 10 y en realidad es 8? ¿Seguir en un juicio permanente, que le apliquen una multa al infractor? ¡No! Lo que quiere es obtener una reparación o por lo menos que se camine en una línea que permita llegar a ella.



Desde esa perspectiva, la disposición aprobada queda muy poco atractiva para la empresa infractora, porque si incurre en una falta y la atenuante implica reparar casi el cien por ciento, la verdad es que no va a tratar de reparar, porque no tendrá ningún tipo de mitigación.



A mí me extraña que algunos Senadores que entiendo que son abogados digan que no conocen disposiciones como esta. ¿Acaso no han leído el Código Penal? Señala exactamente lo mismo: “Haber reparado con celo el mal causado”. Esa es la atenuante. Y lo que se plantea es muy similar. No hay nada nuevo, aunque creo que se puede buscar una mejor redacción. 



Reitero: pienso que una disposición como la aprobada es poco atractiva, porque hará que ninguno de los supuestos infractores trate de reparar el mal causado al tener que reparar en su totalidad el daño para ganar una atenuante. 



A mi juicio, la indicación atenúa aquello, sin perjuicio de estudiar opiniones como la del Senador Pizarro y del Ejecutivo para lograr una norma más calibrada. 



Por eso, señor Presidente, no sé si es posible dejar pendiente esta parte del proyecto para que el Ejecutivo y los asesores la revisen.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, en la Comisión de Economía hicimos un gran esfuerzo por mejorar y en consensuar con el Gobierno este proyecto de ley.



Al parecer, muchas de las normas que aprobamos las “corrigió”, entre comillas, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 



El comportamiento del Ministerio de Economía fue muy distinto en la Comisión del ramo del Senado. Se llegó a acuerdo en muchas materias, en un proyecto en el que se avanzó rápidamente y en el que hubo la mejor disposición.



Sin embargo, señor Presidente, por una razón u otra, la Comisión de Constitución, que todo lo corrige -con el debido respeto-, corrigió numerosos preceptos que nosotros habíamos despachado. Y el Gobierno, además, cambió de parecer en algunos aspectos. Se había llegado a acuerdo respecto del consejo normativo, el cual terminó saliendo del proyecto en la Comisión de Constitución.



Lamento que el debate se haya dado de un modo en una Comisión y de una manera distinta en otra. 



La Comisión de Economía es igual a la de Constitución.

El señor LARRAÍN.- ¡Mejor, mejor…!

El señor MOREIRA.- No sé si será mejor, pero también cuenta con profesionales. 



No voy a seguir con este tema para no generar suspicacias.

El señor MONTES.- ¡Mejor…!

El señor MOREIRA.- Dicho eso y volviendo atrás, señor Presidente, me parece razonable la indicación del Senador Espina. ¿Por qué? Porque, si nosotros exigimos la reparación total del daño, ya no se tratará de una atenuante, que exige una acción, no un resultado.



Además, quiero señalar que la Comisión de Constitución criticó esta norma, pero una de las observaciones que se plantearon en la Comisión de Economía fue precisamente esa: que no se exigía la reparación del daño.



Por eso, considero que la indicación del Senador Espina es razonable.



Ahora bien, si no hubiese acuerdo, la fórmula para evitar dobles interpretaciones, si se allanara el Ejecutivo y la Nueva Mayoría, sería quitar el ejemplo. De esa manera podríamos consensuar una frase en los términos que estoy indicando.



No sé si habrá voluntad para ello -lo pregunto a través de usted, señor Presidente-, pues, si no la hubiera, nosotros tendríamos que actuar en consecuencia.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Solicito el asentimiento de la Sala para que el Senador Jorge Pizarro asuma como Presidente accidental.


Acordado.


--Pasa a presidir la sesión el Senador señor Pizarro, en calidad de Presidente accidental.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Se han formulado tres sugerencias. Una, planteada por el Senador Larraín, consiste en eliminar lisa y llanamente el ejemplo. La otra la efectuó el Senador Harboe. Y yo, por mi parte, propuse una posible redacción. 



En algún momento, después de que hable el Senador Araya, tendremos que decidir cuál votamos primero, si acaso no hemos llegado a un acuerdo. De lo contrario, deberíamos votar la indicación tal como ha sido presentada.



Tiene la palabra a continuación el Senador señor Araya.

El señor ARAYA.- Señor Presidente, creo que ya se han dado varios argumentos. Para no repetir las ideas, quiero volver a un concepto que se discutió bastante en la Comisión de Constitución.



En mi intervención anterior señalé que allí se habían reunido las infracciones en cuatro grandes grupos y se había fijado techos de multas, y que, cuando se discutió la graduación de estas, se buscó establecer distintas atenuantes y agravantes.



¿Qué trató de hacer la Comisión de Constitución, sin desmerecer, por supuesto, el trabajo que muy bien realizó su par de Economía? Encontrar la forma de objetivizar las atenuantes y las agravantes.



Por esa razón, la atenuante que estamos analizando no debe ser interpretada aisladamente. Hay que mirar el resto, las que siguen, así como también las agravantes. Y ahí nos daremos cuenta de que la redacción de cada atenuante y agravante se halla construida sobre criterios objetivos, de forma tal que el juez, al momento de valorarlas, no tenga margen de subjetividad.



La indicación del Senador Espina parece bastante inocua, pero, en el fondo, ataca el centro de lo que quisimos lograr en la Comisión de Constitución, que era objetivizar la manera en que el infractor de ley -porque aquí estamos hablando del prestador del servicio que comete una infracción- podía beneficiarse o no con una atenuante.



En tal virtud, en su minuto se consideró como atenuante “El haberse adoptado medidas de mitigación sustantivas”, y se señaló, a modo ejemplar, la reparación del daño causado al consumidor antes de la dictación de la sentencia. Se establecía, así, un criterio objetivo de cuándo debe entenderse que hay una medida de mitigación sustantiva.



No es el único caso, porque puede ocurrir que no sea posible reparar efectivamente la totalidad del daño.



Sin embargo, de igual forma el juez podrá ponderar otras actuaciones del infractor en la misma línea.



Por esa razón, pienso que debemos rechazar la indicación del Senador Espina.



Si el ejemplo citado lleva a error interpretativo y queda claro en la historia de la ley que la finalidad buscada es objetivizar las circunstancias atenuantes y agravantes, yo estaría a favor de suprimir la frase que hemos agregado, toda vez que solamente tenía por objeto darle claridad al tribunal al momento de fallar en el sentido de que se deben medir situaciones objetivas: un comportamiento efectivo del infractor en su actuación posterior a la vulneración de la Ley del Consumidor.



En atención a ello, insisto en que no podemos mirar esta atenuante en forma aislada, sino que debemos observar el conjunto de las atenuantes y agravantes, porque todas han sido construidas sobre la base de criterios de carácter más bien objetivo para evitar que se establezca una suerte de beneficio para un infractor que no haya adoptado medidas reales de mitigación del mal causado.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Entonces, si no hay acuerdo para buscar una redacción alternativa, lo que corresponde es votar la indicación correspondiente.

El señor PROKURICA.- ¿Y su proposición, señor Presidente?

El señor ALLAMAND.- Sí. ¿Y la suya?

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Lo que pasa es que no existe acuerdo para hacer modificaciones en la Sala. Y si no lo hay, no podemos hacerlo.



Por tanto, lo primero que debemos hacer es votar la indicación a que me referí.

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Sí, Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, ¿por qué no votamos primero separadamente la eliminación de la frase en cuestión?

El señor ALLAMAND.- ¿Por qué no podemos votar su propuesta, señor Presidente?

El señor LARRAÍN.- Y de no aprobarse, nos pronunciamos sobre la indicación. Así podríamos zanjar el tema.

El señor PROKURICA.- ¡Votación dividida, señor Presidente!

El señor LARRAÍN.- Pido votación separada de la frase.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- En estricto rigor, señores Senadores, tenemos dos propuestas de redacción sobre el texto.



Una es de la Comisión de Constitución, y otra de la de Economía.



La redacción de la Comisión de Economía es mucho más clara y precisa que la de Constitución.



Les ruego ver el comparado.



La modificación de la Comisión de Economía señala: “a) El haberse reparado el daño causado al consumidor, antes de dictarse la resolución o sentencia sancionatoria”.
El señor LARRAÍN.- ¡No!

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- O sea, en ese caso tiene que estar reparado el daño antes. Creo que la medida es más fuerte.



Después viene la proposición de la Comisión de Constitución, donde se relativiza la circunstancia atenuante y se pone el ejemplo respectivo. 



Y ahí viene la indicación del Senador Espina.



Entonces, desde el punto de vista procedimental, vuelvo a preguntar a Sus Señorías si hay acuerdo para buscar una corrección en la Sala.



No lo hay.



En consecuencia, vamos a pronunciarnos sobre la indicación del Senador señor Espina, y después procederemos a votar por separado la frase a que se ha hecho referencia.



En votación la indicación nueva presentada por el Honorable señor Espina, tendiente a reemplazar el literal a) del inciso cuarto propuesto en la letra d) del número 11).



Señor Secretario, por favor, que se hagan sonar los timbres.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Terminada la votación.



--Se rechaza la indicación nueva del Senador señor Espina (12 votos en contra, 10 a favor, una abstención y un pareo).



Votaron por la negativa la señora Muñoz y los señores Araya, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Montes, Pizarro, Quinteros, Ignacio Walker y Patricio Walker.



Votaron por la afirmativa las señoras Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, Hernán Larraín, Moreira, Ossandón, Pérez Varela y Prokurica.


Se abstuvo la señora Lily Pérez.


No votó, por estar pareado, el señor Letelier.
El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Enseguida procederemos a votar por separado, de acuerdo a la solicitud del Comité de la UDI, el texto de la Comisión de Constitución y...

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ese debe votarse primero, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Efectivamente, señor Secretario.



Aclare bien cuál es la separación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Se pondrá en votación el texto propuesto por la Comisión de Constitución, que es distinto al aprobado por la de Economía.



Quienes estén de acuerdo con la proposición de la Comisión de Constitución deben votar que sí, y quienes...

El señor LARRAÍN.- No, señor Presidente. Eso no es lo que...

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Perdón, señor Secretario.



Lo que pasa es que el Senador señor Larraín pidió votar separadamente la eliminación de la frase “tales como la reparación efectiva”.



Eso es lo que pidió el señor Senador.

El señor HARBOE.- ¿Se puede pedir votación separada de una frase, señor Presidente? Porque no es un inciso.

El señor LAGOS.- ¿Es posible hacer eso?

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Así es, Sus Señorías. Siempre lo hemos hecho de esa forma. Incluso, es posible votar palabra por palabra.



Por lo tanto, para simplificar la votación y entenderla bien, vamos a votar el texto que sugiere la Comisión de Constitución.



Los que estén de acuerdo con la proposición tal como viene  deben votar que sí. Quienes deseen eliminar el ejemplo “tales como la reparación efectiva” deben marcar que no.



Ello, para los efectos de hacer una sola votación.

El señor LARRAÍN.- Perdón, señor Presidente. Creo que hay un error.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, me da la impresión de que primero debemos votar separadamente la eliminación de la frase a la que usted aludió.

El señor ALLAMAND.- ¡Eso es!

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Así es, señor Senador. Lo que pasa es que mi idea es hacer una sola votación.

El señor LARRAÍN.- Exacto. 



Creo que hay que eliminar esa frase, porque lo que debe quedar como atenuante es el haber adoptado medidas de mitigación sustantivas.



Esa es la atenuante que debe calificar el juez, sin la oración mencionada, porque los ejemplos solo se toman como referencia.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Muy bien, Su Señoría.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Se pondrá en votación separada la frase que figura en la letra a), propuesta por la Comisión de Constitución, que dice “tales como la reparación efectiva”.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- En consecuencia, los señores Senadores que quieren mantenerla deben votar que sí, mientras que aquellos que desean eliminarla tienen que marcar que no.



¿Estamos claros?

El señor LARRAÍN.- Sí, señor Presidente.

El señor COLOMA.- Conforme. 

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- En votación la frase contenida en la letra a).

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Terminada la votación.



--Se aprueba la mantención de la frase contenida en la letra a) del inciso cuarto propuesto en la letra d) del número 11) (14 votos a favor, 9 en contra, una abstención y un pareo).


Votaron por la afirmativa la señora Muñoz y los señores Araya, Bianchi, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Montes, Pizarro, Quintana, Quinteros, Tuma y Patricio Walker.


Votaron por la negativa las señoras Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Coloma, Hernán Larraín, Moreira, Ossandón, Pérez Varela y Prokurica.


Se abstuvo la señora Lily Pérez.



No votó, por estar pareado, el señor Letelier.
El señor PIZARRO (Presidente accidental).- En consecuencia, la letra a) queda tal como fue despachada por la Comisión de Constitución.



Continuemos, señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, en la página 91 del comparado figura la letra b) propuesta por la Comisión de Constitución, cuyo texto dispone: 



“b) La auto denuncia ante el Servicio Nacional del Consumidor, debiendo proporcionarse antecedentes precisos, veraces y comprobables que permitan el inicio de un procedimiento sancionatorio.”.



Esta enmienda es muy diferente de la que aprobó la Comisión de Economía, pues se refiere a una materia distinta y dispone lo siguiente:



“b) Que el proveedor sea empresa de menor tamaño en los términos a que se refiere el inciso segundo del artículo segundo de la ley N° 20.416.”.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, ¿hay alguna Comisión funcionando en este momento?

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Sí, señor Senador. Las Subcomisiones Especiales Mixtas de Presupuestos.

El señor COLOMA.- ¡Solo una de ellas!

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Una Subcomisión Especial Mixta.



Corresponde someter a votación el texto de la letra b) de la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia, que se refiere a un tema distinto al que aprobó la de Economía en su segundo informe.



La letra b) de la Comisión de Economía busca favorecer a la pequeña empresa, de manera que sea considerada tal como se ha sostenido acá. Y la letra b) de la Comisión de Constitución propone que sea una atenuante la autodenuncia que haga un proveedor sobre alguna falla en el otorgamiento de un servicio o en lo que corresponda.


Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, a mí me parece correcta la indicación presentada por la Comisión de Constitución. Pero es distinta en su género que la de la Comisión de Economía.



Lo que sucede es que parece contradictorio o no sustentable que sea atenuante que el infractor sea una pyme. Porque no por el hecho de serlo debe tener una atenuante. ¡No! Si pequeñas, medianas o grandes empresas cometen actos indebidos deben ser responsables. A la hora de la sanción se podrá aplicar una inferior a una pyme; pero no puede ser considerada atenuante el que una empresa tenga determinada característica.



Por eso, la Comisión de Constitución optó por el camino de eliminar lo propuesto por la de Economía y plantear esta otra disposición: la autodenuncia, en términos tales que permita realmente iniciar un procedimiento sancionatorio.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, en la Comisión de Economía estimamos que cuando el proveedor sea una empresa de menor tamaño, ello debería constituir una atenuante. Porque están emprendiendo. A los emprendedores les cuesta bastante poder cumplir con todas las exigencias para iniciar sus actividades. Y, si por distintas razones las pymes cometen una infracción, nosotros pensamos que hay que protegerlas. Estas ya se hallan sometidas a una competencia desleal cuando la situación del mercado no les permite competir en igualdad de condiciones.



Por eso, en la Comisión de Economía estimamos que el solo hecho de ser una pyme es una atenuante respecto a la sanción.



Me extraña que la disyuntiva que se presenta a la Sala sea o aprobar la letra b) que propone la Comisión de Economía, en cuanto a que por ser pyme se le considerará un grado menor en la sanción, o aprobar algo que no tiene nada que ver con esto, que debería figurar como atenuante de sanción en otra letra.



No es posible que se ponga a la Sala del Senado ante la alternativa de decidir si se mantiene lo aprobado por la Comisión de Economía, en términos de que ser pyme constituye una atenuante, o si ello se  reemplaza por la autodenuncia.



¡No tiene absolutamente ningún sentido esta votación!



Señor Presidente, sugiero dejar pendiente este asunto y hacer una propuesta distinta más tarde o que el Ejecutivo nos proponga una solución. Porque el Senado no puede resolver sobre dos materias absolutamente inconexas. No tiene nada que ver el tema que aprobó la Comisión de Economía relativo a las pymes y el de la autodenuncia.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el señor Director del SERNAC.

El señor MUÑOZ (Director del Servicio Nacional del Consumidor).- Señor Presidente, efectivamente, aquí no se elimina un asunto aprobado en la Comisión de Economía del Senado, sino que se lo traslada a una norma en la que se reconoce la capacidad económica del infractor como uno de los criterios que deben tomarse en consideración al momento de aplicar las sanciones.



Lo que señaló recién el Senador Larraín efectivamente representa la discusión que hubo en la Comisión de Constitución, en el sentido de que el proyecto de ley establece un verdadero estatuto propyme en varias normas, que tiene que ver con las circunstancias, por ejemplo, de la reincidencia, de la aplicación de las multas respecto de los límites de las sanciones asociadas al tema colectivo.



Y, así, hay varias disposiciones más, entre las cuales se encuentra la que nos ocupa y que se trasladó al artículo 24, donde se reconoce -lo señalé recién- la capacidad económica del infractor como uno de los criterios específicos sobre los que debe pronunciarse el sentenciador.



Por lo tanto, aquí ha operado una reorganización, más que una eliminación, respetando el criterio aplicado en la Comisión de Economía.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Gracias, señor Director.



También hay que recordar lo planteado por la Senadora señora Lily Pérez en cuanto a que la eliminación del piso tenía que ver justamente con el tema de las pymes, a fin de que el juez no estuviera obligado a sancionar a partir de determinada cantidad de unidades de fomento, sino que pudiera comenzar desde cero.



Tiene la palabra el Honorable señor Harboe; luego, la Senadora señora Lily Pérez, y posteriormente procederemos a votar la redacción propuesta por la Comisión de Constitución.

El señor HARBOE.- Tal como lo ha señalado el Director del SERNAC y lo ha manifestado muy bien el señor Presidente, en la Comisión de Constitución incorporamos consideraciones respecto a las pequeñas y medianas empresas en un conjunto de normas: el piso de las multas; la ponderación o los criterios que debe tener el juez al momento de aplicar la sanción, y otras disposiciones.



Sin embargo, no corresponde incorporar al régimen de sanciones la condición de pyme como atenuante. ¡Eso no corresponde!



En la última columna de la página 96 del comparado se señala que cuando una empresa ha sido denunciada y se ha iniciado un procedimiento por una infracción y llegan los elementos de prueba, el juez deba tomar en cuenta lo siguiente:



“Efectuada dicha ponderación, y para establecer el monto de la multa, se considerarán prudencialmente los siguientes criterios: la gravedad de la conducta; los parámetros objetivos que definan el deber de profesionalidad del proveedor; el grado de asimetría de información existente entre el infractor y la víctima; el beneficio económico obtenido con motivo de la infracción, en caso que lo hubiese; la duración de la conducta y la capacidad económica del infractor.”.



En consecuencia, la disposición en comento se incorpora como un criterio que habrá de tener el juez al momento de aplicar la sanción. Por eso no la incluimos como elemento atenuante.



Esa es la explicación, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, es muy importante lo que señala el Senador Harboe, y yo quiero reforzar lo que concluimos en la Comisión de Economía.



Nuestro sentido es que, efectivamente, las pymes reciban un trato distinto. No es lo mismo una gran empresa, que el comercio o una pyme. No se les aplica el mismo trato ni tampoco se actúa igual frente a un problema cuando se tiene un producto o un servicio.



Por esa razón, insistimos en el hecho de que si una pyme incurre eventualmente en una falta se genere de inmediato una atenuante.



En tal sentido, deseo rescatar lo siguiente.



En cuanto a la atenuante, se considera el hecho de que una pyme no haya sido sancionada anteriormente en el último año y medio. Y en el caso de la agravante de reincidencia, se toma en cuenta el comportamiento del año anterior, versus el de los últimos 36 meses para el resto de las empresas. O sea, para las grandes empresas se considerará la conducta de los tres años anteriores, mientras que para las pymes la del último año.



Eso es superimportante en el caso de las agravantes y las atenuantes. Esto implica, una vez más, que les hemos dado un trato preferente a las pymes y al comercio, en comparación con las grandes empresas respecto a los consumidores.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- En votación el texto de la Comisión de Constitución.



--(Durante la votación).
El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor  Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, como aquí se ha dicho -me parece que por el Senador Tuma-, la letra b) que aprobó la Comisión de Constitución no tiene nada que ver con la acordada por la de Economía. No son una u otra; no son incompatibles. Se trata de dos temas completamente distintos.



Nosotros eliminamos la de la Comisión de Economía porque establecimos una serie de normas propyme a lo largo del texto. 


Por lo tanto, no debiera votarse una enmienda en desmedro de la otra. Si se aprueba lo propuesto por la Comisión de Constitución,...

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Señor Senador, vamos a votar precisamente la modificación planteada por dicho órgano técnico.

El señor LARRAÍN.- Sí. Pero hay que tomar un criterio respecto de la otra.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Después vamos a consultar por la letra b) sugerida por la Comisión de Economía.

El señor LARRAÍN.- Eso es lo que quería pedir.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- En votación la letra b) propuesta por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Terminada la votación.



--Se aprueba (23 votos a favor y un pareo).



Votaron las señoras Goic, Muñoz, Lily Pérez y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, García, Guillier, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Tuma, Ignacio Walker y Patricio Walker. 



No votó, por estar pareado, el señor Letelier.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, agregue mi voto afirmativo. 
El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Honorable señor Quinteros.



Respecto de la letra b) planteada por la Comisión de Economía, yo creo, Senador señor Tuma, que la entendemos incluida en el otro texto. Por lo tanto, no la votamos.



Sigamos, señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En la misma página 91 del boletín comparado, se encuentra la letra c).



En su texto existe una diferencia entre lo aprobado por la Comisión de Constitución y lo propuesto por la de Economía. 



Ello, sin perjuicio de una indicación del Ejecutivo que agrega una oración final a dicha literal para precisar qué se entiende por “colaboración sustancial”. 


Reitero que los textos planteados por ambas Comisiones (columnas tercera y cuarta del comparado) son distintos.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- El texto es prácticamente el mismo y, además, existe una indicación para incluir una oración final. 



Respecto de dicha indicación, ¿tiene algo que informar el Gobierno a través del señor Ministro de Economía, el señor Director del SERNAC o la señora Subsecretaria del ramo?



Vamos a proceder a leer la indicación, entonces. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- En cuanto a la letra c), se aprobaría con la modificación formal de la Comisión de Constitución. 
El señor PIZARRO (Presidente accidental).- ¿Le parece a la Sala?



Acordado.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La indicación del Ejecutivo, que está en el boletín que Sus Señorías tienen a su disposición, agrega una oración final a dicha letra, del siguiente tenor: “Se entenderá que existe colaboración sustancial si el proveedor contare con un plan de cumplimiento específico en las materias a que se refiere la infracción respectiva, que haya sido previamente aprobado por el Servicio y se acredite su efectiva implementación y seguimiento.”.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- ¿Habría acuerdo en aprobar la indicación propuesta por el Gobierno? 


Es aclaratoria.

El señor HARBOE.- Sí.

El señor LARRAÍN.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Tiene la palabra, Su Señoría. 

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, nosotros consideramos que esta indicación del Ejecutivo sirve para darle un carácter de mayor objetividad a la definición de “colaboración sustancial”. De lo contrario, puede prestarse para arbitrariedades o subjetividades. 


En tal sentido, el planteamiento que hace el Gobierno nos parece razonable. Por eso, lo vamos a apoyar. 

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, solo deseo dejar constancia de que creo que es importante la referida indicación porque, más allá de incorporar la definición que objetiviza qué se entiende por “colaboración sustancial”, consagra un reconocimiento a la existencia de un plan de cumplimiento por parte de las empresas (compliance). Es decir, si cada empresa se organiza adecuadamente para evitar acciones de infracción a la Ley del Consumidor, el sistema se lo va a reconocer. Ello se va a entender como una colaboración sustancial y, por tanto, se va a aplicar como atenuante.



Esto es una innovación. 



Además, muchas leyes en esta materia a nivel internacional contemplan tal concepto. 



Por otro lado, los estándares de cumplimiento al interior de las empresas debieran tender a mejorar con esta norma.

El señor WALKER (don Ignacio).- “Si le parece”.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).-
 ¿Hay acuerdo en la Sala para dar por aprobada la indicación?
El señor HARBOE.- Sí.

El señor MONTES.- ¡Unánimemente!
El señor MOREIRA.- ¡No, señor Presidente! Votemos.
El señor PIZARRO (Presidente accidental).- El Senador señor Moreira pide votación electrónica.


En votación la indicación del Ejecutivo para agregar una oración final a la letra c) propuesta por la Comisión de Constitución.

El señor MOREIRA.- ¿Me permite, señor Presidente?
El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, es muy simple. 


Para evitar que usted siempre pregunte, nosotros, como Comité, vamos a solicitar que se vote todo de manera electrónica.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Eso ya fue solicitado, señor Senador.

El señor MOREIRA.- Sí. Es para que no pida de repente la anuencia, aunque haya...

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Es una facultad de la Mesa hacerlo y también, una costumbre. 

El señor MOREIRA.- Claro. Pero, de acuerdo al Reglamento, le reitero que nosotros vamos a  pedir votación para todo.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Muy bien.


Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Terminada la votación.


--Se aprueba la indicación del Ejecutivo para agregar una oración final a la letra c) propuesta por la Comisión de Constitución (19 votos favorables).



Votaron las señoras Goic, Muñoz, Lily Pérez y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, Harboe, Hernán Larraín, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Tuma, Ignacio Walker y Patricio Walker. 
El señor MONTES.- ¡Por lo menos vote, Senador Moreira!

El señor MOREIRA.- ¡Perdón! 



Agregue mi voto a favor, señor Presidente.

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- Se deja constancia de la intención de voto afirmativo del señor Senador.


Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La siguiente enmienda que presenta diferencias entre ambas Comisiones se encuentra en la página 92 del boletín comparado, con relación a lo que se considerará circunstancias agravantes. 


La letra a) propuesta por la Comisión de Constitución señala: “Haber sido sancionado con anterioridad por la misma infracción durante los últimos veinticuatro meses”. 



El texto aprobado por la de Economía habla de “treinta y seis meses”. 


La segunda oración de dicha letra, que inicia con la expresión “En caso de tratarse de una micro o pequeña empresa”, es igual en ambos textos.
El señor PIZARRO (Presidente accidental).- La diferencia, entonces, radica en los meses en que puede haber sido sancionado un infractor: la Comisión de Economía establece treinta y seis; la de Constitución, veinticuatro. 



Vamos a votar el texto de la Comisión de Constitución. 



Si se aprueba, quedan los veinticuatro meses; si se rechaza, los treinta y seis.



En votación. 
La señora MUÑOZ.- ¿Qué estamos votando, señor Presidente?

El señor PIZARRO (Presidente accidental).- El texto de la letra a) planteado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, que establece: “Haber sido sancionado con anterioridad por la misma infracción durante los últimos veinticuatro meses, contados desde que esté ejecutoriada la resolución o sentencia sancionatoria.”.


La de Economía dispone, en la parte pertinente, “dentro de los treinta y seis meses anteriores”.


Los que estén de acuerdo con los veinticuatro meses votan que sí; los que estén por los treinta y seis votan que no.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la letra a) introducida por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (24 votos a favor).



Votaron las señoras Goic, Muñoz, Lily Pérez y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker y Patricio Walker. 
El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, a continuación, en la página 93 del boletín comparado, la Comisión de Economía propone la siguiente modificación: “b) El haber causado un daño patrimonial grave a los consumidores, o haber dañado su integridad física o psíquica o su dignidad, o haber puesto en riesgo la seguridad e integridad física de los consumidores o de la comunidad aun no habiéndose causado daño.”.





Por su parte, la Comisión de Constitución propone dividir dicho literal de la siguiente manera: 



“b) El haber causado un daño patrimonial grave a los consumidores.



“c) El haber dañado la integridad física o psíquica de los consumidores o, en forma grave, su dignidad.


“d) El haber puesto en riesgo la seguridad de los consumidores o de la comunidad, aun no habiéndose causado daño.”.

El señor LARRAÍN.- Es solo una cuestión formal.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La diferencia de texto radica solo en la letra c): “El haber dañado la integridad física o psíquica de los consumidores o, en forma grave, su dignidad.”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si hubiera acuerdo en la Sala, daríamos por aprobadas las tres letras.

El señor MONTES.- ¡Hay unanimidad, señor Presidente!

El señor MOREIRA.- ¡Que se vote!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación las letras b), c) y d) propuestas por la Comisión de Constitución.



Quienes estén de acuerdo con ellas votan que sí.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban (26 votos a favor y un pareo).


Votaron por la afirmativa las señoras Goic, Muñoz, Lily Pérez y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Coloma, De Urresti, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



No votó, por estar pareado, el señor Letelier. 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Continuemos, señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En la página 95 del comparado, la Comisión de Economía (columna tres) incluyó una norma, que señala: “En caso de concurrir tanto circunstancias atenuantes como agravantes, el Servicio o el tribunal deberán ponderar racionalmente cada una de éstas, a fin de que, graduando el valor de unas y otras, al caso concreto se aplique una sanción proporcional a la intensidad de la afectación provocada en los derechos del consumidor.”. 



Similar texto plantea la Comisión de Constitución. 



Sin embargo, la de Economía agrega lo siguiente: “Sin perjuicio de lo anterior, la procedencia de un agravante determinará la aplicación de al menos el 40% del máximum de la multa, aun cuando concurran una o más circunstancias atenuantes. Este último límite no aplicará en caso de tratarse de una micro o pequeña empresa en los términos del inciso segundo del artículo segundo de la ley Nº 20.416.”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Procederemos a votar.

El señor TUMA.- ¿Votamos el texto que propone la Comisión de Constitución?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Debemos pronunciarnos sobre el agregado de la Comisión de Economía.

El señor ALLAMAND.- ¿En qué página está?

El señor LABBÉ (Secretario General).- En la 95, columna tres. 



La primera parte del texto es similar en ambas Comisiones. 



El agregado de la de Economía señala: “Sin perjuicio de lo anterior, la procedencia de un agravante determinará la aplicación de al menos el 40% del máximum de la multa, aun cuando concurran una o más circunstancias atenuantes. Este último límite no aplicará en caso de tratarse de una micro o pequeña empresa en los términos del inciso segundo del artículo segundo de la ley Nº 20.416.”.

El señor ALLAMAND.- Pero eso quedó eliminado.

El señor PIZARRO.- ¡Ya lo votamos!

El señor ALLAMAND.- ¡Sí! ¡Se suprimió!

La señora VON BAER.- La Comisión de Constitución lo desechó. 

El señor ALLAMAND.- Así es.

La señora VON BAER.- Pido la palabra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, entiendo que estamos votando el texto de la Comisión de Constitución, órgano que eliminó el agregado que proponía su par de Economía.



Por lo tanto, no comprendo por qué se pretende saltar hacia atrás para votar algo que ya se suprimió.



Siempre nos pronunciamos por la modificación planteada por una Comisión. Si se rechaza, nos vamos a lo propuesto por el otro órgano técnico.



Ahora debemos votar el texto que aprobó la Comisión de Constitución, instancia donde el agregado que se nos señala no sobrevivió.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, efectivamente la enmienda de la Comisión de Constitución que está en la página 95 determina un sistema distinto del juego de las atenuantes y agravantes, incompatible con el otro texto. Por tanto, si se aprueba la modificación de dicho órgano técnico, queda desechado lo que propone la de Economía. 



Esta última instancia ponderaba si había tres o cuatro agravantes. Bueno, nosotros dividimos una en tres, porque así quedaba más claro. Si no, hubiese sido necesario resumirlas, por cuanto ahí empezaban a sumarse las agravantes.



Se busca entregar al Servicio o tribunal, según sea el caso, la ponderación racional de cada una de ellas y hacer un juicio global.



En consecuencia, con la sola aprobación de la enmienda introducida por la Comisión de Constitución se entiende que cambia el sistema propuesto por la de Economía. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, voy a reiterar lo que se ha planteado.



Lo que se hizo aquí es que se separaron las cosas. Si uno observa las normas siguientes en la página 96 del boletín comparado -es lo mismo que conversamos a propósito de la discusión anterior-, podrá ver que se establecen reglas para que el juez, cuando haga la ponderación, aplique ciertos criterios. Uno de los que se recogen ahí es que, al momento de fijar el monto de la sanción, se deberá considerar si se trata de una micro o pequeña empresa.



En consecuencia, parte del texto que eliminamos en el inciso de la página 95 fue incorporado en el que aparece en la página 96.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- No, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, quiero formular una pregunta que no sé si calza exactamente en este punto.



Yo veo lo siguiente.



Estoy en la sexta columna de la página 95, donde se dice: “El Servicio o tribunal, según corresponda, deberá ponderar racionalmente cada una de las atenuantes”, etcétera.



A continuación, en la página 96, se expresa: “Efectuada dicha ponderación, y para establecer el monto de la multa, se considerarán prudencialmente los siguientes criterios…”.



Entonces, si entiendo bien, hay una doble ponderación.



Al leer ambas normas -por eso hago la consulta, sea al Ejecutivo o a los miembros de la Comisión de Constitución- da la impresión de que existe una redundancia. Porque -repito- en primer lugar (página 95) se efectúa una ponderación. Posteriormente (página 96) se dice: “Efectuada dicha ponderación, y para establecer el monto de la multa…”. Y ahí vienen elementos que son claramente de ponderación.



O sea, existen dos ponderaciones. Y eso está mal.



Por lo tanto, como una cuestión simplemente de ajuste, quizás habría que dejar el párrafo de la página 95 y después, en la página 96, borrar la frase “Efectuada dicha ponderación, y para establecer el monto de la multa”. De lo contrario se está ponderando dos veces. 



A mi entender, no puede haber una doble ponderación.



En consecuencia, a través de la Mesa, me dirijo al señor Presidente de la Comisión de Constitución para  manifestarle que, en mi concepto, las referidas normas funcionan si dejamos el texto de la página 95 y lo empalmamos diciendo, luego de la expresión “los derechos del consumidor”: “Considerarán prudencialmente los siguientes criterios”. Así queda solo una ponderación.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, sin perjuicio de la formulación de una propuesta, sería bueno escuchar al Director del SERNAC.



Pero seamos claros: en la Comisión de Constitución, siguiendo al Senador Larraín, optamos por una fórmula distinta de la que se había aprobado en la de Economía.



Entonces, hacer un bloque para la aprobación de estas normas implica jugar entre lo que propusieron ambas Comisiones. Este es el margen de discusión.



Lo que plantea el Senador Allamand tiene coherencia, pero distorsiona la opción que tomamos en la Comisión de Constitución, entiendo que unánimemente, pues nos pareció que era la mejor fórmula para no estar jugando en cada caso con una doble función.



Entonces, escuchemos primero al Ejecutivo y luego votemos para determinar qué opción se toma.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para seguir el procedimiento que sugirió el Senador señor De Urresti?



¿Le parece, Senadora señora Von Baer?



¿Senador señor Harboe?



Acordado.



Le ofrezco la palabra al Ejecutivo.



Puede intervenir el señor Director del SERNAC.

El señor MUÑOZ (Director del Servicio Nacional del Consumidor).- Señor Presidente, intervengo solo para aclarar el régimen que se está proponiendo y lo aprobado en la Comisión de Constitución.



Se modificó un sistema rígido -establecía una serie de parámetros, según los cuales, incluso, en algunos casos se debía aplicar el mínimo de 80 por ciento de la multa, de concurrir las agravantes señaladas en la letra e) que aprobó la Comisión de Economía- por un régimen flexible, que prevé una primera etapa de ponderación de agravantes y atenuantes.



En seguida, superada esa parte, que hoy día es más flexible (porque, en el fondo, se plantea una ponderación racional), viene una serie de criterios, entre los cuales se incluyen, por ejemplo, la capacidad económica del infractor y la gravedad de la conducta. 



Por lo tanto, es secuencial, forma parte del mismo proceso.



En la Comisión de Constitución, efectivamente, la aprobación fue unánime, pues se juzgó que existía demasiada rigidez, lo que iba a implicar que en algunos casos la multa aplicada fuera excesiva.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Vamos a votar el texto de la Comisión de Constitución completo: desde la página 95 a la 97, columna cuatro, del boletín comparado.



¿Les parece a Sus Señorías?



Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señor Presidente, solo quiero hacer una aclaración, para que no quede duda alguna.



Tal como explicó el Director del SERNAC, lo que ocurre es que, en primer lugar, el juez pondera la cantidad de atenuantes y agravantes del infractor. En seguida, conforme a ello, determina si corresponde o no aumentar la multa, de acuerdo a lo que hemos establecido. Y después, en caso afirmativo, para fijar el monto de aquella sigue los criterios señalados en la página 96.



Por ejemplo, el juez dice: “Tomo el criterio de la capacidad económica del infractor” -el que está al final de la página 96- “y, como es pyme y tiene una atenuante, le aplico la multa más baja”.



Se trata de un sistema integral. Deben considerarse los dos elementos juntos; no puede ser uno u otro.



Si aplicáramos solo el primero, como planteaba el Senador Allamand, podría suceder, por ejemplo, que la micro y la pequeña empresas no fueran -comillas- beneficiadas con una rebaja de la multa, pues no estaría el criterio que establecimos en la página 96.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 24 votos a favor y una abstención, se aprueban las normas de la Comisión de Constitución consignadas en las páginas 95 a 97, columna cuatro, del boletín comparado.



Votaron por la afirmativa las señoras Goic, Muñoz, Lily Pérez y Von Baer y los señores Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Se abstuvo el señor Allamand. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Sigamos, señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Página 98 del comparado.



Aquí se aprobó solo por mayoría (4 votos a favor y una abstención) el número 12), nuevo, que va desde la página 98 a la 101.



Además, en esta disposición el Senador señor Coloma presentó dos indicaciones nuevas.



Primero, en la página 99, para remplazar la expresión “30%” por “20%”.



Y segundo, en la página 101, para sustituir los términos “cuarenta y cinco mil” (se trata de unidades tributarias) por “veinticinco mil”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Propongo votar primero la norma y después las indicaciones del Senador señor Coloma, que consisten en reducir el monto de dos multas.



¿Le parece a la Sala?



Acordado.



En votación el número 12), nuevo.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Larraín. 

El señor LARRAÍN.- No, señor Presidente: que hable primero el autor de las indicaciones.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, voy a explicar primero lo relacionado con el contenido, sobre el cual en su momento hicimos un planteamiento en la Comisión de Hacienda.



Aquí estamos hablando de multas. Y es muy importante precisarlo: no se trata de indemnizaciones a favor del afectado por un incumplimiento, sino de una multa a beneficio fiscal. 



Para que la ley en proyecto funcione -y todos queremos que así sea-, en esta norma se tipifica una conducta que me parece razonable. Y, al efecto, se dispone que, habiendo una infracción que afecte el interés colectivo o difuso de los consumidores, además de las indemnizaciones, existirá una multa.



Sin embargo, no se trata de decir “Tenemos la mejor ley porque la multa es más alta”, sino de hacer una buena ley por la vía de tipificar de manera adecuada conductas que no estaban descritas de igual manera anteriormente.



Alguien me puede decir “Antes había una norma de este tipo y uno podía sumar multas individuales a lo colectivo”. Pero nunca funcionó en la práctica.



Aquí se plantea que si a una persona le ocurre algo la multa pueda multiplicarse por la cantidad de consumidores igualmente afectados. Sin embargo, se llega a límites exagerados.



Yo nunca he creído que el temor total sea un buen consejero, señor Presidente. 



En esta norma las multas -repito que no se trata de indemnizaciones- podrían llegar, en el primer caso, a 30 por ciento de las ventas de la línea de producto o servicio objeto de la infracción, y en el segundo, a cuarenta y cinco mil unidades tributarias anuales (para efectos prácticos, estamos hablando de 25 mil millones de pesos).



En esta especie de vértigo por hacer algo muy importante, trascendente, no creo que el establecimiento de multas siderales sea la mejor fórmula.



Ahora, es necesario diferenciar.



Porque numerosas empresas tienen muchas líneas de productos o servicios. Entonces, si les falla una, pagarán la multa correspondiente. 



Pero yo pregunto qué ocurre con aquellas que disponen de pocas líneas.



Por consiguiente, si no se trata de una conducta dolosa, pareciera ser innecesaria una sanción como la propuesta.



Debo agregar, señor Presidente, que la sanción sugerida es igual que la de la colusión: 30 por ciento. Pero sucede que en el caso de la colusión se exige dolo.



Aquí no hay dolo, sino culpa. Si existiera dolo sería otra infracción.



Entonces, a mí no me hace sentido que, tratándose de una conducta culposa relacionada con otra materia, se establezca la misma sanción que en el caso del delito de colusión.



Por eso, para darles una justificación razonable a las multas en general, mediante mis indicaciones estoy proponiendo rebajar de 30 a 20 por ciento y de cuarenta y cinco mil a veinticinco mil unidades tributarias anuales.



Además, quiero sugerir, si existe buen ánimo -reconozco que redacté con apuro mis proposiciones; pero recordemos que solo ayer surgió un plazo para formular nuevas indicaciones-, que en el inciso vinculado con las pymes el límite de las multas, fijado en 10 por ciento de las ventas, se rebaje a 5 por ciento.



¡Lo que se nos plantea sí que es complicado para una pyme!



Imaginemos que a un zapatero le salga malo un producto. Una cosa es su obligación de indemnizar al cliente -eso se halla en otra parte-, pero otra muy distinta es multarlo hasta con el 10 por ciento, no de las utilidades, sino de las ventas.



¡Eso podría liquidar a muchas empresas pequeñas! 



Por ello, señor Presidente, estoy sugiriendo -por supuesto si se acepta; porque no viene en ninguna de mis dos indicaciones: es una idea sobreviniente, por así decirlo- la rebaja de 10 a 5 por ciento.



Tratemos de entender que las multas deben guardar relación con otras conductas. No podemos asimilar la colusión a este tipo de acciones -ellas muchas veces obedecen a inadvertencias-, que no son delitos, sino conductas culposas.



Por ejemplo, de repente alguien puede rotular un producto de manera equivocada. Claro: es una infracción grave; pero no por eso se va a destruir la perspectiva económica de la empresa. 



Tal es el sentido de mi planteamiento, señor Presidente. Ello no va al fondo de la norma. Yo solo pretendo dar un poco más de realismo, con miras a procurar el buen funcionamiento de la ley en proyecto. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand. 

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, solo quiero hacer dos comentarios.



En primer lugar, creo que hay que considerar muy seriamente la argumentación formulada por el Senador Coloma. 



¿Qué sentido tiene establecer multas sideralmente altas o exorbitantes?



¿Qué se pretende? ¿A quién ayuda eso?



A mi juicio, cuando la multa es de tal manera descuadrada, en los términos expuestos aquí, se termina actuando en el sentido inverso de lo que se busca. En efecto, si la multa es exorbitante, la defensa de quienes han incurrido en la infracción es mucho más fácil. 



Por lo tanto, hace pleno sentido el que desde el punto de vista legislativo seamos capaces de graduar las multas, para que su aplicación no genere desincentivo o, al revés, para que la acción de los tribunales o de las autoridades sea más fácil.



Ahora, señor Presidente, quiero llamar la atención respecto de lo que ocurre en la norma en análisis con relación a un tema que, en mi modesta opinión, resolvimos de manera equivocada hace un rato simplemente por una pequeña diferencia de votos. 



En el texto que figura en la página 99 del boletín comparado, el inciso que comienza con la expresión “El tribunal podrá” dice lo siguiente: “No procederá esta opción en los casos en que conste en el proceso que el proveedor” -¡y atención aquí!- “ha reparado de manera íntegra y efectiva el daño causado a todos los consumidores afectados, supuesto en el cual se aplicará,”, etcétera. 



Entonces, me parece que estamos legislando mal. Porque no es posible, primero, establecer en algunos casos atenuantes que no figuran como tales, y segundo, consignar una opción que tampoco funciona como tal. 



¿Es razonable sancionar a una persona que ha reparado “íntegra y efectivamente el daño causado” -estamos hablando de una demanda colectiva- “a todos los consumidores”?



Tengo claro, señor Presidente, que sobre esto ya nos pronunciamos. Pero estimo que votamos mal. Quizás nos faltó explicar un poquito mejor esta parte. 



A mi entender, está mal, primero, que establezcamos en algunos casos atenuantes que no se podrán configurar, y segundo, que demos opciones que tampoco van a funcionar como tales.



¡La hipótesis planteada en dicha norma nunca se podrá configurar!



Entonces, estamos consignando en la ley en proyecto hipótesis huecas, vacías, sin posibilidad de verificación. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Araya. 

El señor ARAYA.- Señor Presidente, primero me gustaría hacer un par de precisiones. 



Hay que tener presente que, en el caso de la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, nos encontramos frente a una suerte de responsabilidad objetiva. 



En mi opinión, a diferencia de lo que planteó el Senador Coloma, no estamos ante infracciones culposas: siempre serán infracciones de carácter doloso. 



Ahora, el sentido de la multa es justamente evitar que el prestador del servicio cometa la infracción.



El presupuesto sobre el que se construye la graduación de la multa no está dado por una infracción que afecte a un consumidor en particular. 



En el ejemplo que puso el Senador Coloma sobre un producto que le sale malo a una persona no se aplica la norma que nos ocupa, que rige cuando la actuación del proveedor del servicio afecta el interés colectivo o difuso de los consumidores. 



Creo que la gran mayoría de los Senadores y las Senadoras presentes en la Sala vimos el domingo último el reportaje de Canal 13 acerca de la venta de seguros hecha por la empresa Hites en una comuna de la Capital.



En casos como ese, si se demuestra que se trata de una práctica habitual con la que se busca obtener una utilidad, el primer fin de la norma es que el tribunal, al momento de decidir la sanción, pueda graduarla aplicando una multa por cada consumidor afectado por aquella actuación. Y, a renglón seguido, fija un techo; o sea, la multa no podrá superar el 30 por ciento de las ventas de la línea de producto o servicio. 



La situación de Hites a propósito de la garantía extendida dice relación solo con ese punto, no con la totalidad de las otras ventas hechas por la empresa. 



Además, la disposición en comento le coloca un techo al monto de la multa: cuarenta y cinco mil unidades tributarias anuales. 



¿Cuál es el sentido de esta norma? ¿Y por qué en la Comisión de Constitución defendimos la colocación de los montos ya explicitados, lo que también hicimos a propósito de la libre competencia? 



La idea es que el proveedor no pueda internalizar el valor de la multa en el precio de venta del producto o servicio.



Me explico.



Si uno dice “La multa será de entre una y trescientas unidades tributarias anuales”, la respuesta puede ser: “Al momento de la venta cobro este delta, porque sé que voy a cometer una infracción, y recupero en el precio del producto o servicio”. 



El sentido de la norma es que el proveedor no haga esa internalización diciendo “Me sale más barato cometer la infracción que pagar el monto de la multa”. 



En razón de aquello, la Comisión de Constitución procuró fijar un criterio objetivo para que en el caso del interés colectivo o difuso se pueda establecer una sanción lo suficientemente disuasoria, dado el número de consumidores afectados. Porque aquí -insisto- no se perjudica a una persona en particular, sino a un conjunto de consumidores. 



Por lo demás, debemos recordar que, al final del día, con la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores estamos procurando resguardar el buen funcionamiento del mercado y la existencia de, a lo menos, igualdad en la protección de los derechos de los consumidores frente a los abusos que puedan cometer las empresas. 



Por lo expuesto, me parece que la norma que propone la Comisión de Constitución está bien redactada y que mediante ella se pone un techo a la multa que podría aplicarse de haber infracciones al interés colectivo o difuso de los consumidores. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Director del SERNAC.

El señor MUÑOZ (Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor).- Señor Presidente, intervengo para complementar lo que se está conversando.



Cabe situar la cuestión en el contexto de las modificaciones introducidas por la Comisión de Constitución respecto de la aplicación de una multa por cada consumidor afectado, tratándose de casos colectivos. La norma existe en la ley. Lo que hizo ese órgano técnico fue establecer cuáles son los parámetros conforme a los cuales se puede proceder.



Se expresan varias cosas:



Primero, ello solo tendrá lugar cuando la infracción afecte de manera individual a los consumidores. El Senador señor Araya exponía recién lo relativo a un contrato o un cobro abusivos.



En segundo lugar, la sanción no se va a imponer cuando haya mediado la reparación efectiva del daño causado. Siguiendo con el ejemplo, si se devuelve todo lo cobrado mal a propósito del seguro o de la garantía extendida, no tendrá lugar una multa por cada consumidor afectado.



En consecuencia, la situación es plenamente posible, y se establece un incentivo fuerte para que se compense a los consumidores sin necesidad de que se imponga el castigo de un monto elevado.



Cuando se hace referencia a lo que sucederá en seguida, ello dice relación con la circunstancia de no haberse reparado efectivamente. Entonces, se pasa a un caso distinto. Y, aun así, se aclara que se trata de la línea del producto o servicio específico.



Esta es una modificación respecto del régimen existente en libre competencia. Se busca justamente balancear una multa que desincentive la infracción y un mecanismo que pueda cautelar los derechos de los consumidores. Se ha realizado un trabajo específico al respecto.



Es algo secuencial: si no se verifica una reparación, que es completamente posible, se aplican las multas señaladas.



Y, para reiterar un aspecto considerado con anterioridad, rige un régimen especial para las pequeñas y medianas empresas, que enfrentan límites y topes sustantivamente menores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, entiendo la argumentación expuesta, pero quisiera hacer algunas consideraciones, porque creo que el Senador señor Coloma plantea en verdad un punto en su indicación.



Hoy día resulta dable una multa sin límite, en efecto. Lo que ocurre es que no se aplica precisamente por su envergadura.



En consecuencia, cuando se contemplan sanciones como las que estamos introduciendo, que son muy fuertes, muy significativas, cabe preguntarse si se cumplirán los objetivos concretos.



Recuerdo lo que pasó con las penas determinadas para los microtraficantes: eran tan altas, que los jueces, al final, no las imponían. Tuvimos que cambiar la ley para apretar un poquitito y conseguir castigarlos.



Entonces, al subirse las multas en forma extrema no siempre se consigue la finalidad de sancionar y evitar una conducta indeseada.



En seguida, con mi Honorable colega Espina presentamos una indicación -precisamente, varios de los que han intervenido han hecho referencia a ella- relativa a que la posibilidad de aplicar alternativamente una multa por cada uno de los consumidores afectados no proceda cuando exista una reparación efectiva, total e integral del daño causado. ¿Por qué? Porque, más que tender a sancionar, lo que nos interesa es reparar el perjuicio, corregir los errores. Por lo tanto, las normas deberían apuntar en esa dirección.



El caso de que se trata y el de la ley sobre la anticompetencia -los límites de treinta por ciento en las ventas y de cuarenta y cinco mil unidades tributarias anuales que se establecen para las sanciones vienen de ahí- no son comparables, porque en la colusión siempre hay dolo. Acá no es así: muchas veces media culpa, negligencia. Son situaciones distintas. No debimos asimilarlas.



Por eso, me hace fuerza la posibilidad de revisar los topes. A mí me parece, sí -y alcanzó a mencionarlo también el Senador señor Coloma-, que si vamos a reducir los de las empresas de mayor tamaño, tenemos que hacer otro tanto con los correspondientes a las de menor tamaño.



Estimo que el planteamiento tiene que decir relación no solo con el porcentaje de las ventas o el límite de las multas, sino también con la inclusión de las pymes. Un diez por ciento de las ventas es extraordinariamente alto para una de ellas. Deberíamos pensar, a lo mejor, en reducirlo a cinco.



Así que estimo válida la reflexión del Honorable señor Coloma, con el complemento que Su Señoría anticipaba para mantener cierta jerarquía y criterio de proporcionalidad en lo que estamos haciendo respecto de unas entidades y otras.



En caso de aprobarse la indicación del señor Senador, sugiero incorporar el agregado que he expuesto, para el efecto de disminuir la multa de la pequeña y la mediana empresas.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, durante mucho tiempo hubo penas muy elevadas por los incendios forestales, y hace aproximadamente dieciocho años tuvo lugar un debate respecto de la posibilidad de atenuarlas, porque los jueces no las aplicaban.



Observo una disonancia de criterio cuando escucho a las bancadas del frente, porque se sostiene que las multas considerables no cumplen su objetivo. Por mi parte, he venido expresando en la Sala que las penas son altas -algunos colegas se han especializado en aumentar cada día más las de cárcel- y la delincuencia continúa. Ello no causa efecto alguno.



Entonces, cabe concluir que es preciso revisar en conjunto cuáles son los mecanismos de disuasión en la comisión de delitos. Estamos incrementando las sanciones de privación de libertad para robos, asaltos, y eso no provoca ningún resultado y las cárceles se siguen llenando de delincuentes. Únicamente no se llenan de los de cuello y corbata, quienes nunca son encerrados, en definitiva: les asignan tareas comunitarias y asistencia a charlas de ética.



A mi juicio, procede una disuasión de grandes y de pequeños. Mi preocupación se vincula con los mecanismos para apelar. ¡Aquel al que le cursen una multa de cuarenta y cinco mil unidades tributarias anuales va a recurrir en alguna parte! ¡No lo aceptará así como así! Y vendrá un largo procedimiento.



Entiendo que la instancia donde se expongan los argumentos de ambas partes puede dar lugar a una decisión de achicar la multa por parte del tribunal. O sea, lo que se fija es un máximo. No significa que el monto se aplicará siempre. Por lo tanto, lo disuasivo dice relación con la condena en cuarenta y cinco mil unidades tributarias anuales, pero el juez ponderará, porque todas las multas son apelables.



En este sentido, creo que la disuasión se encuentra en el tope alto. Porque no puede ser que el monto sea de tal nivel que resulte más económico que se pase la multa, apelarla y seguirla reduciendo, y, en definitiva, el no cumplimiento de la ley del consumidor sea más atractivo que hacer las cosas bien.



Tiendo a pensar que este caso es distinto de las penas de cárcel, las cuales están supernormadas, en general, en el Código Penal. Acá, un juez determinará de acuerdo con muchas variantes: número de consumidores, tipo de producto. Habrá un elemento de ponderación y se tiene que contar con un disuasivo potente.



Si este último no existe, no afirmemos que vamos a defender al consumidor. Porque, al final, las grandes empresas con números pequeños en las multas van a seguir operando como siempre: incorporan los montos de la sanción pecuniaria a los gastos de producción o de agentes de venta. La cifra tiene que ser muy distinta de los gastos de la cadena de comercialización, de producción, a fin de que actúe como un disuasivo.



Me inclino a mantener el nivel máximo. Así se debiera concluir. El señor Director del SERNAC podrá decirlo. El monto debiera ser elevado, de modo que opere en la forma señalada. Si no, para aquellas empresas que atienden a miles de consumidores puede terminar por ser más barato pagar siempre la multa y no modificar conductas, ni mejorar calidad, ni reparar debidamente. Eso no puede ocurrir. La ley en proyecto se debilitaría.



¡El elemento vital es la multa! ¡Es lo que más debiera dolerles al empresariado o al productor! Porque no estamos aplicando penas de cárcel: estamos tocando el bolsillo.



Entiendo que la sanción pecuniaria es independiente de la reparación. Se impone por la transgresión de la ley.



Estamos contemplando elementos que son claves para configurar un impedimento. Se apunta a la prevención. Se advierte.



No juzgo que la rebaja vaya a operar de manera disuasiva. Por el contrario, puede ser un incentivo para seguir con conductas que hoy día queremos terminar.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, ello sería innecesario después de la intervención del Honorable señor Navarro.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Seré muy breve, señor Presidente.



Solo cabe precisar la importancia de tener en cuenta que el monto establecido en este caso es el tope de una multa en abstracto. ¿Por qué? Porque es alto para evitar que, por la aplicación de los criterios y las ponderaciones determinados en el artículo anterior, se pudiera reducir a una cantidad irrisoria, que al final del día podría actuar como incentivo, digamos, para no cumplir la ley. Es decir, se podría incorporar dentro de los costos.



Insisto en que ello es en abstracto, para prevenir consideraciones que lleven a bajar a un monto que no sea adecuado.



Gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir la Honorable señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, no estoy de acuerdo con disminuir las multas a las grandes empresas, porque con las cantidades altas hemos apuntado a un plan de disuasión de la comisión de la falta. Eso se encuentra en este contexto.



Si lo hiciéramos, como lo plantea la indicación del Senador señor Coloma, lo único que lograríamos es que las multas fueran consideradas parte del gasto cada vez que se infringiese la norma.



No se alude a las pymes. Se hace referencia a las empresas grandes. Y, desde este punto de vista, no estoy para nada por bajarles la sanción. Al contrario. Son entidades muy conscientes cuando les generan un daño a los consumidores, y no voy a dar mi voto para que multas más bajas sean contempladas como un gasto más en su planilla de fin de mes.



Me pronuncio en contra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se puede votar la norma y después las indicaciones o hacerlo a la inversa.



La Mesa escoge el segundo procedimiento. La Sala se pronunciará de una sola vez sobre las indicaciones del Honorable señor Coloma, respecto de los dos guarismos.



Lo otro no es posible si no hay unanimidad.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La votación separada que solicitó el Senador señor Larraín dice relación con lo mismo del Honorable señor Coloma, ¿no es así?

El señor LARRAÍN.- Retiro la petición.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación las indicaciones para rebajar los guarismos en los incisos tercero y quinto del artículo 24 A, nuevo.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Quienes estén de acuerdo con las indicaciones tienen que votar que sí.



¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechazan las indicaciones (15 votos contra 7 y una abstención).


Votaron por la negativa las señoras Goic, Muñoz y Lily Pérez y los señores Araya, De Urresti, Harboe, Lagos, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Votaron por la afirmativa la señora Von Baer y los señores Allamand, Chahuán, Coloma, Hernán Larraín, Pérez Varela y Prokurica.



Se abstuvo el señor Moreira.

El señor MONTES.- Que se repita el resultado para lo siguiente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En votación la recomendación de la Comisión de Constitución para insertar un número 12), nuevo.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la proposición por 22 votos a favor.


Votaron las señoras Goic, Muñoz, Lily Pérez y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, De Urresti, Harboe, Lagos, Hernán Larraín, Montes, Moreira, Navarro, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- El Honorable señor Ossandón deja constancia de su intención de voto a favor, ya que se equivocó al pronunciarse por el rechazo.



Puede intervenir el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Con mucho respeto, señor Presidente, y no por un voto más o un voto menos, deseo consignar que no se puede modificar una decisión de esta índole, reglamentariamente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se cambió el voto, en efecto.

El señor MOREIRA.- Se estaría generando un precedente, a mi parecer, si el día de mañana se presentara una situación de esta naturaleza en relación con un resultado muy estrecho.



Así que quiero pedir que se respete el Reglamento y se considere, indudablemente, el hecho de que el señor Senador ha cambiado el voto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si se hace presente una equivocación y se modifica un pronunciamiento antes de cerrarse la votación, debo proceder como corresponde.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En relación con la enmienda del inciso segundo del artículo 25 vigente, la diferencia entre las Comisiones de Constitución y de Economía respecto de la letra b) radica solo en que la primera recomienda intercalar el vocablo “residuos”, antecedido de una coma, después de la palabra “basura”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si le parece a la Sala, se acogerá la proposición.



--Se aprueba.
El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Constitución propone suprimir la letra c).

El señor MONTES.- Se registró unanimidad.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Lo que pasa es que la Comisión de Economía, en cuanto al párrafo segundo de la misma letra, sugiere sustituir la expresión “tendrá lugar” por “sólo tendrá lugar”.

El señor ALLAMAND.- Se vota primero lo de la Comisión de Constitución.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Así es.



Ofrezco la palabra para fundamentar la supresión.

El señor COLOMA.- Que se explique la diferencia.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la supresión de la letra c) del número 12), que pasa a ser 13) (20 votos a favor y un pareo).


Votaron por la afirmativa las señoras Muñoz, Lily Pérez y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Coloma, De Urresti, Lagos, Hernán Larraín, Montes, Moreira, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



No votó, por estar pareado, el señor Chahuán.

El señor NAVARRO.- Sume mi voto a favor, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Navarro.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- A continuación, corresponde votar otra de las indicaciones nuevas, referida al artículo 25 A, nuevo, para eliminar la expresión “por vía punitiva” (página 104 del boletín comparado).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Cabe hacer presente que este artículo fue aprobado por unanimidad. En él recae la indicación que ha leído el señor Secretario.

El señor DE URRESTI.- ¿Cuál es, señor Presidente?

El señor LABBÉ (Secretario General).- Reitero: ella propone simplemente eliminar la frase “por vía punitiva”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para eliminarla?

El señor DE URRESTI.- ¡No!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se ofrece la palabra.



Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, quisiera que sobre esto pudiéramos tener una reflexión, no tanto respecto del concepto mismo de “indemnización”, porque en eso no hay una diferencia de opinión. Lo que sí hay es una diferencia conceptual. ¿Por qué? Porque cuando ocurre una infracción indebida, a propósito de los casos de prestación de servicios, se establece una indemnización.



Repito: no cuestionamos que haya indemnización. Lo que cuestionamos es el concepto que se introduce -es ajeno a nuestra legislación-: que tal indemnización sea “por vía punitiva”.



La expresión “punitiva” guarda relación más bien con el Derecho Penal, con otro tipo de ordenamiento jurídico. Por lo tanto, no me parece que sea pertinente usarla en este artículo. En consecuencia, queremos que se elimine.



Eso va de la mano con otra indicación que presenté y que debatiremos más adelante: la número 7, que tiene que ver con el inciso tercero de este mismo artículo 25 A, nuevo. 



Ese inciso señala, textualmente:



“La indemnización de que trata este artículo sólo tendrá lugar en aquellos casos en que las leyes especiales respectivas no contemplen una indemnización de esta naturaleza”.



Cuando la norma habla de “una indemnización de esta naturaleza”, ¿a qué se refiere?



Reitero: no existe en nuestro ordenamiento jurídico una indemnización por vía punitiva.



En consecuencia, se produce un complejo e innecesario sistema de conceptos que confunden lo que son las indemnizaciones en el ordenamiento legal chileno.



Por eso, la sugerencia que planteo no apunta al fondo del tema, sino a esta conceptualización, que a mi juicio produce un equívoco en nuestro ordenamiento jurídico. 



En suma, propongo eliminar las expresiones “por vía punitiva” y “de esta naturaleza”, y dejar el resto de la norma tal cual está, porque se entiende cuándo debe aplicarse la indemnización y qué efectos tiene en cuanto a montos y todo lo demás. No hay diferencias -repito- en ese sentido, sino solo en la conceptualización.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Vamos a ir por partes. Primero, se pondrá en votación la propuesta del Senador Larraín para eliminar la expresión “por vía punitiva”, y posteriormente nos pronunciaremos sobre el otro tema.

El señor QUINTEROS.- Eso es.

El señor LARRAÍN.- Las indemnizaciones son reparatorias.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Efectivamente, no son punitivas, sino compensatorias.



¿Habría acuerdo para borrar la frase “por vía punitiva”?

El señor DE URRESTI.- ¡No! Estamos por el texto de la Comisión de Constitución.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Sí, pero tenemos que votar la indicación presentada.

El señor DE URRESTI.- ¡Votémosla, entonces!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Estoy consultando si hay acuerdo para aprobarla.

El señor DE URRESTI.- Abra la votación, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Reitero que a mi juicio las indemnizaciones no son punitivas; son compensatorias.



En votación la indicación número 5, del Senador señor Larraín.



--(Durante la votación). 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Allamand, para fundar el voto.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, creo que el tema que ha planteado el Senador Larraín es particularmente importante e incide en otros aspectos del proyecto.



Igual que en el primer punto, tengo la impresión de que la presencia del señor Director del SERNAC nos permitirá resolver consensualmente el problema que existe. En efecto, en este artículo en particular es relevante la opinión del Ejecutivo, ya sea expresada en palabras del señor Ministro de Economía o del señor Director.



Ahora bien, al margen de lo expuesto por el Senador Larraín, quiero llamar la atención sobre una cuestión que también requiere, para los efectos de la historia fidedigna de la ley, un esclarecimiento.



El inciso segundo del artículo involucra una hipótesis: cuando el servicio no ha sido prestado por cuatro horas continuas da lugar a una indemnización completa de un día. Hay en circulación un conjunto de informes en derecho que, en mi opinión, exageran, porque visualizan que cuando la suspensión es superior a cuatro horas (por ejemplo, de ocho horas) podría generar una indemnización no solamente de un día, sino de dos días.



Por lo tanto, ese es un aspecto puntual que debemos resolver. 



Ahora, el punto que planteó el Senador Larraín es extraordinariamente importante.



Tal como usted señaló, señor Presidente, el concepto de “vía punitiva” es particularmente equívoco. Si uno tuviera que hacer un símil en derecho, quizás se podría decir que una sanción punitiva desde el punto de vista legislativo es equivalente a una cláusula penal desde el punto de vista civil.



En consecuencia, incorporar el concepto de “vía punitiva” genera una dificultad, que se relaciona también con lo señalado por el Senador Larraín.



¿Por qué digo esto? Porque la lógica del artículo en examen es que, en el caso de que un servicio no haya sido prestado y no exista una sanción particular, se va a aplicar una que, como bien se ha afirmado, no debiera denominarse “punitiva”.



Pero fíjense lo que dice el artículo…



No sé qué me corresponde hacer, señor Presidente. He señalado que es fundamental la respuesta del Ejecutivo en este caso. No tendría inconveniente alguno en que suspendiéramos la sesión para buscar un arreglo. Pero, si no, es imposible dirigirse al Ejecutivo si él está en otra conversación…

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ruego al Ejecutivo prestar atención al debate.

El señor ALLAMAND.- Por su intermedio, señor Presidente, le estoy formulando directamente una pregunta al Gobierno, para que resuelva el problema. 



Decía lo siguiente: la hipótesis del artículo es que cuando no se presta un servicio que no tiene una sanción especial, se aplica la sanción por vía punitiva, que tiene la dificultad jurídica que se ha hecho ver.



Pero fíjense lo que se señala en el inciso tercero: “La indemnización de que trata este artículo sólo tendrá lugar en aquellos casos en que las leyes especiales respectivas no contemplen una indemnización” -y atención aquí- “de esta naturaleza”.



Señor Presidente, este es un caso preciso de non bis in idem. ¡Es de texto!



Por lo tanto, debemos resolverlo, como lo han señalado usted, Señor Presidente, y el Senador Larraín.



¿Qué significa para estos efectos el non bis in idem? No significa que un mismo hecho no pueda generar dos sanciones. Un mismo hecho puede, por ejemplo, dar lugar a una responsabilidad penal y a una responsabilidad civil. Pero lo que no podría pasar es que ese mismo hecho, donde estuviera la cautela del interés del consumidor, generara dos sanciones punitivas: una, por ley especial, y otra, por ley general.



Entonces, planteado así el problema, creo que el Ejecutivo podría resolverlo, porque entiendo que este nunca ha tenido la voluntad de establecer un non bis in idem. Y la forma de solucionarlo sería -me parece- la señalada por el Senador Larraín: que se eliminen las expresiones “por vía punitiva” y “de esta naturaleza”, y el artículo quedaría perfectamente viable.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Director.

El señor MUÑOZ (Director Nacional del Servicio Nacional del Consumidor).- Señor Presidente, esta discusión se dio efectivamente en la Comisión de Constitución. Había una doble mención, a propósito de la indemnización punitiva. Y se conservó, por vía ordenadora de principios (porque efectivamente estamos aplicando una indemnización por vía de sanción), la mención “por vía punitiva” como concepto.



Pero, siguiendo lo señalado en la solicitud del Senador Allamand, se indicaron casos específicos.



Eso quedó en la historia fidedigna de la ley. Y como Ejecutivo no hay ningún inconveniente en replicar esa aclaración. Por ejemplo, en la legislación eléctrica y en la de telecomunicaciones existen indemnizaciones y compensaciones legalmente tasadas de manera anticipada. Y lo hemos visto a propósito de los cortes de electricidad. Así, hoy día se entregó una información pública respecto de cerca de 5 mil millones de pesos -tasados en la ley eléctrica- en compensaciones para los consumidores. Eso, sin lugar a dudas, es una indemnización de la misma naturaleza.



Esto claramente está establecido en la historia fidedigna de la ley. Lo reiteramos hoy día. Y si eso es así, no creemos que deba existir ningún tipo de elemento que pueda complicar esa interpretación. Eso se encuentra establecido, se discutió en la Comisión de Constitución y el Ejecutivo no tiene ningún problema en aclararlo ahora a propósito de la discusión de este artículo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Estamos votando la indicación Nº 5, del Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- ¿La que elimina “por vía punitiva”?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Así es. 

El señor ALLAMAND.- Pido la palabra.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir, señor Senador.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, el Gobierno está hablando de una solución distinta.



A partir de lo que acabo de entender del Ejecutivo, nosotros estamos muy conformes, pues no tenemos una discrepancia conceptual, que era lo primero que había que despejar. El señor Director del SERNAC ha puntualizado que no existe una diferencia conceptual, y lo ha explicado claramente.



Entonces, lo que podemos hacer es lo siguiente. Si al Ejecutivo le parece, una de las formas de resolver la situación es acoger las indicaciones números 5 y 7 del Senador Larraín. Otra alternativa es recoger una redacción que podría formular el propio Director del SERNAC utilizando el concepto que él estableció: “legalmente tasada”. Cualquiera de las dos fórmulas resuelve el problema. Lo único que no lo soluciona es dejar el texto tal cual.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, estamos en votación.

El señor ALLAMAND.- Se puede resolver con la propuesta del Senador Larraín o con una interpretación aclaratoria de parte del Ejecutivo. Cualquiera de las dos alternativas es perfecta,…

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, estamos en votación.

El señor COLOMA.- Está fundando el voto.

El señor ALLAMAND.-… porque no tenemos un problema conceptual, pero sí es evidente que la norma, como está redactada, genera una confusión.

La señora MUÑOZ.- Estamos en votación.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, ya emití mi voto, pero voy a fundamentarlo.



Yo entendí lo contrario de lo que señala el Senador Allamand respecto del planteamiento del Ejecutivo, en el sentido de mantener el criterio que se adoptó por unanimidad en la Comisión de Constitución.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, entendimos todos cosas distintas del Ejecutivo. Eso parece que es un hecho. Quizás porque cada uno dedujo lo que quería oír.



Yo entendí que efectivamente no había una diferencia conceptual. Ante la duda muy razonable -y voy a explicar por qué- del Senador Larraín, lo que el Gobierno prefería era aclarar más bien en la historia de la ley que no podían subyacer dos tipos de sanciones equivalentes respecto de un mismo hecho. Eso es lo que le escuché decir al Ejecutivo. Y parece que por ahí puede estar el sentido.


Entonces, nuestra duda es si zanjamos la situación por la vía de una interpretación o de una votación.
La señora MUÑOZ.- Votemos, no más; eso aclara todo.
El señor COLOMA.- Desde mi perspectiva, instalar una indemnización punitiva es un problema nuevo en el Derecho. No es así. Las indemnizaciones son reparatorias, compensatorias, por lo que aprendimos cuando estudiamos esa materia.

La señora MUÑOZ.- Entendemos cosas distintas.

El señor COLOMA.- Constituye un cambio muy sustancial darle otro sentido a la indemnización. Y, lo que es peor, en el contexto de la redacción -no hablo de la voluntad del Ejecutivo- se puede entender que se establecen indemnizaciones punitivas. Por eso yo presenté una indicación en otro sentido, parecida a la del Senador Larraín, para evitar esa interpretación.



Además, las indemnizaciones no se suman en la medida que sean de la misma naturaleza. Pero puede significar un conflicto permanente intentar determinar qué es de la misma naturaleza. Aquí estamos legislando, teóricamente, para muchas décadas.



Entonces, se establecen por primera vez indemnizaciones punitivas. Insisto: este tipo de indemnizaciones no existe, no se enseña en el Derecho. Y, adicionalmente, le damos un principio de especialidad bien raro, porque lo limitamos a “esta naturaleza”. En consecuencia, creo que, más allá de las explicaciones -yo las entendí- del Director del SERNAC, es mucho mejor zanjar esto por la vía de la indicación del Senador Larraín, que me parece objetivamente razonable y clarificadora para todos.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, quiero preguntarle al Ejecutivo cuál es la implicancia de la eliminación de lo punitivo.



Entendemos que en la doctrina existe el concepto de “por la vía punitiva”. El Diccionario de la Real Academia Española solo establece para la palabra “punitivo”: “Perteneciente al castigo. Justicia punitiva”. Yo considero que este es un castigo. O sea, no es solo pasar una multa. El castigo obedece a una falta o a un delito. Yo creo que es un delito.

El señor COLOMA.- Es la indemnización.

El señor NAVARRO.- Es que no se alteran las indemnizaciones. Además, está enunciado que no habrá doble sanción. Cuando es por ley especial, es por ley especial; y cuando no, supletoriamente por esta ley.



Pero adelantar el concepto “punitivo” me parece importante: hay un castigo. Y eso significa que se ha cometido una falta. No es que “me equivoqué”. No, hay un castigo por una falta o un delito. Así que…

El señor LARRAÍN.- Esa es la multa.

El señor NAVARRO.- Como hemos hecho estas modificaciones antes en muchas leyes, yo digo que por suerte no hay consenso. Porque estas enmiendas, que parecieran ser sutiles o menores, luego se transforman en debilitamiento de la ley. Y yo no quiero que la ley se debilite.



Por lo tanto, espero que esta indicación sea rechazada, porque no logro descubrir -se lo planteo por su intermedio, señor Presidente, al Senador Larraín- cuál es el elemento que pudiera hacer esta ley perversa o dañina en contra de los empresarios. Lo que al final se está intentando es fortalecer una ley -nuevamente- disuasiva para los grandes. Y en este sentido, si el concepto se mantiene, pienso que estamos en el espíritu de fortalecer los derechos de los consumidores y establecer disuasivos a los grandes para que no cometan hechos negativos. En la normativa que estamos modificando las multas son insuficientes y reiteradamente se repiten los casos. Como hay leyes especiales para la electricidad, el gas, el agua, estos servicios se regularán por ellas. Yo era miembro de la Comisión de Economía y quería establecer que este fuera el único mecanismo, no el de las leyes especiales, porque no han funcionado. Pregúntenles a los consumidores si las normativas especiales logran resolver los problemas.



Si bien no es lo que yo hubiera querido, este elemento suma y fortalece.



Por tanto, le expreso al Senador Larraín que no se trata de un tema de terquedad, sino de razón. No logro entender por qué es mejor eliminar la palabra “punitiva”. En mi opinión, el concepto de castigo o de justicia punitiva fortalece el artículo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, quiero fundamentar mi voto y terminar con una pregunta al Ejecutivo para que haya mayor claridad, y ojalá que su explicación sea lo más pedagógica posible.



¿Por qué nosotros estamos votando a favor de esta indicación del Senador Larraín? Entre paréntesis, ha sido muy nombrado esta tarde. Hace un rato veía que hoy se ha dicho la palabra “Larraín” más de 125 veces. Y lo felicito, Senador.

El señor MONTES.- ¡“Moreira” ha sido nombrado bien poco, en todo caso…!

El señor MOREIRA.- Es inconveniente señalar que la indemnización es punitiva. Una indemnización es reparatoria, nunca es castigo. Porque para eso existen las multas a beneficio fiscal.

El señor PROKURICA.- Tiene toda la razón.

El señor MOREIRA.- Jamás la indemnización de perjuicios debe ser considerada como una sanción en favor del consumidor. Introducir el concepto de daño punitivo es una ley especial que puede llevar a sostener que en general esa categoría existe en la responsabilidad civil.



Sin embargo, hay algo que no me ha quedado claro del Ejecutivo. En este sentido, quiero preguntarle -por su intermedio, señor Presidente- al Ministro o al Director del SERNAC por qué el Ejecutivo no quiere eliminar la palabra “punitiva”. ¿Cuál es la razón de fondo para establecer la aclaración en la historia de la ley y no eliminar la palabra, que no existe en nuestro ordenamiento jurídico?



A la vez, me llama mucho la atención que hoy día la Nueva Mayoría quiera rechazar esta indicación en circunstancias de que la Diputada -si me equivoco, le pido al SERNAC que me corrija- del Partido Socialista Maya Fernández formuló una indicación en el mismo sentido, exactamente igual. Es decir, es una indicación de ella. 



Por eso, me gustaría que me explicaran cuál es la razón de fondo para rechazarla. Nada más.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, no quería hablar de nuevo, pero la intervención del Senador Navarro me induce a hacerlo para esclarecer el tema.



Aquí no se trata de debilitar el actuar de los organismos que sancionan conductas contrarias a los consumidores; simplemente, se busca aclarar que, cuando uno habla de una multa o de una indemnización, se trata de cuestiones de distinta naturaleza.



La sanción es la multa. Y en el proyecto estamos estableciendo unas muy elevadas, como pudimos ver. 



Sin embargo, el artículo 25 A se refiere a los prestadores de servicios (luz, agua y otros). Pues bien, si se le ha causado daño a alguien porque no se le prestó el servicio en forma oportuna y como corresponde, el afectado debe ser objeto de reparación. Esta es la indemnización.



Pero aquí se van a hacer las dos cosas: se va a multar a quien no haya hecho bien su pega, y además se va a indemnizar al afectado.



Con todo, hablar de indemnización punitiva significa utilizar una expresión que es contradictoria en sus términos. 



¿Me explico?



Eso es lo que estoy tratando de aclarar. No es que haya una modificación. Se aplicará la multa que corresponda y se otorgará la indemnización al afectado. O sea, habrá sanción y reparación por el daño causado por un servicio mal prestado. 



Son dos cosas distintas.



Por lo tanto, la indemnización, en sí misma, no debe ser punitiva.



Y aprovecho de aclarar también ahora, para no hablar en exceso, el inciso tercero del artículo en cuestión. Esta norma señala que cuando la ley especial de un servicio establezca una indemnización, esta será preferente, de modo que no se aplique además la que se está instaurando en el inciso primero, para evitar que haya dos indemnizaciones, por el principio de especialidad.



En virtud de tal principio se prefiere la ley especial, que en este caso es la ley del sector. Vale decir, si la normativa que rige el servicio del agua potable consagra determinada indemnización, debe pagarse esta y ninguna más, porque no puede haber dos indemnizaciones. Sería injusto.



El problema es que el inciso tercero habla de “una indemnización de esta naturaleza” (léase “punitiva”) y es posible que la indemnización por reparación de la ley de agua potable o del servicio eléctrico no se entienda punitiva, porque no la califican así otras legislaciones…

El señor LAGOS.- Y por lo tanto cabrían dos indemnizaciones.

El señor LARRAÍN.- Exactamente.



¿Adónde apunta mi planteamiento? A que la indemnización debe ser entendida como tal, no punitiva, porque no se pueden exigir dos indemnizaciones. Es lo que trató de explicar el Senador Allamand con el non bis in idem: no se puede sancionar dos veces a una persona por lo mismo.



Aquí, la disposición busca que haya una indemnización que repare el mal causado. Esa es una indemnización a secas, no punitiva. Para esto otro está la multa. No confundamos multa con indemnización.



Y por eso habría que eliminar también la expresión “de esta naturaleza” en el inciso tercero, pues podría ser que ninguna de las leyes especiales establecieran indemnizaciones punitivas por los hechos a que se refiere el artículo 25 A. Si se mantuviera dicha expresión, podría haber dos indemnizaciones. 



Las dos indicaciones están ligadas y no estamos tratando ni de mejorar ni de empeorar la situación de los consumidores, ni de las empresas, ni de nadie. Simplemente, estamos poniéndoles a las cosas el nombre que les corresponde.



Vuelvo a una idea general: nosotros no podemos cambiar los conceptos de nuestro ordenamiento jurídico a propósito de una situación especial. Necesitamos mantener el lenguaje que se usa en el Derecho chileno. Y aquí estamos confundiendo el lenguaje, para mal, porque se presta a confusión y a errores que pueden ser causal de dobles indemnizaciones, por ejemplo.



Por eso, señor Presidente, creo que las indicaciones se justifican, toda vez que sirven para precisar conceptualmente lo que es una indemnización, separada de lo que es una multa o una sanción, y para evitar que los proveedores de servicios se vean expuestos a pagar dos veces por lo mismo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- No voy a hacer uso de ella, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Entonces, tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechaza la indicación (11 votos en contra y 9 a favor).



Votaron por la negativa la señora Muñoz y los señores Araya, De Urresti, Lagos, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Tuma y Patricio Walker.



Votaron por la afirmativa la señora Lily Pérez y Von Baer y los señores Allamand, Coloma, Horvath, Hernán Larraín, Moreira, Ossandón y Andrés Zaldívar.
El señor PROKURICA.- ¡Falta mi voto, señor Presidente!
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Prokurica.



De todas maneras, queda consignada la intervención del Ejecutivo en relación con el alcance de la indemnización “por vía punitiva”. ¡Porque lo que a mí me enseñaron en la universidad es que las indemnizaciones son compensatorias! ¡Parece que voy a tener que volver a la Escuela de Derecho…!

El señor ALLAMAND.- ¿No se va a corregir la norma?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- No, señor Senador. La indicación fue rechazada. Posteriormente habrá que pronunciarse sobre el artículo, pero hay dos indicaciones más que inciden en él.



Por lo tanto, continuamos la próxima sesión.



--Queda pendiente la discusión particular del proyecto.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a la Secretaría.

PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor ARAYA:



Al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, reiterándole solicitud vinculada con PERTINENCIA DE PAGO A SEÑOR GENARO CORTÉS MORALES, DE COMUNA DE TALTAL, DE DESAHUCIO COMO FUNCIONARIO ADMINISTRATIVO, EN SU CALIDAD DE EXONERADO POLÍTICO. 



Al señor Superintendente de Pensiones, planteándole REEXAMEN DE DATOS PREVISIONALES PARA VERIFICAR CONSIDERACIÓN DE BONO DE RECONOCIMIENTO EN MONTO DE PENSIÓN DE DON PEDRO MELLADO CHAPARRO, DE COMUNA DE TALTAL.



Al señor Contralor Regional de Antofagasta, a fin de que se informe acerca de ESTADO DE SOLICITUD DE DIRECTIVA DE OBSERVATORIO DE DESARROLLO LOCAL DE COMUNA DE TALTAL PARA ACLARACIÓN DE DISPONIBILIDADES DE CAJA DE MUNICIPALIDAD.


Al señor Intendente de Antofagasta, para que se informe respecto de ESTADO DE PRESENTACIÓN DE TRABAJADORES DE TALTAL PARA PAGO DE REMUNERACIONES POR CONSTRUCCIÓN DE JARDÍN INFANTIL.



Y al señor Secretario Regional Ministerial de Bienes Nacionales de Antofagasta, reiterándole oficio relativo a SOLICITUD DE COMODATO O TRASPASO DE TERRENO PRESENTADA POR SEÑORA MALY SUYLAN BERRÍOS GOLDSWORTHY; y pidiéndole informar acerca de ESTADO DE TRAMITACIÓN DE SOLICITUD DE COMODATO PRESENTADA POR SEÑORA JOSEFINA CHIRINO ALANIS PARA INSTALACIÓN DE PLANTA PROCESADORA DE ALGAS EN SECTOR PUNTA LOS INDIOS, DE TALTAL.



Del señor BIANCHI:



Al señor Subsecretario del Interior y a la señora Subsecretaria de Derechos Humanos, a fin de que se revise caso de violación de derechos humanos y se otorgue ACCESO A COMPENSACIONES ESTATALES PARA DON VALERIANO MANUEL BARRIENTOS MONTALVA, DE LA COMUNA DE PUERTO NATALES.



Y al señor Superintendente de Pensiones, solicitándole RATIFICACIÓN DE DICTAMEN PARA OTORGAMIENTO DE PENSIÓN DE INVALIDEZ EN FAVOR DE DOÑA VIRGINIA DEL CARMEN VIDAL BUSTAMANTE. 


Del señor CHAHUÁN:



Al señor Director General de Gendarmería de Chile, para reiterar oficio a fin de que indique, a través de cuadro estadístico, CANTIDAD DE INTERNOS CON ENFERMEDADES TERMINALES O CRÓNICAS, POR TRAMOS DE EDAD, EN CADA UNIDAD PENAL DEL PAÍS, ASÍ COMO NÚMERO DE FALLECIDOS POR LA MISMA CAUSA.



Del señor GARCÍA:



Al señor Superintendente de Pensiones, con el propósito de solicitar REVISIÓN DE SITUACIÓN PREVISIONAL DE SEÑOR DAVID CHUREO PAREDES ANTE RETIRO DE PENSIÓN DE INVALIDEZ POR PARTE DE AFP CAPITAL.



Al señor Gerente General de BancoEstado, para que informe respecto de CANTIDAD DE CAJEROS DISPUESTOS PARA PAGO DE PENSIONES A JUBILADOS Y EVENTUAL AUMENTO DE DOTACIÓN DE FUNCIONARIOS PARA EVITAR LARGAS ESPERAS A ADULTOS MAYORES.



Y al señor Secretario Regional Ministerial de Obras Públicas de La Araucanía, consultándole por CRONOGRAMA Y ESTADO DE PROYECTO DE INVERSIÓN Y CONSTRUCCIÓN DE ALCANTARILLADO DE LOCALIDAD DE MANZANAR, COMUNA DE CURACAUTÍN.

)---------------(



--Se levantó la sesión a las 19:37.







Manuel Ocaña Vergara,







    Jefe de la Redacción
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ACTAS APROBADAS

SESIÓN 45ª, ORDINARIA, EN MARTES 12 DE SEPTIEMBRE DE 2017


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Andrés Zaldívar y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Guido Girardi.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Ignacio y Walker, Patricio.


Concurren los Ministros de Hacienda, señor Eyzaguirre; Secretario General de la Presidencia, señor de la Fuente; de Desarrollo Social, señor Barraza y de Educación, señora Delpiano; las Subsecretarias de Educación, señora Quiroga y de Educación Parvularia, señora Díaz. Asimismo están presentes las asesoras  de la Ministra de Educación, señoras Gutiérrez y Vergara.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 37.
- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 42ª, ordinaria, del día martes 5 de septiembre; 43ª, especial y 44ª ordinaria, ambas del día siguiente; se encuentran en Secretaría a disposición de Sus Señorías, hasta la sesión próxima para su aprobación.
- - -

CUENTA
Mensajes


Nueve de S.E. la Presidenta de la República


Con el primero, da inicio a un proyecto de ley sobre modernización y fortalecimiento de la Dirección del Trabajo (Boletín N° 11.430-13).


-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social y a la de Hacienda, en su caso.


Con el segundo, comienza un proyecto de ley que establece un estatuto laboral para los asistentes de la educación pública (Boletín N° 11.431-04).


-- Pasa a la Comisión de Educación y Cultura y a la de Hacienda, en su caso.


Con el tercero, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto de ley que modifica la ley N° 19.992, que establece pensión de reparación y otorga otros beneficios a favor de las personas que indica, en lo que respecta al tratamiento de los antecedentes recopilados por la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura (Boletín      N° 10.883-17).


Con el cuarto, hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que crea el Ministerio de Ciencia y Tecnología (Boletín N° 11.101-19).


Con los cinco últimos, retira y hace presente la urgencia,  calificándola de “suma”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:


1) El que modifica la Ley General de Telecomunicaciones, para establecer la obligación de una velocidad mínima garantizada de acceso a Internet (Boletín N° 8.584-15).


2) El que crea la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y modifica las normas que señala (Boletín N° 10.126-15).


3) El que establece un Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez (Boletín N° 10.315-18).


4) El que moderniza y fortalece el ejercicio de la función pública del Servicio Nacional de Pesca (Boletín N° 10.482-21).


5) El que posterga la entrada en vigencia de la nueva estructura curricular establecida en la ley N° 20.370 (Boletín N° 11.132-04).


-- Se tienen presentes los retiros y las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios

Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados


Con los tres primeros, comunica que ha prestado su aprobación a los siguientes proyectos de acuerdo:


1) El que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de la India relativo a la autorización para realizar actividades remuneradas a familiares dependientes del personal diplomático, consular, técnico y administrativo asignado a misiones diplomáticas y consulares”, suscrito en Nueva Delhi, el 28 de octubre de 2016 (Boletín N° 11.344-10).


2) El que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Belarús sobre Exención de Visas para Titulares de Pasaportes Diplomáticos, de Servicio y Oficiales”, suscrito en Santiago, Chile, el 21 de noviembre de 2016 (Boletín N°11.345-10).


3) El que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Trinidad y Tobago sobre Supresión del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos u Oficiales”, suscrito en Nueva York, Estados Unidos de América, el 24 de septiembre de 2016 (Boletín N°11.346-10).


-- Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores.


Con el cuarto, informa que ha aprobado el proyecto de ley que modifica la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura, con el objeto de considerar a las marejadas como fuerza mayor, para evitar la caducidad de la inscripción de los pescadores artesanales en el Registro respectivo (Boletín            N° 11.311-21).


-- Pasa a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Expide copia de la sentencia definitiva pronunciada en el control de constitucionalidad del proyecto de ley que regula la despenalización de la interrupción voluntaria del embarazo en tres causales (Boletín N° 9.895-11).


Remite copias de las sentencias pronunciadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de las siguientes normas:


- Artículo 58 del Código del Trabajo y del inciso primero del artículo 17 del decreto ley N° 3.500, de 1980, que establece nuevo sistema de pensiones.


- Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y del artículo 17 B, inciso segundo, de la ley N° 17.798, que establece el control de armas.


-- Se manda archivar los documentos.


Adjunta resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de las siguientes disposiciones:


- Inciso primero del artículo 29 del decreto ley N° 3.538, de 1980, Ley Orgánica de la Superintendencia de Valores y Seguros.


- Artículo 17° de la ley 20.027, que establece normas para el financiamiento de estudios de educación superior, y artículo 44 del Reglamento de la misma.


- Artículo 1°, inciso segundo de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.


- Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y del artículo 17 B, inciso segundo, de la ley N° 17.798, que establece el control de armas.


- Artículo 364 del Código Procesal Penal y del artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.


- Artículo 196 ter, de la ley N° 18.290, de Tránsito.


- Incisos primero y segundo del artículo 49 ter del Código Penal.


-- Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

De los señores Ministros de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional


Envía informe semestral sobre las Operaciones de Paz en las que participa nuestro país, correspondiente al primer semestre de 2017.


-- Pasa a las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional.

Del señor Ministro de Defensa Nacional


Responde petición, expedida en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativa a la solución del colapso del puente Ventisquero, cercano a Puyuhuapi, en la Carretera Austral.


Contesta planteamiento, formulado en nombre del Honorable Senador señor Guillier, para destinar el aeródromo de Rancagua como terminal aéreo de uso público.


Remite nómina de funcionarios de las Fuerzas Armadas condenados o procesados por violaciones a los derechos humanos o por crímenes relacionados, y las jubilaciones percibidas por los mismos; consulta enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro. 

De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social


Atiende preocupación, manifestada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa a ciertos antecedentes laborales de la empresa de alimentos Fruna Ltda.

De la señora Ministra de Salud


Anexa antecedentes sobre las siguientes materias consultadas en nombre del Honorable Senador señor Navarro:


- Estudio de impacto en la salud de las personas que habitan en las cercanías del vertedero El Boro, en la Región de Tarapacá.


- Remoción del Director del Hospital de La Calera.


Informa petición, expresada en nombre del Honorable Senador señor García, relativo a gastos devengados y por pagar de los servicios de salud.
Del señor Ministro de Obras Públicas


Da respuesta a requerimientos, formulados en nombre del Honorable Senador señor García, relativos a los siguientes asuntos:


- Diseño y financiamiento del camino Curarrehue - Reigolil.


- Planes de mantención y mejoramiento de la ruta que une Villarrica con Lican Ray.


- Proyecto de pavimentación asfáltica para el camino Puente Curileo - San Carlos, de la comuna de Vilcún.


Adjunta datos sobre la franja de caminos públicos en la Ruta 7, en las áreas individualizadas; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Horvath.

De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo


Informa solicitud, expedida en nombre de la Honorable Senadora señora Pérez San Martín, para otorgar una solución al talud del sector Montedónico de Playa Ancha, comuna de Valparaíso, con el objeto de evitar derrumbes.

Del señor Ministro de Bienes Nacionales


Anexa información relativa a terrenos fiscales que se incorporarán a la red de parques de la Patagonia; consulta efectuada en nombre del Honorable Senador señor Horvath.

Del señor Superintendente de Seguridad Social


Remite respuesta a requerimiento, expedido en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, acerca de pormenores de los créditos y tasas de interés otorgados por las cajas de compensación.

Del señor Director del Instituto de Salud Pública de Chile


Envía antecedentes relativos a los trabajadores del área de la salud que trabajan en contacto directo con artefactos radiológicos; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Girardi.

Del señor Director del SERVIU de la Región de Valparaíso


Contesta requerimiento de información, expresado en nombre de la Honorable Senadora señora Allende, acerca del cumplimiento de los acuerdos con la comunidad local respecto de las mejoras del parque urbano El Litre.

Del señor Director de Política Multilateral del Ministerio de Relaciones Exteriores


Atiende solicitud, expresada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, para informar sobre la representación que ha tenido el país, a nivel diplomático, ante la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura, desde 1990 en adelante.

De la señora Secretaria Ejecutiva de la Comisión Nacional de Riego


Responde inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, sobre antecedentes acerca del proyecto de la comunidad indígena Manuel Llacaman, de la comuna de Lanco.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.284, en el sentido de establecer la obligatoriedad de juegos infantiles no mecánicos en espacios públicos y privados, para niños y niñas en situación de discapacidad (Boletín N° 9.701-14).


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que declara feriado el 20 de septiembre de cada año para la Región de Coquimbo con ocasión de la celebración de la fiesta de La Pampilla (Boletín N° 10.888-06).


-- Quedan para Tabla. 

Mociones


De los Honorables Senadores señores Bianchi y Quinteros, con la que inician un proyecto de ley que declara el 21 de septiembre de cada año como feriado permanente en la Región de Magallanes y la Provincia de Chiloé (Boletín              Nº 11.426-06).


-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


Del Honorable Senador señor Navarro, con la que da inicio a un proyecto de ley que prohíbe el uso y entrega de bolsas plásticas sean o no biodegradables a los consumidores finales (Boletín Nº 11.429-12).


-- Pasa a la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales.

Proyecto de acuerdo


De los Honorables Senadores señor Walker, Patricio, señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Allamand, Araya, Bianchi, De Urresti, García, García Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Quinteros y Walker, Ignacio, por medio del cual solicitan a S.E. la Presidenta de la República, si lo tiene a bien, la creación del “Área Marina Protegida en Isla Guafo”, como parte de la red de áreas marinas protegidas en la Patagonia (Boletín N° S 1.949-12). 

-- Queda para ser votado en su oportunidad.

Solicitud


De la Comisión de Salud, con la que pide la venia de la Sala para refundir, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 17 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, los siguientes proyectos de ley:


- El que modifica el Código Sanitario para incluir la kinesiología entre las profesiones médicas y afines (Boletín N° 9.260-11).


- El que modifica el artículo 112 del Código Sanitario para incluir entre las profesiones médicas y afines, las especialidades que indica (Boletín          Nº 11.361-11).


-- Se accede a lo solicitado.

Solicitud de permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Walker, Ignacio, para ausentarse del país a contar del día 15 de este mes.


-- Se accede a lo solicitado.

- - -

ACUERDOS DE COMITÉS


El Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos:

Tratar como si fueran de Fácil Despacho en la sesión ordinaria de hoy, los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la Mancomunidad de las Bahamas sobre exención del requisito de visa para titulares de pasaportes diplomáticos y oficiales” (Boletín N° 10.218-10).


2.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Memorándum de Entendimiento entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Granada sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales”, suscrito en la ciudad de St. George´s, Granada, el 23 de junio de 2015 (Boletín N° 10.389-10).


3.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Santa Lucía sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales, suscrito en Castries, Santa Lucía, el 30 de octubre de 2014 (Boletín N° 10.427-10).


4.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Reino de Camboya sobre Exención de Visas para Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales/de Servicio”, suscrito en Nom Pen, Camboya, el 27 de noviembre de 2015 (Boletín N° 10.570-10).


5.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Estado de Kuwait sobre Exención del Requisito de Visa para Titulares de Pasaportes Diplomáticos, Oficiales y Especiales”, suscrito en Nueva York, Estados Unidos de América, el 26 de septiembre de 2015 (Boletín N° 10.571-10).


6.- Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Estado de Palestina sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales”, suscrito en Nueva York, Estados Unidos de América, el 29 de septiembre de 2015 (Boletín N° 10.572-10).


7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que declara feriado el 20 de septiembre de cada año para la Región de Coquimbo con ocasión de la celebración de la fiesta de La Pampilla (Boletín Nº 10.888-06).

- - -


A petición del Honorable Senador señor Larraín la Sala acuerda que el proyecto de ley sobre modernización y fortalecimiento de la Dirección del Trabajo (Boletín N° 11.430-13), que fue enviado a la Comisión de Trabajo y Previsión Social y a la de Hacienda, en su caso, sea conocido, además, por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.
- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la Mancomunidad de las Bahamas sobre exención del requisito de visa para titulares de pasaportes diplomáticos y oficiales”.

(Boletín N° 10.218-10)
Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Memorándum de Entendimiento entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Granada sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales”.

(Boletín N° 10.389-10)
Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Santa Lucía sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales, suscrito en Castries, Santa Lucía, el 30 de octubre de 2014”.

(Boletín N° 10.427-10)
Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Reino de Camboya sobre Exención de Visas para Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales/de Servicio”, suscrito en Nom Pen, Camboya, el 27 de noviembre de 2015.

(Boletín N° 10.570-10)
Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Estado de Kuwait sobre Exención del Requisito de Visa para Titulares de Pasaportes Diplomáticos, Oficiales y Especiales”, suscrito en Nueva York, Estados Unidos de América, el 26 de septiembre de 2015.

(Boletín N° 10.571-10)
Proyecto de acuerdo, en segundo trámite constitucional, que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Estado de Palestina sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales”, suscrito en Nueva York, Estados Unidos de América, el 29 de septiembre de 2015.

(Boletín N° 10.572-10)

El Presidente de conformidad al acuerdo de los Comités pone en votación el conjunto de proyectos de acuerdo de la referencia.

El Secretario General enumera las iniciativas puestas en votación.


El resultado es de 27 votos favorables.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Allamand, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Harboe, Larraín, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros; Walker, Patricio y Zaldívar.

El Presidente declara aprobados los proyectos de acuerdo.


Durante la votación interviene el Honorable Senador señor Larraín.

- - -


Queda terminada la tramitación de estos asuntos.


Los textos despachados por el Senado, en el  mismo orden de la referencia, son los que siguen:


“Artículo único.- Apruébase el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la Mancomunidad de las Bahamas sobre Exención del Requisito de Visa para Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales, suscrito en Nassau, el 20 de abril de 2015.”.


“Artículo único.- Apruébase el Memorándum de Entendimiento entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Granada sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales, suscrito en la ciudad de St. George’s, Granada, el 23 de junio de 2015.”.

“Artículo único.- Apruébase el Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de Santa Lucía sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales, suscrito en Castries, Santa Lucía, el 30 de octubre de 2014.”.

“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Reino de Camboya sobre Exención de Visas para Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales/de Servicio”, suscrito en Nom Pen, Camboya, el 27 de noviembre de 2015.”.

“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Estado de Kuwait sobre Exención del Requisito de Visa para Titulares de Pasaportes Diplomáticos, Oficiales y Especiales”, suscrito en Nueva York, Estados Unidos de América, el 26 de septiembre de 2015.”.

“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Estado de Palestina sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos y Oficiales”, suscrito en Nueva York, Estados Unidos de América, el 29 de septiembre de 2015.”.

- - -

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que declara feriado el día 20 de septiembre de cada año en la Región de Coquimbo con ocasión de la Fiesta de la Pampilla.

(Boletín N° 10.888-06)


El Presidente pone en discusión el proyecto de la referencia.


El Secretario General informa que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió este proyecto en general y en particular por tratarse de aquellos de artículo único, aprobándolo también en general y en particular por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Bianchi, Quinteros y Zaldívar, con una enmienda consistente en restringir el feriado al presente año.


El Presidente pone en votación la iniciativa.


El resultado es de 23 votos a favor.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Allamand, Bianchi, Chahuán, De Urresti, Harboe, Larraín, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Patricio y Zaldívar.


El Presidente declara aprobado el proyecto en general y en particular.

- - -


Queda terminada la tramitación de este proyecto.


El texto despachado por el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo único.- Declárase feriado el 20 de septiembre de 2017 para la Región de Coquimbo, con motivo de la celebración de la fiesta de La Pampilla.”.

- - -

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Sistema de Educación Pública y modifica diversos cuerpos legales.

(Boletín Nº 10.368-04)

El Presidente reanuda la discusión del proyecto de la referencia.


El Secretario General informa que el Ejecutivo ha hecho presente al proyecto la urgencia calificándola de “discusión inmediata”.

Añade que según la pauta de votación que se ha seguido en conformidad a los acuerdos que adoptaron los Comités, corresponde ahora ocuparse de los artículos transitorios de quórum simple, que figuran en el documento entregado y que son los siguientes: segundo, undécimo, décimo segundo, décimo cuarto, décimo quinto, décimo séptimo, décimo octavo, vigésimo, vigésimo segundo, vigésimo tercero, trigésimo, trigésimo quinto, trigésimo sexto, trigésimo noveno, cuadragésimo, cuadragésimo cuarto, cuadragésimo quinto, cuadragésimo sexto, cuadragésimo séptimo, cuadragésimo octavo y quincuagésimo quinto.

- - -


El Presidente ofrece la palabra al Honorable Senador señor García quien hace uso de ella y solicita la reapertura del debate y la siguiente votación del artículo transitorio trigésimo cuarto, que fue votado dentro de un conjunto de otras disposiciones, o en su defecto se deje constancia de su ánimo de votar adversamente dicha disposición, especialmente su inciso quinto.


No se produce en la Sala el acuerdo para la reapertura y el Presidente dispone se deje la constancia indicada en el acta.

- - -


El Presidente pone en votación el conjunto de disposiciones transitorias individualizadas por el Secretario General.


El resultado es de 20 votos a favor y 14 abstenciones.

Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Araya, Bianchi, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Pizarro, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Ignacio; Walker, Patricio y Zaldívar.


Se abstienen los Honorables Senadores señoras Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, García, García Huidobro, Larraín, Moreira, Ossandón, Pérez Varela y Prokurica.


Fundan su voto favorable los Honorables Senadores señores Montes, Pizarro, Quintana y Bianchi.


Fundan su abstención los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Larraín y Chahuán.

- - -


Intervienen durante la votación el Honorable Senador señor Navarro y, con la anuencia de la Sala, la Ministra de Educación señora Delpiano.
- - -


El Presidente declara aprobados los artículos.

- - -


El Presidente pone en votación los artículos 69, 80 y 81 permanentes y cuarto, inciso primero del octavo, noveno, trigésimo segundo y trigésimo octavo transitorios.


El resultado es de 23 votos favorables y 12 contrarios.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Bianchi, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Ignacio; Walker, Patricio y Zaldívar.

Votan en contra los Honorables Senadores señoras Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Chahuán, Coloma, García, García Huidobro, Larraín, Moreira, Ossandón, Pérez Varela y Prokurica.

Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señores Lagos, Harboe, Letelier, Montes, Guillier, De Urresti y Navarro.


Fundan su voto en contra los Honorables Senadores señores Pérez Varela, Allamand y Larraín.

- - -


Se deja constancia de haber alcanzado el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de las normas de rango orgánico constitucional, sobre un universo de 37 senadores en ejercicio.
- - -


Ante una solicitud del Ministro Secretario General de la Presidencia para calificar nuevamente el artículo 25, que la Comisión de Hacienda ha estimado que sería norma de rango orgánico constitucional, la Mesa acoge el parecer del Ejecutivo y resuelve calificarla como norma de quórum simple.


A continuación pone en votación el señalado artículo 25.


El resultado es de 22 votos favorables, 10 en contra y 1 pareo.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Bianchi, De Urresti, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Pizarro, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Ignacio; Walker, Patricio y Zaldívar.

Votan por el rechazo los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Chahuán, Coloma, García Huidobro, Larraín, Moreira, Ossandón, Pérez Varela y Prokurica.

No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor García.

Funda su voto a favor el Honorable Senador señor Lagos y su voto en contra el Honorable Senador señor Moreira.


El Presidente declara aprobada la disposición.

- - -


El Presidente pone en discusión la indicación renovada, correspondiente a la número 34 a del boletín de indicaciones, cuyo fin es suprimir el artículo quincuagésimo primero transitorio.

El Presidente ofrece la palabra y hacen uso de ella la Honorable Senadora señora Von Baer y la Ministra de Educación, señora Delpiano.


Enseguida pone en votación la señalada indicación


El resultado es de 19 votos a favor, 10 en contra y 2 pareos.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Goic, Pérez San Martín y Von Baer y señores Allamand, Bianchi, Chahuán, Coloma, García Huidobro, Guillier, Horvath, Larraín, Matta, Moreira, Ossandón, Pizarro, Prokurica; Walker, Ignacio; Walker, Patricio y Zaldívar.

Votan en contra los Honorables Senadores señora Muñoz y señores Araya, De Urresti, Girardi, Lagos, Letelier, Montes, Navarro, Quintana y Tuma.

No votan, por estar pareados, los Honorables Senadores señores García y Quinteros.

Fundan su voto favorable los Honorables Senadores señora Von Baer y señores Guillier y Ossandón.


Fundan su voto en contra los Honorables Senadores señores Montes, Quintana, Navarro y Letelier.

- - -


El Presidente declara aprobada la indicación renovada.

- - -


El Presidente, de conformidad al artículo 114 del Reglamento del Senado, otorga la palabra al Honorable Senador señor  Ossandón, quien hace uso de ella con el fin de vindicarse en los término de la mencionada norma.

- - -


Queda terminada la tramitación de este proyecto de ley.


El texto despachado por el Senado es el que sigue:

“Título I

Disposiciones generales


Artículo 1.- Objeto de la ley. La presente ley crea el Sistema de Educación Pública (en adelante también el “Sistema”), establece las instituciones que lo componen y regula su funcionamiento.


Artículo 2.- Fines de la Educación Pública. La educación pública está orientada al pleno desarrollo de los estudiantes, de acuerdo a sus necesidades y características. Procura una formación integral de las personas, velando por su desarrollo espiritual, social, ético, moral, afectivo, intelectual, artístico y físico, entre otros, y estimulando el desarrollo de la creatividad, la capacidad crítica, la participación ciudadana y los valores democráticos.


Artículo 3.- Objeto del Sistema de Educación Pública. El Sistema tiene por objeto que el Estado provea, a través de los establecimientos educacionales de su propiedad y administración, que formen parte de los Servicios Locales de Educación Pública que son creados en la presente ley, una educación pública, gratuita y de calidad, laica, esto es, respetuosa de toda expresión religiosa, y pluralista, que promueva la inclusión social y cultural, la equidad, la tolerancia, el respeto a la diversidad y la libertad, considerando las particularidades locales y regionales, garantizando el ejercicio del derecho a la educación de conformidad a lo dispuesto en la Constitución Política de la República, en todo el territorio nacional.


El Sistema velará por el respeto a las particularidades de cada nivel y modalidades educativas, considerando la integralidad, pluralidad y el apoyo constante a los estudiantes. En particular, deberá considerar las características propias de los establecimientos que imparten el nivel parvulario y de la educación especial o diferencial.


Artículo 4.- Integrantes del Sistema. Son integrantes del Sistema los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, con sus distintos niveles y modalidades educativas; los Servicios Locales de Educación Pública (en adelante, también, “Servicios Locales”), y el Ministerio de Educación, a través de la Dirección de Educación Pública, según lo dispuesto en los Títulos II, III y IV, respectivamente.


Los establecimientos educacionales son la unidad básica y fundamental del Sistema. Están conformados por sus respectivas comunidades educativas, integradas por estudiantes, madres, padres, apoderados, profesionales de la educación, asistentes de la educación y por sus respectivos equipos docentes directivos. Dichos establecimientos contarán con autonomía para la definición y desarrollo de sus proyectos educativos, de acuerdo a la identidad y características propias de sus comunidades, de conformidad a la normativa vigente. 


En este marco, corresponderá a los profesionales de la educación ejercer un rol fundamental para la consecución del objeto del Sistema y para la materialización de los principios que lo guían, establecidos en el artículo siguiente, desarrollando estrategias y metodologías con creatividad y autonomía, de acuerdo a lo establecido en la letra b) del inciso cuarto del artículo 19 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 1997.


Artículo 5.- Principios del Sistema. El Sistema y sus integrantes se regirán por los principios señalados en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370, y por los principios que se establecen a continuación:


a) Calidad integral. El Sistema se orientará hacia la provisión de una educación de calidad que permita a los estudiantes acceder a oportunidades de aprendizaje para un desarrollo integral, llevar adelante sus proyectos de vida y participar activamente en el desarrollo social, político, cultural y económico del país. Para ello, el Sistema promoverá el desarrollo de los estudiantes en sus distintas dimensiones, incluyendo la espiritual, ética, moral, cognitiva, afectiva, artística y el desarrollo físico, entre otras, así como las condiciones para implementar y evaluar el cumplimiento del currículum, y las necesidades y adaptaciones que la comunidad educativa convenga, en lo pertinente.


El Sistema velará por que el proceso educativo que se desarrolle en los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales provea a los estudiantes las oportunidades de recibir una educación de calidad, mediante actividades curriculares y extracurriculares, así como a través de la promoción de una buena convivencia escolar que prepare a los estudiantes para la vida en sociedad.


b) Mejora continua de la calidad. El Sistema velará por el mejoramiento sostenido de los procesos educativos que se desarrollen en los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales, con el objeto de alcanzar una educación de calidad integral e inclusiva. Para ello, los integrantes del Sistema deberán propender siempre al logro de los objetivos generales definidos en la ley y al cumplimiento de los estándares y los otros indicadores de calidad educativa que les resulten aplicables según sus niveles y modalidades. 


El Sistema, en sus distintos niveles, deberá implementar las acciones necesarias para que todos los Servicios Locales y los establecimientos educacionales de su dependencia alcancen los niveles de calidad esperados para el conjunto del sistema educativo, en todos los niveles y modalidades educativas, y especialmente tratándose de la educación parvularia, estas acciones comprenderán el apoyo psicosocial y profesional en materias propias de dichos niveles y modalidades educativas.


c) Cobertura nacional y garantía de acceso. Con el objeto de resguardar el ejercicio del derecho a la educación reconocido por la Constitución y los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, el Sistema asegurará la prestación del servicio educacional en todo el territorio nacional y el acceso de todas las personas, incluyendo especialmente a aquellas que tengan necesidades educativas especiales, de conformidad a la ley, a los distintos niveles educativos, considerando las formaciones diferenciadas que ellos incluyen, y las distintas modalidades educativas, velando además por la continuidad del servicio.


En ningún caso se podrá condicionar la incorporación o permanencia de los estudiantes en el sistema educativo a elementos ajenos al ámbito pedagógico, en los términos de la ley N° 20.845.


d) Desarrollo equitativo e igualdad de oportunidades. Los integrantes del Sistema deberán ejecutar medidas de acción positiva que, en el ámbito educacional, se orienten a evitar o compensar las consecuencias derivadas de las desigualdades de origen o condición de los estudiantes, velando particularmente por aquellos que requieran de apoyos especiales y una atención diferenciada, con el propósito de que puedan desarrollar al máximo sus potencialidades.


e) Colaboración y trabajo en red. El Sistema y sus integrantes basarán su funcionamiento en la colaboración, fomentando la cooperación permanente y sistemática entre las instituciones que lo componen, con el objeto de propender al pleno desarrollo de la educación pública. Para ello, deberán realizar un trabajo colaborativo y en red, basado en el desarrollo profesional, el intercambio de información, el acceso común a servicios e instalaciones, la generación de redes de aprendizaje entre los integrantes de las comunidades educativas, el fomento del trabajo conjunto de sus diversos profesionales y el intercambio de buenas prácticas pedagógicas y de gestión educativa, promoviendo el desarrollo de estrategias colectivas para responder a sus desafíos comunes.


Asimismo, los Servicios Locales propenderán a realizar un trabajo colaborativo con órganos pertenecientes a los sectores de salud, deporte, cultura, entre otros, y con sostenedores de la educación particular y particular subvencionada.


f) Proyectos educativos inclusivos, laicos y de formación ciudadana. El Sistema debe favorecer la expresión y valoración de las diferencias entre los estudiantes y sus particularidades. Para ello, deberá asegurar, a lo largo de toda la trayectoria educativa, un trato no discriminatorio, en términos sociales, étnicos, religiosos, políticos, de género o de cualquier otro tipo que atente contra la igualdad de derechos y de oportunidades.


Para estos efectos, el Sistema deberá asegurar especialmente el respeto por la libertad de conciencia, garantizando un espacio de convivencia abierto a todos los cultos y creencias religiosas, fomentar la convivencia democrática y el ejercicio de una ciudadanía crítica y responsable, promover el cuidado y respeto por el medio ambiente y el conocimiento, comprensión y compromiso de los estudiantes con los derechos humanos.


g) Pertinencia local, diversidad de los proyectos educativos y participación de la comunidad. El Sistema deberá contar con proyectos educativos diversos y pertinentes a la identidad, necesidades e intereses de la comunidad, respetando siempre los derechos humanos y la convivencia democrática. 


En la formulación y desarrollo de los proyectos educativos de los establecimientos educacionales se deberá garantizar y promover la participación de las comunidades educativas, asegurando el derecho a la información, organización y expresión de sus opiniones en los asuntos que les afectan, de conformidad a la legislación vigente.


h) Formación ciudadana y valores republicanos. El Sistema promoverá en los estudiantes la comprensión del concepto de ciudadanía y los derechos y deberes asociados a ella, entendidos éstos en el marco de una república democrática, con el propósito de formar una ciudadanía activa en el ejercicio y cumplimiento de estos derechos y deberes. En particular, propenderá a difundir los valores republicanos, entendiéndose por tales aquellos propios de la práctica constante de una sociedad democrática, laica y pluralista, esto es, respetuosa de toda expresión religiosa, y de los derechos humanos reconocidos en la Constitución Política de la República y en tratados internacionales suscritos y ratificados por Chile.


i) Integración con el entorno y la comunidad. El Sistema se encargará de promover el desarrollo de conocimientos, habilidades y valores que permitan a las personas y comunidades contribuir a asegurar, desde sus propias identidades, su supervivencia y bienestar, a través de una relación creativa y constructiva con sus respectivos entornos, reconociendo la interculturalidad, según lo establecido en el artículo 3, letra m), del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación. Para ello, los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales deberán propender a formar personas conscientes de su individualidad, y de pertenecer a una comunidad y a un entorno, promoviendo una cultura de paz, justicia y solidaridad, participativa y democrática, comprometida con la conservación del medio ambiente.


Artículo 6.- Estrategia Nacional de Educación Pública. El Ministerio de Educación, a propuesta de la Dirección de Educación Pública, oyendo a las Comisiones de Educación de la Cámara de Diputados y del Senado, y previa aprobación del Consejo Nacional de Educación, establecerá la Estrategia Nacional de Educación Pública (en adelante también “la Estrategia”). La Estrategia tendrá por objeto mejorar la calidad de la educación pública provista por los establecimientos educacionales integrantes del Sistema, propendiendo al pleno desarrollo de ésta. Será establecida por medio de un decreto supremo y tendrá una duración de ocho años, pudiendo modificarse luego de una evaluación a la mitad de dicho periodo o cuando por razones fundadas, debidamente calificadas, así se determine.


La Estrategia deberá considerar objetivos, metas y acciones en áreas tales como: cobertura y retención de estudiantes en el Sistema, convivencia escolar, apoyos para el aprendizaje, inclusión y atención diferenciada a los estudiantes, implementación curricular, colaboración y articulación de los sectores y niveles educacionales entre sí, todo lo anterior según los recursos que disponga el país y sus respectivos presupuestos.


El Ministerio de Educación, cada dos años, remitirá un informe sobre el estado de avance de la Estrategia a las comisiones de Educación de la Cámara de Diputados y del Senado, así como a los organismos del Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación. Este informe será presentado ante las comisiones indicadas, que para tal efecto realizarán una sesión conjunta. En dicho informe se describirán las metas y las acciones de la Estrategia ejecutadas en el periodo y se evaluarán los avances y mejoras de cada Servicio Local. Dicho informe será remitido a los Comités Directivos Locales, a los Consejos Locales y a las Coordinaciones Regionales, establecidos en la presente ley, y estará a disposición de la ciudadanía en el sitio electrónico del Ministerio de Educación.


En el marco de la elaboración de una nueva Estrategia, así como en sus modificaciones, la Dirección de Educación Pública y los Servicios Locales de Educación Pública, en el nivel que corresponda, deberán establecer un periodo de participación de las comunidades educativas, con el objeto de recabar su opinión y propuestas. Con el mismo fin, podrá considerar un proceso de consulta ciudadana, en los términos del artículo 73 del decreto con fuerza de ley N°1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2000, dirigida a padres, madres, apoderados, directores, docentes, asistentes de la educación, estudiantes y otras personas u organismos interesados en la materia, tales como decanos de las facultades de educación o expertos en el ámbito educacional. Asimismo, tendrá en consideración los informes señalados en el inciso precedente, así como las propuestas que realicen los Directores Ejecutivos de los Servicios Locales, los Comités Directivos Locales, los Consejos Locales y las Coordinaciones Regionales.


Los integrantes del Sistema, en el marco de sus funciones y atribuciones, deberán orientar sus acciones al cumplimiento de la Estrategia.

Título II

De los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública


Artículo 7.- De los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales. Los establecimientos educacionales son la unidad básica y fundamental del Sistema, y en virtud de esto se orienta la acción de sus integrantes. Estarán conformados por su respectiva comunidad educativa, cuyo propósito compartido se expresa en el proyecto educativo institucional. Los establecimientos educacionales formarán parte de la red de cada Servicio Local.


El objeto de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales es proveer educación de calidad, que contribuya a la formación integral y a los aprendizajes de sus estudiantes en las distintas etapas de su vida, considerando sus necesidades y características, a fin de potenciar su pleno desarrollo espiritual, ético, social, moral, afectivo, intelectual, artístico y físico, de acuerdo a los principios del sistema educativo chileno, definidos en el decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010, y a los objetivos y principios del Sistema de Educación Pública, definidos en la presente ley. Para el cumplimiento de su objeto, contarán con autonomía, de conformidad a lo establecido en la legislación.


Al Sistema de Educación Pública le corresponderá de modo preferencial el fortalecimiento y desarrollo de las capacidades de los establecimientos educacionales, de sus comunidades educativas y sus proyectos educativos. En especial, le corresponderá fomentar, a través de los directores y equipos directivos de estos establecimientos, el trabajo profesional colaborativo entre los docentes, orientado a la mejora permanente de los procesos educativos y a la generación de competencias profesionales para proveer aprendizajes de calidad, de conformidad a lo establecido en la presente ley. Los Servicios Locales deberán contribuir a esta tarea, apoyando los procesos pedagógicos y la gestión administrativa de los establecimientos educacionales de su dependencia.


Artículo 8.- De los integrantes de la comunidad educativa de los establecimientos educacionales y su participación. Las comunidades educativas que conforman los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales estarán integradas por estudiantes, padres, madres y apoderados, profesionales de la educación, asistentes de la educación y equipos docentes directivos, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 9° del decreto con fuerza de ley N° 2, del Ministerio de Educación, de 2010. El órgano que reúne a los integrantes de la comunidad educativa es el Consejo Escolar, de conformidad con lo establecido en la ley N° 19.979.


Los estudiantes podrán organizarse en Centros de Alumnos o de Estudiantes. Los establecimientos educacionales deberán promover su constitución, funcionamiento e independencia, además de establecer instancias de participación en cuestiones de su interés, en el marco del proyecto educativo institucional.


Los padres, madres y apoderados podrán constituir Centros de Padres, Madres y Apoderados, los que colaborarán con los propósitos educativos del establecimiento y apoyarán el desarrollo y mejora de sus procesos educativos. Los establecimientos educacionales deberán promover su constitución, funcionamiento e independencia.


Los profesionales de la educación ejercen la función docente, técnico pedagógica y docente directiva, cumpliendo un rol fundamental en la formación integral de los estudiantes y en el proceso educativo que se desarrolla en los establecimientos educacionales. En los establecimientos educacionales habrá Consejos de Profesores, los que estarán integrados por personal docente directivo, técnico-pedagógico y docente. Tendrán el carácter de organismos técnicos en los que se expresará la opinión profesional de sus integrantes.


Los asistentes de la educación desarrollan labores de apoyo a la función docente, favoreciendo el proceso de enseñanza y aprendizaje de los estudiantes y permitiendo la correcta prestación del servicio educacional, las que pueden ser de carácter profesional distinto a la docencia y técnicas, de administración de la educación, auxiliar y de servicios.


Los directores de los establecimientos educacionales serán los encargados de liderar el proyecto educativo institucional y de la dirección, administración, supervisión y coordinación de la educación, para su mejora continua.


La función de los equipos directivos es aquella de carácter profesional que apoya las funciones de los directores de los establecimientos, en especial, en lo referido a la organización escolar, el clima de convivencia y el fomento de la colaboración profesional para el logro del aprendizaje de los estudiantes. Se incluyen en esta función la Subdirección, Jefatura Técnica, Inspectoría General y otras de similar naturaleza.


Tanto los Servicios Locales como los directores de establecimientos deberán promover la participación de la comunidad educativa, especialmente a través de los Centros de Alumnos; Centros de Padres, Madres y Apoderados y de los Consejos Escolares.


Cada establecimiento educacional perteneciente al Sistema de Educación Pública realizará, una vez al año, una jornada de evaluación del Plan de Mejoramiento Educativo y del Reglamento Interno, convocada por su director, en la que participará la comunidad educativa respectiva y un representante del Servicio Local respectivo.


Los integrantes de la comunidad educativa organizarán instancias de participación y reflexión, cuando sea pertinente.


Artículo 9.- Funciones y atribuciones generales de los directores de establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales. La función principal del director de un establecimiento educacional del Sistema es liderar y dirigir el proyecto educativo institucional y los procesos de mejora educativa, en particular, ejercer el liderazgo técnico pedagógico en el establecimiento a su cargo. Con dicho objeto, velará por el buen funcionamiento del establecimiento, propendiendo al desarrollo integral de los estudiantes y sus aprendizajes, de acuerdo a sus características y necesidades educativas. Asimismo, velará por el cumplimiento de los objetivos y metas correspondientes, establecidas en sus planes de mejoramiento educativo y demás instrumentos que establece la ley.


Artículo 10.- Funciones y atribuciones especiales de los directores de establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales. A fin de llevar a cabo la función indicada en el artículo anterior, así como las funciones y atribuciones generales que se establecen para los directores de establecimientos en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, corresponderá especialmente a los directores de establecimientos educacionales del Sistema:


a) Dirigir y coordinar, en conjunto con su equipo directivo, el trabajo técnico pedagógico del establecimiento, en lo referido a la organización, planificación, supervisión, coordinación y evaluación de la enseñanza y aprendizaje de los estudiantes.


b) Orientar el desarrollo profesional continuo de los docentes y asistentes de la educación. Para ello, deberán proponer al Director Ejecutivo respectivo la implementación de programas o instrumentos de desarrollo profesional de los docentes y otros integrantes del establecimiento educacional, sobre la base de las necesidades del establecimiento, su proyecto educativo institucional, su plan de mejoramiento educativo y los resultados entregados por el Sistema de Desarrollo Profesional Docente. 


c) Elaborar y proponer al Director Ejecutivo el proyecto educativo institucional del establecimiento y sus modificaciones, el que deberá ser expresión de la diversidad de la comunidad escolar y atender a las orientaciones del Plan Estratégico Local, consultando previamente al consejo escolar y al consejo de profesores respectivo, de acuerdo a la normativa vigente.  El Director Ejecutivo podrá realizar observaciones al proyecto educativo del establecimiento, fundadas en la normativa vigente o en las definiciones estratégicas contenidas en el Plan Estratégico Local o en la Estrategia Nacional de Educación Pública. El director del establecimiento podrá incorporar las observaciones del Director Ejecutivo. No obstante, deberá incorporarlas cuando el Director Ejecutivo cuente con el acuerdo del Comité Directivo Local. 


d) Elaborar y proponer al Director Ejecutivo el plan de mejoramiento educativo del establecimiento, consultando previamente al consejo escolar, de acuerdo a la normativa vigente y atendiendo a los objetivos y metas del Plan Estratégico Local respectivo. El Director Ejecutivo podrá realizar observaciones al plan presentado por el director, a través de una resolución fundada, la que deberá basarse en las definiciones contenidas en el Plan Estratégico Local o en la Estrategia Nacional de Educación Pública o cuando el plan presentado supere el marco presupuestario correspondiente, tomando en cuenta las especiales características de cada establecimiento educacional. Con todo, el director del establecimiento podrá insistir en su plan o en algunas de sus áreas o dimensiones, para lo cual tendrá que justificar cómo éste se ajusta al Plan Estratégico Local o la Estrategia Nacional. El Director Ejecutivo tendrá un plazo de 10 días hábiles para pronunciarse. Dicha decisión deberá ser informada al Comité Directivo Local, al Consejo Local de Educación y a la comunidad educativa respectiva. 


En caso que el plan presentado supere el marco presupuestario, el director del establecimiento deberá incorporar las observaciones del Director Ejecutivo.


e) Velar, en conjunto con su equipo directivo, por la ejecución del Reglamento Interno y el Plan de Convivencia Escolar, que deberá ser evaluado por el Consejo Escolar, de conformidad con la legislación vigente.


f) Promover la participación de todos los miembros de la comunidad educativa, en especial a través de su organización en centros de alumnos, centros de padres y apoderados, consejos de profesores y consejos escolares, con el objeto de contribuir al proceso de enseñanza y mejora continua del establecimiento educacional.


g) Fomentar la integración del establecimiento bajo su dirección en la red de establecimientos que corresponda al territorio del Servicio local, con el objeto de mejorar la calidad del proceso educativo, de acuerdo a lo establecido en la letra e) del artículo 5. En particular, participar en las Conferencias de Directores del Servicio, según lo establece la presente ley. 


h) Promover la integración del establecimiento y su comunidad educativa en la comunidad local.


i) Proponer al Director Ejecutivo los perfiles profesionales y de cargos titulares para docentes y participar en la selección de los docentes y asistentes de la educación, de acuerdo a la normativa vigente.


j) Decidir la contratación del personal docente que se incorpore al establecimiento, a partir de una terna propuesta por la comisión calificadora correspondiente, establecida en el artículo 30 del decreto con fuerza de ley Nº1, del Ministerio de Educación, de 1996. 


k) Administrar los recursos que le sean delegados en virtud del artículo 21 de la ley N° 19.410, pudiendo adoptar medidas para la conservación y ejecución de las reparaciones necesarias del edificio o construcciones en que funciona el establecimiento educacional, con cargo a estos recursos, excluidas cualquier transformación o ampliación del edificio, construcciones e instalaciones, de conformidad a la normativa vigente.


l) Rendir cuenta anual de su gestión en audiencia pública al Director Ejecutivo respectivo o su representante, al Consejo Escolar y a la comunidad educativa del establecimiento. Esta rendición anual estará contenida en un informe y comprenderá todas las obligaciones de rendición de cuenta que deba realizar el director del establecimiento educacional, en la forma prevista por la normativa vigente. El Servicio Local prestará asistencia técnica a los equipos directivos para la elaboración de dicha rendición de cuenta.


m) Colaborar con el Servicio Local en la implementación de acciones tendientes a asegurar la trayectoria educativa de los estudiantes y a favorecer la retención y el reingreso escolar para los estudiantes que hayan visto interrumpida su trayectoria educativa.


Artículo 11.- Conferencia de Directores y Directoras de Escuelas, Jardines y Liceos. Cada Director Ejecutivo convocará, al menos una vez al año, a una Conferencia a todos los directores de los establecimientos educacionales y a los profesores encargados de escuelas rurales, que dependan del Servicio Local. 


Esta Conferencia tendrá un carácter consultivo y su objeto será analizar, en conjunto con el Director Ejecutivo, el estado de avance del Plan Estratégico Local establecido en el artículo 45, proponer mejoras para el diseño y la prestación del apoyo técnico-pedagógico que el Servicio entrega a los establecimientos de conformidad con lo señalado en el literal d) del artículo 18, y, analizar toda otra materia de interés para el cumplimiento del objeto del Servicio, que sea propuesta por el Director Ejecutivo. Un informe de síntesis con las principales conclusiones y propuestas de la Conferencia deberá ser remitido a la Dirección de Educación Pública, al Comité Directivo y al Consejo Local respectivo, para su conocimiento.


Artículo 12.- Funciones y atribuciones especiales del consejo de profesores en los establecimientos educacionales de dependencia de los Servicios Locales. El consejo de profesores es una instancia colegiada de carácter técnico pedagógico y sus funciones se enmarcarán en dicho ámbito. El consejo deberá sesionar, a lo menos, una vez al mes, y sus reflexiones y propuestas quedarán registradas en un acta numerada de sus sesiones.


Sin perjuicio de lo establecido en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Educación, de 1996, serán funciones y atribuciones del consejo de profesores de establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales, las siguientes:


a) Dar su opinión sobre la propuesta de reglamento de evaluación y promoción de los alumnos del establecimiento, sugerida por el equipo directivo.


b) Participar en la elaboración del reglamento de convivencia escolar.


c) Emitir su opinión respecto de la aplicación de medidas disciplinarias, de conformidad al reglamento de convivencia escolar y a la normativa vigente, especialmente lo dispuesto en el literal d) del artículo 6 del decreto con fuerza de ley Nº 2, del Ministerio de Educación, de 1998.


d) Participar en la elaboración del plan de formación de desarrollo profesional docente del establecimiento, de acuerdo a la normativa vigente.


e) Proponer y conocer las acciones de innovación pedagógica que se desarrollen en el establecimiento.


f) Elaborar propuestas al director del establecimiento para el plan de mejoramiento educativo, previo a su envío al consejo escolar.


g) Dar su opinión sobre las prioridades respecto del uso de las horas no lectivas, de conformidad a la legislación vigente.


h) Ser informado de toda otra medida o disposición que diga relación con los aspectos técnico pedagógicos o que afecten las condiciones laborales docentes.


i) Toda otra materia que la dirección del establecimiento quiera someter a su conocimiento.


Artículo 13.- Consejo Escolar de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales. En cada establecimiento educacional perteneciente al Sistema de Educación Pública deberá existir un Consejo Escolar o un Consejo de Educación Parvularia, según corresponda, en los términos establecidos en la ley Nº 19.979. 


En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales, los Consejos Escolares tendrán facultades resolutivas en lo relativo a: 


a) El calendario detallado de la programación anual y las actividades extracurriculares o extraprogramáticas, incluyendo las características específicas de éstas.


b) Aprobar el reglamento interno y sus modificaciones.


Artículo 14.- Del trabajo en red. Los Servicios Locales fomentarán el trabajo en red de los establecimientos educacionales de su dependencia. El principal objetivo del trabajo en red es el fortalecimiento de los procesos pedagógicos de los establecimientos educacionales que las integran, así como la mejora continua de la calidad integral de la educación que ellos imparten, en consideración con los objetivos y metas presentes en los respectivos Planes de Mejoramiento Educativo de cada establecimiento educacional, así como en el Plan Estratégico Local establecido en el artículo 45. 


Asimismo, los Servicios Locales promoverán y facilitarán la coordinación y realización conjunta de actividades educativas curriculares y extracurriculares entre dos o más establecimientos de su dependencia, las cuales podrán considerar integrantes de comunidades educativas no dependientes del Servicio Local.


En particular, cada Servicio Local, por sí o en coordinación con otros Servicios Locales de la región, cuando corresponda, deberá asegurar la integración de sus establecimientos de educación media que impartan formación diferenciada técnico profesional a una o más redes de establecimientos del mismo tipo, y coordinarse con instituciones de educación superior.


Artículo 15.- Proyecto educativo institucional y plan de mejoramiento educativo de los establecimientos educacionales. Los establecimientos educacionales pertenecientes al Sistema de Educación Pública deberán contar con un proyecto educativo institucional, el que deberá ser concordante con el objeto y principios del Sistema de Educación Pública, consagrados en los artículos 3 y 5, respectivamente. Este instrumento deberá reconocer la identidad y características de los estudiantes y de la comunidad educativa respectiva y orientar el desarrollo de los diferentes planes y acciones que se lleven a cabo en el establecimiento.


Asimismo, estos establecimientos contarán con un Plan de Mejoramiento Educativo, el que será un instrumento de planificación estratégica que orientará el mejoramiento de sus procesos pedagógicos e institucionales. Este plan contendrá, en un solo instrumento, una planificación a 4 años, que se implementará a través de orientaciones y acciones de carácter anual, incluyendo metas de gestión institucional, de acuerdo a lo establecido en las leyes números 20.248 y N° 20.529, y a las políticas que al efecto elabore el Ministerio de Educación. A través de este plan deberá fomentarse, entre otros, el trabajo profesional colaborativo de los docentes y una sana convivencia de la comunidad educativa, favoreciendo la formación integral de los estudiantes y la generación de aprendizajes de calidad. 


Los planes de mejoramiento educativo a que se refieren las leyes números 20.248 y 20.529 se considerarán comprendidos en el Plan de Mejoramiento establecido en la presente ley, sin perjuicio del cumplimiento de las obligaciones y requisitos que dichas leyes establecen para dichos instrumentos.


Los directores de establecimientos educacionales y sus equipos directivos, con el objeto de vincular e integrar diferentes iniciativas y de simplificar sus tareas administrativas, en concordancia con las políticas establecidas por el Ministerio de Educación, incorporarán como parte de su propuesta de Plan de Mejoramiento Educativo los planes específicos establecidos por la normativa educacional vigente, tales como, el Plan de Formación Ciudadana, el Plan de Gestión de la Convivencia Escolar y el Plan de Apoyo a la Inclusión, para lo cual contarán con el apoyo del Servicio Local, de acuerdo a lo establecido en el inciso sexto del artículo 25. 

Título III

De los Servicios Locales de Educación Pública

Párrafo 1°

Objeto, funciones y atribuciones


Artículo 16.- Definición. Créanse los Servicios Locales de Educación Pública que se señalan a continuación como órganos públicos funcional y territorialmente descentralizados, con personalidad jurídica y patrimonio propio, los que se relacionarán con el Presidente de la República a través del Ministerio de Educación. Estos Servicios cubrirán, conjuntamente, la totalidad de las comunas del país:


a) Región de Arica y Parinacota: un Servicio Local.


b) Región de Tarapacá: dos Servicios Locales.


c) Región de Antofagasta: dos Servicios Locales.


d) Región de Atacama: dos Servicios Locales.


e) Región de Coquimbo: cuatro Servicios Locales.


f) Región de Valparaíso: ocho Servicios Locales y un Servicio Local para Isla de Pascua. 


g) Región Metropolitana de Santiago: dieciséis Servicios Locales.


h) Región del Libertador General Bernardo O’Higgins: seis Servicios Locales.


i) Región del Maule: cuatro Servicios Locales.


j) Región del Biobío: once Servicios Locales.


k) Región de La Araucanía: cinco Servicios Locales.


l) Región de Los Ríos: dos Servicios Locales.


m) Región de Los Lagos: cuatro Servicios Locales.


n) Región Aisén del General Carlos Ibáñez del Campo: un Servicio Local.


ñ) Región de Magallanes y de la Antártica Chilena: un Servicio Local.


El ámbito de competencia territorial de cada uno de los Servicios Locales, su denominación y domicilio se determinará de conformidad a lo dispuesto en el artículo quinto transitorio de esta ley. 


Cada Servicio Local podrá crear oficinas locales, mediante decreto fundado del Ministerio de Educación, cuando ello sea necesario por razones de buen servicio y para el adecuado cumplimiento de sus funciones, en atención a razones de distancia, conectividad y concentración de matrícula, entre otras. También podrá hacerlo a propuesta del Comité Directivo Local respectivo.


Los Servicios Locales se relacionarán con el Ministerio de Educación a través de la Dirección de Educación Pública. Asimismo, estarán afectos al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en la ley N° 19.882, sin perjuicio de las materias reguladas en la presente ley.


Artículo 17.- Objeto. El objeto de los Servicios Locales será proveer, a través de los establecimientos educacionales de su dependencia, el servicio educacional en los niveles y modalidades que corresponda, debiendo orientar su acción de conformidad a los principios de la educación pública establecidos en el artículo 5.


En este marco, velarán por la calidad, la mejora continua y la equidad del servicio educacional, para lo cual deberán proveer apoyo técnico pedagógico y apoyo a la gestión de los establecimientos educativos a su cargo, considerando sus proyectos educativos institucionales y las necesidades de cada comunidad educativa, atendiendo especialmente a las características de los estudiantes y las particularidades del territorio en que se emplazan. Asimismo, respetarán la autonomía que ejerzan los establecimientos educacionales, contribuyendo al desarrollo de sus proyectos educativos y de sus planes de mejoramiento.


Para el cumplimiento de su objeto, los Directores Ejecutivos de los Servicios Locales suscribirán convenios de gestión educacional, conforme a lo señalado en los artículos 39 y 40. Sin perjuicio de lo anterior, estos servicios deberán cumplir con las políticas, planes y programas que se establezcan para el fortalecimiento y desarrollo del Sistema de Educación Pública y demás obligaciones que establezca la normativa vigente.


Los Servicios Locales son organismos administrativos encargados de la provisión del servicio público educacional definido en la presente ley, para lo cual velarán por su calidad y mejora constante.


Artículo 18.- Funciones y atribuciones. Los Servicios Locales tendrán las siguientes funciones y atribuciones, las cuales se entienden sin perjuicio de aquellas que corresponden a los sostenedores de establecimientos educacionales:


a) Proveer, a través de los establecimientos educacionales de su dependencia, el servicio educacional en los niveles y modalidades que corresponda de conformidad a la ley. 


b) Administrar los recursos humanos, financieros y materiales del servicio y los establecimientos educacionales de su dependencia, pudiendo adquirir toda clase de bienes muebles e inmuebles para el cumplimiento de sus fines.


Lo anterior se entiende sin perjuicio de lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, respecto de las funciones y atribuciones propias de los directores de establecimientos educacionales o de las funciones y atribuciones que les sean especialmente delegadas a éstos por el Director Ejecutivo de conformidad a la ley.


c) Desarrollar la oferta de educación pública en el territorio que le corresponda y velar por una adecuada cobertura del servicio educacional, de acuerdo a las particularidades del territorio. Para ello deberá identificar las áreas de expansión poblacional y aquellas en que la cobertura pública sea insuficiente. En el marco de esta función, velará por la continuidad en la trayectoria educativa de los estudiantes, desde la educación inicial hasta el término de la educación media, y se vinculará con las instituciones de educación superior de la región. En el caso de la formación técnico profesional, velará por la pertinencia de la oferta de especialidades respecto de las necesidades de desarrollo del territorio y propenderá a una debida articulación con la educación superior para el desarrollo de trayectorias formativas; ello, con especial énfasis en la coordinación con los centros de formación técnica estatales y en coherencia con la Estrategia Regional de Desarrollo respectiva.


En el ejercicio de esta facultad deberá tener especial consideración por el desarrollo de la oferta educacional para las personas que se encuentren bajo cualquier régimen de privación de libertad o programa de reinserción social, y deberá coordinarse con los servicios públicos que administren los establecimientos en que dichas personas se encontraren detenidas o privadas de libertad.


d) Diseñar y prestar apoyo técnico-pedagógico y a la gestión de los establecimientos educacionales de su dependencia. En particular, diseñarán y prestarán apoyo a los equipos directivos, docentes y asistentes de la educación de dichos establecimientos. 


El apoyo técnico-pedagógico deberá orientarse y responder a las necesidades de cada comunidad educativa, para lo cual deberá considerar los contenidos establecidos en los proyectos educativos institucionales y los planes de mejoramiento educativo de cada establecimiento. 


En esta labor, los Servicios Locales deberán considerar las características territoriales, modalidades, niveles educativos y las formaciones diferenciadas de sus establecimientos educacionales, poniendo especial atención en los establecimientos de educación especial, de adultos, interculturales bilingües y rurales uni, bi y tri docentes, así como aquellos que ofrezcan formaciones diferenciadas técnico-profesional, artística u otras que se creen conforme a la ley, adaptando sus acciones de apoyo en función de sus particularidades.


En el caso del nivel de educación parvularia, el Servicio Local deberá considerar las políticas elaboradas por la Subsecretaría de Educación Parvularia, en el diseño y prestación de apoyo técnico-pedagógico que realice en los establecimientos de su dependencia.


e) Implementar iniciativas de desarrollo profesional para los equipos directivos, docentes y asistentes de la educación de los establecimientos educacionales de su dependencia, así como de los funcionarios del servicio, siempre y cuando digan relación con los desafíos y necesidades propias de los establecimientos educacionales y del servicio en general, y con arreglo a su disponibilidad presupuestaria.


f) Contar con sistemas de seguimiento, información y monitoreo, de conformidad a las orientaciones establecidas por la Dirección de Educación Pública, que consideren tanto la evaluación de procesos y resultados de los establecimientos educacionales de su dependencia, como los informes emitidos por la Agencia de Calidad de la Educación, de conformidad a la ley Nº 20.529 con el objeto de propender a la mejora continua de la calidad de la educación provista por dichos establecimientos.


g) Fomentar el trabajo colaborativo y en red de los establecimientos educacionales de su dependencia. Para ello, podrá agruparlos sobre la base de criterios tales como proximidad territorial, pertenencia comunal, características de los proyectos educativos y nivel educativo, considerando sus formaciones diferenciadas, o sus modalidades educativas. En el ejercicio de esta función considerará el diagnóstico y atención de necesidades educativas especiales de los estudiantes, entre otros factores.


h) Promover y fortalecer el liderazgo directivo en los establecimientos educacionales de su dependencia. Para ello, el Director Ejecutivo podrá delegar en los directores de los establecimientos educacionales las atribuciones que faciliten la gestión educacional, debiendo proveer las condiciones necesarias para el adecuado ejercicio de las atribuciones delegadas.


i) Ejecutar acciones orientadas a fomentar la participación de los miembros de la comunidad educativa y de las comunidades locales, en las instancias que promueva el propio Servicio Local o los establecimientos de su dependencia, de conformidad a la ley.


j) Elaborar el Plan Estratégico Local de Educación Pública y el Plan Anual a que se refieren, respectivamente, los artículos 45 y 46, con la participación de las respectivas comunidades locales y educativas, y respondiendo a sus necesidades.


k) Determinar la apertura, fusión o cierre de establecimientos educacionales de su dependencia dentro del territorio de su competencia, debiendo cumplir al efecto con la normativa educacional vigente. La decisión de iniciar un procedimiento que tenga como consecuencia la fusión o cierre de un establecimiento educacional sólo procederá en situaciones excepcionales y deberá ser debidamente fundada e informada a la Dirección de Educación Pública, la que podrá rechazar dicha decisión por razones fundadas, dentro del plazo de treinta días. Si dicho servicio público no se pronuncia dentro del plazo señalado, la decisión se entenderá aceptada. 


La decisión sobre la apertura, fusión o cierre de establecimientos educacionales deberá ser informada al Comité Directivo Local y al Consejo Local y será publicada y destacada en el sitio electrónico del Servicio Local respectivo.


Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser suscrito, además, por el Ministro de Hacienda, regulará las materias señaladas en la presente letra.


l) Determinar la apertura o cierre de especialidades de formación diferenciada en sus establecimientos de enseñanza media técnico-profesional, asegurando la existencia de una oferta territorial pertinente a las necesidades de desarrollo locales y debiendo cumplir al efecto con la normativa educacional vigente. Esta decisión deberá ser consultada al Consejo Local respectivo.


m) Elaborar y proponer a la Dirección de Educación Pública, u otros organismos públicos a través de ella, proyectos de inversión en equipamiento e infraestructura educacional u otros ítems relacionados con su objeto y fines para desarrollar en el territorio de su competencia, de conformidad a la ley.


n) Coordinar y apoyar la ejecución de planes y programas de otros órganos de la Administración del Estado, tales como la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas y las municipalidades, respecto de los establecimientos educacionales de su dependencia.


ñ) Celebrar convenios con municipalidades en todas las materias que resulten relevantes para el cumplimiento de su objeto. Se entenderán incluidos entre estos convenios aquellos que permitan facilitar el acceso de los estudiantes de los establecimientos educacionales de dependencia del respectivo Servicio Local a los servicios provistos por municipalidades. Igualmente se entenderán incluidos aquellos convenios que permitan el uso compartido de los establecimientos educacionales a fin de realizar actividades comunitarias, de conformidad con las funciones de las municipalidades establecidas en la ley, resguardando, en todo caso, de manera preferente el derecho a la educación de los estudiantes.


o) Celebrar convenios o acuerdos con organismos públicos o privados para abordar asuntos de interés común. En particular, podrá vincularse con las instituciones de educación superior para, entre otros, favorecer la formación inicial docente y el desarrollo profesional, la innovación pedagógica y la investigación educativa. En el caso de la educación técnico-profesional, dichos convenios podrán abordar la coordinación de trayectorias educativas, el acceso a prácticas profesionales, la inserción laboral de los estudiantes, entre otros.


p) Celebrar convenios con las instituciones del sector público o personas jurídicas que no persigan fines de lucro que detenten la administración de los establecimientos de educación técnico-profesional, cuya administración haya sido entregada en virtud del decreto ley N° 3.166, de 1980, para efectos de prestarles apoyo técnico-pedagógico y trabajar en red con los establecimientos de su dependencia. En el caso que la Dirección de Educación Pública ponga término al convenio de administración delegada respectivo, una vez terminada su vigencia y de acuerdo a la normativa vigente, podrá traspasar al Servicio Local la administración de los establecimientos cuya administración haya sido entregada en virtud del decreto ley N° 3.166, de 1980, y que se encuentren en el territorio de su competencia.


q) Mantener un registro actualizado de los bienes inmuebles en que funcionan los establecimientos educacionales de su dependencia.


r) Implementar y coordinar acciones tendientes a desarrollar diversas expresiones artísticas en los establecimientos educacionales, cuando ello sea pertinente de acuerdo al proyecto educativo institucional del establecimiento educacional respectivo.


s) Ejercer las demás funciones y atribuciones que establezcan las leyes.


Artículo 19.- Responsabilidades del Servicio Local respecto de los establecimientos educacionales de su dependencia. Corresponderá especialmente a los Servicios Locales, respecto de los establecimientos educacionales de su dependencia, entre otros:


1. Velar por que cada uno de los establecimientos educacionales de su dependencia cuente con un equipo directivo y docente en permanente desarrollo profesional y que participe en un trabajo colaborativo constante. La dotación deberá ser suficiente para cumplir con los objetivos señalados en los números 2, 3, 4 y 5 de este mismo artículo, de conformidad con lo establecido en el artículo 46, letra b), de esta ley.


2. Proveer una oferta curricular acorde a las definiciones del currículum nacional y los principios establecidos en el artículo 5. La oferta deberá ser pertinente al contexto local y permitirá que los estudiantes tengan oportunidades de aprendizaje y desarrollo en los distintos ámbitos de una formación integral, cautelando la existencia, cuando corresponda, de formaciones diferenciadas humanístico científica, técnico profesional, artística u otras que se creen conforme a la ley.


3. Implementar un sistema de monitoreo y seguimiento del progreso de los aprendizajes de cada uno de los estudiantes, que fomente una cultura orientada al aprendizaje, la autoevaluación y la mejora educativa permanente. Este sistema deberá basarse en los informes emitidos por la Agencia de Calidad de la Educación. 


Asimismo, deberá velar por la continuidad de la trayectoria educativa de los estudiantes, desarrollar acciones de retención escolar, así como ofrecer alternativas de reingreso para estudiantes que hayan visto interrumpida su trayectoria educativa.


4. Desarrollar iniciativas de apoyo y atención diferenciada a los estudiantes en las actividades curriculares y extracurriculares, tales como yoga, danza, meditación, entre otras, en función de sus necesidades, atendiendo a las diversas capacidades que posean y acorde a la etapa del aprendizaje en que se encuentren, con especial énfasis en los estudiantes con necesidades educativas especiales. Estas iniciativas comprenderán la planificación de estrategias metodológicas diversas, así como propiciar ambientes de aprendizaje que permitan atender estas necesidades.


No se podrá condicionar la incorporación, la asistencia ni la permanencia de los estudiantes a que éstos consuman algún tipo de medicamento. En aquellos casos en que exista prescripción médica dada por un especialista y con estricto cumplimiento de los protocolos del Ministerio de Salud, la escuela deberá otorgar todos los apoyos necesarios para asegurar la plena inclusión de los estudiantes.


5. Velar por que los estudiantes tengan acceso a recursos para el aprendizaje, tecnología y bibliotecas que faciliten su formación integral.


6. Fomentar y desarrollar actividades que promuevan el conocimiento histórico y cultural de su localidad, región y de la nación, en conformidad a lo dispuesto en el literal g) del numeral 2) del artículo 29 y en el literal j) del numeral 2) del artículo 30, del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370.


7. Fomentar la participación de la comunidad educativa, promoviendo una cultura democrática y un adecuado clima escolar.


8. Velar por la existencia y mantención de una adecuada infraestructura y equipamiento educativo, en el marco de la normativa vigente.


9. Promover la calidad y pertinencia de las especialidades de los establecimientos de educación media técnico profesionales del territorio respectivo, vinculándolas con las necesidades del entorno productivo y social, con el objeto de promover el acceso a oportunidades laborales y a la continuidad de estudios de sus estudiantes. 


10. Velar por el adecuado funcionamiento del Consejo de Profesores y su participación en materias técnico pedagógicas, de conformidad a lo establecido en la normativa vigente.


11. Coordinar y organizar la ejecución de las políticas, planes, programas o prestaciones realizadas por otros órganos de la Administración del Estado respecto del establecimiento educacional de su dependencia o sus estudiantes, sin perjuicio de las competencias específicas de dichos órganos.


12. Establecer un número de estudiantes por aula no superior a 35, como norma general, con la que deberán funcionar los establecimientos educacionales de su dependencia.


13. Velar por que los establecimientos de su dependencia destinen la extensión horaria regulada en la ley N° 19.532 sobre jornada escolar completa diurna, a actividades que contribuyan a la formación integral de los estudiantes, tales como actividades artísticas, culturales, deportivas, científicas o tecnológicas, entre otras, de acuerdo con sus planes y programas de estudio.


14. Promover el trabajo en red de los establecimientos educacionales de su dependencia. En este marco, los Planes de Mejoramiento Educativo de la ley N° 20.248 de dichos establecimientos podrán incluir acciones en el área de trabajo en red a nivel de Servicio Local, con el fin de financiar el desarrollo de iniciativas conjuntas de mejora de la calidad de la educación que imparten, así como acciones que requieran de la coordinación o administración del Servicio para facilitar el cumplimiento de objetivos comunes que formen parte de los diferentes Planes de Mejoramiento Educativo.


Artículo 20.- Apoyo a las labores administrativas de los establecimientos educacionales. El Servicio Local apoyará las labores administrativas que se realicen en los establecimientos educacionales de su dependencia, de conformidad a lo dispuesto en el numeral 1 del artículo 19. Para ello podrá, entre otras medidas, destinar personal o asegurar que los equipos directivos de los establecimientos educacionales cuenten con apoyo especializado en tales labores, teniendo en cuenta los niveles educativos que imparten, la matrícula y características de sus estudiantes, entre otros criterios.

Párrafo 2°

Organización de los Servicios Locales


Artículo 21.- El Director Ejecutivo. La dirección y administración de cada Servicio Local estará a cargo de un funcionario denominado Director Ejecutivo, quien será el jefe superior del servicio. Será nombrado por el Presidente de la República, mediante el proceso de selección de altos directivos públicos previsto en el Párrafo 3° del Título VI de la ley N° 19.882, con las siguientes reglas especiales:


a) El perfil profesional de competencias y aptitudes del cargo concursado será definido por el Ministerio de Educación sobre la base de una propuesta elaborada por la Dirección de Educación Pública. Este perfil considerará experiencia relevante en el ámbito educacional, debiendo ser aprobado por el Consejo de Alta Dirección Pública y enviado a la Dirección Nacional del Servicio Civil para su registro.


b) El Consejo de Alta Dirección Pública elaborará una nómina que contendrá un mínimo de cuatro y un máximo de ocho candidatos idóneos a partir del respectivo proceso de selección. De no haber a lo menos cuatro candidatos al cargo que cumplan los requisitos para ingresar en la nómina, el Consejo ordenará que se efectúe un nuevo concurso para conformar o complementar la lista, siendo aplicable lo dispuesto en el artículo quincuagésimo cuarto de la ley Nº 19.882.


c) El Consejo remitirá la nómina al Comité Directivo Local. Luego de evaluar a los candidatos seleccionados, el Comité Directivo Local remitirá al Presidente de la República una terna para que éste proceda al nombramiento del cargo.


El Director Ejecutivo durará seis años en su cargo, pudiendo renovarse su nombramiento por una sola vez.


El cargo de Director Ejecutivo será de dedicación exclusiva y le serán aplicables los requisitos e inhabilidades para ser representante legal o administrador de entidades sostenedoras de establecimientos educacionales, de acuerdo a lo establecido en el literal a) del artículo 46 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación, que Fija el texto refundido coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370.


Artículo 22.- Funciones y atribuciones del Director Ejecutivo. Al Director Ejecutivo le corresponderán especialmente las siguientes funciones y atribuciones:


a) Dirigir, organizar, administrar y gestionar el servicio local, velando por la mejora continua de la calidad de la educación pública en el territorio de su competencia.


b) Elaborar e implementar el Plan Estratégico Local de Educación Pública y el Plan Anual a que se refieren, respectivamente, los artículos 45 y 46, con la participación de las respectivas comunidades locales y educativas, y respondiendo a sus necesidades.


c) Celebrar convenios de desempeño con los directores de los establecimientos educacionales de dependencia del Servicio Local, de conformidad al artículo 33 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación.


d) Contratar y designar, así como poner término a las funciones del personal del Servicio Local y de los profesionales de la educación, asistentes de la educación y otros profesionales de los establecimientos educacionales de su dependencia, de conformidad a la normativa vigente, según corresponda. 


e) Delegar en los directores de los establecimientos educacionales de su dependencia, así como en funcionarios del Servicio Local, las atribuciones que estime conveniente, de conformidad a la ley. 


f) Representar judicial y extrajudicialmente al Servicio Local.


g) Participar, con derecho a voz, en las sesiones del Comité Directivo Local y del Consejo Local.


h) Rendir cuenta pública sobre la marcha del Servicio Local, en el mes de abril de cada año, en audiencia pública. Dicha cuenta pública deberá ser publicada en el sitio electrónico del Servicio Local respectivo.


i) Las demás funciones y atribuciones que le encomienden las leyes.


Artículo 23.- Cesación en el cargo de Director Ejecutivo. El Director Ejecutivo cesará en sus funciones por las siguientes causales:


a) Término del período legal de su designación.


b) Renuncia voluntaria aceptada por el Presidente de la República.


c) Incapacidad.


d) Incumplimiento grave del convenio de gestión educacional establecido en el artículo 39.


e) Negligencia manifiesta en el desempeño de sus funciones.


En el caso de la causal señalada en la letra c) precedente, la incapacidad deberá ser declarada por el Director de Educación Pública en base a lo dispuesto en las letras a) y b) del artículo 150 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


En el caso de la causal señalada en el literal e) precedente, se entenderá que ésta concurre cuando el Director Ejecutivo realice conductas que impliquen una grave falta de cuidado en el desempeño de su cargo y que incidan negativamente en el funcionamiento del servicio. Así se entenderá, especialmente, en los siguientes casos:


i) Cuando un Servicio Local de Educación Pública incurra en reiteración de infracciones graves a la normativa educacional, informadas por la Superintendencia de Educación, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 de la ley Nº 20.529.


ii) Cuando el Director Ejecutivo incurra en acciones que pongan en riesgo la continuidad del servicio educacional en uno o más establecimientos educacionales del Servicio Local respectivo. Se entenderá que revisten dicha calidad, entre otras, aquellas informadas por la Superintendencia de Educación de conformidad a lo dispuesto en el artículo 89 de la ley N° 20.529.


iii) Cuando en un Servicio Local exista una alta concentración de establecimientos en categoría Desempeño Insuficiente que se deba a la no implementación o implementación deficiente de las medidas específicas de apoyo referidas en el artículo 29 de la ley N° 20.529. Para estos efectos, la Agencia de Calidad de la Educación deberá informar a la Dirección de Educación Pública y al Consejo Local cada vez que un establecimiento de dependencia del Servicio Local respectivo sea ordenado en categoría Desempeño Insuficiente.


Artículo 24.- Procedimiento de remoción del Director Ejecutivo. La remoción por las causales señaladas en las letras d) y e) del artículo precedente será dispuesta por el Presidente de la República, a requerimiento del Ministro de Educación, previo procedimiento administrativo que deberá instruir el Director de Educación Pública. En dicho procedimiento deberán acreditarse las causales que justifiquen la remoción, y deberá contemplarse, al menos, audiencia previa del interesado, período de prueba y derecho a interponer recursos administrativos.


Con todo, el procedimiento no podrá exceder de cuatro meses, salvo caso fortuito o fuerza mayor, desde su iniciación hasta la fecha en que se emita la decisión.


Una vez acreditada la o las causales indicadas en el inciso anterior, el Director de Educación Pública deberá proponer al Ministro de Educación la remoción del Director Ejecutivo respectivo.


El Comité Directivo Local podrá solicitar que se instruya el procedimiento indicado en los incisos precedentes cuando se funde en alguna de las causales señaladas en las letras d) y e) del artículo 23. Esta solicitud sólo podrá ejercerse una vez en el año calendario. En estos casos, la Dirección de Educación Pública podrá acoger la solicitud e instruir dicho procedimiento, o desecharla fundadamente.


En caso que el cargo de Director Ejecutivo quede vacante, podrá ser provisto de conformidad con lo establecido en el artículo quincuagésimo noveno de la ley N° 19.882. 


Un reglamento del Ministerio de Educación, que será firmado, además, por el Ministro de Hacienda, regulará las materias previstas en el presente artículo, especialmente el procedimiento de remoción, de conformidad a las normas del Título V del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2004, y, en lo que corresponda, las de la ley N° 19.880.


Artículo 25.- Organización interna del Servicio Local. El Director Ejecutivo, con sujeción a la planta de personal y la dotación máxima de éste, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 31 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que Fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, determinará las denominaciones y funciones específicas que correspondan a los niveles y unidades que se establezcan en la organización interna del servicio para el cumplimiento de sus fines, como asimismo el personal adscrito a tales niveles y unidades.


Sin perjuicio de lo anterior, cada Servicio Local dispondrá, al menos, de las siguientes unidades:


i) Apoyo técnico pedagógico.


ii) Planificación y control de gestión.


iii) Administración y finanzas.


A la unidad de apoyo técnico-pedagógico le corresponderá, entre otras, la función de asesorar y asistir a los establecimientos educacionales y comunidades educativas de su dependencia, en especial en lo relativo a la implementación curricular, la gestión y liderazgo directivo, la convivencia escolar y el apoyo psicosocial a sus estudiantes, de acuerdo al Plan de Mejoramiento Educativo y el Proyecto Educativo de cada establecimiento educacional.


Asimismo, en caso de ser pertinente, todo Servicio Local deberá contar con profesionales especializados en los distintos niveles y modalidades educativas, tales como el nivel parvulario y la educación media técnico profesional.


A la unidad de planificación y control de gestión le corresponderán, entre otras, las funciones de colaborar con el Director Ejecutivo en la planificación estratégica y presupuestaria para la provisión del servicio educacional por parte del Servicio Local respectivo, junto con monitorear el cumplimiento de las metas e indicadores contemplados en los instrumentos de gestión del Servicio Local y sus establecimientos. Asimismo, a esta unidad le corresponderá elaborar los proyectos de inversión en infraestructura y equipamiento a los que se refiere la letra m) del artículo 18, así como velar por la adecuada mantención de los establecimientos educacionales de su dependencia.


A la unidad de administración y finanzas le corresponderá, entre otras, la función de administrar los recursos humanos, materiales y financieros del Servicio Local, y de apoyar, en el ámbito que le competa, a los equipos directivos de los establecimientos educacionales de su dependencia, especialmente en la preparación de los informes solicitados por la Superintendencia de Educación.


Los cargos de jefe de estas tres unidades estarán afectos al Sistema de Alta Dirección Pública, establecido en la ley N° 19.882, como cargos de segundo nivel jerárquico y su nombramiento será por tres años. Una vez nombrados deberán suscribir, en el plazo de treinta días, un convenio de desempeño cuyas metas deberán estar alineadas con el Convenio de Gestión Educacional del Director Ejecutivo de su respectivo Servicio Local.


Artículo 26.- Financiamiento y patrimonio. El patrimonio de cada Servicio Local estará compuesto por:


a) Los recursos que anualmente contemple la Ley de Presupuestos del Sector Público, los que deberán costear al menos gastos del Servicio Local relativos a: personal, bienes y servicios de consumo, adquisición de activos no financieros, y mantención y reparación de su infraestructura educacional.


b) Las subvenciones educacionales y aportes que perciban por los establecimientos educacionales de su dependencia, de conformidad a la ley.


c) Los recursos y los bienes que los Gobiernos Regionales y las municipalidades les transfieran.


d) Los recursos y los bienes que reciban por concepto de la celebración de convenios con la Dirección de Educación Pública.


e) Los bienes muebles e inmuebles, corporales e incorporales, que se les transfieran o adquieran a cualquier título.


f) Los frutos, rentas e intereses de los bienes que les pertenezcan.


g) Las donaciones que se les hagan y las herencias y legados que acepten, lo que deberán hacer con beneficio de inventario. Dichas donaciones y asignaciones hereditarias estarán exentas de toda clase de impuestos y de todo gravamen o pago que les afecten. Las donaciones no requerirán del trámite de insinuación.


h) Todo otro aporte que reciban de otros órganos que forman parte de la Administración del Estado.


i) Los aportes de cooperación internacional que reciban a cualquier título.


Artículo 27.- Asignación de recursos a los Servicios Locales y rendición de cuentas. La Dirección de Educación Pública, según lo dispuesto en el literal d) del artículo 26, asignará recursos directamente a los Servicios Locales o a través de otras entidades públicas, para diversos fines, tales como infraestructura, equipamiento, innovación, trabajo en red y desarrollo de capacidades; con el objeto de favorecer la calidad del servicio educativo y de acuerdo a lo que establezca anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público. 


La unidad de administración y finanzas del Servicio Local respectivo deberá llevar la contabilidad de los ingresos y gastos del Servicio Local y de los establecimientos educacionales de su dependencia.


El Director Ejecutivo del Servicio Local deberá rendir cuenta pública de todos los recursos percibidos, debiendo incorporar el detalle de su uso respecto del servicio mismo, así como de cada uno de los establecimientos educacionales de su dependencia. Esta cuenta se llevará a cabo en la oportunidad establecida en la letra h) del artículo 22, de acuerdo a lo establecido en el artículo 72 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que Fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


Para efectos de lo dispuesto en el inciso primero, se creará el Programa de Fortalecimiento de la Educación Pública que considerará anualmente al menos $130.000.000 miles, sin perjuicio de los recursos del Fondo de Fortalecimiento de la Educación Pública establecido en el artículo trigésimo séptimo transitorio de la ley N° 20.845. A medida que vayan disminuyendo los recursos de este Fondo, se tenderá a incrementar el monto considerado en el Programa.


Los recursos de este Programa serán asignados por la Dirección de Educación Pública, de acuerdo con la Estrategia Nacional de Educación Pública y a principios de equidad y pertinencia. Su asignación se realizará de manera directa a los Servicios Locales o indirecta, a través de otros organismos públicos, de conformidad a criterios objetivos que podrán considerar factores tales como: número de establecimientos educacionales, niveles, modalidades educativas y formaciones diferenciadas que imparten, nivel de desempeño de los establecimientos de conformidad a la ley N° 20.529, así como ruralidad, cobertura, matrícula y vulnerabilidad de los estudiantes, entre otros. Los recursos que cada año se destinen a infraestructura y equipamiento considerarán al menos $80.000.000 miles, los que se asignarán de acuerdo a criterios adecuados a las necesidades de dicha área.


Un reglamento del Ministerio de Educación, suscrito también por el Ministro de Hacienda, regulará la distribución de los recursos y los procedimientos para cumplir lo señalado en el inciso anterior.


Artículo 28.- Administración financiera del Estado. Los Servicios Locales estarán sujetos a las normas del decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado y sus disposiciones complementarias.

Párrafo 3º

Del Comité Directivo Local


Artículo 29.- Objeto. En cada Servicio Local existirá un Comité Directivo Local, en adelante “Comité”, que tendrá por objeto velar por el adecuado desarrollo estratégico del Servicio, por la rendición de cuentas del Director Ejecutivo ante la comunidad local, y contribuir a la vinculación del Servicio Local con las instituciones de gobierno de las comunas y la región.


Artículo 30.- Funciones y atribuciones. El Comité tendrá las siguientes funciones y atribuciones para el cumplimiento de su objeto: 


a) Proponer al Director Ejecutivo iniciativas de mejora en la gestión del Servicio Local y sus establecimientos, en especial, aquellas que impliquen una apropiada relación con las municipalidades y las instituciones del territorio, en coherencia con la disponibilidad presupuestaria.


b) Proponer al Director de Educación Pública elementos relativos al perfil profesional del cargo de Director Ejecutivo del respectivo Servicio Local. En la elaboración de esta propuesta deberá considerar las recomendaciones que realice el Consejo Local de Educación Pública respectivo. 


c) Elaborar un informe que contenga una propuesta de prioridades para el convenio de gestión educacional del Director Ejecutivo, en función de la Estrategia Nacional de Educación Pública, el Plan Estratégico Local y las políticas y programas que se establezcan para el fortalecimiento y desarrollo del Sistema de Educación Pública, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 40.


d) Proponer al Presidente de la República una nómina de tres candidatos, de entre aquellos seleccionados en el proceso efectuado para la provisión del cargo de Director Ejecutivo, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 21. 


e) Solicitar fundadamente al Director de Educación Pública la realización del procedimiento de remoción del Director del Servicio Local. Para ello requerirá el voto conforme de dos tercios de sus integrantes en ejercicio. Esta atribución sólo podrá ejercerse una vez en el año calendario.


f) Aprobar el Plan Estratégico Local, en conformidad con lo establecido en el artículo 45. 


g) Convocar al Director Ejecutivo para que informe sobre el estado de avance de los objetivos del Plan Estratégico Local. Para ejercer esta atribución, el Comité deberá contar con el acuerdo de la mayoría de sus miembros en ejercicio. 


h) Realizar recomendaciones al Plan Anual presentado por el Director Ejecutivo, quien deberá considerarlas e incorporarlas en el Plan o rechazarlas de manera fundada, de acuerdo a lo establecido en el artículo 46. Asimismo, podrá solicitar informes del estado de ejecución del Plan Anual del Servicio, en particular de los aspectos presupuestarios. Las insuficiencias detectadas serán comunicadas por el Comité Directivo a la Dirección de Educación Pública. 


i) Requerir la fiscalización de la Superintendencia de Educación ante situaciones que pudieran importar incumplimiento de la normativa educacional, tanto en el caso del Servicio Local como de los establecimientos que dependen de este último.


j) Remitir a la Dirección de Educación Pública propuestas referidas a la Estrategia Nacional de Educación Pública. En la elaboración de estas propuestas deberá considerar las recomendaciones que realice el Consejo Local de Educación Pública respectivo.


k) Emitir su opinión respecto de las propuestas de apertura o cierre de especialidades de educación técnico profesional que realice el Director Ejecutivo.


l) Emitir su opinión sobre todas las cuestiones que el Director Ejecutivo someta a su consideración.


m) Las demás funciones y atribuciones que le encomienden las leyes.


Artículo 31.- Integración. El Comité estará constituido por:


a) Uno o dos representantes designados por los alcaldes de las comunas que formen parte del territorio del Servicio Local. En los Servicios Locales que abarquen una sola comuna, el alcalde sólo podrá designar a un representante. En los Servicios Locales que abarquen dos comunas, cada alcalde elegirá a un representante. En los Servicios Locales que abarquen tres o más comunas, los representantes serán designados por mayoría de los alcaldes del territorio. 


b) Dos representantes de los Centros de Padres, Madres y Apoderados de los establecimientos educacionales dependientes del Servicio Local. Para su nombramiento, los presidentes de todos los directorios de Centros de Padres, Madres y Apoderados de dichos establecimientos deberán votar según las formalidades que fije el reglamento. Quienes obtengan las primeras dos mayorías serán designados como representantes.  


c) Dos representantes del Gobierno Regional designados por su órgano ejecutivo, previa aprobación del Consejo Regional. 


En los casos de las letras a) y c), los representantes deberán ser personas con reconocida trayectoria, ya sea profesionales de la educación, u otros profesionales expertos en educación o con experiencia en gestión.


Los miembros del Comité durarán seis años en sus cargos y podrán ser designados nuevamente solo para un nuevo período. El Comité se renovará por mitades cada tres años, de acuerdo al mecanismo de alternancia que se defina en el reglamento. 


Artículo 32.- Funcionamiento. El Comité requerirá de la mayoría absoluta de sus miembros para sesionar y sus acuerdos se adoptarán por la mayoría de sus miembros presentes. 


Los integrantes del Comité tendrán derecho a percibir una dieta de cuatro unidades de fomento por cada sesión a la que asistan, con un máximo de 8 sesiones en un año escolar. Con todo, no tendrán derecho a percibir dieta aquellos integrantes del Comité que tengan la calidad de funcionario público. 


El Comité designará de entre sus miembros a un Presidente, quien durará en el cargo dos años, pudiendo ser reelegido por una vez. Dicho Presidente tendrá por función dirigir el Comité; citar a sesiones; fijar sus tablas; dirigir sus deliberaciones, y dirimir sus empates. 


Un funcionario del Servicio Local designado por el Director Ejecutivo cumplirá las funciones de secretario del Comité, actuará como ministro de fe y registrará sus sesiones.


Artículo 33.- Responsabilidad de los integrantes del Comité. Para todos los efectos legales, las funciones que ejercerán los integrantes del Comité tendrán el carácter de públicas y estarán sujetas a las normas de probidad administrativa establecidas en el Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, y deberán presentar una declaración de intereses y patrimonio de acuerdo a lo establecido en la ley Nº 20.880.


Artículo 34.- Incompatibilidades. Es incompatible con el cargo de miembro del Comité: 


a) Tener participación en la propiedad o ser representante legal, gerente o administrador de una entidad sostenedora de algún establecimiento educacional que imparta enseñanza en los niveles parvulario, básico y medio o de alguna asociación de sostenedores de la región a la que pertenece el Servicio Local.


b) Ser Ministro de Estado, Subsecretario, Intendente o Gobernador; Secretario Regional Ministerial de Educación, Funcionarios de la Secretaría Regional Ministerial de Educación o Jefe de Departamento Provincial de Educación; Senador o Diputado; Consejero Regional; Alcalde o Concejal; miembro del Escalafón Primario del Poder Judicial; Secretario o Relator del Tribunal Constitucional; Fiscal del Ministerio Público; miembro del Tribunal Calificador de Elecciones o su Secretario-Relator; miembro de los Tribunales Electorales Regionales, Suplente o Secretario-Relator, y miembro de los demás Tribunales creados por ley.


c) Ser representante legal, gerente, administrador o miembro de un directorio de entidades que figuren en el Registro Público de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo, administrado por el Ministerio de Educación de acuerdo a lo establecido en el artículo 18, letra d), de la ley N° 18.956.  


d) Tener un vínculo de dependencia con el respectivo Servicio Local o un establecimiento dependiente del Servicio Local, o estar contratado a honorarios y desempeñarse regularmente en estos. 


e) Tener la calidad de cónyuge, hijos o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive respecto de las autoridades y de los funcionarios directivos del Servicio Local. 


f) Tener vigente o suscribir, por sí o por terceros, contratos o cauciones ascendentes a veinte unidades tributarias mensuales o más, con el Servicio Local y quienes tengan litigios pendientes con él, a menos que se refieran al ejercicio de derechos propios, de su cónyuge, hijos o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive.


g) Ser director, administrador, representante o socio titular del diez por ciento o más de los derechos de cualquier clase de sociedad, cuando ésta tenga contratos o cauciones vigentes ascendentes a veinte unidades tributarias mensuales o más o litigios pendientes con el Servicio Local.


Artículo 35.- Inhabilidades. Los miembros del Comité deberán informar inmediatamente al Presidente del mismo de todo hecho, cualquiera sea su naturaleza, que les reste imparcialidad en sus decisiones o acuerdos, absteniéndose, en el acto, de conocer del asunto respecto del cual se configure la causal.


Los miembros del Comité que no den cumplimiento a lo dispuesto en el inciso anterior, serán removidos de su cargo, en aplicación del artículo siguiente, y quedarán impedidos de ejercerlo nuevamente.


Artículo 36.- Causales de cesación. Serán causales de cesación en el cargo las siguientes:


a) Expiración del plazo por el que fueron designados. 


b) Renuncia. 


c) Incapacidad legal sobreviniente. 


d) Infracción de las normas de probidad administrativa, de conformidad a lo señalado en el artículo 33.


e) Actuación en un asunto en que estuviere legalmente inhabilitado, o cuando se incurra en alguna de las causales de incompatibilidad establecidas en el artículo 34.


f) Incumplimiento de los deberes y obligaciones que establece esta ley.


La determinación de las circunstancias establecidas en los literales c), d), e) y f) le corresponderá a la Dirección de Educación Pública, pudiendo el afectado interponer recursos administrativos de acuerdo a la ley Nº 19.880. 


En caso de que uno o más consejeros cesaren por cualquier causa en su cargo, se procederá la designación de un nuevo consejero, sujeto al mismo procedimiento dispuesto en el artículo 31, por el período que restare.


Artículo 37.- Publicidad de las sesiones. Las sesiones del Comité serán públicas y sus acuerdos se adoptarán en sala legalmente constituida.


El Secretario del Comité será el encargado de publicar las actas, una vez aprobadas, en el sitio electrónico del Servicio Local. Dichas actas contendrán, como mínimo, la asistencia a la sesión, los acuerdos adoptados y la forma como fueron votados.


Artículo 38.- Reglamento. Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación desarrollará las materias establecidas en el presente párrafo.

Párrafo 4°

De los instrumentos de gestión educacional a nivel territorial


Artículo 39.- Convenio de gestión educacional. Dentro del plazo máximo de tres meses contado desde su nombramiento, el Director Ejecutivo suscribirá con el Ministro de Educación un “convenio de gestión educacional” (en adelante también “el convenio”), que será, para todos los efectos legales, el convenio a que hace referencia el Título VI de la ley N° 19.882. El convenio tendrá una duración de seis años y fijará los objetivos del cargo durante su período, las metas y los correspondientes indicadores, medios de verificación y supuestos básicos en que se basa el cumplimiento del mismo.


Los objetivos del convenio tendrán en consideración las políticas nacionales de educación pública establecidas por el Ministerio de Educación, así como las especificidades del territorio del Servicio Local respectivo, considerando al menos la calidad y eficiencia, equidad y cobertura del servicio educacional. Asimismo, se deberán considerar los informes que emitan las instituciones del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media, y en particular, el informe que evacúe la Agencia de Calidad como resultado de la evaluación integral realizada al Servicio Local respectivo, establecida en el artículo 12 de la ley Nº 20.529. Respecto de los establecimientos educacionales, el convenio deberá fijar objetivos y metas específicas orientadas al mejoramiento de su desempeño, teniendo en especial consideración a los ordenados en categoría insuficiente, de acuerdo a la ley Nº 20.529. Una vez suscrito el convenio de gestión educacional, estos objetivos no podrán modificarse, a menos que concurra alguna de las causales establecidas en el artículo 42 de la presente ley.


Artículo 40.- Elaboración de propuesta del convenio de gestión educacional. Corresponderá a la Dirección de Educación Pública elaborar las propuestas de convenios, que serán sancionados por el Ministro de Educación.


Para ello, antes de cuatro meses de la convocatoria al concurso público de selección del Director Ejecutivo, el Director de Educación Pública deberá remitir una propuesta de convenio al Comité Directivo Local y al Consejo Local respectivo y los estudios, informes y demás antecedentes técnicos que se tuvieron en consideración para dicha propuesta. Además, deberá remitirse un resumen ejecutivo a todos los establecimientos educacionales representados por el respectivo Consejo Local, que podrá ser solicitado por cualquier miembro de la comunidad educativa.


Por su parte, el Comité Directivo Local, en conjunto con el Director Ejecutivo que se encuentre en el cargo, tendrá el plazo de tres meses para evacuar un informe en el cual proponga prioridades para dicha propuesta de convenio, velando especialmente por su coherencia con la Estrategia Nacional de Educación Pública y con el Plan Estratégico Local respectivo. Para la elaboración de dicho informe deberá considerar las propuestas que haga el Consejo Local, el que contará con el plazo de un mes, desde que reciba la propuesta de convenio, para emitirlas. En el caso que el Director Ejecutivo en ejercicio se presente en el concurso siguiente, éste no participará en la elaboración de dicho informe, por lo que el Comité Directivo Local enviará directamente su informe a la Dirección de Educación Pública, pudiendo requerir al Servicio Local todos los insumos que estime pertinentes.


La Dirección de Educación Pública deberá sancionar la propuesta de convenio de gestión educacional a fin de que ésta forme parte de los antecedentes del concurso público de selección del nuevo Director Ejecutivo, para lo cual tendrá a la vista el informe del Comité Directivo Local.


Una vez suscrito el convenio por el Ministro de Educación y el Director Ejecutivo, la Dirección de Educación Pública deberá enviar una copia de éste al Comité Directivo Local, al Consejo Local respectivo para su conocimiento y a todos los establecimientos educacionales representados por éstos.


Artículo 41.- Seguimiento, evaluación y revisión del convenio de gestión educacional. Corresponderá al Ministerio de Educación, a través de la Dirección de Educación Pública, la determinación del grado de cumplimiento del convenio de gestión educacional, así como también efectuar el seguimiento y la evaluación de éste. La revisión del convenio se realizará anualmente.


Los Directores Ejecutivos de cada Servicio Local informarán, al menos una vez por año, a la Dirección de Educación Pública del grado de cumplimiento de las metas establecidas en el convenio de gestión educacional, así como de las alteraciones o modificaciones que se hubieren producido en los supuestos acordados. Dicha comunicación se efectuará dentro de los dos meses siguientes al término del año escolar.


La evaluación definitiva del cumplimiento de las metas deberá realizarse una vez entregado el informe a que hace referencia el inciso precedente. Teniendo en vista este informe preliminar, el Director de Educación Pública dispondrá la elaboración de un informe final que deberá determinar el grado de cumplimiento de las metas contenidas en cada convenio de gestión educacional, y los cambios en las circunstancias y supuestos básicos de tales metas, a fin de evaluar su posible adecuación. Con todo, dicha adecuación de las metas del convenio deberá ser fundada.


Artículo 42.- Modificación del convenio de gestión educacional. Los objetivos establecidos en los convenios durarán seis años.


Las metas y sus respectivos indicadores y medios de verificación se ajustarán a las definiciones establecidas en el Plan Estratégico Local vigente.


Sin perjuicio de lo dispuesto en los incisos precedentes, las metas y sus respectivos indicadores y medios de verificación podrán modificarse anualmente, a partir del informe final señalado en el artículo 41, cuando se produzcan cambios en las circunstancias o en los supuestos básicos del convenio de gestión educacional, no imputables a la gestión del Director Ejecutivo, o cuando se hayan cumplido anticipadamente las metas establecidas en el mismo.


Artículo 43.- Publicidad del convenio de gestión educacional. El Director Ejecutivo deberá publicar, de modo destacado y sin resumir, en el sitio electrónico del Servicio Local, su convenio, los informes anuales y un resumen ejecutivo de dichos instrumentos para dar a conocer el grado de avance en el cumplimiento de los objetivos y metas del mismo.


Artículo 44.- Aplicación supletoria. Serán aplicables las normas contenidas en el párrafo 5° del Título VI de la ley N° 19.882 y su reglamento, en lo que fuere pertinente y no contravenga lo dispuesto en la presente ley y su reglamento.


Un reglamento del Ministerio de Educación, que deberá ser suscrito, además, por el Ministro de Hacienda, regulará las materias de que trata el presente párrafo.


Artículo 45.- Plan Estratégico Local de Educación Pública. Cada Servicio Local deberá contar con un Plan Estratégico Local de Educación Pública (en adelante “Plan Estratégico”), cuyo objeto será el desarrollo de la educación pública y la mejora permanente de la calidad de ésta en el territorio respectivo, mediante el establecimiento de objetivos, prioridades y acciones para lograr dicho propósito. Será elaborado por el Director Ejecutivo y aprobado por el Comité Directivo Local, y tendrá una duración de seis años desde su aprobación.


El Director Ejecutivo deberá presentar una propuesta de Plan Estratégico seis meses antes del término de la vigencia del Plan Estratégico anterior, la cual considerará los niveles educativos, formaciones diferenciadas, modalidades educativas y contextos que componen la oferta educativa del territorio.


El Plan Estratégico deberá contener, al menos, lo siguiente:


a.- Diagnóstico de la prestación del servicio educacional por parte del Servicio Local en el territorio de su competencia, con especial énfasis en las características de los estudiantes y en la situación de los establecimientos.


b.- Objetivos y prioridades de desarrollo de la educación pública en el territorio a mediano plazo. Estos objetivos deberán ser concordantes con los establecidos en el convenio de gestión educacional y en la Estrategia Nacional de Educación Pública.


c.- Estrategias y acciones para el cumplimiento de los objetivos del plan.


Para la elaboración y modificación del Plan Estratégico se considerarán los siguientes elementos:


1.- La Estrategia Nacional de Educación Pública, regulada en el artículo 6.


2.- La Estrategia Regional de Desarrollo, de acuerdo a lo contemplado en el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio del Interior, de 2005.


3.- Los proyectos educativos institucionales de cada uno de los establecimientos educacionales de su dependencia.


4.- Los planes de mejoramiento educativo de los establecimientos educacionales de su dependencia.


5.- Los informes que emitan las instituciones del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y, en particular, el informe que evacúe la Agencia de Calidad como resultado de la evaluación integral realizada al Servicio Local respectivo, establecida en el artículo 12 de la ley N° 20.529.


Para elaborar la propuesta de Plan Estratégico, el Director Ejecutivo deberá consultar al Consejo Local respectivo, el que podrá formular recomendaciones. Asimismo, deberá solicitar la opinión de los directores de los establecimientos del territorio.


La propuesta del Plan Estratégico deberá ser aprobada por el Comité Directivo Local, el que podrá hacerle observaciones y proponer modificaciones por razones fundadas en lo dispuesto en los incisos tercero y cuarto. El Director Ejecutivo podrá incorporar las observaciones planteadas por el Comité Directivo o mantener su propuesta, indicando las razones que la sustentan, remitiéndola al Comité para su decisión.


Una vez sancionado el Plan Estratégico, el Director Ejecutivo deberá publicarlo en el sitio electrónico del Servicio Local y enviarlo a la Dirección de Educación Pública para su conocimiento y registro.


El Plan Estratégico podrá modificarse por cambios sustantivos en los contenidos dispuestos en el inciso tercero, por fuerza mayor o por caso fortuito. La aprobación de dichas modificaciones deberá seguir las mismas formalidades establecidas en el presente artículo.


Artículo 46.- Plan Anual. El Director Ejecutivo presentará al Comité Directivo Local y al Consejo Local, a más tardar el 15 de octubre de cada año, un plan anual para el año siguiente. Este plan anual deberá contener, a lo menos, los siguientes elementos:


a) Estado de avance de los objetivos y metas contenidas en el convenio de gestión educacional, así como aquellos contenidos en el plan estratégico local y los proyectos educativos institucionales de cada establecimiento de dependencia del Servicio Local, de conformidad al artículo anterior.


b) Dotación de docentes y asistentes de la educación requerida para el ejercicio de las funciones administrativas y pedagógicas necesarias para el desarrollo del proyecto educativo institucional, según corresponda, en cada establecimiento educacional de dependencia del Servicio Local, la que deberá fundarse en razones técnico-pedagógicas y determinarse sobre la base de, al menos, los siguientes elementos:


i) Matrícula total de cada establecimiento.


ii) Niveles y modalidades de la educación provista por cada uno de éstos.


iii) Plan de estudios de cada uno de ellos o proyecto educativo institucional en el caso de la educación parvularia.


iv) Componentes de los Planes de Mejoramiento Educativo, elaborados con la comunidad de cada establecimiento educacional, de conformidad a lo establecido en la ley N° 20.248 sobre Subvención Escolar Preferencial, y los proyectos de integración escolar vigentes de dichos establecimientos que tengan relación directa con sus requerimientos de dotación de docentes y asistentes de la educación.


Al consignar la dotación en el plan, deberá indicarse si los profesionales docentes corresponden a la función docente, docente directiva o técnico pedagógica, según lo establecido en el artículo 5° del decreto con fuerza ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación.


c) Acciones de apoyo técnico pedagógico a desarrollar para cada uno de los establecimientos educacionales de dependencia del servicio, determinando la periodicidad y contenidos generales de éstas. La planificación y ejecución de dichas acciones considerará el plan estratégico del servicio y propenderá al trabajo colaborativo en red de los establecimientos educacionales de su dependencia. Para su elaboración, el Director Ejecutivo consultará a los equipos directivos de los respectivos establecimientos educacionales, teniendo en consideración las acciones definidas en los planes de mejoramiento educativo de éstos y en los convenios de desempeño suscritos con cada director de establecimiento educacional.


Una vez presentado el Plan Anual, el Comité Directivo Local y el Consejo Local de Educación contarán con un plazo de quince días hábiles para realizar recomendaciones. El Director Ejecutivo integrará las recomendaciones en su plan anual o las rechazará de manera fundada. Posteriormente, el Director Ejecutivo remitirá el plan anual a la Dirección de Educación Pública, la cual podrá realizar recomendaciones dentro del plazo de diez días hábiles, que el Director Ejecutivo podrá rechazar de manera fundada.


El Director Ejecutivo sancionará el plan a más tardar el 15 de diciembre de cada año. En todo caso, el plan sancionado deberá ajustarse a los recursos y dotaciones totales de docentes y asistentes de la educación del Servicio Local, definidos por la Ley de Presupuestos del Sector Público para el año siguiente.


Una vez sancionado, el plan deberá estar disponible en el sitio electrónico respectivo.


El Director Ejecutivo deberá dar cuenta de la ejecución del Plan Anual durante la rendición anual que contempla el literal h) del artículo 22. En base a ésta, el Comité Directivo Local informará a la Dirección de Educación Pública del nivel de cumplimiento de las acciones contenidas en el Plan Anual, para que esto sea considerado en su evaluación.

Párrafo 5°

Régimen del personal de los Servicios Locales


Artículo 47.- Ámbito de aplicación. Las reglas contenidas en el presente párrafo sólo se aplicarán al personal que desarrolla sus funciones en los niveles y unidades internas del Servicio Local a que se refiere el artículo 25. Con todo, los profesionales de la educación de los establecimientos educacionales se regirán por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070 que aprobó el estatuto de los profesionales de la educación, y los asistentes de la educación de los referidos establecimientos se regirán por la ley N° 19.464.


Cada Servicio Local de Educación Pública podrá tener un Servicio de Bienestar, al cual podrán afiliarse tanto el personal que desarrolla funciones en el referido Servicio, como los asistentes de la educación, regidos por la ley N° 19.464, de los establecimientos educacionales dependientes del respectivo Servicio Local.


El personal de los Servicios Locales se regulará por las normas de esta ley y sus reglamentos y por las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo. En materia de remuneraciones se regulará por las normas del decreto ley N° 249, de 1974, que Fija la escala única de sueldos y su legislación complementaria.


Artículo 48.- Honorarios. El personal que preste servicios sobre la base de honorarios se considerará comprendido en la disposición del artículo 260 del Código Penal.

Párrafo 6°

De los Consejos Locales de Educación Pública


Artículo 49.- Definición. En cada Servicio Local existirá un Consejo Local de Educación Pública (en adelante también “Consejo Local”). Los Consejos Locales colaborarán con el Director Ejecutivo de cada Servicio Local en el cumplimiento de su objeto. Para ello, representarán ante el Director Ejecutivo los intereses de las comunidades educativas a fin de que el servicio educacional considere adecuadamente sus necesidades y particularidades


Artículo 50.- Integración. Los Consejos Locales se integrarán de la siguiente forma:


a) Dos representantes de los centros de estudiantes de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Estos representantes serán elegidos entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.


b) Dos representantes de los centros de padres y apoderados de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Estos representantes serán elegidos entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.


c) Dos representantes de los profesionales de la educación de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Estos representantes serán elegidos entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.


d) Dos representantes de los asistentes de la educación de los establecimientos educacionales que sean dependientes del Servicio Local. Estos representantes serán elegidos entre aquellos miembros de los consejos escolares constituidos en dichos establecimientos.


e) Un representante de las universidades con sede principal en la región acreditadas por cuatro años o más. Este representante será designado por los rectores de dichas instituciones, de común acuerdo. Para dicho efecto, gozarán de preferencia para la designación aquellos candidatos provenientes de las facultades de educación.


f) Un representante de los centros de formación técnica o institutos profesionales acreditados y que no persigan fines de lucro, con sede principal en la región. Este representante será designado por los rectores de dichas instituciones, de común acuerdo. Para dicho efecto, gozarán de preferencia para la designación aquellos candidatos provenientes de los centros de formación técnica estatales, de la región respectiva.


g) Dos representantes de los equipos directivos o técnico pedagógicos de los establecimientos, elegidos por sus pares.


Los cargos señalados en las letras a), b), c), d) y g) serán provistos de acuerdo a lo señalado en el reglamento.


Artículo 51.- Duración en los cargos. Los consejeros señalados en el artículo precedente, durarán en sus cargos el período de dos años.


En el caso de los consejeros señalados en las letras a), b), c) y d) del artículo precedente, la cesación en el cargo de miembro del consejo escolar producirá la cesación automática en el cargo de consejero del Consejo Local, debiendo ser reemplazado en un plazo no superior a treinta días.


Artículo 52.- Atribuciones del Consejo Local. Al Consejo Local le corresponderán las siguientes atribuciones: 


a) Representar los intereses de la comunidad educativa ante el Servicio Local respectivo.


b) Comunicar al Director Ejecutivo y al Comité Directivo Local de cualquier asunto que afecte a la comunidad educativa o la calidad de la prestación del servicio educacional en uno o más de los establecimientos educacionales de dependencia del Servicio Local.


c) Emitir su opinión sobre todas las cuestiones que el Director Ejecutivo o el Comité Directivo Local someta a su consideración.


d) Asesorar al Director Ejecutivo en la definición y ejecución de acciones referidas a la constitución y desarrollo de comunidades de aprendizaje que fortalezcan la enseñanza y aprendizaje, la convivencia escolar, formación ciudadana e inclusión, entre otras.


e) Proponer al Comité Directivo Local elementos relativos al perfil profesional, además de las competencias y aptitudes que deben reunir los candidatos o candidatas al cargo de Director Ejecutivo del respectivo Servicio Local.


f) Proponer prioridades al Comité Directivo Local para el convenio de gestión educacional del Director Ejecutivo, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 40.


g) Emitir opinión respecto de la propuesta de Estrategia Nacional de Educación Pública.


h) Proponer las modificaciones que considere pertinentes respecto del Plan Estratégico Local.


i) Proponer al Comité Directivo Local las modificaciones al Plan Anual que estime convenientes, de forma justificada, con el objeto de resguardar su concordancia con el Plan Estratégico Local.


j) Proponer al Director Ejecutivo medidas tendientes a propiciar la inclusión al interior del aula y todas aquellas medidas tendientes a evitar efectos adversos a la equidad y eficacia del Sistema.


k) Requerir por escrito al Director Ejecutivo los antecedentes de los informes de la Agencia de Calidad de la Educación, de la Superintendencia de Educación y de la Dirección de Educación Pública sobre el desempeño de los establecimientos y el funcionamiento del Servicio Local.


l) Vincularse con la comunidad local y proponer al Director Ejecutivo estrategias de articulación y trabajo educativo que incluya a dicha comunidad.


m) Colaborar con el Director Ejecutivo en la conformación de redes y comunidades de aprendizaje entre establecimientos educacionales y otros actores de las comunidades educativas y locales.


n) Fomentar la participación de las comunidades educativas y el rol de los consejos escolares, los centros de padres y apoderados y de los centros de estudiantes.


o) Las demás atribuciones que le encomienden las leyes.


Artículo 53.- Responsabilidad de los integrantes del Consejo. Para todos los efectos legales, los integrantes del Consejo ejercerán función pública y estarán sujetos a las normas de probidad administrativa establecidas en el Título III del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que Fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


Artículo 54.- Participación ad honorem. Los integrantes del Consejo Local no percibirán remuneración o dieta de especie alguna por su participación en el mismo. Sin perjuicio de lo anterior, el Servicio Local dispondrá de los recursos necesarios para el adecuado funcionamiento del Consejo Local, de conformidad a la disponibilidad presupuestaria, incluyendo aquellos necesarios para la asistencia de sus miembros y de una sala o espacio adecuado para la realización de sus sesiones.


Artículo 55.- Causales de cesación en el cargo. Los consejeros cesarán en sus cargos de conformidad con las siguientes causales:


a) Expiración del período para el que fue nombrado, no obstante lo cual, éste se entenderá prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante.


b) Renuncia voluntaria.


c) Condena por crimen o simple delito.


d) Infracción de las normas de probidad administrativa, de conformidad a lo señalado en el artículo 53. 


e) Inasistencia injustificada a más de dos sesiones dentro de un mismo año calendario.


Artículo 56.- Funcionamiento. El Consejo Local elegirá de entre sus miembros a su Presidente por mayoría simple y se reunirá a lo menos seis veces al año. Podrá autoconvocarse cuando así lo solicite, por escrito, un tercio de sus integrantes.


A las sesiones del Consejo Local asistirá el Director Ejecutivo, quien participará en ellas sólo con derecho a voz.


El quórum para sesionar será la mayoría de sus miembros. El quórum para adoptar acuerdos será la mayoría de los asistentes a la sesión respectiva, salvo aquellos casos en que la ley establece un quórum diferente.


En caso de existir empate en las votaciones, corresponderá al Presidente del Consejo Local emitir el voto dirimente.


Un funcionario designado por el Director Ejecutivo cumplirá las funciones de Secretario Ejecutivo. Para tal efecto, actuará como ministro de fe y registrará las sesiones.


Artículo 57.- Publicidad de las sesiones. Las sesiones del Consejo Local serán públicas y sus acuerdos se adoptarán en sala legalmente constituida.


El Secretario Ejecutivo será el encargado de publicar las actas, una vez aprobadas, en el sitio electrónico del Servicio Local. Dichas actas contendrán, como mínimo, la asistencia a la sesión, los acuerdos adoptados y la forma como fueron votados.


Artículo 58.- Reglamento. Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación desarrollará las materias establecidas en el presente párrafo.

Título IV

De la Dirección de Educación Pública

Párrafo 1°

Objeto, funciones y atribuciones


Artículo 59.- Definición. Créase la Dirección de Educación Pública como servicio público centralizado, dependiente del Ministerio de Educación. Su domicilio será la ciudad de Santiago, sin perjuicio de las oficinas regionales que disponga para el cumplimiento de su objeto y por razones de buen servicio.


Artículo 60.- Objeto. Corresponderá a la Dirección de Educación Pública la conducción estratégica y la coordinación del Sistema, velando para que los Servicios Locales provean una educación de calidad en todo el territorio nacional. Para ello elaborará la Estrategia Nacional de Educación Pública, vigilando su cumplimiento, y evaluará el desempeño de los Servicios Locales, a través de los convenios de gestión de sus Directores Ejecutivos, prestándoles apoyo técnico y administrativo en el marco de sus funciones.


Artículo 61.- Funciones y atribuciones. La Dirección de Educación Pública tendrá las siguientes funciones y atribuciones para el cumplimiento de su objeto:


a) Proponer al Ministerio de Educación, de conformidad a lo establecido en el artículo 6, la Estrategia Nacional de Educación Pública a la que deberán ajustarse los integrantes del Sistema y velar por su cumplimiento.


b) Elaborar y proponer al Ministro de Educación los convenios de gestión educacional, y realizar su seguimiento, evaluación y revisión, en base a criterios objetivos, observables y accesibles al público, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 40 y 41.


c) Proponer al Ministro de Educación el perfil profesional que deberán cumplir los candidatos al cargo de Director Ejecutivo de los Servicios Locales, de conformidad al artículo 21.


d) Prestar asistencia técnica a la gestión administrativa de los Servicios Locales, cuando ello sea necesario para el cumplimiento de los principios establecidos en el artículo 5.


e) Asignar recursos a los Servicios Locales, de acuerdo a lo establecido en la Ley de Presupuestos para el Sector Público.


f) Hacer recomendaciones respecto del Plan Anual establecido en el artículo 46.


g) Orientar a los Servicios Locales para el desarrollo de la oferta de educación pública a lo largo de todo el territorio nacional.


h) Coordinar a los Servicios Locales, promoviendo su trabajo colaborativo y en red.


i) Proponer a los Servicios Locales planes de innovación, propendiendo a la mejora continua de los procesos educativos, en concordancia con las políticas del Ministerio de Educación.


j) Proponer al Ministerio de Educación políticas, planes y programas relativos a la educación pública, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 3° del decreto con fuerza de ley N°1, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2000, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575. Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


k) Llevar un registro de los planes estratégicos de los Servicios Locales.


l) Supervisar y velar por el cumplimiento de los convenios de los establecimientos de educación técnico profesional, adscritos al régimen de administración delegada, establecido en el decreto ley N° 3.166, de 1980, que para efectos de esta ley se considerarán integrantes del Sistema de Educación Pública, en lo que sea pertinente.


m) Coordinar la relación entre los Servicios Locales y el Ministerio de Educación, así como con otros órganos de la Administración del Estado, cuando su acción sea requerida para la adecuada provisión del servicio educacional.


n) Promover el mejoramiento de la calidad de la educación impartida por los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales, que atiendan a personas que se encuentren bajo cualquier régimen de privación de libertad o programa de reinserción social, reconociendo para ello su especificidad, de acuerdo a las directrices y orientaciones generales emanadas del Ministerio de Educación. Para ello, deberá coordinarse con el Ministerio de Educación, con el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y con otros órganos de la Administración del Estado, cuando corresponda.


ñ) Requerir de los Servicios Locales y establecimientos de su dependencia toda la información que sea necesaria para el cumplimiento de sus funciones y atribuciones, así como sistematizar, procesar y publicar, cuando corresponda, dicha información, permitiendo su acceso por parte de los distintos integrantes del Sistema, de la comunidad educativa y de la ciudadanía en general.


o) Requerir información a la Agencia de Calidad de la Educación y a la Superintendencia de Educación y coordinarse con ellas en los ámbitos de sus respectivas competencias, respecto de los Servicios Locales y los establecimientos de su dependencia.


p) Definir políticas de operación y funcionamiento de los sistemas de seguimiento, administración, información y monitoreo de los Servicios Locales, con el objeto de asegurar el uso de medios digitales, el acceso común a servicios o instalaciones cuando fuere procedente, el registro y acceso a información pública y una fluida y expedita interconexión e interoperabilidad al interior del Sistema, así como con el Ministerio de Educación y con otras instituciones públicas.


q) Realizar o encargar estudios, diagnósticos y evaluaciones de la situación educativa de cada Servicio Local y sus establecimientos educacionales, para lo cual deberá coordinarse con el Ministerio de Educación y la Agencia de Calidad de la Educación, según corresponda. En el ejercicio de esta atribución, podrá requerir la colaboración de instituciones de educación superior, centros de estudios u otros organismos nacionales o extranjeros.


r) Celebrar convenios o acuerdos con organismos públicos o privados para abordar asuntos de interés común.


s) Rendir cuenta pública anual sobre el estado y proyecciones del Sistema de Educación Pública.


t) Ejercer las demás funciones y atribuciones que le asignen las leyes.

Párrafo 2°

Organización de la Dirección de Educación Pública


Artículo 62.- Director de Educación Pública. La dirección y administración de la Dirección de Educación Pública estará a cargo de un funcionario denominado Director de Educación Pública, quien será el jefe superior del servicio. Estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en el Título VI de la ley N° 19.882 y será nombrado por el Presidente de la República. Su perfil profesional considerará experiencia relevante en el ámbito educacional.


Al Director de Educación Pública le corresponderán las siguientes funciones y atribuciones:


a) Dirigir, organizar y administrar el funcionamiento del servicio, velando por el desarrollo y mejoramiento de la calidad de la educación pública, considerando la Estrategia Nacional de Educación Pública, las políticas, planes y programas elaborados por el Ministerio de Educación, de acuerdo a lo dispuesto en el inciso primero del artículo 3 del decreto con fuerza ley N° 1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.


b) Proponer al Ministerio de Educación la remoción, cuando corresponda, de los Directores Ejecutivos de los Servicios Locales de conformidad a lo dispuesto en el artículo 24.


c) Ejecutar los actos y celebrar los contratos necesarios para el cumplimiento de los fines del servicio. 


d) Delegar atribuciones o facultades específicas en funcionarios bajo su dependencia, de conformidad a la ley.


e) Ejercer las demás funciones y atribuciones que le encomienden las leyes.


Artículo 63.- Organización Interna. El Servicio deberá contar con una dotación de personal que le permita cumplir con las funciones y atribuciones dispuestas en la presente ley.


El personal de la Dirección de Educación Pública estará afecto a las disposiciones del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo y, en materia de remuneraciones, a las normas del decreto ley N° 249, de 1974, y su legislación complementaria.


El Director de Educación Pública, con sujeción a la planta de personal y la dotación máxima de éste, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 31 del decreto con fuerza de ley N°1, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, que Fija texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, establecerá la organización interna del servicio y determinará las denominaciones y funciones específicas que correspondan a cada una de las unidades que se establezcan, como asimismo el personal adscrito a tales unidades.


Artículo 64.- Coordinación regional. El Intendente convocará a lo menos a dos reuniones durante el año, a la que asistirán el Secretario Regional Ministerial de Educación, quien actuará como Secretario Ejecutivo, un representante del Gobierno Regional, el Director Regional de la Junta Nacional de Jardines Infantiles, el Director Regional de la Superintendencia de Educación, el representante zonal de la Agencia de la Calidad de la Educación, el Director Regional de la Junta Nacional de Auxilio Escolar y Becas, los Directores Ejecutivos de los Servicios Locales de la región y un representante de la Dirección de Educación Pública, con el objeto de favorecer la coordinación de los Servicios Locales dentro de la región, así como el intercambio de iniciativas de mejora en su gestión, facilitando además la colaboración de los Servicios Locales con otros servicios públicos que se desempeñen dentro de la región. Asimismo, se podrá invitar a las sesiones a representantes de las universidades y centros de formación técnica acreditados y que no persigan fines de lucro, con sede principal en la región.


Para ello, podrá realizar propuestas a la Estrategia Nacional de Educación Pública, así como a la Estrategia Regional de Desarrollo, establecida en el decreto con fuerza de ley Nº 1 de 2005, del Ministerio del Interior, velando por la armonización entre ésta y los Planes Estratégicos de cada Servicio Local. Asimismo, podrá promover acuerdos de colaboración con otras entidades públicas o privadas de la región, con el fin de favorecer a las comunidades educativas de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de la región.


Un reglamento dictado por el Ministerio de Educación desarrollará las materias establecidas en el presente artículo.

Título V

Disposiciones finales


Artículo 65.- Preferencia en concursos públicos relativos al personal docente. Los concursos públicos que, de conformidad al artículo 25 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, se desarrollen para completar la planta docente de establecimientos educacionales de dependencia de un Servicio Local, deberán incluir criterios de selección que ponderen de manera relevante los mejores niveles de práctica pedagógica y conocimientos disciplinarios, de conformidad a la normativa vigente al momento de su realización.


Sin perjuicio de lo anterior, podrán realizarse concursos específicos para determinados grupos de docentes, de acuerdo a las necesidades del o los establecimientos educacionales cuyas vacantes requieran proveerse, y en los cuales podrá considerarse la experiencia requerida para dichos cargos.


Artículo 66.- Rendición de los recursos provenientes de la subvención escolar preferencial. La rendición de cuentas de ejecución de las subvenciones y aportes de la ley Nº 20.248, destinados a la implementación del Plan de Mejoramiento Educativo establecido en los incisos segundo y tercero del artículo 15 de la presente ley, se realizará a través de la rendición de cuenta pública a que se refiere el artículo 54 de la ley N° 20.529.


Artículo 67.- Imputación del gasto. El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de la presente ley se financiará con cargo a los recursos que contemple anualmente la Ley de Presupuestos del Sector Público, en la Partida 09 del Ministerio de Educación, y, en lo que faltare, con cargo a los recursos de la Partida 50 del Tesoro Público.

Título VI

Otras normas


Artículo 68.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, que reglamenta aplicación del inciso segundo del artículo 38 del decreto ley N° 3.063, de 1979:


1) Suprímense, en el inciso segundo del artículo 3°, la frase “educacionales y a los” y la frase “de uno y otro género,”.


2) Elimínase, en el inciso primero del artículo 12, la expresión “de educación,”.


Artículo 69.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.695, orgánica constitucional de Municipalidades, en el siguiente sentido:


1) Elimínase, del literal g) del artículo 5°, la expresión “de educación,”.


2) Modifícase, el artículo 23, en el siguiente sentido:


a) Elimínase, en su inciso primero, la expresión “, educación”.


b) Elimínase, en el literal a) de su inciso segundo, la expresión “educación, y”.


3) Elimínase, en el artículo 47, la expresión “educación y”.


4) Elimínase, en el inciso segundo del artículo 56, la expresión “educación y”.


5) Sustitúyese, en el literal a) del artículo 65, la expresión “los presupuestos de salud y educación” por “el presupuesto de salud”.


6) Sustitúyese el literal g) del artículo 67 por el siguiente:


“g) Los indicadores más relevantes que den cuenta de la gestión en los servicios de salud cuando éstos sean de administración municipal, tales como la situación previsional del personal vinculado al área, el grado de cumplimiento de las metas sanitarias y de salud a nivel comunal;”.


Artículo 70.- Modifícase el decreto ley N° 3.166, de 1980, que Autoriza la entrega de la administración de determinados establecimientos de educación técnico profesional a las instituciones o a las personas jurídicas que indica, de la siguiente forma: 


1) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 1°:


a) Agrégase, en el inciso primero, luego de “El Ministerio de Educación Pública” la frase “, a través de la Dirección de Educación Pública,”.


b) Agrégase el siguiente inciso final:


“Asimismo, al término de la vigencia de los convenios, de acuerdo a la presente ley y el convenio respectivo, el Ministerio de Educación, a través de la Dirección de Educación Pública podrá renovarlos con las entidades administradoras, traspasarlos a otra entidad administradora o traspasarla a los Servicios Locales de Educación Pública.”.


2) Sustitúyese, en el artículo 5°, la expresión “del Ministerio de Educación Pública” por “de la Dirección de Educación Pública”.


Artículo 71.- Modifícase la ley Nº 18.956, de 1990, que reestructura el Ministerio de Educación Pública, en el siguiente sentido:


1) Intercálase en el literal c) del artículo 2, luego de “establecimientos educacionales”, la frase “, de conformidad al artículo 2 ter de la presente ley”.


2) Reemplázase en la letra c) del artículo 2 bis la frase “del sector municipal, de corporaciones municipales” por “de los Servicios Locales de Educación”.


3) En el artículo 2 ter:


a) Intercálase en su inciso segundo, luego de las palabras “Dichas funciones”, lo siguiente “deberán ser ejercidas en coordinación con el sostenedor y con las instituciones parte del Sistema Nacional de Aseguramiento de la Calidad y”.


b) Reemplázase el inciso tercero, por el que sigue:


“Los Servicios Locales de Educación Pública brindarán directamente el apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales de su dependencia.”.


4) En el artículo 15:


a) Intercálase en el inciso primero, luego de la frase “Secretarías Regionales Ministeriales”, la oración “la proposición y evaluación de las políticas y planes en el territorio respectivo. De la misma forma deben”.


b) Intercálase en el inciso primero, antes del punto final, la frase “cuando corresponda, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 2 ter de la presente ley”. 


c) Intercálase al inicio del inciso segundo: “Asimismo, serán las responsables de la coordinación de las instituciones pertenecientes al Sistema de Aseguramiento de la Calidad en el territorio.


Artículo 72.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprueba el estatuto de los profesionales de la educación:


1) Modifícase el artículo 1° en el siguiente sentido: 


a) Sustitúyese la frase “de administración municipal o particular reconocida oficialmente,” por “administrados por los Servicios Locales de Educación Pública (en adelante también “Servicios Locales”) o de administración particular reconocida oficialmente,”.


b) Elimínase la frase “, como también quienes ocupan cargos directivos y técnico-pedagógicos en los departamentos de administración de educación municipal que por su naturaleza requieran ser servidos por profesionales de la educación”.


2) Reemplázase, en el artículo 3°, la expresión “del sector municipal incluyendo a aquellos que ocupan cargos directivos y técnico-pedagógicos en sus órganos de administración” por “dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”.


3) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 5°, la expresión “del sector municipal” por “dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”.


4) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 7°, la frase “el sector municipal, entendido en los términos del artículo 19 Y de esta ley,” por “los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación”.


5) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 7° bis, la expresión “del sector municipal” por “de los establecimientos dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”. 


6) Reemplázase, en el epígrafe del Título IV, la expresión “del sector municipal” por “de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales”.


7) Modifícase el inciso segundo del artículo 19 de la siguiente forma:


i) Reemplázase el punto y coma que sigue a la frase “Ministerio de Educación”, por la letra “y”.


ii) Elimínase la frase “, y a los que ocupan cargos directivos y técnicos-pedagógicos en los Departamentos de Administración Educacional de cada municipalidad, o de las corporaciones educacionales creadas por estas”.


8) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 19 Y:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 19 Y.- El presente Título se aplicará a los profesionales de la educación que desempeñen funciones en los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública integrando la respectiva dotación docente.”.


b) Elimínase el inciso segundo.


9) Reemplázase el artículo 20 por el siguiente:


“Artículo 20: Se entiende por dotación docente el número total de profesionales de la educación que sirven funciones de docencia, docencia directiva y técnico-pedagógica, que requiere el funcionamiento de los establecimientos educacionales dependientes de un Servicio Local en su respectivo ámbito territorial, expresada en horas cronológicas de trabajo semanales.”.


10) Modifícase el artículo 21 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase su inciso primero por el siguiente:


“Artículo 21: La dotación docente de los establecimientos educacionales de cada Servicio Local, incluyendo a quienes desempeñen cargos y horas directivos y técnico-pedagógicos en los Servicios Locales respectivos, será fijada a más tardar el 15 de diciembre del año anterior a aquel en que comience a regir, de conformidad a lo señalado el Plan Anual del Servicio Local de Educación Pública respectivo.”.


b) Reemplázase, en el inciso final, la palabra “municipio” por “Servicio Local respectivo”.


11) Modifícase el artículo 22 en el siguiente sentido:


a) Modifícase el inciso primero en el siguiente sentido:


i) Reemplázase la frase “La Municipalidad o Corporación que fija la dotación docente de cada comuna” por “El Servicio Local, al fijar su dotación docente”.


ii) Sustitúyese el numeral 1 por el siguiente:


“1.- Variación en el número de alumnos del Servicio Local en su ámbito territorial de competencia.”.


iii) Agrégase una conjunción “, y” al final del numeral 3.


iv) Reemplázase, en el numeral 4.- la conjunción “, y” por la siguiente frase: “en situaciones excepcionales.


v) Elimínase el numeral 5.


b) Suprímese, en el inciso segundo, la expresión “de una comuna,”.


c) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente: 


“Todas estas causales para la fijación o la adecuación de la dotación docente deberán estar fundamentadas en el Plan Anual del Servicio Local de Educación Pública. En todo caso, estas modificaciones deberán estar basadas en razones de carácter técnico-pedagógico.”.


12) Modifícase el artículo 24 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “del sector municipal” por “docente de un Servicio Local”. 


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal” por “Director Ejecutivo del Servicio Local”.


13) Modifícase el inciso primero del artículo 26 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase la frase “una misma Municipalidad o Corporación Educacional” por “un mismo Servicio Local”.


b) Reemplázase la expresión “la comuna” por “el ámbito territorial de competencia del Servicio Local”.


14) Modifícase el artículo 27 de la siguiente forma:


a) Sustitúyese la frase “Departamento de Administración de la Educación o por la Corporación Educacional respectiva” por “Servicio Local respectivo”.


b) Reemplazáse la frase “Dichos concursos deberán ajustarse a las normas de esta ley y su reglamento” por “Dichos concursos deberán contener el perfil profesional docente requerido, el que será elaborado por el director del establecimiento, con participación de su equipo directivo, y de un docente designado por el Consejo de Profesores. Una vez elaborado el perfil éste será remitido al Director Ejecutivo del Servicio Local respectivo.”.


15) Modifícase el artículo 28, de la siguiente manera:


a) Intercálase en su inciso primero, luego de la frase “en un diario de circulación nacional”, lo siguiente: 


“o en el portal de empleos dependiente de la Dirección Nacional del Servicio Civil”. 


b) Intercálase el siguiente inciso segundo:


“La convocatoria deberá contener, al menos, la identificación del establecimiento educacional, el Servicio Local al que pertenece, la formación requerida y el perfil del cargo.”.


16) Modifícase el artículo 29 de la siguiente manera:


a) Elimínase la expresión “o contratados”.


b) Reemplázase la expresión “un decreto alcaldicio o un contrato de trabajo, según corresponda, documentos que contendrán” por “una resolución administrativa, documento que contendrá”.


c) Reemplázase, en el primer literal, la expresión “Municipalidad o Corporación” por “Servicio Local”.


d) Reemplázase, en el tercer literal, la expresión “a la Municipalidad o Corporación” por “al Servicio Local”.


e) Elimínase, en el último literal, la frase “y período de vigencia, si se tratare de contratos”.


17) Reemplázase, en el artículo 30, la expresión “comuna” por “Servicio Local”.


18) Reemplázase el artículo 31 por uno del siguiente tenor: 


“Artículo 31.- Las Comisiones Calificadoras de Concurso estarán integradas por:


a) Dos funcionarios del Servicio Local designados por su Director. 


b) Un docente elegido por sorteo entre los pares del nivel y de la especialidad de la vacante a llenar. Este docente deberá ser preferentemente de nivel Experto y no podrá pertenecer al establecimiento para el cual se provee la vacante.


Un funcionario designado por el Director Ejecutivo del Servicio Local será secretario de actas de la Comisión y tendrá derecho a voz. Esta Comisión deberá conformar una terna, de entre la cual el director del establecimiento respectivo seleccionará a un candidato.”.


19) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 31 bis:


a) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “el Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda” por “un representante del Director Ejecutivo del Servicio Local.”.


b) Intercálase, en el inciso segundo, entre la palabra “Consejo” y el punto y coma que le sigue, la siguiente frase precedida de una coma: “quien la presidirá”.


c) Reemplázase, en el inciso segundo, inmediatamente después del segundo punto y coma, la frase “y un docente perteneciente a la misma dotación municipal que se desempeñe en otro establecimiento educacional elegido por sorteo” por “y un director de establecimiento educacional de dependencia del Servicio Local que haya sido electo por el sistema establecido en esta ley, el cual será elegido por sorteo.”.


d) Elimínase, en el inciso segundo, la oración “En este último caso, el docente deberá cumplir con alguno de los siguientes requisitos: pertenecer a la red de Maestros de Maestros o estar reconocido en los tramos profesional avanzado, experto I o experto II, del desarrollo profesional docente, o haber sido evaluado como profesor de desempeño destacado, de acuerdo a la evaluación dispuesta en el artículo 70 de esta ley.”.


e) Elimínase el inciso tercero.


f) Sustitúyese el inciso quinto por el siguiente: 


“Los concursos a los que hace referencia este artículo serán convocados y administrados por los respectivos Servicios Locales, los cuales pondrán todos los antecedentes a disposición de la comisión calificadora.”.


20) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 32:


a) Modifícase su inciso primero en el siguiente sentido:


i) Reemplázase la expresión “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda”, por “Director Ejecutivo del Servicio Local”.


ii) Elimínase la oración “Estos perfiles deberán ser aprobados por el sostenedor.”.


b) Modifícase su inciso segundo en el siguiente sentido:


i) Reemplázase la expresión “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda”, por “Director Ejecutivo del Servicio Local”.


ii) Reemplázase la frase “de la respectiva municipalidad” por “del Servicio Local respectivo”.


21) Modifícase el artículo 32 bis de la siguiente forma: 


a) Sustitúyese, en su inciso segundo, la frase “y podrán ser financiadas de acuerdo a lo establecido en el artículo 3° de la Ley de Calidad y Equidad de la Educación.” por la siguiente: “y serán financiadas con cargo al presupuesto anual de la Dirección Nacional del Servicio Civil.”.


b) Elimínase su inciso cuarto.


c) Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo: “El proceso de selección tendrá el carácter de público, con las reservas señaladas en el artículo quincuagésimo quinto de la ley N°19.882.”.


22) Suprímese, en el inciso primero del artículo 33, la frase “o con el representante legal de la respectiva Corporación Municipal”.


23) Introdúcense, en el artículo 34, las siguientes modificaciones: 


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal” por “Consejo Local de Educación Pública y Comité Directivo Local”. 


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, según corresponda,”, por “Director Ejecutivo del Servicio Local”.


c) Sustitúyese, en el inciso tercero, la frase “Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal o de la Corporación Municipal con aprobación del sostenedor” por “Director Ejecutivo”.


24) Modifícase el artículo 34 A de la siguiente forma:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “de la misma Municipalidad o Corporación Municipal”, por “del mismo Servicio Local”.


b) Suprímese, en el inciso primero, inmediatamente después de la palabra “dotación”, la expresión “municipal”. 


c) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “la respectiva municipalidad o corporación” por “el Servicio Local respectivo”.


25) Introdúcense al artículo 34 B las siguientes modificaciones:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “de la misma Municipalidad o Corporación Municipal”, por “del mismo Servicio Local”.


b) Suprímese, en el inciso primero, inmediatamente después de la palabra “dotación”, la expresión “municipal”. 


c) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “la respectiva municipalidad o corporación” por “el Servicio Local respectivo”.


26) Modifícase el artículo 34 C en el siguiente sentido: 


a) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “de la comuna respectiva” por “del Servicio Local respectivo”.


b) Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 34 C, la frase “de la misma Municipalidad o Corporación Municipal” por “del mismo Servicio Local”.


27) Deróganse los artículos 34 D, 34 E, 34 F, 34 G, 34 H, 34 I, y 34 J.


28) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 37, la frase “las Municipalidades o Corporaciones Educacionales” por “los Servicios Locales”.


29) Reemplázase en el artículo 39 la frase “las Municipalidades o Corporaciones municipales empleadoras” por “los Servicios Locales empleadores”.


30) Reemplázase en el artículo 41 bis la frase “municipio o corporación municipal” por “Servicio Local”.


31) Modifícase el artículo 42 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “Departamento de Administración de Educación Municipal o de una misma Corporación Educacional, según corresponda” por “Servicio Local”.


b) Sustitúyese, en el inciso primero, la frase “Plan de Desarrollo Educativo Municipal” por “Plan Anual del Servicio Local”. 


c) Elimínase, en el inciso segundo, la expresión “o municipal” todas las veces que aparece.


32) Modifícase el artículo 43 en el siguiente sentido:


a) Modifícase el inciso primero, de la siguiente forma:


i) Reemplázase la expresión “Las municipalidades” por “Los Servicios Locales”.


ii) Reemplázase la palabra “otras” por “otros”.


iii) Reemplazase la palabra “municipalidades” por la expresión “Servicios Locales”.


iv) Reemplázase la expresión “la municipalidad” por “el Servicio Local”.


b) Modifícase el inciso segundo de la siguiente forma:


i) Reemplázase la palabra “municipio” por la expresión “Servicio Local”.


ii) Reemplázase la expresión “la Municipalidad” por “el Servicio Local”.


c) Reemplázase, en el inciso tercero, el vocablo “municipio” por “Servicio Local”.


33) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 44, la expresión “cualquiera comuna” por “cualquier Servicio Local”.


34) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 46, la expresión “del sector municipal” por “dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”. 


35) Introdúcense, en el artículo 47, las siguientes modificaciones:


a) Sustitúyese, en el inciso primero, la expresión “del sector municipal” por “de los Servicios Locales de Educación Pública”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la frase “de la respectiva Municipalidad” por “del Servicio Local respectivo”.


36) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 51, la frase “Departamento de Administración de la Educación o la Corporación Educacional respectiva” por “Servicio Local”.


37) Modifícase el artículo 52 en el siguiente sentido: 


a) Reemplázase la expresión “del sector municipal” por “dependientes de los Servicios Locales”.


b) Reemplázanse las palabras “otra comuna” por “otro Servicio Local”.


38) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 62:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “una dotación comunal” por “la dotación de un Servicio Local”.


b) Modifícase el inciso final de la siguiente forma:


i) Reemplázase la expresión “del sector municipal” por “dependientes de los Servicios Locales”.


ii) Agrégase, antes de la expresión “particular subvencionado” la palabra “sector”.


39) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 64, la expresión “del sector municipal” por “de los Servicios locales”.


40) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 70:


a) Reemplázase, en el inciso tercero, la expresión “Comisiones Comunales de Evaluación Docente” por “comisiones de evaluación docente al interior de cada Servicio Local”.


b) Reemplázase, en el inciso noveno, la expresión “Comisiones Comunales de Evaluación Docente” por “comisiones de evaluación docente de los Servicios Locales”.


c) Sustitúyese, en el inciso noveno, la frase “Jefe del Departamento de Administración Municipal de Educación o el Director de la Corporación Municipal respectivo” por “Director Ejecutivo”.


d) Reemplázase, en el inciso noveno, la expresión “de la comuna correspondiente” por “del Servicio Local respectivo”.


41) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 70 bis, la frase “Departamentos de Administración de Educación Municipal” por “Servicios Locales”.


42) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 71, la expresión “el sector municipal” por “los Servicios Locales de Educación Pública”.


43) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 72:


a) Sustitúyese, en el inciso primero, la expresión “de una dotación docente del sector municipal” por “de la dotación docente de un Servicio Local”.


b) Reemplázase, en el literal b), la frase “en los artículos 127 al 143 de la ley N° 18.883” por “en los artículos 129 al 145 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo”. 


c) Reemplázase, en el párrafo segundo del literal b), la frase “de la respectiva Municipalidad o Departamento de Educación Municipal o de la Corporación Municipal, designado por el sostenedor”, por “del respectivo Servicio Local”.


d) Sustitúyese, en el literal h), la frase “la ley N° 18.883” por “el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo”.


e) Reemplázase, en el inciso final, la frase “el artículo 134 de la ley N° 18.883” por “el artículo 136 del decreto con fuerza de ley N° 29 de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo”. 


44) Introdúcense, en el artículo 73, las siguientes modificaciones:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “Alcalde de una Municipalidad o el representante de una Corporación” por “Director Ejecutivo de un Servicio Local”.


b) Elimínase, en el inciso primero, la frase “de Desarrollo Educativo Municipal”.


c) Modifícase el inciso tercero en el siguiente sentido:


i) Sustitúyese la oración “El decreto alcaldicio o la resolución de la Corporación deberán ser fundados y notificados” por “La resolución del Director Ejecutivo del Servicio Local deberá ser fundada y notificada”.


ii) Reemplázase la frase “la respectiva Municipalidad o Corporación” por “el Servicio Local respectivo”.


iii) Reemplázase la expresión “otra Municipalidad o Corporación” por “otro Servicio Local”.


45) Modifícase el artículo 73 bis en el siguiente sentido:


a) Reemplázase, en el literal a), la expresión “del sector municipal” por “de los Servicios Locales de Educación Pública”.


b) Sustitúyese, en el inciso final, la expresión “del sector municipal” por “de los Servicios Locales de Educación Pública”.


46) Introdúcense en el artículo 74 las siguientes modificaciones:


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “de la misma Municipalidad o Corporación” por “del mismo Servicio Local”.


b) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “la misma Municipalidad o Corporación” por “el mismo Servicio Local”.


47) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 75, la frase “la Municipalidad o Corporación, según corresponda,” por “el Servicio Local”.


48) Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 76, la frase “los decretos alcaldicios o los contratos, según corresponda” por “las resoluciones correspondientes”.


Artículo 73.- Modifícase el artículo 3° de la ley N° 19.247, que aprueba el texto de la Ley sobre Donaciones con fines Educacionales en el siguiente sentido: 


a) Modifícase el literal A de su artículo 1° de la siguiente manera:


i) Reemplázase la frase “las Municipalidades o por sus Corporaciones” por “los Servicios Locales de Educación Pública”.


ii) Reemplázase la expresión “las Municipalidades” por “los Servicios Locales de Educación Pública”.


b) Sustitúyese en el literal C de su artículo 1° la frase “la Municipalidad respectiva, si se tratare de establecimientos administrados por ella o por su Corporación” por “el Servicio Local respectivo, si se tratare de establecimientos administrados por éste”.


2) Modifícase el inciso final de su artículo 7° de la siguiente forma:


a) Reemplázase la frase “propiedad de la Municipalidad” por “propiedad del Servicio Local”.


b) Reemplázase la palabra “Esta” por el vocablo “Éste”.


c) Reemplázase la frase “dentro de la comuna” por “dentro del ámbito territorial de competencia del respectivo Servicio Local”.


Artículo 74.- Intercálase, en el artículo 2° de la ley N° 19.296, que establece normas sobre asociaciones de funcionarios de la Administración del Estado, un inciso segundo, nuevo, del siguiente tenor, adecuándose los siguientes:


“Podrán también constituirse asociaciones de funcionarios en los Servicios Locales de Educación Pública.”.


Artículo 75.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.410, que Modifica la ley N° 19.070, sobre estatuto de profesionales de la educación, el decreto con fuerza de ley N° 5, de 1993, del Ministerio de Educación, sobre subvenciones a establecimientos educacionales, y otorga beneficios que señala:


1) Deróganse los artículos 4°, 5° y 6°.


2) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 21: 


a) Reemplázase en el inciso primero la frase “administrados por municipalidades o corporaciones municipales de educación, los alcaldes”, por “dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, los Directores Ejecutivos de éstos”.


b) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:


“El Director Ejecutivo deberá consultar previamente sobre esta solicitud al Comité Directivo Local respectivo, y sólo podrá denegarla por motivos fundados.”.


3) Modifícase el artículo 22 en el siguiente sentido:


a) Elimínase el literal a), pasando el actual literal b) a ser el literal a), y así sucesivamente los demás literales.


b) Agrégase un literal h) nuevo del siguiente tenor:


“h) Hasta el 10% de los recursos provenientes de la subvención escolar preferencial establecida en la ley Nº 20.248.”.


4) Sustitúyese, en el artículo 24, la expresión “a la Municipalidad respectiva” por “al Servicio Local respectivo”. 


5) Reemplázase, en el artículo 25, la voz “alcalde” por “Director Ejecutivo del Servicio Local” y la expresión “un decreto alcaldicio” por “una resolución”.


6) Incorpóranse las siguientes modificaciones al artículo 26:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “a la respectiva Municipalidad” por “al Servicio Local respectivo”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “la Municipalidad respectiva” por “el respectivo Servicio Local”.


Artículo 76.- Modifícase el artículo 46 del decreto N° 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 3.063, sobre rentas municipales, en el siguiente sentido:


1) Reemplázase, en el literal a) del inciso cuarto, la expresión “Establecimientos educacionales, hogares” por “Hogares”.


2) Agrégase, en el literal a) del inciso cuarto, después del punto aparte, que pasa a ser una coma, la expresión “y establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública.”.


Artículo 77.- Modifícase la ley N° 19.464, que Establece normas y concede aumento de remuneraciones para personal no docente de establecimientos educacionales que indica, de la siguiente forma:


1) Reemplázase, en el inciso quinto del artículo 1°, la frase “tanto del sector municipal como del particular” por “tanto del sector particular como dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”.


2) Modifícase el artículo 2° de la siguiente forma: 


a) Reemplázase, en el inciso primero, la frase “las municipalidades, o por corporaciones privadas sin fines de lucro creadas por éstas para administrar la educación municipal”, por “los Servicios Locales de Educación Pública”. 


b) Reemplázase, en el inciso final, la frase “directamente por las municipalidades o por corporaciones privadas sin fines de lucro creadas por éstas” por “por los Servicios Locales de Educación Pública”. 


3) Incorpóranse las siguientes modificaciones en el artículo 4°:


a) Modifícase su inciso primero como sigue:


i) Reemplázase la frase “por las municipalidades o por corporaciones privadas sin fines de lucro creadas por éstas” por “por los Servicios Locales de Educación Pública”.


ii) Reemplázase la frase “la ley N° 18.883” por “el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo”.


b) Sustitúyese la expresión “Las municipalidades o corporaciones” por “Los Servicios Locales”.


4) Reemplázase, en el artículo 5°, la expresión “las municipalidades o corporaciones municipales” por “los Servicios Locales”.


5) Sustitúyese, en el artículo 7°, la frase “departamentos de administración educacional de las municipalidades, cualquiera sea su denominación” por “Servicios Locales de Educación Pública”.


Artículo 78.- Agrégase, en el decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1998, del Ministerio de Educación, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 1996, sobre subvención del Estado a establecimientos educacionales, un artículo 4º bis, nuevo, del siguiente tenor: 


“Artículo 4° bis.- Los Servicios Locales de Educación Pública podrán acogerse al beneficio de la subvención que establece esta ley, respecto de los establecimientos educacionales de su dependencia, siempre que éstos cumplan con los requisitos fijados en el artículo 6º.”.


Artículo 79.- Modifícase la ley N° 19.979, que Modifica el régimen de jornada escolar completa diurna y otros cuerpos legales, en el siguiente sentido:


1) Introdúcense en el artículo 7° las siguientes modificaciones:


a) Intercálase, entre las locuciones “subvencionado” y “deberá”, la frase “o que reciba aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento,”.


b) Incorpórase un inciso segundo del siguiente tenor:


“Sin perjuicio de lo anterior, el Consejo Escolar deberá establecer en su acta constitutiva las instancias para considerar las opiniones de los niños que asistan al establecimiento en los niveles de educación parvularia y básica, en temas de su interés de acuerdo a sus capacidades, niveles de desarrollo y cultura.”.


c) Agrégase el siguiente inciso tercero:


“En los establecimientos que impartan exclusivamente educación parvularia y que se encuentren incluidos en el inciso primero, estos consejos de denominarán “Consejos de Educación Parvularia”.”.


2) Modifícase el artículo 8° de la siguiente forma:


a) Reemplázase, en las letras c) y d) del inciso segundo, la expresión “municipales” por “dependientes de los servicios locales de educación”.


b) Agrégase, en el inciso cuarto, a continuación del punto aparte, que pasa a ser punto seguido, la siguiente oración: “ En los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública el consejo escolar tendrá facultades resolutivas respecto de las cuestiones señaladas en los literales d) y e). Con este objeto el consejo organizará una jornada para recabar las observaciones, aportes e inquietudes de la comunidad escolar respecto de estas materias.”.


Artículo 80.- Modifícase la ley N° 20.248, sobre subvención escolar preferencial, de la siguiente forma:


1) Modifícase el artículo 7 de la siguiente forma: 


a) Intercálanse los siguientes párrafos segundo y tercero en el literal  d):


“En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, le corresponderá a sus directores elaborar, en conjunto con la comunidad educativa, y proponer al Director Ejecutivo del respectivo Servicio Local el Plan de Mejoramiento Educativo señalado en este artículo, así como los Planes de Mejoramiento Educativo establecidos en los artículos 19 y 26 de la presente ley, cuando corresponda, previa consulta al consejo escolar del establecimiento. 


El Director Ejecutivo, podrá realizar observaciones al plan presentado por el director a través de una resolución fundada, la que deberá basarse en las definiciones contenidas en el Plan Estratégico Local, la Estrategia Nacional de Educación Pública o cuando el plan presentado supere el marco presupuestario correspondiente. Con todo, el director del establecimiento podrá insistir en su plan o en algunas de sus áreas o dimensiones, para lo cual tendrá que justificar cómo éste se ajusta al Plan Estratégico Local o la Estrategia Nacional. El Director Ejecutivo tendrá un plazo de 10 días hábiles para pronunciarse. Dicha decisión deberá ser informada al Comité Directivo Local, al Consejo Local de Educación y a la comunidad educativa respectiva. En caso que el plan presentado supere el marco presupuestario, el director del establecimiento deberá incorporar las observaciones del Director Ejecutivo.”.


b) Elimínase el segundo párrafo del literal f) del artículo 7. 


2) Reemplázase en el numeral 4 del inciso segundo del artículo 8, la frase “municipales o administrados por corporaciones municipales” por “educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública”.


3) Elimínase, en el inciso final del artículo 11, la frase “El Ministerio de Educación, a solicitud de los municipios, deberá promover y apoyar, cuando así se lo soliciten, Planes de Mejoramiento Educativo a desarrollar conjuntamente entre establecimientos educacionales de distintas comunas.”. 


4) Agrégase, en el párrafo primero del numeral 2) del artículo 26, a continuación del punto aparte que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, corresponderá al Servicio Local, a través del director del establecimiento educacional respectivo, elaborar y cumplir este Plan.”.


5) Reemplázase el inciso tercero del artículo 28 por el siguiente:


“En el caso de no lograrse los resultados educativos señalados en el inciso primero, los establecimientos estarán afectos a los mecanismos establecidos en los artículos 30 y 31 de la ley Nº 20.529, según corresponda.”.


6) Reemplázase la letra e) del artículo 29 por la siguiente:


“e) Mantener un sistema de apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales de conformidad a lo dispuesto en el artículo 2° ter de la ley N° 18.956.”.


7) Reemplázase en el inciso primero del artículo 33 bis la frase “municipios, corporaciones municipales” por “Servicios Locales de Educación Pública”.


Artículo 81.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 20.370 con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, de la siguiente forma:


1) Reemplázase, en el literal a) del artículo 46, la frase “las personas jurídicas de derecho público, tales como municipalidades y otras entidades”, por “, en el caso de órganos pertenecientes a la Administración del Estado, únicamente los Servicios Locales de Educación Pública y la Junta Nacional de Jardines Infantiles. En el caso de entidades que no pertenecen a la Administración del Estado, serán sostenedores las personas jurídicas de derecho público”.


2) Incorpóranse las siguientes modificaciones al artículo 89:


a) Sustitúyese, en el literal b), la expresión “el ámbito municipal”, por “los Servicios Locales de Educación Pública”.


b) Agrégase, en el literal b), antes de la voz “particular” la frase “en el sector”.


c) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “la educación municipal” por “los Servicios Locales de Educación Pública”.


Artículo 82.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.529, que Establece un Sistema de Aseguramiento de la Calidad de la Educación Parvularia, Básica y Media y su Fiscalización:


1) Reemplázase, en la letra d) del artículo 3°, la expresión “así como los sostenedores del sector municipal,” por “así como los Servicios Locales de Educación Pública”.


2) Agrégase el siguiente párrafo segundo al literal e) del artículo 11: 


“En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de los Servicios Locales de Educación Pública, dichos informes deberán ser estudiados por su equipo directivo y consejo de profesores, y por los equipos técnicos del Servicio, e incorporar las recomendaciones que estimen pertinentes a su Plan de Mejoramiento Educativo siguiente. La no incorporación de las propuestas deberá ser fundada.”.


3) Reemplázase, en la letra g) del artículo 11, la frase “del sector municipal, de corporaciones municipales” por “de los Servicios Locales de Educación Pública.”.


4) Intercálase el siguiente inciso cuarto nuevo en el artículo 12, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto y así sucesivamente:


“Para el caso de los Servicios Locales de Educación Pública, la Agencia realizará además una evaluación integral de la gestión de estos servicios que incluya recomendaciones indicativas para el mejoramiento de la gestión del Servicio Local. Estas recomendaciones deberán considerar especialmente los objetivos y prioridades establecidas en el Plan Estratégico Local del Servicio respectivo, así como las estrategias y acciones que éste contemple para el cumplimiento de dichos objetivos.”. 


5) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 13: 


“Para efectos de lo señalado en el inciso cuarto del artículo 12, la Agencia definirá, a partir de su planificación anual, los Servicios Locales que serán evaluados, considerando para ello el nivel de cumplimiento de los estándares establecidos en esta ley. Con todo, la totalidad de los Servicios Locales deberá ser evaluada con una periodicidad no superior a seis años.”.


6) Agrégase el siguiente inciso final al artículo 14:


“En el caso de los informes referidos a los Servicios Locales de Educación Pública, la Agencia deberá remitir copias de dichos informes a la Dirección de Educación Pública, al Comité Directivo Local y al Consejo Local respectivo.”.


7) Reemplázase en el inciso tercero del artículo 26 la frase “El Ministerio de Educación podrá”, por “El Ministerio de Educación o los Servicios Locales de Educación Pública podrán”.


8) Sustitúyense los actuales incisos tercero y cuarto del artículo 27 por los siguientes:


“Corresponderá al Servicio Local de Educación Pública respectivo proporcionar el apoyo técnico pedagógico que sea necesario a los establecimientos educacionales de su dependencia.


El apoyo brindado de conformidad a este artículo deberá tener especial focalización en aquellos establecimientos ordenados en las categorías c) y d) del artículo 17 y en aquellos sectores geográficos en donde exista menor disponibilidad de apoyo técnico pedagógico.”.


9) Reemplázase el artículo 29 por el siguiente:


“Artículo 29.- Los establecimientos educacionales de Desempeño Insuficiente deberán recibir apoyo técnico pedagógico. Para ello, los establecimientos particulares subvencionados podrán recurrir al Ministerio de Educación, que prestará este servicio directamente o a través de una persona o entidad del Registro Público de Personas o de Entidades Pedagógicas y Técnicas de Apoyo del Ministerio de Educación. 


En el caso de los establecimientos educacionales dependientes de un Servicio Local de Educación Pública que tengan Desempeño Insuficiente, dicho Servicio deberá incorporar en su Plan Anual medidas específicas de apoyo técnico pedagógico que tiendan al mejoramiento de los resultados educativos del establecimiento afectado.


Las medidas señaladas en los incisos precedentes deberán brindarse hasta que dicho establecimiento abandone la categoría Desempeño Insuficiente o por un plazo máximo de cuatro años. Con todo, si el establecimiento no logra ubicarse en una categoría superior, pero muestra una mejora significativa, podrá seguir sujeto a las medidas señaladas en los incisos precedentes hasta por un año más. Lo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 31 de esta ley.


La Agencia definirá, en normas de carácter general, los criterios para determinar la mejora significativa de un establecimiento educacional. Estos criterios deben guardar relación con los estándares de aprendizaje referidos a los objetivos generales señalados en la ley y en sus bases curriculares y con los otros indicadores de calidad educativa.”.


10) Agrégase al literal d) del artículo 35, a continuación del punto final que pasa a ser seguido, la siguiente oración: “Asimismo, deberá aprobar el informe y las medidas de reestructuración, de conformidad al inciso tercero del artículo 31.”.


11) Sustitúyese el literal h) del artículo 41 por el siguiente:


“h) Certificar, según lo que establece el artículo 31, cuando un establecimiento se ha mantenido en la categoría de Desempeño Insuficiente. Dicha certificación deberá contar con la aprobación del Consejo de la Agencia.


Asimismo, deberá elaborar el informe a que hace referencia el artículo 31.”.


12) Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 68, la frase “o al domicilio del Departamento de Administración de Educación de la Municipalidad o de la Corporación Municipal de que se trate” por “o al domicilio del Servicio Local de Educación respectivo.”.


13) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 89:


a) Suprímese la letra f), pasando la actual g) a ser f).


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “, f) y g)” por “y f)”.


14) Incorpórase un párrafo segundo, nuevo, en el literal e), del artículo 73, del siguiente tenor:


“En el caso de los Servicios Locales de Educación Pública, solo será aplicable la inhabilidad temporal para ejercer el cargo de Director Ejecutivo, hasta por un plazo de cinco años.”.


15) Modifícase el artículo 92 en el siguiente sentido:


a) Reemplázase el literal a) por el siguiente:


“a) Asumir la representación legal del establecimiento. Esta representación legal lo faculta, expresamente, para ejercer la titularidad de las acciones administrativas, civiles y/o penales para perseguir la responsabilidad, en su caso, de los administradores y/o sostenedores.”.


b) Elimínase del párrafo primero del literal h) la frase “por renuncia o revocación,”.


16) Derógase el artículo 96.


Artículo 83.- Reemplázase el artículo trigésimo séptimo transitorio de la ley N° 20.845, por el siguiente:


“Artículo trigésimo séptimo.- Créase un Fondo destinado a la recuperación y fortalecimiento de la educación pública escolar y parvularia, en todos sus niveles y modalidades, sea que ésta se encuentre administrada directamente por municipios o a través de corporaciones municipales o por los Servicios Locales de Educación Pública.


Los recursos de este Fondo deberán ser utilizados para el cumplimiento de los siguientes objetivos:


i) Mejorar la calidad del servicio educativo a cargo de las municipalidades y corporaciones municipales mientras éste no haya sido traspasado a los Servicios Locales.


ii) Facilitar la instalación y funcionamiento del Sistema de Educación Pública, especialmente el traspaso del servicio educativo a los Servicios Locales, de conformidad a las disposiciones transitorias establecidas en la ley que crea el Sistema de Educación Pública, en particular, las contenidas en el párrafo 5° de sus disposiciones transitorias.


Los Planes de Transición señalados en el párrafo 6° de las disposiciones transitorias de la ley que crea el Sistema de Educación Pública podrán ser financiados con los recursos de este Fondo.


El monto anual de este Fondo se establecerá en la Ley de Presupuestos del Sector Público respectiva, y ascenderá a $250.000.000 miles para los años 2018 a 2019, $200.000.000 miles para el año 2020, $150.000.000 miles para el año 2021 y $100.000.000 miles para los años 2022 al 2025.


Mediante resolución del Ministerio de Educación, suscrita por el Ministerio de Hacienda, se establecerán los mecanismos de distribución de estos recursos, los usos específicos en que se emplearán, y las formas y procedimientos de entrega y rendición de los mismos, cuando ello corresponda.


La asignación de recursos de este Fondo entre las entidades señaladas en el inciso primero deberá ajustarse a criterios de transparencia, pertinencia, equidad y no discriminación arbitraria, y se formalizará mediante una o más resoluciones del Ministerio de Educación, copia de las cuales se remitirá a la Dirección de Presupuestos.


Artículo 84.- Referencias. Todas las referencias que las leyes, decretos, reglamentos y, en general, la normativa vigente haga a las municipalidades, los departamentos de administración de educación municipal o las corporaciones municipales creadas antes del 31 de marzo de 1988 conforme a las normas del Código Civil y a los decretos N° 462, de 1981, y N° 110, de 1976, ambos del Ministerio de Justicia en tanto sostenedores de establecimientos educacionales, que no hayan sido suprimidas o adecuadas por la presente ley, deberán entenderse hechas al o los Servicios Locales de Educación Pública que corresponda conforme a su ámbito de competencia territorial.


Asimismo, cada vez que la normativa señalada en el inciso anterior se refiera al Jefe del Departamento de Administración de la Educación Municipal, debe entenderse referido el Director Ejecutivo de los Servicios Locales. En aquellos casos en que dichas normas aludan a los establecimientos del sector municipal, la referencia debe entenderse hecha, a su vez, a los establecimientos dependientes de los Servicios Locales.


A los Servicios Locales les será aplicable la normativa que rige a los sostenedores de establecimientos educacionales. Así, para todos los efectos legales, en caso que las normas se refieran al sostenedor o sostenedores, deberán entenderse comprendidos los Servicios Locales, en concordancia con lo establecido en el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación.


Se excepcionarán de lo dispuesto en los incisos precedentes aquellos casos en que aparezca de manifiesto que la disposición cuya referencia se prescribe adecuar resulta inaplicable a los Servicios Locales o al Director Ejecutivo, atendida la naturaleza del servicio o el cargo, respectivamente.


Finalmente, sin perjuicio de las modificaciones efectuadas en el presente Título, se entenderá que será siempre el Servicio Local el que diseñará, coordinará y prestará el apoyo técnico pedagógico a los establecimientos educacionales de su dependencia.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Párrafo 1°

Disposiciones generales

Artículo primero.- Entrada en vigencia general. La presente ley entrará en vigencia a la fecha de su publicación, sin perjuicio de las excepciones establecidas en los siguientes artículos transitorios.


Artículo segundo.- Entrada en vigencia de derogaciones y modificaciones de otras leyes. Lo dispuesto en el Título VI de esta ley entrará en vigencia desde la fecha del traspaso del servicio educacional al Servicio Local respectivo de conformidad a lo establecido en el artículo octavo transitorio. En consecuencia, las modificaciones legales establecidas en dicho Título no surtirán efectos respecto de aquellas municipalidades o corporaciones municipales que continúen prestando el servicio educacional.


Se exceptuará de lo dispuesto en el inciso anterior, el numeral 4) del artículo 82, que entrará a regir una vez transcurridos tres años desde la fecha de traspaso del servicio educacional, respecto de cada Servicio Local.


Artículo tercero.- Entrada en vigencia de la calidad de sostenedor de los Servicios Locales. La calidad de sostenedor de los Servicios Locales, respecto de los establecimientos de su dependencia, entrará en vigencia respecto de cada Servicio Local en la fecha del traspaso del servicio educacional.


Artículo cuarto.- Traspaso del servicio educacional. Traspásase el servicio educacional que prestan las municipalidades, directamente o a través de las corporaciones municipales creadas de conformidad al decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior, a los Servicios Locales de Educación Pública creados de conformidad al artículo 16 de esta ley, en la oportunidad, forma y condiciones establecidas en los siguientes artículos transitorios.


Para estos efectos, se entenderá indistintamente por “corporación municipal” o “corporaciones municipales” aquellas corporaciones municipales creadas de conformidad al decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior.


Artículo quinto.- Determinación del ámbito de competencia territorial de los Servicios Locales. El Presidente de la República, mediante uno o más decretos expedidos a través del Ministerio de Educación, los que deberán llevar la firma del Ministro de Hacienda, determinará el ámbito de competencia territorial, el domicilio y la denominación de los Servicios Locales, con arreglo a la distribución territorial establecida en el artículo 16 de la presente ley. El ámbito de competencia territorial de cada servicio se determinará sobre la base de una comuna o agrupación de comunas dentro de una misma región, no pudiendo dividirse el territorio de éstas.


Para efectos de lo establecido en el inciso precedente, el Presidente de la República deberá considerar, a lo menos, los siguientes criterios: matrícula total de estudiantes en el territorio; número de establecimientos dependientes de cada municipalidad, y distancia y conectividad entre los establecimientos educacionales dependientes de cada municipalidad.


Artículo sexto.- Entrada en funcionamiento de los Servicios Locales. El Presidente de la República, mediante uno o más decretos del Ministerio de Educación, suscritos además por el Ministro de Hacienda, determinará un calendario de instalación que establezca las fechas en que iniciarán sus funciones los Servicios Locales de Educación Pública, de conformidad a las siguientes reglas.


Primera etapa de instalación:


1) Entrarán en funcionamiento entre la fecha de publicación de esta ley y el 30 de junio de 2018 un Servicio Local en la región Metropolitana, el cual comprende las comunas de Lo Prado, Pudahuel y Cerro Navia; y un Servicio Local en la región de Coquimbo, el cual comprende las comunas de Coquimbo y Andacollo.


Asimismo, entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2018 un Servicio Local en la región de Atacama, el cual comprende las comunas de Vallenar, Alto del Carmen, Freirina y Huasco; y un Servicio Local de la región de La Araucanía, el cual comprende las comunas de Nueva Imperial, Carahue, Toltén, Teodoro Schmidt y Saavedra.


2) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2019 el Servicio Local de la región de Arica y Parinacota; un Servicio Local de la región Metropolitana y un Servicio Local de la región del Biobío.


3) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2020 un Servicio Local de la región de Valparaíso; un Servicio Local de la región de Los Lagos; un Servicio Local de la región del Libertador Bernardo O’Higgins; y un Servicio Local de la región de Atacama.


Segunda etapa de instalación:


4) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2022 quince Servicios Locales.


5) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2023 quince Servicios Locales.


6) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2024 quince Servicios Locales.


7) Entrarán en funcionamiento entre el 1 de enero y el 30 de junio de 2025 catorce Servicios Locales.


Los Servicios Locales entrarán en funcionamiento con al menos seis meses de anticipación a la fecha de traspaso del servicio educacional, excepto los establecidos en el numeral 1) de este artículo.


El Presidente de la República, a través de un decreto fundado del Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda, podrá, en el marco de las reglas anteriores, modificar el calendario de la segunda etapa de instalación.


Si, por razones fundadas, se hiciera necesario extender las fechas de entrada en funcionamiento de la segunda etapa de instalación más allá del año 2025, el Presidente de la República podrá, a través de un decreto fundado del Ministerio de Educación, suscrito además por el Ministro de Hacienda, y previo informe favorable del Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública, prorrogar dicho proceso por un nuevo período delimitado. Para estos efectos, deberá considerar además el informe de la Agencia de Calidad de la Educación respecto de la implementación de la primera etapa de instalación al que hace referencia el artículo séptimo transitorio.


Artículo séptimo.- Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública. Existirá un Consejo de Evaluación del Sistema de Educación Pública (en adelante también “el Consejo de Evaluación”), el que será presidido por el Subsecretario de Educación e integrado además por seis profesionales de reconocida experiencia en las áreas de políticas públicas, educación y administración municipal o del Estado.


Dichos profesionales deberán ser ajenos a la administración del Estado, salvo aquellos que ejerzan funciones docentes, debiendo reflejarse en la conformación del Consejo una adecuada diversidad de visiones y competencias. Serán designados por el Presidente de la República y su participación será ad honorem. 


La Subsecretaría de Educación prestará apoyo administrativo al Consejo y el Director de Educación Pública será su secretario ejecutivo, teniendo sólo derecho a voz. El Consejo determinará su forma de funcionamiento mediante acuerdo.


El Consejo de Evaluación tendrá como misión principal asesorar al Presidente de la República en la evaluación y análisis del proceso de instalación de los Servicios Locales. A fin de dar cumplimiento adecuado a esta tarea, entregará un informe anual de seguimiento de la puesta en marcha del Sistema de Educación Pública, debiendo presentar, en el año 2021, una evaluación intermedia de este proceso.


En el cumplimiento de sus funciones, el Consejo podrá proponer al Presidente de la República, de manera fundada y con el voto favorable de la mayoría de sus miembros indicados en el inciso segundo de este artículo, modificaciones legales, reglamentarias o de otra índole, tales como la modificación del calendario de la segunda etapa de instalación de los Servicios Locales; la extensión del proceso por un nuevo período o la creación de nuevas etapas de instalación; la implementación de formas de administración o gestión del servicio educacional; la modificación del ámbito de competencia territorial de los Servicios Locales; diferir, incluir o no considerar temporalmente a una o más comunas en el proceso de instalación; variar el número total de Servicios Locales; modificaciones de cualquier naturaleza en aquellos casos en que advierta problemas en la implementación del Sistema; y cualquier otra política pública, medida, procedimiento o mecanismo orientado a mejorar el Sistema Nacional de Educación Pública.


Para la elaboración de sus propuestas el Consejo considerará un informe sobre la primera etapa del proceso de instalación que para estos efectos le proporcionará la Agencia de Calidad de la Educación, considerando la calidad, funcionamiento y desarrollo del servicio educacional provisto por los Servicios Locales. Asimismo, solicitará información a los directores de Servicios Locales instalados y autoridades municipales y regionales, y consultará a representantes de profesores y asistentes de la educación, representantes estudiantiles del nivel escolar y académicos con experiencia en la materia, entre otros. De igual forma, podrá solicitar estudios e informes a las Subsecretarías de Educación y de Educación Parvularia, a la Agencia de Calidad de la Educación, Superintendencia de Educación y a otros órganos de la administración que estime pertinente. Con todo, los informes del Consejo deberán contener la opinión del Ministro de Hacienda respecto del impacto presupuestario de las propuestas.


El Consejo terminará su labor a más tardar el 1 de enero de 2025 o en el último año que se establezca en el calendario de instalación de los Servicios Locales.


En el mes de marzo de cada año el Ministro de Educación dará cuenta del estado de avance de la implementación del Sistema de Educación Pública a la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados y a la Comisión de Educación y Cultura del Senado, en sesión conjunta.

Párrafo 2°

Del traspaso del servicio educacional


Artículo octavo.- Fecha del traspaso del servicio educacional. El 1 de enero del año siguiente a la fecha de entrada en funcionamiento de un Servicio Local, se le traspasará, por el solo ministerio de la ley, el servicio educacional que prestan las municipalidades, directamente o a través de corporaciones municipales, de las comunas en las cuales éste ejerza su competencia, lo cual comprenderá los bienes muebles e inmuebles, recursos financieros y personal asociados a la prestación de dicho servicio, de conformidad a las disposiciones transitorias siguientes.


Con todo, el servicio educacional se traspasará, por el solo ministerio de la ley y en las mismas condiciones del inciso anterior, el 1 de marzo de 2018 a los Servicios Locales establecidos en el párrafo primero del numeral 1) del artículo sexto transitorio en caso de que entren en funcionamiento antes del 1 de enero de 2018. Si la entrada en funcionamiento se produce con posterioridad a dicha fecha, el servicio educacional se traspasará según lo establecido en el inciso anterior.


Asimismo, en el caso de los Servicios Locales establecidos en el párrafo segundo del numeral 1) del artículo sexto transitorio, el traspaso tendrá lugar por el solo ministerio de la ley, y en las mismas condiciones del inciso primero de este artículo, el 1 de julio de 2018, una vez dictada la resolución a que se refiere el artículo vigésimo segundo transitorio, la cual sólo podrá expedirse dentro de los tres meses anteriores de la fecha señalada. Para estos efectos deberá dictarse una resolución por cada Servicio Local. De no dictarse la resolución referida en el plazo señalado anteriormente, dicha decisión deberá formalizarse en un acto administrativo fundado, en cuyo caso el traspaso se producirá por el solo ministerio de la ley el 1 de enero de 2019, en las mismas condiciones establecidas en el inciso primero del presente artículo. En tal evento, el Ministro de Educación deberá dar cuenta a las comisiones de Educación de la Cámara de Diputados y de Educación y Cultura del Senado sobre las razones fundadas para no haber dictado la señalada resolución en el plazo definido.


Artículo noveno.- Traspaso de los establecimientos educacionales. Los establecimientos educacionales de administración municipal o de corporaciones municipales, que cuenten con reconocimiento oficial al 31 de diciembre de 2014, ya sea que se encuentren en funcionamiento o en receso, así como aquellos que se creen a partir de dicha fecha hasta el momento del traspaso, se traspasarán al Servicio Local que ejerza sus competencias en las correspondientes comunas, de conformidad a los artículos siguientes, y en la misma forma y oportunidad señalada en el artículo anterior.


El Servicio Local será el sucesor legal de la municipalidad, o la corporación municipal en su caso, en la calidad de sostenedor del establecimiento educacional traspasado.


Los inmuebles donde funcionaron establecimientos educacionales de administración municipal o administrados por corporaciones municipales, que al 31 de diciembre de 2014 hubieren perdido su reconocimiento oficial, dejarán de estar afectos al servicio educacional y pasarán a ser de libre disponibilidad por parte de la municipalidad o corporación municipal respectiva; siempre que estas hayan dado cumplimiento íntegro a todas las obligaciones de los convenios de ejecución del Plan de Transición, y sólo una vez que se haya efectuado el traspaso del servicio educacional al respectivo Servicio Local según lo establecido en estas disposiciones transitorias.


Artículo décimo.- Postergación del traspaso del servicio educacional. Una municipalidad o corporación municipal podrá solicitar al Ministerio de Educación que el servicio educacional de su comuna no sea traspasado al Servicio Local respectivo en los plazos que le correspondieren en virtud de los artículos anteriores, siempre que cumpla con los siguientes requisitos copulativos:


a) Que al momento de la solicitud, a lo menos el 60% del total de establecimientos a su cargo presente niveles educativos ordenados como de desempeño alto o medio alto, según la ordenación realizada por la Agencia de Calidad de la Educación, de conformidad a la ley N° 20.529. Para estos efectos se considerarán las ordenaciones correspondientes al último año disponible.


b) Que la evolución del total de la matrícula en los establecimientos que administra, durante los seis años previos al momento de la solicitud, ubique a la respectiva municipalidad o corporación municipal dentro del 30% de mejor desempeño a nivel nacional para dicho índice. 


Para estos efectos se entenderá por “total de la matrícula” aquella comprendida entre el primer año de educación básica y el cuarto año de educación media regular, incluyendo las diversas formaciones diferenciadas y modalidades de enseñanza. Asimismo, para establecer esta evolución se deberá considerar el efecto demográfico referido a la evolución de la población entre 6 y 18 años de las comunas del país para el mismo periodo.


c) Que durante los 24 meses previos a la solicitud, no haya registrado obligaciones previsionales impagas respecto de los profesionales de la educación, asistentes de la educación o personal de apoyo y administración educacional de su dependencia, por un monto superior a las 400 unidades de fomento calculadas a la fecha en que se presente la solicitud.


d) Que al momento de la solicitud, la deuda de la municipalidad o corporación municipal ocasionada por la prestación del servicio educacional, según lo establecido en el artículo trigésimo transitorio, no supere el 5% de sus ingresos anuales por concepto de subvenciones escolares y aportes del Estado para el mismo año, descontados los aportes de capital. Para estos efectos no se considerará la deuda ocasionada por los anticipos de subvención realizados para financiar planes de retiro de funcionarios.


El municipio o corporación municipal deberá presentar su solicitud durante el mes de enero del año en que entrará en funcionamiento el Servicio Local con competencia sobre la comuna respectiva. El Ministerio de Educación tendrá un plazo de 60 días para verificar el cumplimiento de los requisitos y acoger la solicitud si fuera procedente.


El Ministerio de Educación deberá evaluar anualmente, a más tardar en marzo de cada año, si las municipalidades o corporaciones municipales autorizadas mantienen el cumplimiento de los requisitos establecidos en los literales de este artículo. De no ser así, el traspaso del servicio educacional que prestan se ajustará a lo establecido en el calendario de instalación definido por el Presidente de la República; y en caso de encontrarse ya en funcionamiento el respectivo Servicio Local con competencia sobre la comuna, se deberá proceder al traspaso del servicio educacional, según las normas establecidas en estas disposiciones transitorias. 


Un reglamento del Ministerio de Educación suscrito, además, por el Ministro de Hacienda especificará los requisitos indicados en los literales de este artículo y la forma e instrumentos para su evaluación, y el procedimiento de solicitud y aprobación del requerimiento de la municipalidad o corporación municipal.

Párrafo 3°

Del traspaso de los bienes afectos a la prestación del servicio educacional


Artículo décimo primero.- Bienes inmuebles afectos al servicio educacional. Para los efectos del traspaso del servicio educacional establecido en estas disposiciones transitorias, estarán afectos a la prestación de dicho servicio los bienes inmuebles pertenecientes a órganos de la Administración del Estado o a sus órganos dependientes, tales como las corporaciones municipales, en los cuales, al 31 de diciembre de 2014, desarrollan sus funciones los establecimientos educacionales, que se traspasen de conformidad al artículo anterior. Estos inmuebles serán traspasados al respectivo Servicio Local de la siguiente manera:


1) Los inmuebles de propiedad de una municipalidad o de otro órgano de la Administración del Estado serán traspasados al Servicio Local que corresponda. Se comprenderán en esta letra, los inmuebles que pertenecen a una municipalidad y fueron entregados en comodato a la respectiva corporación municipal o a personas jurídicas de derecho privado que no persigan fines de lucro. 


2) Los inmuebles que pertenezcan a entidades en que participe una municipalidad, tal como una corporación municipal, que hayan sido adquiridos o traspasados a este último para el solo efecto de prestar el servicio educacional, serán traspasados al Servicio Local que corresponda.


3) Los inmuebles que no correspondan a alguna de las categorías anteriores y que pertenezcan a entidades en que participe una municipalidad, tales como corporaciones municipales, serán traspasados al Servicio Local que corresponda. Con todo, si dichas corporaciones demuestran que un determinado inmueble se encuentra en esta categoría, podrán optar por entregarlo en comodato al Servicio Local. Éste deberá ser celebrado antes de que se verifique el traspaso del servicio educacional, según lo establecido en el artículo noveno transitorio, y tendrá una duración de, al menos, 30 años. Asimismo, deberá dar cumplimiento, respecto del derecho de uso entregado en virtud del comodato, a todos los trámites establecidos para los inmuebles en estas disposiciones transitorias.”.


Artículo décimo segundo - Bienes muebles afectos al servicio educacional. Se entenderán afectos a la prestación del servicio educacional los bienes muebles que, perteneciendo a los órganos señalados en el artículo precedente, se encuentren en alguno de los siguientes casos:


a) Bienes muebles que guarnecen los inmuebles señalados en el inciso primero del artículo anterior.


b) Bienes muebles no comprendidos en la letra anterior que resultan necesarios para la prestación del servicio educacional de conformidad a la ley.


c) Bienes muebles que hayan sido adquiridos con transferencias de recursos fiscales, para la prestación del servicio educacional.


Desde la entrada en vigencia de esta ley y hasta el traspaso del servicio educacional, dichos órganos de la Administración del Estado, así como los órganos que dependan de éstos, destinarán los bienes señalados en este artículo y en el artículo precedente exclusivamente a la prestación del servicio educacional, no pudiendo, en todo o en parte, destinarlos a una finalidad distinta.


Los bienes señalados en el presente artículo y en el artículo precedente se traspasarán, por el solo ministerio de la ley, al Servicio Local con competencia en la comuna en el cual se encuentren emplazados, en la forma y oportunidad señalada en el artículo noveno transitorio.


Artículo décimo tercero.- Regularización de inmuebles destinados al funcionamiento de establecimientos educacionales. Para la regularización de la propiedad de los inmuebles afectos al funcionamiento de establecimientos educacionales, señalados en el artículo décimo primero transitorio y en el literal b) del artículo vigésimo primero transitorio de esta ley, se estará a lo dispuesto en el decreto ley N° 2.695, en todo aquello que sea pertinente, sin que sea aplicable, para estos efectos, la restricción respecto al avalúo fiscal de dichos inmuebles que establece el artículo 1° del mismo decreto ley.


Artículo décimo cuarto.- Regularización de la infraestructura. Las construcciones o ampliaciones de infraestructura educacional en inmuebles comprendidos en el artículo décimo primero transitorio y en el literal b) del artículo vigésimo primero transitorio de esta ley, construidas con o sin permiso de edificación y las que no cuenten con recepción final a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, podrán ser regularizadas de conformidad a lo establecido en el presente artículo.


Podrá solicitar su regularización el sostenedor del establecimiento educacional cuya infraestructura se encuentre en alguna de las situaciones señaladas en el inciso anterior, acompañando los siguientes antecedentes:


a) Aquellos especificados en el artículo 5.1.6 N°s. 6, 7 y 9 del decreto supremo N° 47, de 1992, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, suscritos por un profesional competente, en que consten las características de la edificación que se regulariza.


b) Certificado de dominio vigente de la propiedad en que se encuentra ubicada la construcción o ampliación.


c) Informe técnico de un profesional arquitecto o ingeniero civil, sobre el buen estado estructural y constructivo del edificio y de la carencia de riesgo físico para sus usuarios.


d) Certificado de higiene ambiental expedido por la autoridad de salud competente.


e) Informe técnico de un instalador autorizado sobre el buen estado de las instalaciones de electricidad, de agua potable y de alcantarillado.


f) Informe del sostenedor sobre las condiciones generales de seguridad, en especial, las de evacuación.


g) Certificado del Secretario Regional Ministerial de Educación o la Dirección Regional de la Junta Nacional de Jardines Infantiles competente, según corresponda, de la utilización de las construcciones, ampliaciones o habilitaciones para impartir el servicio educacional.


Sólo podrán acogerse a lo establecido en el presente artículo las edificaciones o las ampliaciones, o ambas según el caso, construidas con anterioridad a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, siempre que durante los treinta días siguientes a esta misma fecha no se formularen reclamaciones de los vecinos por incumplimiento de normas, y en la medida en que se respeten las líneas oficiales de edificación establecidas por los planes reguladores respectivos.


Las regularizaciones acogidas a esta ley estarán exentas del pago de derechos de edificación.


La Dirección de Obras Municipales deberá pronunciarse dentro de los noventa días siguientes a la presentación de la solicitud. Transcurrido dicho plazo sin que se hubiere emitido un pronunciamiento, se tendrá por aprobada.


Si el permiso o la recepción, o ambos según el caso, fueren denegados, los interesados podrán reclamar ante la Secretaría Regional Ministerial de Vivienda y Urbanismo respectiva, en un plazo de quince días contado desde la notificación del rechazo, la que deberá pronunciarse sobre el reclamo y, si fuere procedente, ordenará que se otorgue en tal caso el permiso o la recepción, o ambos, según se trate.


Artículo décimo quinto.- Cesión de contratos y convenios. Con el exclusivo fin de asegurar la continuidad del servicio educacional, los Servicios Locales serán sucesores legales de las municipalidades o corporaciones municipales en aquellos contratos o convenios que hubieren celebrado con terceros, que tengan por objeto el uso o goce de los bienes inmuebles en que funcione el establecimiento educacional respectivo, la prestación de servicios, o la entrega de bienes para la prestación del servicio educacional, que resulten necesarios para la continuidad del mismo.


Para todos los efectos legales, en los contratos o convenios celebrados con terceros se aplicarán las normas de la ley N° 20.845.


Artículo décimo sexto.- Cesión de concesiones. Sin perjuicio del traspaso del servicio educacional y los bienes afectos al mismo, los Servicios Locales serán sucesores legales de aquellas municipalidades que hubieren concesionado el servicio educacional respecto de uno o más establecimientos educacionales, pudiendo poner término a la concesión de acuerdo a los procedimientos vigentes en esta ley.


Artículo décimo séptimo.- Exención de derechos e impuestos. Los actos, convenios, publicaciones, inscripciones, subinscripciones o actuaciones de cualquier otro tipo que se originen a causa de los traspasos de bienes y servicios dispuestos en la presente ley, estarán exentos de todo arancel o tributo, incluyendo cualquier tipo de impuesto, tasa o derecho a favor del fisco o del patrimonio de cualquier órgano del Estado.

Párrafo 4º

Del traspaso de establecimientos de educación parvularia.


Artículo décimo octavo.- Traspaso de establecimientos de educación parvularia. Se entenderán incluidos en el traspaso señalado en el párrafo 2º de estas disposiciones transitorias, los establecimientos de educación parvularia administrados por municipalidades o corporaciones municipales que reciban aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento, en la misma forma y oportunidad señalada en dicho párrafo. A dichos establecimientos no les será exigible contar con el reconocimiento oficial del Estado, mientras esté pendiente aún el plazo para obtenerlo de conformidad con lo dispuesto por el artículo décimo quinto transitorio de la ley Nº 20.529.


Sin perjuicio de lo anterior, se excluirán del traspaso de bienes regulado en el párrafo 3º de estas disposiciones transitorias aquellos inmuebles en los cuales se emplacen los establecimientos de educación parvularia y que no estén destinados exclusivamente a la prestación del servicio educacional, así como los bienes muebles destinados a su funcionamiento. Respecto de estos últimos, sólo se traspasarán al Servicio Local aquellos bienes muebles adquiridos mediante transferencias de recursos de la Junta Nacional de Jardines Infantiles o a través de recursos fiscales.


La Junta Nacional de Jardines Infantiles, dentro de los ciento veinte días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley, dictará una resolución en la cual se individualizarán los establecimientos de educación parvularia respecto de los cuales tenga convenio vigente de transferencia de fondos con municipalidades o corporaciones municipales, que reciban aportes regulares del Estado para su operación y funcionamiento a la fecha de la publicación de la ley. Además, dentro del mismo plazo, deberá remitir al Ministerio de Educación toda información relevante para el traspaso del servicio educacional, por cada establecimiento educacional, tal como matrícula, transferencias corrientes y de capital, documentos en que consten supervisiones que hayan sido realizadas, estado de avance del cumplimiento de los requisitos para la obtención del reconocimiento oficial del Estado, entre otras. Asimismo, los Servicios Locales podrán celebrar convenios de colaboración con la Junta Nacional de Jardines Infantiles destinados a brindar asistencia técnica en la implementación del nivel parvulario.

Párrafo 5°

Del procedimiento de traspaso del servicio educacional


Artículo décimo noveno.- Del procedimiento de traspaso. Los traspasos dispuestos en los párrafos anteriores se efectuarán de conformidad al procedimiento de traspaso regulado en este párrafo, el que deberá resguardar siempre la continuidad del servicio educacional y el derecho a la educación de los estudiantes.


Artículo vigésimo.- Registro de bienes destinados a la prestación del servicio educacional. El Ministerio de Educación llevará un registro actualizado, desde la entrada en vigencia de esta ley, en el cual se individualizarán los bienes muebles e inmuebles que serán traspasados, o entregados en comodato según lo establecido en el numeral 3) del artículo décimo primero transitorio, a cada Servicio Local de Educación Pública, de conformidad a lo establecido en el párrafo 3° del presente Título.


Para estos efectos, cada municipalidad deberá elaborar un registro actualizado de sus bienes inmuebles, cuya copia deberá remitir al Ministerio de Educación, dentro de los tres meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley, y un registro actualizado de sus bienes muebles, cuya copia deberá remitir al Ministerio de Educación dentro de los doce meses siguientes a dicha fecha. Asimismo, deberá oficiar a dicho Ministerio cualquier hecho relevante relacionado con los bienes destinados a la prestación del servicio educacional que se encuentren en su comuna, de conformidad a lo que establezca el reglamento.


Artículo vigésimo primero.- De las obligaciones de las municipalidades. Las municipalidades que presten el servicio educacional, directamente o a través de corporaciones municipales, deberán remitir al Ministerio de Educación toda la información que sea necesaria para el adecuado traspaso, con una anticipación de al menos seis meses antes de la entrada en funcionamiento del Servicio Local al cual deban traspasar el servicio educacional. En el caso de los Servicios Locales individualizados en el párrafo primero del numeral 1) del artículo sexto transitorio, las municipalidades cuyo servicio se traspase el año 2018 deberán remitir esta información en el plazo de un mes desde la fecha de publicación de la presente ley. Esta información deberá considerar al menos lo siguiente:


a) Una nómina de los profesionales de la educación y asistentes de la educación que se desempeñen en establecimientos educacionales que, de conformidad a la presente ley, serán traspasados a los Servicios Locales. Deberá indicarse el respectivo régimen legal y/o contractual, señalándose entre otros antecedentes que requiera el Ministerio, el nombre, función que realiza, antigüedad, lugar en que se desempeña, situación previsional y remuneración desagregada, y las asignaciones que le correspondan percibir. 


b) Un inventario de los bienes muebles e inmuebles que deberán ser traspasados o entregados en comodato según lo establecido en el numeral 3 del artículo décimo primero transitorio, de conformidad a los párrafos 3° y 4º de estas disposiciones transitorias, individualizándolos y señalando el estado de conservación en el cual se encuentran. Respecto de los inmuebles y vehículos motorizados, deberán expresarse todas las menciones exigidas por la ley y reglamentación respectiva para su inscripción en los registros pertinentes. Este inventario deberá llevar la firma del director del respectivo establecimiento educacional.


c) Copia de los contratos o convenios vigentes con terceros proveedores de bienes y servicios.


d) Un catastro de los servicios prestados dentro de la comuna, por los establecimientos educacionales o a través de estos, o dirigidos a los propios establecimientos, y dentro de las cuales se encuentre toda iniciativa y programa, de cualquier índole, que esté siendo implementada por la municipalidad o corporación municipal, según corresponda.


e) Cualquier otra información que sea procedente para el adecuado traspaso del servicio educacional. 


El Ministerio de Educación, mediante resolución, podrá establecer otros antecedentes que resulten necesarios para el adecuado traspaso del servicio educacional, así como determinar el formato en que éstos deberán remitirse.


Asimismo, deberá constituirse una comisión técnica con el objeto de colaborar con la adecuada entrega de la información a que se refiere el literal a) del presente artículo. Esta comisión se constituirá al menos ocho meses antes de la entrada en funcionamiento del respectivo Servicio Local y estará compuesta por un representante de la municipalidad, un representante de los profesionales de la educación, un representante de los asistentes de la educación y un representante del personal que se desempeñe en los Departamentos de Administración de Educación Municipal o de las corporaciones municipales cuya función se relacione directamente con la administración del servicio educacional, junto a los equipos técnicos que el Ministerio de Educación destine para estos efectos. En el cumplimiento de su función considerará la información que le sea proporcionada, de carácter laboral y previsional del personal de las municipalidades o de las corporaciones municipales. Las municipalidades correspondientes a los Servicios Locales señalados en el numeral 1) del artículo sexto transitorio se exceptuarán de la constitución de esta comisión.


Para los efectos de lo establecido en el presente artículo, la municipalidad deberá dictar un decreto alcaldicio, de acuerdo a la normativa vigente, al cual se acompañará el inventario de bienes y la nómina de personal.


En caso de que un municipio no cumpla con las obligaciones establecidas en este artículo, se entenderá que se configurará causal de notable abandono de deberes respecto del alcalde. Para dichos efectos se procederá según lo dispuesto en la letra c) del artículo 60 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2006, del Ministerio del Interior, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley orgánica constitucional de municipalidades.


El Ministerio de Educación podrá colaborar con las municipalidades para el adecuado cumplimiento de lo dispuesto en este artículo.


Artículo vigésimo segundo.- Resolución de traspaso. Al menos dos meses antes de la entrada en funcionamiento de un Servicio Local, el Ministro de Educación deberá dictar una o más resoluciones que individualicen los bienes muebles e inmuebles y personal que le serán traspasados, o entregados en comodato según lo establecido en el numeral 3) del artículo décimo primero transitorio, las cuales deberán contener, a lo menos, lo señalado en los literales a), b), c), d) y e) del inciso primero del artículo anterior. En el caso de los Servicios Locales indicados en el párrafo primero del numeral 1) del artículo sexto transitorio dicha resolución deberá dictarse antes del traspaso del servicio educacional, de conformidad a lo establecido en el artículo octavo transitorio.


Dicha resolución deberá ser remitida al Servicio Local respectivo, dentro de los diez días hábiles siguientes a su entrada en funcionamiento. El Conservador de Bienes Raíces y/o el Servicio de Registro Civil e Identificación con competencia en el territorio en que se emplacen los Servicios Locales respectivos, deberán practicar las inscripciones y subinscripciones que correspondan producto del traspaso, respecto de los bienes muebles e inmuebles afectos a la prestación del servicio educacional señalados en los artículos décimo primero y décimo segundo transitorios de la presente ley, con el sólo mérito de la resolución del Ministerio de Educación a la que se refiere este artículo, la cual será título suficiente para ello.


Artículo vigésimo tercero.- Acta de traspaso. Dentro de los sesenta días siguientes al traspaso del servicio educacional, se constituirá en cada establecimiento traspasado un funcionario del Servicio Local respectivo, quien deberá levantar un acta de traspaso de bienes y recursos financieros, y que será, para estos efectos, ministro de fe.


En dicha acta se individualizarán los bienes muebles e inmuebles que le hayan sido materialmente traspasados, indicando el estado de conservación en que se encuentran, cotejándose con la respectiva resolución de traspaso señalada en el artículo vigésimo segundo transitorio.


En caso que existan diferencias entre la resolución de traspaso y el levantamiento del acta, y de ello se derivare alguna eventual infracción a la ley, se oficiarán los antecedentes que correspondan a los organismos públicos competentes. Asimismo, si se tuviere conocimiento de la comisión de un hecho que pudiere revestir caracteres de delito, deberán remitirse dichos antecedentes a la autoridad competente de conformidad con lo dispuesto en la letra k) del artículo 61 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834.

Párrafo 6°

Del Plan de Transición


Artículo vigésimo cuarto.- Del Plan de Transición. Desde la entrada en vigencia de esta ley, las municipalidades que presten el servicio educacional, directamente o a través de corporaciones municipales, podrán suscribir un Plan de Transición, de carácter plurianual, que el Ministerio de Educación pondrá a su disposición. Éste tendrá por objeto asegurar el adecuado traspaso del servicio educacional, así como el fortalecimiento y mejora de dicho servicio, hasta su total traspaso, de conformidad a lo establecido en el artículo octavo transitorio.


El plan señalado en el inciso anterior, considerando la situación educacional, administrativa y financiera de la respectiva municipalidad o corporación municipal deberá contemplar, a lo menos, lo siguiente:


a) Especificación de estrategias y acciones a adoptar para el fortalecimiento y mejora del servicio educacional, orientadas a la calidad de la educación que se imparte.


b) Especificación de estrategias y acciones a adoptar para el adecuado traspaso del servicio educacional, en especial respecto de sus bienes muebles e inmuebles, recursos financieros y personal.


c) Objetivos financieros a alcanzar por la respectiva municipalidad, hasta antes del traspaso del servicio educacional, los cuales deberán desagregarse en objetivos anuales, de conformidad a lo señalado en el artículo vigésimo séptimo transitorio.


d) Incorporación de un compromiso del Ministerio de Educación para colaborar y asistir a la respectiva municipalidad en los objetivos señalados en el literal anterior, transfiriendo recursos con dicho fin, de conformidad a la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público y lo establecido en los artículos vigésimo sexto y vigésimo séptimo transitorios.


Este plan se ejecutará de conformidad a los recursos que establezca para estos efectos la respectiva Ley de Presupuestos del Sector Público, mediante los convenios señalados en el artículo siguiente.


Artículo vigésimo quinto.- De los convenios de ejecución del Plan de Transición. El Plan de Transición se ejecutará mediante la suscripción de uno o más convenios de ejecución entre el Ministerio de Educación y la municipalidad o corporación municipal respectiva los que, individualmente o en su conjunto, deberán considerar, a lo menos, las siguientes materias:


a) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, para fortalecer y mejorar el servicio educacional que presta, en especial, respecto al mantenimiento y conservación de sus establecimientos educacionales y la calidad del servicio educacional que brindan. 


b) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de mantener en funcionamiento los establecimientos educacionales de su dependencia.


c) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de señalar las prestaciones y programas que implementa a través de los establecimientos educacionales, o dirigidos a estos establecimientos, indicando los servicios que continuará prestando una vez traspasado el servicio educacional.


d) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de ejecutar las acciones que faciliten el traspaso a los Servicios Locales de la administración del servicio educacional, tales como, el pago de remuneraciones, pago de proveedores, entre otras.


e) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de trabajar colaborativamente con las municipalidades o corporaciones municipales pertenecientes al mismo Servicio Local, con el objeto de facilitar el traspaso del servicio educacional.


f) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de ejecutar las acciones que faciliten el traspaso a los Servicios Locales de los inmuebles en que funcionan los establecimientos educacionales o de su uso, tales como, regularización según lo establecido en los artículos décimo tercero y décimo cuarto transitorios, realización de trámites ante el Conservador de Bienes Raíces respectivo, entrega de información acerca de su estado de conservación, permitir al Servicio Local visitarlos para su revisión, celebración e inscripción del contrato de comodato en el caso del numeral 3) del artículo décimo primero transitorio, entre otras.  


g) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de planificar e implementar, en conjunto con el Ministerio de Educación, acciones y programas de formación y capacitación tendientes a fortalecer las capacidades del personal que se desempeña en el nivel de administración educacional municipal.


h) Obligación de la municipalidad o corporación municipal, según corresponda, de cumplir con los objetivos financieros del Plan de Transición, dentro de los que se deberá considerar un adecuado balance entre ingresos y gastos y el pago de las deudas originadas por la prestación del servicio educacional, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo trigésimo transitorio.  Para estos efectos deberá coordinar la planificación y los instrumentos de gestión del sistema educativo con el financiamiento que establezca la ley, de conformidad a lo señalado en el artículo vigésimo séptimo transitorio de esta ley.


i) Obligación de la municipalidad o corporación municipal de entregar al Ministerio de Educación la información que éste requiera para el adecuado traspaso del servicio educacional.


j) Asistencia técnica que el Ministerio de Educación brindará a la respectiva municipalidad o corporación municipal, según corresponda, para la elaboración de los instrumentos de planificación y gestión, en concordancia con lo señalado en la letra h) de este artículo, contemplándose a lo menos la asistencia técnica para la elaboración del Plan de Desarrollo Educativo Municipal de acuerdo a lo señalado en el artículo vigésimo octavo transitorio.


k) La transferencia o pago directo de recursos por parte del Ministerio de Educación para contribuir al cumplimiento de los objetivos financieros del Plan de Transición. El monto y forma de la transferencia de dichos recursos se determinará de conformidad a lo que establezca la Ley de Presupuestos del Sector Público, así como para la planificación e implementación de las acciones de formación y/o capacitación a que se refiere el literal g) de este artículo.


Una vez suscritos los convenios de ejecución, éstos deberán ser remitidos a la Superintendencia de Educación para su conocimiento. Asimismo, a ésta le corresponderá fiscalizar, de conformidad a la ley, el cumplimiento de las obligaciones establecidas en cada convenio y, en general, el correcto uso de los recursos transferidos de acuerdo a este artículo.


Para efectos de dar cumplimiento a lo señalado en el literal g) de este artículo, el Ministerio de Educación podrá requerir del apoyo del Servicio Nacional de Capacitación y Empleo, del Sistema Nacional de Certificación de Competencias Laborales y de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, entre otros.


Artículo vigésimo sexto.- Transferencia de recursos para contribuir al cumplimiento de los objetivos financieros. Para los efectos de lo establecido en el literal k) del artículo anterior, el Ministerio de Educación, con la visación del Ministerio de Hacienda, podrá transferir a las municipalidades o corporaciones municipales, según corresponda, recursos destinados a contribuir al financiamiento de gastos incurridos, que considere debidamente justificados. El Ministerio de Educación estará facultado para pagar directamente a terceros por estos conceptos. 


El Ministerio de Educación determinará dichos gastos, pudiendo para ello solicitar información a la Superintendencia de Educación, la cual deberá remitirla; así como también podrá requerir la realización de auditorías en la respectiva municipalidad o corporación para la justificación de dichos gastos. El Ministerio de Educación deberá requerir la realización de dichas auditorías a la Superintendencia de Educación o a instituciones externas, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 20.529, en aquellos municipios o corporaciones respecto de los cuales se hubiera verificado, durante los cinco años anteriores a la firma del convenio, alguna de las siguientes hipótesis:


a) Nombramiento de un administrador provisional respecto de uno o más establecimientos educacionales de su dependencia.


b) Aplicación de sanciones por infracciones graves a la normativa educacional con excepción de las establecidas en los literales c, d) y e) del artículo 76 de la ley N° 20.529.


Artículo vigésimo séptimo.- Del Plan Anual de Desarrollo Educativo Municipal. Para efectos de alcanzar los objetivos financieros establecidos en el literal c) del artículo vigésimo cuarto transitorio, los convenios de ejecución señalados en dicho artículo establecerán obligaciones específicas que deberán ser consideradas en el Plan Anual de Desarrollo Educativo Municipal, regulado en el artículo cuarto de la ley N° 19.410. En particular, dichos convenios establecerán expresamente que la municipalidad dará cumplimiento a las observaciones que el Ministerio de Educación realice al proyecto de Plan de Desarrollo Educativo Municipal, de conformidad a la asistencia técnica que le brinde según lo dispuesto en el artículo siguiente, como requisito habilitante para acceder a los recursos que prevé el literal k) del artículo vigésimo quinto transitorio.


Artículo vigésimo octavo.- De la asistencia técnica al Plan de Desarrollo Educativo Municipal. Para los efectos de lo dispuesto en el artículo anterior y en el literal j) del artículo vigésimo quinto transitorio, el o los respectivos convenios establecerán que el Ministerio de Educación brindará asistencia técnica en la elaboración del Plan de Desarrollo Educativo Municipal regulado en el artículo 4° de la ley N° 19.410.


Asimismo, los convenios establecerán el plazo en el cual se remitirá al Ministerio de Educación el proyecto de Plan de Desarrollo Educativo Municipal y la oportunidad en la cual el Ministerio enviará sus observaciones o propuestas de modificaciones, si corresponde, lo cual deberá ser previo a la presentación del plan al Concejo Municipal para su respectiva aprobación.


Artículo vigésimo noveno.- Del incumplimiento de los convenios. En caso que una municipalidad incumpla gravemente los convenios de ejecución señalados en el artículo vigésimo quinto transitorio, el Ministerio de Educación podrá ponerles término, mediante resolución fundada, sobre la base de un informe emanado de la Superintendencia de Educación. 


Se entenderá por incumplimiento grave de los convenios de ejecución:


a) Incumplimiento de la obligación establecida en el literal b) del artículo vigésimo quinto transitorio.


b) Uso de los recursos transferidos de acuerdo a lo dispuesto en el literal k) del artículo vigésimo quinto transitorio para actividades distintas de las acordadas en los convenios.


c) Incumplimiento de las observaciones que el Ministerio de Educación realice respecto del Plan Anual de Desarrollo Educativo Municipal, regulado en el artículo cuarto de la ley N° 19.410. 


En caso de término de un convenio, de conformidad a lo señalado en el presente artículo, no se podrán celebrar los restantes convenios referentes a la transferencia de recursos por parte del Ministerio de Educación para contribuir al cumplimiento de los objetivos financieros del Plan de Transición que se hubiere suscrito.


Artículo trigésimo.- De la deuda municipal ocasionada por la prestación del servicio educacional. Para los efectos de lo establecido en el literal h) del artículo vigésimo quinto transitorio, se entenderá por deuda municipal originada por la prestación del servicio educacional aquellas obligaciones de una municipalidad o de una corporación municipal que sean exigibles al 31 de diciembre de 2014 y que a continuación se señalan:


a) Obligaciones previsionales y por concepto de pagos por descuentos voluntarios, no pagados a quien correspondía, tales como a mutuales o cajas de compensación, de conformidad a la legislación vigente, correspondientes a los profesionales de la educación regidos por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, y a los asistentes de la educación regidos por la ley N° 19.464, que se desempeñen o hayan desempeñado en establecimientos educacionales administrados directamente por municipalidades o a través de corporaciones municipales.


b) Obligaciones previsionales y por concepto de pagos por descuentos voluntarios, no pagados a quien correspondía, tales como a mutuales o cajas de compensación, de conformidad a la legislación vigente, con el personal que se desempeña o se haya desempeñado en los respectivos Departamentos de Administración de Educación Municipal o en las corporaciones municipales. Respecto a estas últimas, sólo se entenderán comprendidas aquellas obligaciones del personal que se desempeña o se haya desempeñado en la gestión educacional.


c) Obligaciones contraídas con terceros proveedores de bienes y servicios directamente necesarios para la prestación del servicio educacional en los establecimientos de su dependencia o de las corporaciones municipales a su cargo, según corresponda. Se excluirán aquellas adquiridas por concepto de asistencia técnica educativa, prestada por entidades pedagógicas y técnicas de apoyo, reguladas en la ley N° 20.248.


d) Intereses y reajustes que correspondan, de las obligaciones señaladas en los literales anteriores.


Las municipalidades o corporaciones municipales deberán remitir al Ministerio de Educación un informe desagregado por cada una de las obligaciones establecidas en el inciso anterior dentro de los ciento ochenta días siguientes a la entrada en vigencia de esta ley. Dicho informe deberá realizarse sobre la base de una auditoría externa al servicio educativo a cargo del respectivo municipio o corporación municipal, y será considerado para los efectos de lo establecido en el literal k) del artículo vigésimo quinto transitorio. 


Artículo trigésimo primero.- Deuda por anticipo de subvención. La deuda contraída por las municipalidades o corporaciones municipales, según corresponda, originada en anticipos de subvención, de conformidad a las leyes números 20.158, 20.159, 20.244, 20.501, 20.652, 20.822 y 20.964, no se transferirá a los Servicios Locales.


Sin perjuicio de lo anterior, las municipalidades o corporaciones municipales, según corresponda, serán las únicas responsables de extinguir las deudas que subsistan con los beneficiarios de dichas leyes, por incumplimiento del pago de las mismas. En la medida que las entidades antedichas hayan cumplido satisfactoriamente dicha obligación, se les condonará el saldo de la deuda por anticipo con el Fisco.


Artículo trigésimo segundo.- Administrador provisional. Previo a la fecha de traspaso del servicio educacional, la Superintendencia de Educación podrá nombrar un administrador provisional en uno o más establecimientos educacionales de administración municipal o de corporaciones municipales, tanto en los casos del artículo 89 de la ley N° 20.529, como cuando se verifique el término del o los convenios de ejecución señalados en el artículo vigésimo quinto transitorio de la presente ley, por incumplimiento grave, conforme a lo establecido en el artículo vigésimo noveno transitorio.


Tratándose de los literales b) y c) del artículo vigésimo noveno transitorio, el administrador provisional ejercerá sus funciones respecto de la totalidad de los establecimientos educacionales de administración municipal o de la corporación municipal, según corresponda.


El administrador provisional regulado en el presente artículo durará en su cargo hasta el término del año laboral docente en curso. Este plazo será prorrogable por períodos iguales y sucesivos, cuando ello sea necesario para garantizar el ejercicio del derecho a la educación de los estudiantes, así como la continuidad del servicio educacional en los establecimientos educacionales, y/o facilitar el adecuado traspaso de éstos a los Servicios Locales. Con todo, las facultades del administrador provisional cesarán en el momento en que se verifique el traspaso del servicio educacional, de acuerdo a lo establecido en el artículo octavo transitorio.


Para el adecuado cumplimiento de lo dispuesto en este artículo, el administrador provisional deberá:


a) Ordenar que se realice una auditoría, que abarque al menos los dos últimos años lectivos anteriores a su nombramiento, excepto en los casos en que se hubiera realizado la auditoría contemplada en el artículo vigésimo sexto transitorio de la presente ley.


b) Elaborar anualmente una propuesta que contenga las menciones del plan a que se refiere el artículo 4° de la ley N° 19.410, sólo en lo pertinente al o los establecimientos educacionales que administre. Dicha propuesta se entenderá parte integrante, para todos los efectos legales, del plan presentado en conformidad con el inciso primero del artículo 5° de dicha ley, para su respectiva aprobación por el concejo municipal.


Asimismo, podrá suscribir con el Ministerio de Educación los convenios de ejecución establecidos en el artículo vigésimo quinto transitorio de la presente ley en relación al o los establecimientos educacionales que administre.


En todo lo no previsto en este artículo, las normas del Párrafo 6°, Título III, de la ley N° 20.529, se aplicarán supletoriamente.


Artículo trigésimo tercero.- Convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa. El Ministerio de Educación, dentro de los 10 días hábiles siguientes al traspaso del servicio educacional, solicitará a las municipalidades o corporaciones municipales respectivas que acrediten haber ejecutado todas las obligaciones generadas de acuerdo a la etapa de cumplimiento de los convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa celebrados en virtud de la ley N° 20.248, que Establece Subvención Escolar Preferencial, así como el hecho de haber destinado la totalidad de las subvenciones y aportes recibidos a las medidas comprendidas en el Plan de Mejoramiento Educativo según establece el artículo 6, letra e), de dicha ley, con el fin de poner término a dichos convenios. 


En caso de que tales recursos no hubiesen sido destinados a la finalidad señalada, deberán ser restituidos, sin perjuicio de la responsabilidad civil, penal o administrativa que corresponda. 


Desde que se produzca el traspaso del servicio educacional, de acuerdo a lo establecido en el artículo octavo transitorio, el Ministerio de Educación procederá a celebrar nuevos convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa con los Servicios Locales de Educación. Para estos efectos no regirá el plazo dispuesto en el artículo 12 de la ley Nº 20.248.


Las municipalidades o corporaciones municipales, que hayan dado cumplimiento íntegro a todas las obligaciones de los convenios de ejecución del Plan de Transición según lo establecido en estas disposiciones transitorias, no requerirán acreditar el cumplimiento de las obligaciones indicadas en el inciso primero de este artículo respecto de aquellos recursos que les fueron transferidos antes del 31 de diciembre de 2016 en el marco de los convenios de Igualdad de Oportunidades y Excelencia Educativa celebrados en virtud de la ley N° 20.248.


Artículo trigésimo cuarto.- Informe financiero del servicio educativo municipal previo al traspaso. Cada municipio o corporación municipal, haya o no suscrito el Plan de Transición, deberá entregar al Ministerio de Educación un informe completo y actualizado a la fecha de su entrega sobre el estado financiero del servicio educativo a su cargo, en un plazo no superior a ciento ochenta días ni inferior a sesenta días previo al traspaso del servicio educacional. Las municipalidades que traspasen el servicio educacional el año 2018 deberán dar cumplimiento a lo dispuesto en este artículo dentro del plazo de 60 días previo al traspaso de dicho servicio. 


Este informe deberá contener: 


i) El resultado de una auditoría externa realizada por una institución registrada para tales efectos en la Superintendencia de Valores y Seguros, de conformidad al Título XXVIII de la ley N° 18.045.  Los recursos para estos efectos deberán estar contemplados en el respectivo convenio de ejecución, de acuerdo a lo señalado en el artículo vigésimo quinto transitorio. 


ii) El estado de pago de las obligaciones descritas en los literales a) y b) del artículo trigésimo transitorio, más los intereses y reajustes, en caso de incumplimiento de dichas obligaciones. 


iii) El estado de pago de las remuneraciones que correspondan a los profesionales de la educación regidos por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, a los asistentes de la educación regidos por la ley N° 19.464, que se desempeñen o se hayan desempeñado en establecimientos educacionales administrados directamente por municipalidades o a través de corporaciones municipales, y al personal que se desempeña o se haya desempeñado en los respectivos Departamentos de Administración de Educación Municipal o en la gestión educacional de las corporaciones municipales según corresponda.


iv) El estado de pago de las obligaciones descritas en el literal c) del artículo trigésimo transitorio de la presente ley, más los intereses y reajustes, en caso de incumplimiento de dichas obligaciones.


La información a que se refiere el inciso anterior deberá encontrarse actualizada a la fecha en que se remita al Ministerio de Educación, el que podrá complementarla con la que le proporcione la Superintendencia de Educación u otros organismos públicos.


En caso que el informe dé cuenta de la existencia de saldos impagos respecto de las obligaciones señaladas en los puntos ii) y iii) precedentes, el Ministerio de Educación, con autorización de la Dirección de Presupuestos, podrá pagar directamente a las instituciones o a las personas que corresponda.


Los recursos fiscales que se utilicen para el pago de las deudas referidas en el inciso precedente podrán ser descontados de los montos que a la municipalidad respectiva le corresponda percibir por su participación en el Fondo Común Municipal, establecido en el decreto supremo Nº 2.385, de 1996, del Ministerio del Interior, en el año inmediatamente siguiente a aquel en que se realicen los mencionados pagos. La Dirección de Presupuestos deberá determinar los recursos que se descontarán por este concepto y lo informará a la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo y al Servicio de Tesorerías para que éste proceda al descuento, durante el plazo de un año y en el número de cuotas que dicho Servicio determine.


Para todos los efectos, este informe se entenderá comprendido dentro de la rendición del convenio de ejecución correspondiente, suscrito entre el municipio o corporación municipal respectiva y el Ministerio de Educación, de acuerdo a lo señalado en el artículo vigésimo quinto transitorio de la presente ley.

Párrafo 7°

Disposiciones transitorias referidas a la Dirección de Educación Pública


Artículo trigésimo quinto.- Facultades especiales de la Dirección de Educación Pública. Durante el período que media entre la entrada en funcionamiento de los Servicios Locales, según lo establecido en el artículo sexto transitorio, y el momento en que se haga efectivo el traspaso del servicio educacional, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo octavo transitorio, la Dirección de Educación Pública coordinará y apoyará la instalación de dichos servicios, especialmente en lo que se refiere a la conformación del Comité Directivo Local respectivo, al traspaso de los establecimientos educacionales, de los derechos y obligaciones derivados de la calidad de sostenedor, y el traspaso del personal que se desempeña en las municipalidades o corporaciones municipales, de acuerdo a lo establecido en estas disposiciones transitorias.


Durante el período que media entre la entrada en vigencia de la presente ley y la entrada en funcionamiento de la Dirección de Educación Pública, le corresponderá a la Subsecretaría de Educación ejercer las funciones establecidas en el inciso precedente, como, asimismo, dar apoyo administrativo y operativo, tanto a esa Dirección, como a los Servicios Locales.


La función establecida en el artículo 27 de la presente ley, será ejercida y aplicada, según lo dispuesto en dicho artículo, por la Subsecretaría de Educación hasta que entre en funcionamiento la Dirección de Educación Pública.

Párrafo 8°

Del personal de la Dirección de Educación Pública y de los Servicios Locales de Educación Pública


Artículo trigésimo sexto.- De la planta de personal de la Dirección de Educación Pública y sus traspasos. Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de noventa días contados desde la fecha de entrada en vigencia de la presente ley, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos a través del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, regule las siguientes materias: 


1. Fijar la planta de personal de la Dirección de Educación Pública. 


En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República deberá dictar todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de la planta que fije. En especial, podrá determinar el número de cargos y grados para ésta, los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834. Asimismo, determinará las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria. 


Además, establecerá las normas complementarias al artículo 15 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, para el encasillamiento en la planta que fije, la que podrá incluir a los funcionarios que se traspasen del Ministerio de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, con exclusión del personal dependiente de la Junta Nacional de Jardines Infantiles.


2. Determinar la fecha de entrada en funcionamiento de la Dirección de Educación Pública, de la entrada en vigencia de la planta que fije y del encasillamiento que practique. 


3. Determinar la dotación máxima de personal de la Dirección de Educación Pública, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. 


4. Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios de planta y a contrata, desde el Ministerio de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, a la Dirección de Educación Pública. En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije la planta de personal, se determinará la forma en que se realizará el traspaso y el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, pudiéndose establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La dotación máxima de personal se disminuirá en el número de funcionarios traspasados. Conjuntamente con el traspaso del personal, se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.


La individualización del personal traspasado y su encasillamiento, cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Educación.


El uso de las facultades señaladas en el numeral 4) de este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrán ser considerados como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado.


b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones, modificación de los derechos estatutarios y previsionales del personal traspasado. Tampoco importará cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la Región en que estén prestando servicios, a menos que se lleve a cabo con su consentimiento.


c) Cualquier diferencia de remuneraciones se pagará mediante una planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.


d) Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, así como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.


e) En tanto no se constituya el Servicio de Bienestar de la Dirección de Educación Pública, todos sus funcionarios podrán afiliarse o continuar afiliados al Servicio de Bienestar del Ministerio de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, según corresponda.


5. El Presidente de la República podrá disponer el traspaso de toda clase de bienes desde el Ministerio de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, a la Dirección de Educación Pública.


Artículo trigésimo séptimo.- Plantas de personal de los Servicios Locales. Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de noventa días contado desde la publicación de esta ley en el caso de los Servicios Locales individualizados en el párrafo primero del numeral 1) del artículo sexto transitorio, y de un año, respecto del resto de los Servicios Locales, a través de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, regule las siguientes materias:


1.- Fijar las plantas de personal de los Servicios Locales, en lo que se refiere a los funcionarios que, conforme al artículo 47 de la presente ley, desarrollarán sus funciones en los niveles y unidades internas del respectivo Servicio. Dichas plantas no incluirán a los profesionales de la educación ni a los asistentes de la educación que se desempeñen en establecimientos educacionales, así como tampoco a las trabajadoras de los jardines vía transferencia de fondos.


En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República dictará todas las normas necesarias para la adecuada estructuración y operación de las plantas que fije y, en especial, podrá determinar el número de cargos y grados de éstas; los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones, y los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del artículo 8° del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo y determinar los niveles jerárquicos para efectos de la aplicación del Título VI de la ley N° 19.882, según corresponda. Asimismo, podrá determinar las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria.


2.- Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije y además podrá establecer las normas de encasillamiento del personal que practique. 


3.- Disponer el traspaso de toda clase de bienes desde el Ministerio de Educación y servicios dependientes o que se relacionen por su intermedio, a los Servicios Locales, con excepción de los bienes pertenecientes a la Junta Nacional de Jardines Infantiles.


Las plantas de personal de los Servicios Locales que se fijen de acuerdo a la atribución señalada en este artículo serán provistas por primera vez mediante los procedimientos a que se refieren los artículos siguientes. Los cargos que no se provean conforme a los mismos se proveerán mediante concurso público, luego del traspaso del servicio educacional.


Artículo trigésimo octavo.- Traspaso de personal municipal. El traspaso a los Servicios Locales, del personal que se desempeñe en los Departamentos de Administración de Educación Municipal y de las corporaciones municipales, creadas en virtud del artículo 12 del decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior, cuya función se relacione directamente con la administración del servicio educacional se ajustará al siguiente procedimiento:


1. Una vez nombrado en su cargo, el Director Ejecutivo del Servicio Local llamará a concurso, en el cual sólo podrá participar el personal antes señalado que ha estado cumpliendo funciones en las municipalidades o corporaciones municipales cuyo territorio sea de competencia del Servicio Local, al menos tres años antes de la fecha de traspaso del servicio educativo, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo octavo transitorio. En el caso de las comunas que formen parte de los Servicios Locales comprendidos en la primera etapa del calendario de instalación, también podrá postular el personal de dichas municipalidades o corporaciones municipales y que haya estado cumpliendo funciones al 30 de junio de 2017. El concurso se regirá por las normas del Párrafo I, Título II, del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2005, del Ministerio de Hacienda, que Fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, sin perjuicio de lo que se señala a continuación:


a) El concurso será preparado y realizado por un comité de selección, conformado por el Director Ejecutivo del Servicio Local o su representante; un representante del Ministerio de Educación y un representante de la Dirección de Educación Pública.


b) El Director Ejecutivo del Servicio Local convocará a los concursos a través de los sitios web del Ministerio de Educación, Dirección Nacional del Servicio Civil y de los municipios respectivos y en otros sitios web que para estos efectos se creen, donde se dará información suficiente, respecto de las funciones del cargo, requisitos para el desempeño del mismo, nivel de remuneraciones y el plazo para la postulación, entre otras materias. Adicionalmente, se publicarán avisos de la convocatoria del proceso de selección antes indicado en diarios de circulación nacional, los que deberán hacer referencia a los correspondientes sitios web para conocer las condiciones de postulación y requisitos solicitados, teniendo como factor preponderante la experiencia laboral.


c) En la convocatoria se especificarán los cargos de planta y a contrata que se proveerán mediante el concurso, las funciones a desempeñar y la localidad en la que estará ubicada la vacante.


d) En un solo acto, se postulará a uno o más cargos de la planta del respectivo Servicio Local de Educación Pública.


e) La provisión de los cargos de planta de cada Servicio Local se efectuará, sin solución de continuidad, en cada grado, en orden decreciente, conforme al puntaje obtenido por los postulantes. En caso de producirse empate, resolverá el Director Ejecutivo. El cambio en el régimen jurídico que experimenten los trabajadores seleccionados, no podrá significar en ningún caso disminución de las remuneraciones que perciban al momento del traspaso. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan al personal traspasado en virtud de esta norma, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los funcionarios del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa y se le aplicará el reajuste general antes indicado.


f) El Director Ejecutivo del Servicio Local respectivo dispondrá el traspaso de los funcionarios seleccionados, mediante resolución dictada al efecto, debiendo comunicar a la respectiva entidad empleadora el personal que ha resultado seleccionado. La fecha de la resolución antedicha fijará la fecha de traspaso de los funcionarios seleccionados.


2. Por el solo mérito de cesar una municipalidad o corporación municipal en la calidad de sostenedor de establecimientos educacionales, se entenderán traspasados los funcionarios seleccionados, según lo dispuesto en los literales anteriores. No obstante ello, mientras una municipalidad o corporación municipal no haya cesado en la calidad de sostenedor de establecimientos educacionales, de conformidad a lo dispuesto en el artículo tercero transitorio, el Director Ejecutivo podrá disponer el traspaso de los trabajadores seleccionados a través del concurso realizado en virtud del numeral anterior, que resultaren imprescindibles para la puesta en marcha del respectivo Servicio Local, no pudiendo, en ningún caso, disponer el traspaso anticipado de más de un tercio de los seleccionados que se encuentren prestando servicios en una misma municipalidad y en las corporaciones municipales cuyo personal esté siendo traspasado, consideradas conjuntamente.


3. El pago de los beneficios indemnizatorios al personal traspasado, que de acuerdo a su estatuto laboral tenga derecho a ello, se entenderá postergado por causa que otorgue derecho a percibirlo hasta el cese de servicios en el respectivo Servicio Local de Educación Pública. En tal caso, la indemnización correspondiente se determinará computando el tiempo servido, de acuerdo al Código del Trabajo, en las municipalidades y corporaciones municipales, con el límite a que se refiere el inciso segundo del artículo 163 del Código del Trabajo. La remuneración que se considerará para estos efectos será el promedio de las últimas doce remuneraciones percibidas por el trabajador en las respectivas municipalidades o corporaciones municipales, con los respectivos reajustes.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 3° de la ley N° 18.883, que Aprueba Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, excepcionalmente las municipalidades estarán facultadas para reubicar en otras funciones a los trabajadores que por cualquier causa no hubieren sido traspasados al Servicio Local correspondiente, de acuerdo a las normas del presente artículo. Dicho personal continuará afecto al régimen laboral al que se encontraba sujeto con anterioridad al ejercicio de dicha facultad.


No obstante lo dispuesto en el inciso anterior, en caso que a consecuencia de lo establecido en el presente artículo se produjese la desvinculación de trabajadores municipales que se desempeñen en los Departamentos de Administración de Educación Municipal o en corporaciones municipales que estén prestando servicios desde a lo menos tres años antes del traspaso del servicio educacional, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo octavo transitorio, y que no fueren traspasados a los Servicios Locales de conformidad a las reglas precedentes, serán indemnizados de acuerdo a los contratos de trabajo respectivos, con cargo fiscal. La Ley de Presupuestos del Sector Público fijará los recursos que anualmente podrán destinarse a estos efectos, así como los requisitos y procedimientos necesarios para que el Fisco solvente el pago de tales indemnizaciones.


El personal traspasado de acuerdo a esta norma se regirá por lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 47 de la presente ley.


Artículo trigésimo noveno.- Traspaso de personal municipal regido por el Estatuto Docente a los niveles internos de los Servicios Locales. Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la publicación de esta ley, a través de uno o más decretos con fuerza de ley expedidos por intermedio del Ministerio de Educación, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, disponga, sin solución de continuidad, el traspaso de los profesionales de la educación regidos por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, que se desempeñen en las municipalidades y corporaciones municipales creadas en virtud del artículo 12 del decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior, y que desempeñen cargos directivos o técnicos pedagógicos como parte de una dotación docente, a los Servicios Locales. En el respectivo decreto con fuerza de ley se determinará el número máximo de dotación docente que será traspasada. A contar de la fecha de traspaso, la dotación docente se disminuirá en el mismo número del traspaso.


En el caso del Jefe del Departamento de Educación Municipal que haya pertenecido a la respectiva dotación docente al asumir dicho cargo, podrá continuar desempeñándose en ella si existe disponibilidad en alguna de las funciones a que se refiere el artículo 5° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, en establecimientos educacionales de la misma municipalidad o corporación municipal. Lo anterior será sin derecho a la asignación establecida en el artículo 34 G del decreto con fuerza de ley ya citado. En el evento de que no exista disponibilidad en la respectiva dotación o no pertenecía a ella, tendrá derecho a una indemnización de cargo fiscal equivalente al total de las remuneraciones devengadas el último mes, por año de servicio o fracción superior a seis meses, con un máximo de seis y un mínimo de uno.


A través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Educación, se fijará el número de dotación docente a traspasar de acuerdo a lo señalado en el inciso anterior, pudiéndose establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización de los profesionales de la educación que se traspasarán, indicando su calidad, sea de titulares o contratados, se realizará a través de los referidos decretos.


El personal traspasado en virtud de este artículo continuará desempeñándose en el Servicio Local respectivo bajo las normas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación. 


El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrán ser considerados como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado.


b) No podrá significar pérdida del empleo, disminución de remuneraciones, modificación de los derechos estatutarios y previsionales del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la Región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.


c) Cualquier diferencia de remuneraciones se pagará mediante una planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros aumentos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.


d) En tanto no se constituya el Servicio de Bienestar de los Servicios Locales, los profesionales de la educación traspasados podrán afiliarse o continuar afiliados a los servicios de bienestar que le correspondían antes del traspaso.


Artículo cuadragésimo.- Nombramientos anticipados. A contar de la publicación de la presente ley, el Presidente de la República, sin sujetarse a lo dispuesto en el Título VI de la ley N°19.882, podrá nombrar al primer Director de Educación Pública y a los Directores Ejecutivos correspondientes a los Servicios Locales señalados en los numerales 1) y 2) del artículo sexto transitorio de esta ley, quienes asumirán de inmediato, por el plazo máximo de un año y en tanto se efectúa los procesos de selección pertinentes que establece la ley N° 19.882, para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública.


El primer nombramiento de los cargos correspondientes al segundo nivel jerárquico de los servicios públicos antedichos, también podrá realizarse sin sujetarse a lo dispuesto en el Título VI de la ley N° 19.882. Los funcionarios así designados asumirán de inmediato, por el plazo máximo de un año, en tanto se efectúan los procesos de selección pertinentes que establece la ley N° 19.882.


Los funcionarios indicados en los incisos anteriores, deberán cumplir con los requisitos legales exigidos para desempeñar los cargos en que serán nombrados y, en particular, deberán estar en posesión de un título de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocidos por éste y acreditar una experiencia profesional no inferior a cinco años, y su perfil considerará experiencia relevante en el ámbito educacional.


La persona nombrada en conformidad a lo señalado en los incisos primero y segundo podrá postular al correspondiente proceso de selección que se convoque. En este caso, no podrá considerarse como circunstancia de mérito el desempeño del cargo que sirve, en virtud de los incisos antes referidos.


En el acto de nombramiento, el Presidente de la República fijará la remuneración y el grado de la Escala Única de Sueldos, incluida la asignación de alta dirección pública, que le corresponderá a los funcionarios que se nombren de conformidad a este artículo, siempre que no se encuentren vigentes las respectivas plantas de personal.


Mientras no entren en funcionamiento la Dirección de Educación Pública y los Servicios Locales señalados en los numerales 1) y 2) del artículo sexto transitorio de esta ley, las remuneraciones se financiarán con cargo a la partida presupuestaria del Ministerio de Educación. 


A los jefes de servicio antes señalados les corresponderá especialmente realizar todas las gestiones necesarias para la entrada en funcionamiento de las instituciones antedichas.


Artículo cuadragésimo primero.- Traspaso del personal de los establecimientos educacionales. Traspásese a los Servicios Locales, por el solo ministerio de la ley y sin solución de continuidad, los profesionales de la educación y asistentes de la educación, regidos por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, y la ley N° 19.464, respectivamente, que se desempeñen en establecimientos educacionales dependientes de municipalidades o corporaciones municipales creadas de conformidad al decreto con fuerza de ley N° 1-3.063, de 1980, del Ministerio del Interior, que se encuentren prestando servicios en los establecimientos educacionales ubicados en el ámbito de competencia territorial de dichos Servicios Locales, en la fecha establecida en el artículo octavo transitorio de la presente ley.


Los profesionales de la educación que desarrollan funciones en establecimientos educacionales traspasados a los Servicios Locales, de conformidad al inciso anterior, continuarán rigiéndose, para todos los efectos legales, por el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, del Ministerio de Educación, y sus respectivas modificaciones.


Los asistentes de la educación que cumplen funciones en establecimientos educacionales y todos aquellos que contribuyen y participan del proceso coeducativo serán traspasados a los Servicios Locales de Educación con un régimen laboral de estatuto propio, el que será promulgado antes del inicio del proceso de traspaso de los establecimientos a los Servicios Locales de Educación.


Asimismo, traspásase a los Servicios Locales, por el solo ministerio de la ley y sin solución de continuidad, el personal que se desempeñe en los establecimientos de educación parvularia, en la fecha establecida en el artículo octavo transitorio. Los profesionales de la educación que se desempeñen en dichos establecimientos continuarán rigiéndose, para todos los efectos, por las disposiciones legales y contractuales que los regulen en el momento de su traspaso. El personal no docente que se desempeñe en estos establecimientos y que desarrolle las funciones descritas en el artículo 2° de la ley N° 19.464 se regirá por la normativa laboral de los asistentes de la educación vigente al momento del traspaso.


Artículo cuadragésimo segundo.- Protección de derechos del personal. El traspaso al que alude este párrafo en ningún caso podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones, pérdida del empleo o término de la relación laboral del personal traspasado. Asimismo, no podrá significar disminución de remuneraciones, ni modificación de los derechos estatutarios o previsionales de dicho personal. Tampoco podrá importar cambio de residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando sus servicios, salvo con su consentimiento expreso.


La individualización del personal traspasado se llevará a cabo por decretos del Ministerio de Educación, expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”.


Como consecuencia del traspaso a los Servicios Locales, ningún trabajador perderá sus derechos adquiridos.


Artículo cuadragésimo tercero.- Asociaciones de funcionarios. Se otorga un plazo de dos años, a contar de la fecha del traspaso del servicio educacional, para que los sindicatos que representen al personal traspasado puedan fusionarse y modificar sus estatutos según lo previsto en la ley N° 19.296, pasando a regirse por sus disposiciones para todos los efectos legales a contar de su depósito ante la Inspección del Trabajo.


Los sindicatos que, de conformidad a este artículo, pasen a regirse por las reglas de las asociaciones de funcionarios tendrán un año de plazo para cumplir el quórum del inciso segundo del artículo 13 de la ley N° 19.296, contado desde el depósito de los estatutos antes señalado.


Artículo cuadragésimo cuarto.- Primer presupuesto de la Dirección de Educación Pública y de los Servicios Locales. El Presidente de la República, mediante decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Dirección de Educación Pública y de los Servicios Locales, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar las partidas, capítulos, asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean necesarias.


Artículo cuadragésimo quinto.- Jefes de Departamentos de Administración de Educación Municipal. Autorízase a las municipalidades cuyo Jefe del Departamento de Administración de Educación Municipal haya sido nombrado conforme al procedimiento establecido en el artículo 34 D del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1996, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 19.070, que aprobó el Estatuto de los profesionales de la educación, para prorrogar su nombramiento hasta el momento del traspaso del servicio educacional al Servicio Local respectivo.

Párrafo 9°

Disposiciones finales


Artículo cuadragésimo sexto.- Instrumentos de gestión. Los convenios de gestión educacional celebrados entre directores ejecutivos de los Servicios Locales y el Ministro de Educación, antes del traspaso de la totalidad de los establecimientos educacionales señalados en el artículo noveno transitorio ubicados en el territorio de su competencia, contendrán, además de los elementos señalados en el artículo 39 de la presente ley, los objetivos, metas e indicadores específicos relativos al inicio de funciones del respectivo servicio, la oportuna realización de los concursos referidos en esta ley, y otras acciones para el adecuado traspaso de los establecimientos educacionales que en cada caso corresponda. Asimismo, estos Directores Ejecutivos tendrán el plazo de ocho meses desde el traspaso del servicio educacional para sancionar el Plan Estratégico Local respetivo. 


En el caso de los Directores Ejecutivos nombrados de acuerdo al artículo cuadragésimo transitorio, firmarán un convenio de gestión educacional que durará el tiempo que se encuentren en el cargo; no tendrán que desarrollar un Plan Estratégico Local para dicho período y su propuesta de Plan Anual deberá ser enviada al Ministerio de Educación, para que realice recomendaciones. 


En todos los casos, el primer Plan Anual de cada servicio deberá considerar las metas y objetivos establecidos en el convenio de gestión educacional respectivo, así como acciones para una adecuada instalación y prestación del servicio educativo.


Artículo cuadragésimo séptimo.- Inicio de funciones de los Consejos Locales de Educación Pública. Los Consejos Locales de Educación Pública iniciarán sus funciones una vez que todos los representantes establecidos en el artículo 50 sean electos o designados, según corresponda. Los procesos tendientes a tal fin deberán iniciarse una vez instalado el respectivo Servicio Local de Educación Pública, de conformidad con la gradualidad establecida en el artículo sexto transitorio. 


Mientras los Consejos Locales no se hayan constituido legalmente, la Dirección de Educación Pública y los Servicios Locales ejercerán sus funciones con prescindencia de las atribuciones que la ley le otorga a dichos consejos. El Director Ejecutivo de cada Servicio Local, de conformidad a las atribuciones que le otorga la ley, adoptará las medidas necesarias para el oportuno inicio de funciones de este consejo.


Artículo cuadragésimo octavo.- Inicio de funciones del Comité Directivo Local. Será obligación de la Dirección de Educación Pública asegurar la constitución de cada Comité Directivo Local, para efectos de que participen del nombramiento del primer Director Ejecutivo de cada Servicio Local de Educación Pública, de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 21 y 30 de la presente ley.


Artículo cuadragésimo noveno.- Estatuto de los asistentes de la educación. El Presidente de la República enviará, durante el segundo semestre del año 2017, un proyecto de ley que establezca un estatuto para los asistentes de la educación.


Dicho estatuto deberá establecer que los asistentes de la educación ingresarán a la dotación de los Servicios Locales mediante mecanismos públicos y transparentes, que deberán considerar criterios objetivos de ingreso.


Artículo quincuagésimo.- Reglamentos. Uno o más reglamentos dictados por el Ministerio de Educación, que deberán ser firmados, además, por el Ministro de Hacienda, desarrollarán las materias establecidas en las presentes disposiciones transitorias.


Artículo quincuagésimo primero.- Derógase el artículo quincuagésimo primero transitorio de la ley N° 20.903, que crea el sistema de desarrollo profesional docente y modifica otras normas.

Artículo quincuagésimo segundo.- Distribución de recursos a las municipalidades, corporaciones municipales y Servicios Locales. Durante el período que media entre la entrada en vigencia de esta ley y el traspaso del servicio educacional a los respectivos Servicios Locales, la asignación de los recursos establecidos en el artículo 27 de la presente ley, considerará, además de los Servicios Locales, a las municipalidades y corporaciones municipales que no hayan traspasado aún dicho servicio. Esta asignación se realizará en base a principios de transparencia, pertinencia, no discriminación arbitraria y equidad, y de conformidad a los criterios y procedimientos establecidos en dicho artículo y su reglamentación.


El porcentaje que se asigne a los Servicios Locales respecto del total de los recursos del Programa establecido en el inciso cuarto del artículo 27, serán al menos equivalentes al porcentaje que la matrícula de los establecimientos de su dependencia represente respecto del total de la matrícula de la educación pública administrada por municipalidades, corporaciones municipales y Servicios Locales, según lo establezca dicho reglamento.


Artículo quincuagésimo tercero.- Los Servicios Locales deberán dar cumplimiento a lo establecido en el artículo 19, numeral 12, para la cohorte de estudiantes que ingrese al menor nivel o curso que impartan los establecimientos educacionales de su dependencia el año escolar siguiente al traspaso del servicio educacional. 


Asimismo, podrán definir, de acuerdo a las características de sus establecimientos y a los niveles y modalidades educativas que imparten, un calendario de transición hasta que todos los niveles o cursos cumplan con esta normativa. Sin perjuicio de ello, si un establecimiento ya tiene la capacidad para aplicar esta medida en otros cursos y niveles, de manera permanente, deberá aplicar esta norma para todos ellos. 


El Director Ejecutivo del Servicio Local podrá postergar la puesta en marcha del cumplimiento de esta obligación, mediante resolución fundada, respecto de aquellos establecimientos educacionales que no cuenten con la infraestructura suficiente o que tengan una alta demanda de matrícula. En este caso, deberá proponer al Comité Directivo, en el marco del Plan Estratégico del Servicio Local, las acciones necesarias para que todos los establecimientos educacionales de su dependencia cumplan con lo establecido en el artículo 19, numeral 12.


Artículo quincuagésimo cuarto.- Reglas especiales para la instalación de los primeros Servicios Locales de Educación. Únicamente respecto de los Servicios Locales establecidos en el numeral 1) del artículo sexto transitorio, el Ministerio de Educación, mediante decreto supremo, estará facultado para reducir, ampliar o prorrogar los plazos para la dictación de los actos administrativos; así como para los trámites que deban cumplir las corporaciones municipales, municipalidades y demás organismos de la Administración del Estado; que deban expedirse para el traspaso del servicio educacional según estas disposiciones transitorias. 


Adicionalmente, dichos actos administrativos y los convenios de ejecución del Plan de Transición establecidos en el artículo vigésimo quinto transitorio, podrán mantener su vigencia y efectos después de la fecha del traspaso del servicio educacional y hasta que se haya cumplido satisfactoriamente con los trámites y condiciones establecidas en estas disposiciones transitorias para el traspaso del servicio educacional.”.

- - -

Homenaje al Diario El Mercurio de Valparaíso con motivo de celebrarse su centésimo nonagésimo aniversario.

El Presidente dispone que se rinda el homenaje señalado en la referencia.


Enseguida ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Chahuán; Walker, Ignacio y Lagos, señora Pérez San Martín y señor García Huidobro.


Finalmente, el Presidente, manifiesta que el homenaje ha concluido.

- - -

El Presidente informa que ha concluido el Orden del Día.

- - -

Peticiones de Oficios


El Secretario General informa que se han recibido peticiones de oficios de los Honorables Senadores señores Bianchi, De Urresti, García y Prokurica, dirigidas, en sus nombres, a diversas autoridades, a las que se dará el curso reglamentario.
- - -


Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
SESIÓN 46ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 13 DE SEPTIEMBRE DE 2017


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Andrés Zaldívar; del Vicepresidente, Honorable Senador señor Guido Girardi y accidental de los Honorables Senadores señores Jaime Quintana y Eugenio Tuma.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Guillier, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros; Walker, Ignacio y Walker, Patricio.

Concurren los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor de la Fuente; de Desarrollo Social, señor Barraza; y de Transportes y Telecomunicaciones, señora Tapia.


Actúan de Secretario General el titular del Senado, señor Mario Labbé Araneda y de Prosecretario el subrogante, señor Julio Cámara Oyarzo.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 37.
- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 42ª, ordinaria, del día martes 5 de septiembre; 43ª, especial y 44ª ordinaria, ambas del día siguiente, que no han sido observadas.
- - -

CUENTA
Mensajes


Seis de S.E. la Presidenta de la República


Con los que retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes asuntos:


1) Proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (Boletín N° 7.963-06).


2) Proyecto de ley para regular la circulación de vehículos motorizados por causa de congestión vehicular o contaminación atmosférica (Boletín N° 10.184-15).


3) Proyecto de ley que crea el Consejo Nacional y los Consejos de Pueblos Indígenas (Boletín N° 10.526-06).


4) Proyecto de ley que regula el ejercicio de los derechos a residir, permanecer y trasladarse hacia y desde el territorio especial de Isla de Pascua (Boletín N° 10.683-06).


5) Proyecto de ley sobre Educación Superior (Boletín N° 10.783-04).


6) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Acuerdo de Sede entre el Gobierno de la República de Chile y la Entidad Binacional para el Proyecto “Túnel Internacional Paso de Agua Negra” (EBITAN)”, suscrito en Santiago el 6 y 9 de enero de 2017 (Boletín N°11.218-10).


-- Se tienen presentes los retiros y las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Adjunta resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de las siguientes disposiciones:


- Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.


- Artículo 418 del Código Procesal Penal.


-- Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

De la señora Presidenta del Consejo de Defensa del Estado


A raíz de la entrada en vigencia de la ley N° 20.886, aclara la forma en que deberán remitirse los antecedentes para la tramitación digital de los procedimientos judiciales.

Del señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero


Contesta requerimiento, expresado en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, sobre la conformación de la primera Red Nacional de Respuesta ante Varamientos en Chile.

Del señor Director Nacional del Instituto de Previsión Social


Responde inquietud, planteada en nombre del Honorable Senador señor García, sobre la denegación de una pensión básica solidaria de vejez a la persona individualizada.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


Dos de la Comisión de Defensa Nacional, recaídos en los siguientes proyectos de ley, en segundo trámite constitucional:


- El que modifica la ley N° 18.948, orgánica constitucional de las Fuerzas Armadas, para otorgar un ascenso póstumo de carácter honorífico al personal de las ramas que la componen (Boletín N° 9.992-02).


- El que modifica el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas y la ley orgánica constitucional de Carabineros de Chile, para efectos de aumentar el plazo de prescripción de la acción disciplinaria en el caso de los funcionarios de dichas instituciones (Boletín N° 10.623-02) (con urgencia calificada de “suma”).


-- Quedan para Tabla. 

Mociones


De los Honorables Senadores señor Ossandón, Girardi y Tuma, con la que dan inicio a un proyecto de ley que modifica el Código Penal para tipificar el delito de secuestro virtual, y la ley N°19.496, que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores, para establecer obligaciones de información a los proveedores de productos y servicios financieros (Boletín Nº 11.434-07).


De los Honorables Senadores señor Quinteros, señora Goic y señores De Urresti, Guillier y Navarro, con la que comienzan un proyecto de ley para derogar la ley N° 17.983, que establece órgano de trabajo de la junta de gobierno y fija normas sobre procedimiento legislativo, con el objetivo de modificar la denominación de las normas dictadas durante su vigencia (Boletín Nº 11.437-07).


-- Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 


De la Honorable Senadora señora Goic, con la que da inicio a un proyecto de ley que declara feriado el 21 de septiembre de cada año para la Región de Magallanes y Antártica Chilena y la Provincia de Chiloé (Boletín Nº 11.438-06).


-- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

- - -


Terminada la Cuenta llegan a la Mesa los siguientes documentos:

Un mensaje de S.E. la Presidenta de la República


Con el que retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que modifica la ley N° 19.992, que establece pensión de reparación y otorga otros beneficios a favor de las personas que indica, en lo que respecta al tratamiento de los antecedentes recopilados por la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura (Boletín N° 10.883-17).


-- Se tiene presente el retiro y la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.


Un oficio de la Honorable Cámara de Diputados


Con el que comunica que aprobó la enmienda propuesta por el Senado al proyecto de ley que declara feriado el 20 de septiembre de cada año para la Región de Coquimbo con ocasión de la celebración de la fiesta de La Pampilla (Boletín N° 10.888-06).


-- Se toma conocimiento y se manda archivar los antecedentes.

Solicitud de permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Pizarro, para ausentarse del país a partir del día 20 de septiembre próximo.


-- Se accede a lo solicitado.
- - -


A solicitud del Honorable Senador señor Walker, Ignacio, la Sala autoriza que el proyecto de ley que elimina el aporte fiscal indirecto para las instituciones de educación superior, estableciendo una regulación transitoria para el año 2017 (Boletín N° 11.257 -04), sea informado por la Comisión de Hacienda antes de ser visto en la Sala, con ocasión del primer informe.
- - -


A petición del Honorable Senador señor Quinteros, la Sala acuerda autorizar a la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, para discutir en general y en particular el proyecto de ley que modifica la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura, con el objeto de considerar a las marejadas como fuerza mayor, para evitar la caducidad de la inscripción de los pescadores artesanales en el Registro respectivo (Boletín N° 11.311-21), en su primer trámite reglamentario.
- - -


La Sala, a petición de la Honorable Senadora señora Von Baer, envía el proyecto de ley que establece un Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez (Boletín N° 10.315-18), a nuevo primer informe de la Comisión Especial encargada de tramitar proyectos de ley relacionados con los niños, niñas y adolescentes, autorizándola para discutirlo en general y en particular.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -


El Presidente suspende la sesión para realizar una reunión de Comités.


Se reanuda la sesión.
- - -


El Secretario General informa que los acuerdos de Comités adoptados son los siguientes:


Tratar en el primer y segundo lugar de esta sesión, los proyectos que están signados con los números 3 y 4 en la tabla, esto es: 

El proyecto de ley, en segundo trámite, que posterga la entrada en vigencia de la nueva estructura curricular establecida en la ley N° 20.370 (Boletín N° 11.132-04), con informe de la Comisión de Educación y Cultura.

El proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Ministerio de Ciencia y Tecnología (Boletín N° 11.101-19), con informe de la Comisión de Desafíos del Futuro, Ciencia, Tecnología e Innovación, con urgencia calificada de “suma”.

Tratar en tercer lugar el proyecto que figura en la tabla en el número 8, que corresponde al que modifica la Ley General de Telecomunicaciones para establecer sanciones a la decodificación ilegal de televisión satelital de pago (Boletín N° 10.294-15), con segundo informe de la Comisión de Transportes.

En cuarto lugar ver el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.009, que limita la responsabilidad de los usuarios de tarjetas de crédito por operaciones realizadas con tarjetas extraviadas, hurtadas o robadas en lo relativo a la responsabilidad del usuario y del emisor en caso de uso fraudulento de estos medios de pago (Boletín N° 11.078-03), con informe de la Comisión de Economía.

Para la sesión del martes 3 de octubre, tratar en primer lugar, el proyecto de ley que actualmente figura en el número 5 de la tabla; esto es, el que modifica el Código Sanitario para regular los medicamentos bioequivalentes genéricos y evitar la integración vertical de laboratorios y farmacias (Boletín N° 9.914-11), con segundo informe y nuevo segundo informe de la Comisión de Salud.

A su vez, en primer lugar de la tabla, el día miércoles 4 de octubre, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.496, sobre Protección de los Derechos de los Consumidores (Boletín N° 9.369-03), con segundo informe de la Comisión de Economía e informes de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda.
- - -

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que posterga la entrada en vigencia de la nueva estructura curricular establecida en la ley N° 20.370.

(Boletín Nº 11.132-04)


El Presidente pone en discusión el proyecto de la referencia.


El Secretario General informa que el Ejecutivo ha puesto urgencia en su despacho, calificándola de “suma”.

Agrega que el objetivo de la iniciativa es postergar hasta el año 2026 la entrada en vigencia de la nueva estructura curricular establecida en el artículo 25 de la ley N° 20.370, que considera 6 años de educación básica regular y 6 años de educación media, y que debería comenzar a regir en el año escolar 2018. Asimismo, se contemplan otras adecuaciones normativas para lograr dicho objetivo.

Añade que la Comisión de Educación y Cultura discutió este proyecto en general y en particular en virtud del acuerdo adoptado por la Sala con fecha 22 de agosto de 2017. Aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Allamand, Quintana y Walker, Ignacio. Lo aprobó en particular con las enmiendas que consigna en su informe, por la misma unanimidad previamente consignada.

Hace presente que el artículo único permanente del proyecto es de rango orgánico constitucional y requiere para su aprobación 21 votos favorables.

El Presidente pone en votación la iniciativa.


El resultado es de 24 votos a favor.


Votan a favor los Honorables Senadores señoras Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Espina, García Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Letelier, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros; Walker, Patricio y Zaldívar.

Funda su voto favorable el Honorable Senador señor Montes.


El Presidente declara aprobado en general y en particular el proyecto de ley.

- - -


Terminada la votación manifiestan su intención de voto a favor los Honorables Senadores señores Tuma y Coloma.

- - -


Se deja constancia de haber alcanzado el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de la norma de rango orgánico constitucional, sobre un universo de 37 senadores en ejercicio.

- - -

Queda terminada la tramitación de este proyecto de ley.


El texto aprobado por el Senado es el que sigue:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 20.370, que establece la Ley General de Educación, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado con las normas no derogadas del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2005, fue fijado mediante el decreto con fuerza de ley N° 2, de 2010, del Ministerio de Educación:


1) Intercálase en el artículo 31 el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando a reordenarse los siguientes:


“Las bases curriculares tendrán una vigencia mínima de seis años. Sus modificaciones y actualizaciones deberán incorporar, a lo menos, procesos de diagnóstico, consulta, evaluación y retroalimentación. Con todo, en casos fundados, podrán introducirse actualizaciones o ajustes a asignaturas, o a especialidades de la modalidad técnico profesional, en un período inferior al señalado anteriormente.”. 


2) Reemplázase en el artículo 8° transitorio la frase “que se inicie ocho años después de la entrada en vigencia de la ley N° 20.370” por “2026”.


3) Incorpórase el siguiente artículo 11 transitorio, nuevo:


“Artículo 11.- Lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 31 de esta ley entrará en vigencia al inicio del año escolar 2026.”.

Disposiciones transitorias


Artículo primero.- Corresponderá al Ministerio de Educación desarrollar acciones destinadas a facilitar la incorporación de los establecimientos educacionales en la nueva estructura curricular establecida en el artículo 25 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación, incluyendo programas de formación para la especialización de profesores de educación general básica que imparten los cursos de 7° y 8° básico.


Asimismo, entregará a los sostenedores orientaciones e información acerca de las modificaciones curriculares y las adecuaciones a la normativa educacional, que permitan la adaptación de los establecimientos educacionales al señalado régimen curricular; acciones de fomento a la formación inicial de docentes especialistas; y, la incorporación de las modificaciones curriculares que se efectúen, a los antecedentes considerados para la elaboración de los estándares sobre formación inicial docente, establecidos en el numeral i. del artículo 27 ter de la ley 20.129.


Artículo segundo.- A partir del mes de marzo de 2018, el Ministerio de Educación informará anualmente a la Comisión de Educación de la Cámara de Diputados y a la Comisión de Educación y Cultura del Senado de las medidas implementadas para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 25 del decreto con fuerza de ley N° 2, de 2009, del Ministerio de Educación.”.”.

- - -

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que crea el Ministerio de Ciencia y Tecnología.

(Boletín N° 11.101-19)

El Presidente pone en discusión en general el proyecto de la referencia.


El Secretario General informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho, calificándola de “suma”.

Agrega que el objetivo de la iniciativa consiste en crear el Ministerio de Ciencia y Tecnología como la Secretaría de Estado encargada de asesorar y colaborar con el Presidente de la República en el diseño, formulación, coordinación, implementación y evaluación de políticas, planes y programas destinados a fortalecer la ciencia y tecnología.

Añade que la Comisión de Desafíos del Futuro, Ciencia, Tecnología e Innovación discutió este proyecto en general y en particular, en virtud del acuerdo adoptado por la Sala con fecha 18 de abril de 2017. Aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Goic y señores Coloma, Chahuán, De Urresti y Girardi. Lo aprobó en particular con diversas enmiendas que acordó con las votaciones que se consignan en el respectivo informe.

Hace presente que el inciso primero del artículo 20 del proyecto de ley tiene el carácter de norma de rango orgánico constitucional, por lo que requiere para su aprobación de 21 votos favorables.

Por último señala que la Comisión acordó, por la unanimidad de sus miembros presentes, proponer a la Sala el cambio de nombre del proyecto de ley, de manera de ajustarlo al contenido final del mismo, por el siguiente: “Proyecto de ley que crea el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación”.
- - -


El Presidente pone en votación en general la iniciativa.


El resultado es de 29 votos a favor y 1 pareo.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer y señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Girardi, Guillier, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Ignacio; Walker, Patricio y Zaldívar.

No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Pérez Varela.

Fundan su voto favorable los Honorables Senadores señores Girardi, Chahuán, Prokurica, Coloma y Horvath, señora Pérez San Martín y señores De Urresti, Larraín, Tuma y Lagos.


El Vicepresidente declara aprobado en general el proyecto.
- - -


En el curso de la votación, y con la anuencia de la Sala, interviene el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor de la Fuente.

- - -


Se deja constancia de haber alcanzado el quórum exigido por el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto de la norma de rango orgánico constitucional, sobre un universo de 37 senadores en ejercicio.

- - -

Queda terminada la tramitación de este asunto, en su primer trámite reglamentario.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Desafíos del Futuro, Ciencia, Tecnología e Innovación el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -


Asume la presidencia accidental con la anuencia de la Sala el Honorable Senador señor Tuma.

- - -

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley General de Telecomunicaciones para establecer sanciones a la decodificación ilegal de televisión satelital de pago.

(Boletín N° 10.294-15)


El Presidente accidental pone en discusión en particular el proyecto de la referencia.


El Secretario General informa que la iniciativa en discusión fue aprobada en general en sesión de 28 de enero de 2016, y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones que deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.

Añade que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones efectuó diversas enmiendas al proyecto de ley aprobado en general, todas las cuales fueron acordadas por unanimidad, por lo que deben ser votadas sin debate, salvo que algún senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o existieren indicaciones renovadas. 

Hace presente que la Comisión deja constancia de que con ocasión de la aprobación de la indicación Nº 1, se reemplazó la denominación de la iniciativa legal por la siguiente: “Proyecto de ley que modifica la Ley General de Telecomunicaciones para establecer sanciones a la decodificación ilegal de los servicios limitados de televisión”.
- - -


Enmiendas propuestas por la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones al texto aprobado en general por el Senado:

DENOMINACIÓN DEL PROYECTO


- Sustituirlo por el siguiente:


“PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA LA LEY GENERAL DE TELECOMUNICACIONES PARA ESTABLECER SANCIONES A LA DECODIFICACIÓN ILEGAL DE LOS SERVICIOS LIMITADOS DE TELEVISIÓN.”.

ARTÍCULO ÚNICO

Número 1

Artículo 36 B

Letra e) propuesta


- Reemplazarla por la siguiente:


“e) El que a sabiendas, con ánimo de lucro y sin la autorización del distribuidor legal, comercialice o distribuya una señal de servicios limitados de televisión adecuadamente protegida, o quien, de igual forma, con la misma intención y ánimo, importe, distribuya o comercialice dispositivos tangibles o intangibles destinados a la decodificación de tales señales, será sancionado con pena de multa de 10 a 1.000 unidades tributarias mensuales y el comiso de tales dispositivos. En caso de reincidencia, se sancionará con una multa de 20 a 2.000 unidades tributarias mensuales y, asimismo, el comiso de dichos instrumentos.”.


El que a sabiendas y con ánimo de lucro instale los dispositivos señalados en el inciso anterior, será sancionado con pena de multa de 1 a 100 unidades tributarias mensuales, o de 2 a 200 unidades tributarias mensuales si fuese reincidente. 


Para determinar la cuantía de las multas señaladas en los incisos anteriores, deberán considerarse las siguientes circunstancias: 


i) Beneficio económico obtenido con motivo de la infracción.


ii) Capacidad económica del infractor.


iii) La conducta anterior del infractor, salvo en caso de reincidencia.


Se considerará, para estos efectos, que la señal satelital se encuentra adecuadamente protegida si es que el permisionario del servicio ha adoptado, oportunamente, medidas tecnológicas suficientes para el resguardo de sus servicios.”.

Letra f) propuesta


- Eliminarla.

Número 2

Artículo 37 bis propuesto


- Sustituir las locuciones “señales de televisión satelital” y “señales encriptadas de televisión satelital” por las expresiones “señales de servicios limitados de televisión” y “las referidas señales”.
- - -


El Presidente accidental ofrece la palabra y nadie hace uso de ella.


Queda pendiente el tratamiento de este asunto.

- - -


El Presidente accidental informa que ha concluido el Orden del Día.

- - -

Peticiones de Oficios


El Secretario General informa que se han recibido peticiones de oficios de los Honorables Senadores señores Araya, Matta, Montes y Tuma, dirigidas, en sus nombres, a diversas autoridades, a las que se dará el curso reglamentario.
- - -

Incidentes

Hacen uso de la palabra, los Honorables Senadores señores Quinteros, en el tiempo  del Comité Partido Socialista e Independiente; Navarro, en el tiempo del Comité Independientes y Partido Amplitud y del Comité Partido Por la Democracia; Lagos y Quintana, en el tiempo del Comité Partido Por la Democracia; quienes se pronuncian -o solicitan el envío de oficios- en relación con las materias que se consignan, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por los mencionados Senadores, en conformidad con el Reglamento del Senado. 


Se deja constancia que no hacen uso de su tiempo los restantes Comités parlamentarios.
- - -

Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
SESIÓN 47ª, ESPECIAL, EN MIÉRCOLES 20 DE SEPTIEMBRE DE 2017


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Andrés Zaldívar.


Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Allamand, Chahuán, Coloma, Espina, García, García Huidobro, Horvath, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Pérez Varela, Tuma y Walker, Patricio.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende, respectivamente.
- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 34.
- - -

CUENTA

Mensaje

De S.E. la Presidenta de la República


Con el que retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación del proyecto de ley que crea el Sistema de Educación Pública y modifica diversos cuerpos legales (Boletín N° 10.368-04).


-- Se tiene presente el retiro y la calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficio

De la Honorable Cámara de Diputados


Con el que informa que aprobó, con las excepciones que indica, las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que crea el Sistema de Educación Pública y modifica diversos cuerpos legales (Boletín N° 10.368-04) (con urgencia calificada de “suma”), y comunica la nómina de los Honorables Diputados que integrarán la Comisión Mixta que debe formarse al efecto.


-- Se toma conocimiento, y se manda comunicar a la Cámara de origen que se designa a los miembros de la Comisión de Educación y Cultura como integrantes de la señalada Comisión Mixta.
Solicitud de permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Girardi para ausentarse del país a contar del día 19 del presente.


-- Se accede a lo solicitado.
- - -


El Presidente manifiesta que, habiéndose cumplido el objeto de la sesión al designar a los miembros que representaran al Senado en la Comisión Mixta señalada en la Cuenta, da por terminada la sesión especial. 

 - - -


Se levanta la sesión

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
SESIÓN 48ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 20 DE SEPTIEMBRE DE 2017


Presidencia del titular del Senado, Honorable Senador señor Andrés Zaldívar.


Asisten los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García Huidobro, Guillier, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Ignacio y Walker, Patricio.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende, respectivamente.

- - -


Se deja constancia que el número de Senadores en ejercicio es de 34.

- - -

CUENTA
Mensajes


Treinta de S.E. la Presidenta de la República


Con los dieciséis primeros, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:


1) El que reforma el Código de Aguas (Boletín N° 7.543-12).


2) El que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (Boletín N° 7.550-06).


3) El que modifica la Ley General de Telecomunicaciones, para establecer la obligación de una velocidad mínima garantizada de acceso a Internet (Boletín N° 8.584-15).


4) El que instaura el día 12 de marzo de cada año como el Día Nacional del Trabajador Papelero (Boletín N° 8.875-13).


5) El que crea el Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de la Acuicultura de Pequeña Escala, INDESPA (Boletín            N° 9.689-21).


6) El que determina conductas terroristas y su penalidad y modifica los Códigos Penal y Procesal Penal (Boletines N°s. 9.692-07 y 9.669-07, refundidos).


7) El que crea la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y modifica las normas que señala (Boletín N° 10.126-15).


8) Sobre transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano (Boletín N° 10.163-14).


9) El que establece un Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez (Boletín N° 10.315-18).


10) El que moderniza y fortalece el ejercicio de la función pública del Servicio Nacional de Pesca (Boletín N° 10.482-21).


11) El que modifica la ley N° 19.992, que establece pensión de reparación y otorga otros beneficios a favor de las personas que indica, en lo que respecta al tratamiento de los antecedentes recopilados por la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura (Boletín N° 10.883-17).


12) El que crea un mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería (Boletín N° 10.995-08).


13) El que modifica la ley N° 16.744, que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, con el objeto de eliminar la distinción entre empleados y obreros (Boletines N°s 11.053-13 y 11.103-13, refundidos).


14) El que modifica el Código Tributario con el objeto de establecer un plazo para informar al Servicio de Impuestos Internos las modificaciones importantes de los datos de la declaración de inicio de actividades (Boletín            N° 11.120-05).


15) El que regula la elección de gobernadores regionales y realiza adecuaciones a diversos cuerpos legales (Boletín N° 11.200-06).


16) El que otorga una bonificación adicional por retiro al personal académico, directivo y profesional no académico de las universidades del Estado y faculta a las mismas para conceder otros beneficios transitorios que indica (Boletín N° 11.271-04).


Con los catorce siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:


1) Proyecto de ley que modifica la ley N° 19.132, de Televisión Nacional de Chile (Boletín N° 6.191-19).


2) Proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (Boletín N° 7.963-06).


3) Proyecto de ley que regula entrevistas grabadas en vídeo y otras medidas de resguardo a menores de edad víctimas de delitos sexuales (Boletín       N° 9.245-07).


4) Proyecto de reforma constitucional que establece que los crímenes y delitos de guerra, lesa humanidad y genocidio no pueden prescribir ni ser amnistiados (Boletín N° 9.748-07).


5) Proyecto de ley que adecua la ley penal en materia de amnistía, indulto y prescripción de la acción penal y la pena a lo que dispone el derecho internacional respecto de los delitos de genocidio, de lesa humanidad o de guerra (Boletín N° 9.773-07).


6) Proyecto de ley que modifica la Ley de Tránsito y la ley N°18.287, con el fin de adoptar medidas de seguridad y control en lo relativo a los medios de pago del transporte público remunerado de pasajeros, establecer sanciones, crear un registro de pasajeros infractores y modificar normas procedimentales (Boletín N° 10.125-15).


7) Proyecto de ley que previene y sanciona los conflictos de intereses, y modifica normas sobre inhabilidades e incompatibilidades en el ejercicio de la función pública (Boletín N° 10.140-07).


8) Proyecto de ley que modifica la Ley de Tránsito, para incorporar disposiciones sobre convivencia de los distintos medios de transporte (Boletín       N° 10.217-15).


9) Proyecto de ley que reduce los aranceles para la importación de mercancías que contribuyen al crecimiento verde y al desarrollo sostenible (Boletín N° 10.394-05).


10) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Tratado sobre el Comercio de Armas de las Naciones Unidas”, adoptado en Nueva York, el 2 de abril de 2013 (Boletín N° 10.480-10).


11) Proyecto de ley que modifica la ley N°20.357, que tipifica crímenes de lesa humanidad y genocidio y crímenes y delitos de guerra, para incorporar el delito de agresión y extender los crímenes de guerra a conflictos no internacionales (Boletín Nº 10.665-07).


12) Proyecto de ley que crea el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación (Boletín N° 11.101-19).


13) Proyecto de ley que crea el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil e introduce modificaciones a la ley N° 20.084, sobre responsabilidad penal de adolescentes, y a otras normas que indica (Boletín N° 11.174-07).


14) Proyecto de ley que regula la declaración de un día como feriado regional (Boletín N° 11.349-06).


-- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


De S. E. la Presidenta de la República, con el que comunicó su ausencia del territorio nacional entre los días 19 y 23 del presente para dirigirse en visita oficial a los Estados Unidos de Norteamérica para participar en la septuagésima segunda Asamblea General de las Naciones Unidas.


Informó que durante su ausencia sería subrogada por el Ministro titular de la Cartera del Interior y Seguridad Pública con el título de Vicepresidente de la República.


-- Se toma conocimiento.

Dos de la Honorable Cámara de Diputados


Con los que comunica que ha aprobado los siguientes proyectos de acuerdo:


- El que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Reino de Marruecos sobre Exención del Requisito de Visa para Titulares de Pasaportes Diplomáticos, Oficiales, Especiales y de Servicio”, suscrito en Nueva York, el 20 de septiembre de 2016 (Boletín N° 11.347-10).


- El que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Sudáfrica sobre exención del requisito de visa para titulares de pasaportes diplomáticos u oficiales”, suscrito en Pretoria, el     1 de septiembre de 2016 (Boletín N° 11.348-10).


-- Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite sentencia pronunciada en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto del artículo 12 de la ley N° 17.322, que fija normas para la cobranza judicial de cotizaciones, aportes y multas de las instituciones de seguridad social.


-- Se manda archivar el documento.


Adjunta resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de las siguientes disposiciones:


- Artículos 145 y 161, ambos de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


- Artículo 277 del Código Procesal Penal.


- Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.


- Artículo 1°, inciso segundo, de la ley N° 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y del artículo 17 B, inciso segundo, de la ley N° 17.798, que establece el control de armas.


-- Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Del señor Ministro de Desarrollo Social


Adjunta respuesta, enviada en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, sobre posibilidad de aumento del estipendio otorgado a los cuidadores del “Programa de Atención Domiciliaria a Personas con Dependencia Severa”, del Ministerio de Salud.

Del señor Ministro de Obras Públicas


Informa solicitudes, enviadas en nombre del Honorable Senador señor García, para informar sobre lo siguiente:


- Estado de ejecución del camino Barros Arana-Almagro, de la comuna de Teodoro Schmidt.


- Proyecto de doble vía que une a Vilcún y Cajón con la comuna de Temuco.


Envía antecedentes sobre las medidas adoptadas para la mantención y reparación de la infraestructura de la Caleta Portales de Valparaíso; consulta expresada en nombre de la Honorable Senadora señora Allende.

De la señora Ministra de Salud


Responde inquietud, planteada en nombre de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, sobre el número de pacientes en listas de espera GES, y los tiempos de promedio en el caso de cáncer de mamas.

Del señor Superintendente de Seguridad Social


Contesta requerimiento, expedido en nombre del Honorable Senador señor Matta, acerca de materias de seguridad y salud de los conductores de buses del Transantiago. 

Del señor Superintendente del Medio Ambiente


Atiende consultas del Honorable Senador señor De Urresti, acerca de las medidas que se adoptarán ante la denuncia respecto a la destrucción de un humedal y del vertimiento de aguas servidas al lago Panguipulli.

Del señor Alcalde de la comuna de Peñaflor


Informa sobre la formulación del nuevo plan regulador comunal; materia consultada en nombre del Honorable Senador señor Girardi.

Del señor Director Nacional del Servicio Nacional de Geología y Minería


Anexa antecedentes relativos a los peligros geológicos producidos por los incendios forestales que afectaron la zona centro sur del país; consulta realizada en nombre del Honorable Senador señor Navarro.

Del señor Gobernador de la Provincia del Huasco


Da respuesta a requerimiento, formulado en nombre del Honorable Senador señor Prokurica, en cuanto a las cámaras de seguridad municipales y dotación de carabineros de la Subcomisaría de Carabineros de dicha localidad.


-- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica decreto ley N° 2.695, de 1.979, para resguardar derechos de terceros en relación con la regularización de la pequeña propiedad raíz (Boletín Nº 10.802-12).


De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.992, que establece pensión de reparación y otorga otros beneficios a favor de las personas que indica, en lo que respecta al tratamiento de los antecedentes recopilados por la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura (Boletín N° 10.883-17) (con urgencia calificada de “suma”).


De la Comisión de Obras Públicas y de la Comisión de Hacienda recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y modifica las normas que señala (Boletín N° 10.126-15) (con urgencia calificada de “suma”).


Segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.132, de Televisión Nacional de Chile (Boletín N° 6.191-19) (con urgencia calificada de “simple”).


-- Quedan para Tabla. 

- - -


Terminada la Cuenta llegan a la Mesa los siguientes documentos:

Moción


De los Honorables Senadores señores Araya, Montes; Walker, Ignacio y Zaldívar, con la que dan inicio a un proyecto de ley que modifica el artículo segundo transitorio de la ley N° 20.845, de inclusión escolar que regula la admisión de los y las estudiantes, elimina el financiamiento compartido y prohíbe el lucro en establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado, para postergar por un año la obligación de los sostenedores particulares que no estén organizados como persona jurídica, de cambiar la naturaleza de la misma (Boletín Nº 11.446-04).


-- Pasa a la Comisión de Educación y Cultura.

Informe


De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que declara feriado el día 2 de octubre para la Región de Los Ríos (Boletín N° 9.606-06).


-- Queda para Tabla.

- - -

La Sala acuerda fijar un plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que crea el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación (Boletín N° 11.101-19), hasta el 28 de septiembre a las 12:00 horas.

- - -


La Sala acuerda, a petición del Honorable Senador señor Tuma, fijar un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley, que modifica la ley N° 20.416, que fija normas especiales para empresas de menor tamaño, en materia de plazo y procedimiento de pago a las micro y pequeñas empresas (Boletín Nº 10.785-03), hasta el día 26 de septiembre a las 12:00 horas en la Secretaría de la Comisión de Economía.

- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -
ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que declara feriado el día 2 de octubre para la Región de Los Ríos.
(Boletín Nº 9.606-06)


El Presidente pone en discusión, previo acuerdo unánime de la Sala, el proyecto de la referencia.


El Secretario General informa que su objetivo es la declaración del feriado del día 2 de octubre para la Región de los Ríos.


Añade que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió el proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, aprobándolo por la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina y Quinteros, con la sola enmienda consistente en restringir el feriado al presente año.


El Presidente pone en votación, general y particular, la iniciativa.


El resultado es de 23 votos favorables.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Coloma, De Urresti, Espina, García Huidobro, Guillier, Horvath, Larraín, Matta, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma; Walker, Patricio y Zaldívar.


Fundan su voto a favor los Honorables Senadores señor De Urresti, señora Von Baer y señor Allamand.


El Presidente declara aprobada la iniciativa en general y en particular.

- - -


Terminada la votación manifiesta su intención de voto a favor el Honorable Senador señor Chahuán.

- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado es el que sigue:


“Artículo único.- Declárase feriado el día 2 de octubre de 2017 para la Región de Los Ríos.”.

- - -

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas y la ley orgánica constitucional de Carabineros de Chile, para efectos de aumentar el plazo de prescripción de la acción disciplinaria en el caso de los funcionarios de dichas instituciones.

(Boletín N° 10.623-02)

El Presidente pone en discusión el asunto de la referencia.

El Secretario General informa que el Ejecutivo hizo presente la urgencia para su despacho calificándola de “suma”.

Agrega que su objetivo es igualar el plazo de prescripción de esta acción disciplinaria fijado para los integrantes de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, con el término establecido para los demás funcionarios públicos y que es cuatro años. Además, uniformar las normas sobre suspensión e interrupción de la prescripción, de manera que todos los funcionaros públicos -civiles, militares y de las policías- se rijan por disposiciones similares.

Añade que la Comisión de Defensa Nacional deja constancia que al abocarse al estudio del proyecto tuvo en consideración la moción, en primer trámite constitucional, del Senador señor Navarro, sobre plazos de prescripción de la responsabilidad administrativa de las Fuerzas Armadas y de Carabineros de Chile, que ingresó a la Corporación el 3 de mayo de 2017. Sin embargo, como la iniciativa objeto de este informe ya ha avanzado un trámite constitucional y ha sido calificada para su despacho por el Ejecutivo con urgencia “suma” -además de compartir fundamentos y disposiciones similares- la Comisión, reconociendo la importancia del proyecto del Senador señor Navarro, optó por avanzar en la presente iniciativa.

Para ello, discutió este proyecto en general y en particular en virtud del acuerdo que adoptó la Sala; aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros Honorables Senadores señores Araya, Bianchi, Pérez Varela, Prokurica y Rossi, y lo aprobó en particular con las enmiendas que consigna en su informe, por la misma unanimidad de los Honorables Senadores señores Araya, Pérez Varela, Prokurica y Rossi.

El Presidente ofrece la palabra y hace uso de ella el Honorable Senador señor Prokurica y, enseguida, pone en votación la iniciativa.


El resultado es de 18 votos a favor.

Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores García, García Huidobro, Horvath, Larraín, Letelier, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros, Tuma; Walker, Patricio y Zaldívar.

Funda su voto de aprobación el Honorable Senador señor Pérez Varela.

- - -


El Presidente declara aprobado el proyecto en general y en particular.

- - -


Terminada la votación manifiestan su intención de votar favorablemente los Honorables Senadores señores Coloma y Guillier.

- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto despachado por el Senado es el que sigue:


“Artículo 1.- Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 156 del decreto con fuerza de ley N° 1, de 1997, del Ministerio de Defensa Nacional, que establece el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas:


1) Sustitúyese en el inciso segundo la expresión “el procedimiento” por el vocablo “esta”, y “del sumario” por “de ella”.

2) Reemplázase en el inciso tercero el vocablo “dos” por “cuatro”.


3) Agrégase en el inciso cuarto, a continuación de la expresión “acción disciplinaria” la oración “se interrumpe, perdiéndose el tiempo transcurrido, si el personal incurre nuevamente en falta administrativa, y”.


4) Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo:


“Si el proceso administrativo se paraliza por más de dos años, o transcurren dos calificaciones funcionarias sin que haya sido sancionado, continuará corriendo el plazo de prescripción como si no se hubiese suspendido.”.


Artículo 2.- Incorpórase el siguiente artículo 36 bis, nuevo, a la ley N° 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile:


“Artículo 36 bis.- La responsabilidad administrativa se extingue por la muerte o el retiro del personal, por cumplimiento de la sanción y por la prescripción de la acción disciplinaria.


Si se encontrare en tramitación un procedimiento disciplinario en el que estuviere involucrado el personal y este cesare en sus funciones, el procedimiento deberá continuarse hasta su normal término, anotándose en su hoja de vida la sanción que el mérito del procedimiento disciplinario determine.


Con todo, la acción disciplinaria contra el personal prescribirá en cuatro años contados desde el día en que éste hubiere incurrido en la acción u omisión que le da origen. No obstante, si hubiere hechos constitutivos de delito, la acción disciplinaria prescribirá conjuntamente con la acción penal.


La prescripción de la acción disciplinaria se interrumpe, perdiéndose el tiempo transcurrido, si el personal incurriere nuevamente en falta administrativa, y se suspende desde la fecha de la resolución que ordene la instrucción del procedimiento disciplinario correspondiente.


Si el proceso administrativo se paraliza por más de dos años, o transcurren dos calificaciones funcionarias sin que haya sido sancionado, continuará corriendo el plazo de prescripción como si no se hubiese suspendido.”.


Artículo 3.- Introdúcese el siguiente artículo 138 bis, nuevo, al decreto con fuerza de ley N° 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional, Estatuto del Personal de Policía de Investigaciones de Chile:


“Artículo 138 bis.- La responsabilidad administrativa se extingue por la muerte o el retiro del personal, por cumplimiento de la sanción y por la prescripción de la acción disciplinaria.


Si a la fecha de retiro del personal, se encuentra en tramitación un procedimiento disciplinario, este deberá continuarse hasta su normal término, anotándose en su hoja de vida la sanción que el mérito del procedimiento disciplinario determine.


Con todo, la acción disciplinaria contra el personal prescribirá en cuatro años contados desde el día en que éste hubiere incurrido en la acción u omisión que le da origen. No obstante, si hubiere hechos constitutivos de delito, la acción disciplinaria prescribirá conjuntamente con la acción penal.


La prescripción de la acción disciplinaria se interrumpe, perdiéndose el tiempo transcurrido, si el personal incurriere nuevamente en falta administrativa, y se suspende desde la fecha de la resolución que ordene la instrucción del procedimiento disciplinario correspondiente.


Si el proceso administrativo se paraliza por más de dos años, o transcurren dos calificaciones funcionarias sin que haya sido sancionado, continuará corriendo el plazo de prescripción como si no se hubiese suspendido.”.”.
- - -

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley General de Telecomunicaciones para establecer sanciones a la decodificación ilegal de los servicios limitados de televisión.
(Boletín N° 10.294-15)

El Presidente reanuda la discusión en particular del proyecto de la referencia.


El Secretario General recuerda que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones efectuó diversas enmiendas al proyecto de ley aprobado en general, todas las cuales fueron acordadas por unanimidad, por lo que deben ser votadas sin debate, salvo que algún senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o existieren indicaciones renovadas.

El Presidente ofrece la palabra y hacen uso de ella los Honorables Senadores señores Letelier, García Huidobro, Coloma, Larraín, Prokurica, Lagos, Larraín y Ossandón.


El Presidente, luego del debate y con el acuerdo unánime de la Sala, propone aprobar la proposición de la Comisión informante en conjunto con las enmiendas que se formularon en la misma Sala, del que da cuenta el texto despachado por el Senado.


El Presidente declara aprobadas por la unanimidad de los senadores presentes el conjunto de las enmiendas.

- - -


Queda terminada la tramitación de este proyecto de ley.


El texto despachado por el Senado es el siguiente:


“Artículo único.- Refórmase la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones, en la siguiente forma:


1.- Incorpórase, en su artículo 36 B, la siguiente letra e):


“e) El que sin la autorización del distribuidor legal, comercialice o distribuya una señal de servicios limitados de televisión adecuadamente protegida, o quien, de igual forma, importe, distribuya o comercialice dispositivos tangibles o intangibles destinados a la decodificación de tales señales, será sancionado con pena de multa de 10 a 1.000 unidades tributarias mensuales y el comiso de tales dispositivos. En caso de reincidencia, se sancionará con una multa de 20 a 2.000 unidades tributarias mensuales y, asimismo, el comiso de dichos instrumentos.


El que instale los dispositivos señalados en el inciso anterior será sancionado con pena de multa de 1 a 100 unidades tributarias mensuales, o de 2 a 200 unidades tributarias mensuales si fuese reincidente.


Para determinar la cuantía de las multas señaladas en los incisos anteriores, deberán considerarse las siguientes circunstancias: 


i) El eventual beneficio económico obtenido con motivo de la infracción.


ii) Capacidad económica del infractor.


iii) La conducta anterior del infractor, salvo en caso de reincidencia.


Se considerará, para estos efectos, que la señal satelital se encuentra adecuadamente protegida si es que el permisionario del servicio ha adoptado, oportunamente, medidas tecnológicas suficientes para el resguardo de sus servicios.”.


2.- Agrégase el siguiente artículo 37 bis:


“Artículo 37 bis.- Todo establecimiento en que se comercialicen dispositivos de señales de servicios limitados de televisión deberá exhibir, en lugar destacado y claramente visible al público, un cartel en el cual se indiquen de manera didáctica las prohibiciones y sanciones relacionadas a la decodificación de las referidas señales.”.”.

- - -

Proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.009, que limita la responsabilidad de los usuarios de tarjetas de crédito por operaciones realizadas con tarjetas extraviadas, hurtadas o robadas, en lo relativo a la responsabilidad del usuario y del emisor en casos de uso fraudulento de estos medios de pago.

(Boletín N° 11.078-03)


El Presidente pone en discusión en general el proyecto de la referencia.


El Secretario General expresa que el objetivo principal del proyecto es modificar la ley N° 20.009, que limita la responsabilidad de los usuarios de tarjetas de crédito por operaciones realizadas con tarjetas extraviadas, hurtadas o robadas, fortaleciendo el régimen especial de responsabilidad del usuario y emisor de medios de pago, proponiendo al efecto diversas medidas.


Agrega que la Comisión de Economía hace presente que, no obstante tratarse de un proyecto de artículo único, lo discutió y aprobó sólo en general, proponiendo a la Sala proceder del mismo modo.


Indica que la Comisión aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Pérez San Martín y señores Pizarro, Quinteros y Tuma.


El Presidente ofrece la palabra y hace uso de ella el Honorable Senador señor Tuma quien expone en su calidad de Presidente de la Comisión de Economía.


A continuación la Mesa somete a votación la iniciativa.


El resultado es de 23 votos favorables.


Votan por la aprobación los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García Huidobro, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros, Tuma; Walker, Patricio y Zaldívar.


Fundan su voto favorable los Honorables Senadores señor Ossandón, señora Pérez San Martín y señores Moreira, Quinteros y Montes.

- - -


El Presidente declara aprobado en general el proyecto.

- - -


Durante la votación interviene asimismo la Honorable Senadora señora Allende.

- - -


Terminada la votación expresa su intención de votar a favor la Honorable Senadora señora Allende.

- - -


Queda terminada la tramitación de este asunto en su primer trámite reglamentario.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Economía, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


La Sala acuerda fijar un plazo para formular indicaciones al proyecto de ley hasta el día 5 de octubre a las 12:00 horas.

- - -

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional,  que establece el 8 de agosto de cada año como el Día de los Juzgados de Policía Local.

(Boletín N° 10.691-24)


El Presidente pone en discusión en general el proyecto de la referencia.


El Secretario General expresa que el objetivo de la iniciativa es establecer dicha fecha de cada año como el Día Nacional de los Juzgados de Policía Local.

Agrega que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió el proyecto en general y en particular por tratarse de aquellos de artículo único. Lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Bianchi y Quinteros, en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados.


Consultada la Sala el Presidente declara aprobada la iniciativa tanto en general como en particular por la unanimidad de los senadores presentes.


Queda terminada la tramitación de este asunto.


El texto que ha despachado el Senado es del siguiente tenor:


“Artículo único.- Establécese el 8 de agosto de cada año como el Día Nacional de los Juzgados de Policía Local.”.
- - -


El Presidente informa que ha terminado el Orden del Día.

- - -

Peticiones de Oficios


El Secretario General informa que se han recibido peticiones de oficios de los Honorables Senadores señores De Urresti, García y Navarro, dirigidas, en sus nombres, a diversas autoridades, a las que se dará el curso reglamentario.

- - -

Incidentes


En el tiempo de incidentes el Presidente ofrece la palabra sucesivamente a todos los Comités Parlamentarios y ningún senador interviene.

- - -

Se levanta la sesión.

MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado
DOCUMENTOS
1

PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE CREA EL MINISTERIO DE PUEBLOS INDÍGENAS

(10.687-06)
Oficio Nº 13.533
VALPARAÍSO, 3 de octubre de 2017
Con motivo del mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha aprobado el proyecto de ley que crea el Ministerio de Pueblos Indígenas, correspondiente al boletín No 10.687-06, del siguiente tenor: 

PROYECTO DE LEY

“Título I

Del Ministerio de Pueblos Indígenas

Párrafo 1º

Naturaleza, Atribuciones y Funciones

Artículo 1.- Créase el Ministerio de Pueblos Indígenas, y fíjase como su ley orgánica la contenida en este texto.

El Ministerio de Pueblos Indígenas (en adelante también “el Ministerio”) será la Secretaría de Estado encargada de colaborar con el Presidente de la República en el diseño, coordinación, seguimiento y evaluación de las políticas, planes y programas destinados a promover y fortalecer los derechos de los pueblos indígenas, su desarrollo económico, social y cultural, procurando la eliminación de toda forma de discriminación arbitraria contra los pueblos, comunidades, asociaciones y personas indígenas. 


Se entenderá por pueblos indígenas, para efectos de esta ley, aquellos a que se refiere el número 1 del artículo 1 del Convenio N° 169, de la Organización Internacional del Trabajo, sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes (en adelante el Convenio N° 169 de la OIT), y el artículo 1 de la ley N° 19.253, que establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena.


Los pueblos indígenas, especialmente a través de los Consejos de Pueblos Indígenas y del Consejo Nacional de Pueblos Indígenas, participarán en la formulación y evaluación de las políticas, planes y programas de desarrollo nacional y regional indígena, de conformidad con la normativa vigente.


El Ministerio promoverá que los demás órganos del Estado desarrollen una acción coordinada y sistemática, con miras a implementar de un modo transversal en la actuación del Estado los derechos de los pueblos indígenas, y a garantizar su respeto e integridad, con el objeto de que los pueblos indígenas puedan gozar plenamente y en un plano de igualdad de los derechos humanos individuales y colectivos y de las libertades fundamentales, sin obstáculo ni discriminación, de conformidad con lo establecido en el Convenio N° 169 de la OIT, y en los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentran vigentes.

Artículo 2.- Al Ministerio le corresponderá planificar y desarrollar las políticas, planes, programas y medidas especiales con pertinencia y enfoque intercultural que promuevan el goce, en pie de igualdad, de los derechos y oportunidades que la legislación nacional otorga a los demás miembros de la población. Tales medidas deberán impulsar la plena efectividad de los derechos económicos, sociales y culturales de los pueblos, respetando su identidad social y cultural, sus costumbres y tradiciones y sus instituciones y, asimismo, promover la eliminación de las diferencias socioeconómicas que puedan existir entre los miembros de dichos pueblos y los demás miembros de la población, de una manera compatible con sus aspiraciones y formas de vida; todo ello de conformidad a lo establecido en el Convenio N° 169 de la OIT. 


El Ministerio de Pueblos Indígenas, en el ejercicio de sus funciones, deberá considerar los valores tradicionales, elementos de significación cultural y cosmovisión simbólica, prácticas, derecho consuetudinario y los procedimientos propios y culturalmente pertinentes de cada pueblo indígena, conforme a lo establecido en los artículos 8 y 9 del Convenio 169 de la OIT.

Artículo 3.- Al Ministerio de Pueblos Indígenas le corresponderá colaborar y prestar asesoría técnica a los demás organismos de la Administración del Estado en la implementación y ejecución de los procesos de consulta previa indígena.


Asimismo, el Ministerio deberá recibir y analizar las solicitudes de procedencia de consulta previa indígena efectuadas por los organismos de la Administración del Estado, para lo cual recabará la opinión del Consejo Nacional de Pueblos Indígenas o del respectivo Consejo de Pueblo Indígena, según corresponda, sobre la existencia o no de la susceptibilidad de afectación directa de las medidas administrativas y legislativas que se prevea ejecutar.

Emitida la opinión por el Consejo Nacional de Pueblos Indígena o por el respectivo Consejo de Pueblo Indígena, según corresponda, o transcurrido el plazo que para tal efecto se establezca en el reglamento sin que emitan opinión, el Ministerio remitirá un informe sobre la solicitud de procedencia de consulta previa indígena al Comité Interministerial sobre Pueblos Indígenas, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 14 de esta ley. Dicho informe deberá contener la opinión del Consejo Nacional o del respectivo Consejo de Pueblo Indígena, si la hubiere.


Artículo 4.- Corresponderá al Ministerio de Pueblos Indígenas, con la participación de los pueblos indígenas, especialmente a través de los Consejos de Pueblos Indígenas y del Consejo Nacional de Pueblos Indígenas, el estudio, diseño, elaboración, coordinación, monitoreo y evaluación de la Política  Nacional Indígena. Ésta tendrá como objetivo general desarrollar una acción coordinada y sistemática de los órganos de la Administración del Estado, orientada a proteger los derechos de los pueblos indígenas y garantizar el respeto de su integridad, valores tradicionales, elementos de significación cultural y cosmovisión simbólica, fuentes prácticas, y sus procedimientos propios y culturalmente pertinentes, conforme a lo dispuesto en el Convenio N° 169 de la OIT y en los demás tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentran vigentes, referidos a los pueblos indígenas.


La Política Nacional Indígena promoverá la plena participación de los pueblos indígenas y sus miembros en la vida nacional y el pleno ejercicio, tanto de sus derechos civiles y políticos, como de los derechos económicos, sociales y culturales que les asisten, respetando su identidad, principios, valores, costumbres, la preservación de los recursos naturales, el patrimonio cultural y social y sus prácticas, tradiciones e instituciones propias.

Además, la Política Nacional Indígena promoverá el adecuado acceso de los miembros de los pueblos indígenas a los recursos naturales en sus territorios, la protección de los territorios indígenas y sus derechos de aguas, y el acceso y la adecuada explotación de los territorios indígenas, y resguardará su equilibrio ecológico y el desarrollo económico y social integral y sustentable de los miembros de los pueblos indígenas que los habiten, de conformidad con los mecanismos y procedimientos  establecidos en la ley, según lo dispuesto en el Convenio N° 169 de la OIT.

Finalmente, la Política Nacional Indígena promoverá que los pueblos indígenas puedan acceder a servicios de salud adecuados, que tomen en cuenta sus condiciones económicas, sociales y culturales, y su medicina tradicional, conforme a lo dispuesto en el Convenio N° 169 de la OIT.

Artículo 5.- Corresponderá al Ministerio de Pueblos Indígenas coordinar y colaborar con los demás órganos de la Administración del Estado en la implementación del Convenio N° 169 de la OIT, hacerle seguimiento y evaluar sus resultados.

Para el desempeño de la función señalada en el inciso anterior, el Ministerio podrá proponer y adoptar, en el ámbito de sus competencias, medidas especiales para proteger los derechos de los pueblos indígenas y de sus miembros, instituciones y culturas. Tales medidas deberán ser elaboradas con la participación y/o consulta de los pueblos indígenas y de sus miembros, especialmente a través de los Consejos de Pueblos Indígenas y del Consejo Nacional de Pueblos Indígenas, según corresponda.

Artículo 6.- El Ministerio de Pueblos Indígenas tendrá las siguientes funciones y atribuciones: 

a)
 Elaborar, proponer, coordinar, monitorear y evaluar la Política Nacional Indígena y las políticas, planes y programas orientados a hacer efectivos los derechos de los pueblos indígenas y su aplicación transversal en los órganos de la Administración del Estado, sin perjuicio de las atribuciones de otros organismos competentes.

b) 
Elaborar y proponer al Presidente de la República la formulación o modificación de iniciativas legales, reglamentarias y administrativas en las materias de su competencia, y evaluar su aplicación.

c)
 Elaborar y proponer los planes y programas destinados al desarrollo económico, social y cultural de los pueblos indígenas, y elaborar y coordinar los planes y programas intersectoriales destinados al mismo objetivo, para lo cual deberá prestar asistencia técnica a los demás órganos de la Administración del Estado. El Ministerio podrá promover y colaborar con las autoridades competentes a nivel nacional, regional y local en el desarrollo de programas de educación y difusión de la cultura, lengua y derechos de los pueblos indígenas, orientados a la creación de una conciencia nacional para una relación intercultural.

d) 
Desarrollar políticas en coordinación con el Servicio Nacional de los Pueblos Indígenas, respecto de los fondos a que se refiere la ley N° 19.253.

e)
 Desarrollar políticas, planes y programas, en coordinación con los demás órganos y servicios públicos con competencia en la materia, destinados a prevenir y erradicar la discriminación contra los pueblos indígenas, comunidades y personas indígenas, en especial contra niños, niñas, mujeres, personas en situación de discapacidad y adultos mayores indígenas.

f) Colaborar con el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, con el Ministerio de la Mujer y Equidad de Género y con el Ministerio de Desarrollo Social, dentro del ámbito de sus respectivas competencias, en la promoción y protección de los derechos humanos de las personas pertenecientes a los pueblos indígenas, especialmente respecto de las mujeres, niños, niñas, personas en situación de discapacidad y adultos mayores.

g) Generar programas de asesoría y defensa jurídica de los indígenas y sus comunidades, sin perjuicio de las atribuciones que otros organismos del Estado pudieren tener en esta materia. Estos programas se implementarán a través del Servicio Nacional de los Pueblos Indígenas o de otros órganos competentes en las materias correspondientes.

h) Proponer al Presidente de la República medidas destinadas a la protección de las tierras y territorios indígenas, de los recursos naturales existentes en ellas, y de los recursos genéticos, resguardando su debida ejecución, sin perjuicio de las atribuciones de otros organismos del Estado. Aquellas medidas deberán respetar el vínculo espiritual y la importancia especial que tiene para los pueblos indígenas su relación con las tierras, territorios y recursos naturales.

i)
 Proteger, preservar y promover el patrimonio arqueológico, histórico, artístico y cultural, material e inmaterial, de los pueblos indígenas, colaborando con otros organismos competentes en fortalecer su salvaguardia, desarrollo, respeto y/o valoración, sin perjuicio de las atribuciones de otros organismos del Estado.
j) Crear y mantener, debidamente actualizado, un Registro de Autoridades y Organizaciones Tradicionales Indígenas, el que deberá ser elaborado a solicitud y en conjunto con el respectivo pueblo indígena, de conformidad con el reglamento que se dicte para tal efecto.

k) Crear y mantener actualizado un Registro Especial Indígena que contendrá la nómina e individualización, conforme al reglamento, de todas las personas indígenas mayores de 18 años de edad y que acrediten la calidad indígena, en conformidad con el artículo 3 de la ley N° 19.253. Este Registro servirá de base para que el Ministerio confeccione los listados con las personas habilitadas para participar en los procesos de determinación de consejeros del Consejo Nacional de Pueblos Indígenas y de los Consejos de Pueblos Indígenas, cuando corresponda, según lo establecido en sus respectivos reglamentos internos.

l) Diseñar y coordinar programas de capacitación y promoción de los derechos de los pueblos indígenas para funcionarios de los órganos del Estado, y diseñar y coordinar programas de formación en esta materia para los miembros de los pueblos indígenas.

m)
 Promover, dentro del ámbito de sus competencias, el cumplimiento de los tratados e instrumentos internacionales de derechos humanos y derechos colectivos de los pueblos indígenas ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, sin perjuicio de las atribuciones que otros organismos del Estado pudieren tener en esta materia.

n) Colaborar con los distintos servicios y organismos públicos, a nivel nacional, regional y local, y asesorarlos en la formulación e incorporación del enfoque intercultural en sus políticas, planes y programas, cuando corresponda, de contenidos relativos a la cosmovisión indígena, en especial en los aspectos culturales, históricos, lingüísticos, ambientales y de diversidad biológica y de salud intercultural.

ñ) Promover y proponer al Presidente de la República medidas destinadas a la protección de la propiedad intelectual y de los conocimientos tradicionales de los pueblos indígenas.

o) Celebrar convenios con organismos públicos y privados, nacionales e internacionales, para el cumplimiento de sus funciones.

p) Promover, realizar y difundir, en lo pertinente, estudios e investigaciones relativos a los pueblos indígenas.

q) Proponer medidas destinadas a la promoción, conservación y fortalecimiento del Archivo General de Asuntos Indígenas, a que se refiere el Párrafo 1° del Título IV de la ley N° 19.253, sin perjuicio de las atribuciones que otros organismos del Estado pudieren tener en esta materia.

r) Desempeñar las demás funciones y atribuciones que le encomiende la ley.

Artículo 7.- El Ministerio de Pueblos Indígenas podrá establecer Áreas de Desarrollo Indígena, que serán espacios territoriales en los que los organismos de la Administración del Estado, en consulta y con la participación de los pueblos indígenas interesados, especialmente a través de los Consejos de Pueblos Indígenas y del Consejo Nacional de Pueblos Indígenas, focalizarán su acción en beneficio del desarrollo económico, social y cultural de los indígenas y sus comunidades, para lo cual podrá considerar elementos de cooperación público-privada. Para el establecimiento de las Áreas de Desarrollo Indígena deberán concurrir los siguientes criterios:

a) 
Espacios territoriales en que han vivido ancestralmente o habitan los pueblos indígenas.

b)
 Alta densidad de población indígena.
c)
 Existencia de tierras de comunidades o personas indígenas.

d) 
Homogeneidad ecológica.

e) 
Dependencia de recursos naturales para el equilibrio de esos territorios, tales como cuencas, ríos, riberas, flora y fauna que requieran un manejo armónico.

El Ministerio, en beneficio de las Áreas de Desarrollo Indígena, podrá estudiar, planificar, coordinar y convenir planes, proyectos, trabajos y obras con organismos públicos y privados.


Un reglamento expedido por el Ministerio de Pueblos Indígenas y suscrito, además, por los ministros del Interior y Seguridad Pública, de Hacienda y Secretario General de la Presidencia, determinará el o los procedimientos de establecimiento, administración y gestión de las Áreas de Desarrollo Indígena, considerando la participación de los pueblos indígenas en la materia.

Párrafo 2º

De la Organización

Artículo 8.- La organización del Ministerio será la siguiente:

a) El Ministro de Pueblos Indígenas.

b) El Subsecretario de Pueblos Indígenas.

c) Las Secretarías Regionales Ministeriales de Pueblos Indígenas, en todas las regiones del país.

El Subsecretario de Pueblos Indígenas podrá establecer una oficina especial para Isla de Pascua.

Uno o más reglamentos expedidos por el Ministerio de Pueblos Indígenas determinarán la estructura organizativa interna, de conformidad con lo dispuesto en la ley Nº 18.575, orgánica constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1-19.653, de 2000, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia. La estructura interna deberá considerar unidades funcionales con competencia en consulta y participación indígena, y las demás necesarias para dar cumplimiento a los objetivos, funciones y atribuciones del Ministerio.


Artículo 9.- Al Ministro de Pueblos Indígenas le corresponderá:

a) 
Proponer al Presidente de la República la Política Nacional Indígena, resguardar su implementación, coordinar su ejecución y realizar su evaluación periódica.

b)
 Presidir el Comité Interministerial sobre Pueblos Indígenas.

c)
 Proponer al Presidente de la República iniciativas legales, reglamentarias y administrativas en las materias de su competencia.

d) 
Promover e impulsar políticas, planes y programas nacionales y regionales destinados al desarrollo económico, social y cultural de los pueblos indígenas.

e)
 Resguardar el cumplimiento de los tratados e instrumentos internacionales referidos total o parcialmente a los pueblos indígenas o sus miembros ratificados por Chile que se encuentren vigentes.

f) 
Desempeñar las demás funciones y atribuciones que le encomiende la ley. 

Artículo 10.- La Subsecretaría de Pueblos Indígenas estará a cargo del Subsecretario de Pueblos Indígenas, quien será el jefe superior del servicio. El Subsecretario de Pueblos Indígenas es el colaborador inmediato del Ministro de Pueblos Indígenas en el ejercicio de sus atribuciones. Le corresponderá:

a) 
Mantener el Registro de Autoridades y Organizaciones Tradicionales Indígenas.

b) Implementar el Registro Especial Indígena.

c) Supervigilar el proceso de determinación de los consejeros del Consejo Nacional de Pueblos Indígenas y de los Consejos de Pueblos Indígenas, resguardando el cabal cumplimiento de los procedimientos que éstos hayan establecido en sus respectivos reglamentos, y verificando que los participantes de este proceso se encuentren individualizados en los listados referidos en la letra k) del artículo 6.

d) Actuar como ministro de fe y secretario técnico del Comité Interministerial sobre Pueblos Indígenas.

e) Colaborar con los ministerios y servicios públicos respecto a la incorporación del enfoque de interculturalidad.

f) Promover, realizar y difundir estudios e investigación relativos a los pueblos indígenas.

g) Diseñar y coordinar programas de capacitación y promoción de los derechos de los pueblos indígenas.

h) Las demás funciones y atribuciones que señale la ley o le sean delegadas por el Ministro de Pueblos Indígenas.

Le corresponderá, además, la dirección administrativa de las secretarías regionales ministeriales y la administración y servicio interno del Ministerio de Pueblos Indígenas.

Artículo 11.- En cada región habrá una Secretaría Regional Ministerial de Pueblos Indígenas, a cargo de un Secretario Regional Ministerial, dependiente técnica y administrativamente del Ministerio.

A las Secretarías Regionales Ministeriales de Pueblos Indígenas les corresponderá:

a)
 Coordinar los programas que se desarrollen a nivel regional y local, y las acciones emprendidas con recursos del Ministerio.
b) 
Colaborar en la implementación y ejecución de los procesos de consulta previa y participación de los pueblos indígenas en la región, de conformidad con la legislación vigente.

c)
 Integrar las Comisiones Regionales de Uso del Borde Costero.

d)
 Desempeñar las demás funciones y atribuciones que le señale la ley.

Párrafo 3°

Sobre la Consulta Indígena

Artículo 12.- Los procesos de consulta previa y participación indígena serán financiados con cargo a los presupuestos vigentes de los servicios que correspondan. El Ministerio de Pueblos Indígenas podrá colaborar en dichos procesos a solicitud del servicio respectivo.

Párrafo 4°

Del Personal

Artículo 13.- El personal del Ministerio de Pueblos Indígenas se regirá por las disposiciones de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, y en materia de remuneraciones por las normas del decreto ley N° 249, de 1974, que fija la escala única de sueldos para el personal que señala, y su legislación complementaria.

Título II

Del Comité Interministerial sobre Pueblos Indígenas

Artículo 14.- La resolución que emita el Comité sobre la solicitud de procedencia de consulta previa indígena deberá ser fundada y pronunciarse, en particular, sobre la opinión emitida por el Consejo Nacional o el respectivo Consejo de Pueblo Indígena, según corresponda.


Un reglamento expedido por el Ministerio de Pueblos Indígenas, suscrito además por los ministros de Hacienda y Secretario General de la Presidencia, fijará las funciones e integración del Comité y, en general, todas las normas necesarias para su adecuado funcionamiento.

La Subsecretaría de Pueblos Indígenas prestará al Comité el apoyo técnico y administrativo necesario para su funcionamiento. El Subsecretario será el secretario técnico del Comité y actuará como ministro de fe.

Título III

Modificaciones legales

Artículo 15.- Incorpóranse las siguientes enmiendas en la ley Nº 19.253, que establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas, y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena:

1. Sustitúyense, en todos los lugares en que aparecen, el vocablo “etnia” por “pueblo”, y la palabra “etnias” y la expresión “etnias originarias” por la dicción “pueblos indígenas”.

2. Reemplázanse, en todos los lugares en que aparecen, las expresiones “la Corporación”, “la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena”, “de la Corporación”, “de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena”, “a la Corporación” y “a la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena” por “el Servicio Nacional”, “el Servicio Nacional de los Pueblos Indígenas”, “del Servicio”, “del Servicio Nacional de los Pueblos Indígenas”, “al Servicio Nacional” y “al Servicio Nacional de los Pueblos Indígenas”, respectivamente.


3. Agréganse en el inciso segundo del artículo 3 las siguientes oraciones: “El Servicio administrará un Registro Especial de Calidad Indígena, en el que se inscribirán todas aquellas personas que acrediten su calidad conforme a lo señalado en los incisos precedentes. Un reglamento expedido por el Ministerio de Pueblos Indígenas fijará las normas relativas a su organización, el tratamiento de la información, sus usos y todas aquellas normas necesarias para su correcto funcionamiento.”.

4. Suprímense los artículos 26 y 27.

5. Elimínase en el inciso segundo del artículo 30 la expresión “y con acuerdo del Consejo”.

6. Sustitúyese el inciso primero del artículo 38 por el siguiente: 


“Artículo 38.- Créase el Servicio Nacional de los Pueblos Indígenas como un servicio público funcionalmente descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propios, sometido a la supervigilancia del Ministerio de Pueblos Indígenas. Podrá usar la sigla Senapi.”.

7. Suprímese el inciso primero del artículo 39, y reemplázase en el encabezamiento de su actual inciso segundo, que pasa a ser primero, la palabra “Además” por la expresión “Al Servicio”.

8. Elimínase en la letra f) del artículo 39 la siguiente expresión: “y, en casos especiales, solicitar la declaración de Áreas de Desarrollo Indígena de acuerdo a esta ley”.

9. 
Elimínase la letra j) del artículo 39.

10. 
Suprímese en el inciso segundo del artículo 40 la siguiente frase: “, según sea decidido por el Consejo Nacional de la Corporación, por los dos tercios de sus miembros en ejercicio”.

11. Suprímense los artículos 41, 42 y 43.

12. 
Elimínase en la letra b) del artículo 44 la frase “, con acuerdo del Consejo,”.

13. Elimínase en la letra d) del artículo 44 la expresión “para su sanción por el Consejo”.

14. Suprímese la letra f) del artículo 44.

15. Elimínase en el inciso primero del artículo 45 la expresión “que será asesorado por un Consejo Indígena”.

16. Suprímese la letra c) del artículo 45.

17. Derógase el artículo 46.

18. Elimínase la letra b) del artículo 47.

19. Suprímese el inciso segundo del artículo 47.

20. Reemplázase en el inciso primero del artículo 68 la expresión “Planificación y Cooperación” por “Pueblos Indígenas”.

21. Sustitúyese en el artículo 80 la expresión “Ministerio de Planificación y Cooperación” por “Ministerio de Pueblos Indígenas”.

Artículo 16.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 20.249, que crea el Espacio Costero Marino de los Pueblos Originarios:

1. Reemplázase la letra d) del artículo 2 por la siguiente:

“d) Senapi: Servicio Nacional de Pueblos Indígenas.”.

2. Sustitúyese en el artículo 8 la expresión “Conadi”, cada vez que aparece, por “Senapi”.

3. Reemplázase en el artículo 8 la expresión “Ministerio de Planificación”, cada vez que aparece, por “Ministerio de Pueblos Indígenas”.

4. Sustitúyese en el artículo 10 la expresión “Conadi”, cada vez que aparece, por “Senapi”.

5. Intercálase en el inciso cuarto del artículo 11, entre las expresiones “del Ministerio de Planificación,” y “de las Subsecretarías de Marina y de Pesca,” la siguiente: “del Ministerio de Pueblos Indígenas,”.


6. Reemplázase en el inciso cuarto del artículo 11 la expresión “Conadi” por “Senapi”.

Artículo 17.- Sustitúyese en el inciso tercero del artículo único de la ley Nº 20.411, que impide la constitución de derechos de aprovechamiento de aguas en virtud del artículo 4° transitorio de la ley 20.017, de  2005, en determinadas zonas o áreas, la expresión “Corporación Nacional de Desarrollo Indígena” por “Servicio Nacional de Pueblos Indígenas”.

Artículo 18.- Reemplázase en el párrafo segundo del numeral 4) del inciso primero del artículo 30 de la ley Nº 19.891, que crea el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes y el Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y las Artes, la expresión “Corporación Nacional de Desarrollo Indígena”, por “Servicio Nacional de Pueblos Indígenas”.

Artículo 19.- El Servicio Nacional de los Pueblos Indígenas será el sucesor legal y patrimonial de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, una vez que entre en funcionamiento conforme a lo establecido en esta ley.

Artículo 20.- Las referencias que las leyes, reglamentos y demás normativa vigente hagan a la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, a la Conadi, al Director Nacional u otras autoridades de dicha Corporación, deberán entenderse realizadas al Servicio Nacional de los Pueblos Indígenas, a su Director Nacional u otras autoridades, al Ministerio de Pueblos Indígenas, a la Subsecretaría de Pueblos Indígenas, a su Ministro o Subsecretario, según corresponda.

Disposiciones transitorias

Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año a contar de la fecha de publicación de esta ley, y mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Desarrollo Social, suprima y modifique normas legales con el solo objeto de adecuar los textos legales vigentes a la normativa establecida por esta ley.

En el ejercicio de esta facultad, sólo podrá introducirles cambios formales de redacción, titulación, ubicación de preceptos y otros de similar naturaleza, sin que puedan importar, en caso alguno, la alteración del verdadero sentido y alcance de las disposiciones legales vigentes. 

Artículo segundo.- El actual Consejo Nacional de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, a que se refieren los artículos 41 y siguientes de la ley N° 19.253, se mantendrá en sus funciones hasta la fecha de entrada en funcionamiento del Consejo Nacional de Pueblos Indígenas y los Consejos de Pueblos Indígenas. En el entretanto, todas las funciones y atribuciones que esta ley confiere a dichos consejos serán ejercidas por el Consejo Nacional de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, sin perjuicio de la participación directa de los pueblos indígenas en conformidad con lo señalado en el decreto supremo N° 66, de 2014, del Ministerio de Desarrollo Social, que aprueba el reglamento que regula el procedimiento de consulta indígena en virtud del artículo 6 N° 1 letra a) y N° 2 del Convenio N° 169 de la Organización Internacional del Trabajo y deroga normativa que indica.

Artículo tercero.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Desarrollo Social, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1.
 Fijar las plantas de personal de la Subsecretaría de Pueblos Indígenas. 

En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República dictará las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije y, en especial, podrá determinar el número de cargos para cada grado y planta; los requisitos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8 de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. Además, establecerá las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N° 19.553. También podrá determinar las normas de encasillamiento en las plantas, el cual podrá incluir funcionarios que se traspasen desde la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena y desde las Subsecretarías del Ministerio de Desarrollo Social. 

2. 
Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios de planta y a contrata desde la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, la Subsecretaría de Evaluación Social y la Subsecretaría de Servicios Sociales, a la Subsecretaría de Pueblos Indígenas. A contar desde esa misma fecha, el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen; del mismo modo, la dotación máxima de personal se disminuirá en el número de funcionarios traspasados. Conjuntamente con el traspaso del personal se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.

En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije la planta de personal se determinará la forma en que se realizará el traspaso y el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, pudiendo establecer, además, el plazo en el que se llevará a cabo este proceso. La individualización del personal traspasado y su encasillamiento, cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Desarrollo Social. El traspaso del personal titular de planta y a contrata, y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado que tenían a la fecha del traspaso.

3. 
Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de la facultad señalada en este artículo no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios titulares en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, que sean traspasados a la Subsecretaría de Pueblos Indígenas. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley y que sean traspasados a dicha Subsecretaría, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.

4. 
Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas de personal de la Subsecretaría de Pueblos Indígenas. Igualmente, determinará la fecha de inicio de actividades del Ministerio de Pueblos Indígenas y fijará su dotación máxima, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.

5.
 Traspasar, cuando corresponda, los recursos y bienes desde la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena y desde las Subsecretarías del Ministerio de Desarrollo Social a la Subsecretaría de Pueblos Indígenas. 

6. 
El ejercicio de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:

a) 
No podrá tener como consecuencia, ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento. 

b) 
No podrá significar disminución de remuneraciones, ni modificación de derechos previsionales del personal. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

c) 
Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

Artículo cuarto.- En tanto no se constituya el Servicio de Bienestar de la Subsecretaría de Pueblos Indígenas, los funcionarios  que sean traspasados a dicha subsecretaría podrán afiliarse o continuar afiliados al Servicio de Bienestar del Ministerio de Desarrollo Social o al de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, según corresponda.

Artículo quinto.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Ministerio de Pueblos Indígenas, incluido el Servicio Nacional de Pueblos Indígenas, y le transferirá los fondos desde la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena y de las Subsecretarías del Ministerio de Desarrollo Social, según corresponda, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

Artículo sexto.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley, durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia, se financiará con cargo a la partida presupuestaria de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena y de las Subsecretarías del Ministerio de Desarrollo Social, según corresponda, y en lo que faltare se financiará con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.
***
Hago presente a V.E. que el inciso cuarto del artículo 1, los incisos segundo y tercero del artículo 3, el inciso primero del artículo 4, el inciso segundo del artículo 5, el inciso primero del artículo 7, y los numerales 6, 11, 12, 13, 14, 15 y 16 del artículo 15 del proyecto de ley, fueron aprobados en general y en particular con el voto favorable de 93 diputados, de un total de 119 en ejercicio, dándose así cumplimiento a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
MENSAJE DE S.E. LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY QUE CREA El MINISTERIO DE PUEBLOS INDÍGENAS.

Santiago, 11 de mayo de 2016.-
    M E N S A J E   Nº 059-364/
Honorable Cámara de Diputados:

Tengo el honor de someter a vuestra consideración un proyecto de ley que crea el Ministerio de Pueblos Indígenas:

I. ANTECEDENTES

En el año 1993 se dictó la ley N° 19.253, que Establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, la cual marcó un hito, ya que reconoció a los pueblos indígenas en nuestro ordenamiento jurídico. Sin embargo, la prioridad adecuada para la política indígena sigue siendo una tarea inconclusa.
Por ello, en el mes de enero del año 2001, se constituyó la Comisión de Verdad Histórica y Nuevo Trato, que tenía como misión presentar al Presidente de la República, las propuestas y recomendaciones referidas a mecanismos institucionales, jurídicos y políticos para una plena participación, reconocimiento y goce de los derechos de los pueblos indígenas en un sistema democrático, sobre la base de un consenso social y de reconstrucción de la confianza histórica.

Dicha Comisión fue de enorme trascendencia, ya que por primera vez en la historia de nuestro país se analizaba desde el Estado la situación de los pueblos indígenas y sus necesidades institucionales. 
Con posterioridad, en el año 2007, nuestro país apoyó con su firma la proclamación de la Declaración de Naciones Unidas sobre los derechos de los pueblos indígenas y, al año siguiente, ratificó el Convenio N°169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) lo que demuestra nuestro compromiso como Estado, en avanzar por el reconocimiento pleno de los derechos colectivos de los pueblos indígenas. 

El presente proyecto de ley expresa la necesidad de una nueva institucionalidad para dar respuesta a los problemas actuales de los pueblos indígenas que reclaman mayores espacios de inclusión y políticas de Estado integrales y sistemáticas y, que ella sea capaz de generar y coordinar la política pública desde el Estado. 

Nuestra sociedad debe hacer un esfuerzo por reconocerse a sí misma y dar cuenta de su innegable diversidad y, en consecuencia, constituye un deber de todos construir un Estado más inclusivo que, en este caso, debe partir por otorgar mecanismos eficaces para plantear en las diferentes instancias de decisión, los intereses, los derechos y la cosmovisión indígenas.

II. El proceso de CONSULTA

En el mes de marzo de 2008 el Congreso Nacional aprobó el proyecto de acuerdo relativo al Convenio N° 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), el cual fue promulgado por medio del Decreto Supremo N° 236, de 2008, del Ministerio de Relaciones Exteriores.

El depósito del instrumento de ratificación se realizó el 15 de septiembre de 2009, ante la OIT, por lo que, en virtud de lo dispuesto en el mismo Convenio, éste debía entrar en vigencia en nuestro país un año después.

El artículo 6° del Convenio N° 169 de la OIT establece que los gobiernos deben consultar a los pueblos indígenas interesados cada vez que se prevean medidas legislativas o administrativas susceptibles de afectarles directamente, mediante procedimientos apropiados y a través de sus instituciones representativas.

Para cumplir con el Convenio N° 169 de la OIT, en el mes de septiembre del 2014 el Gobierno inició un proceso de consulta previa a los nueve pueblos indígenas, respecto de esta medida legislativa, es decir, el proyecto de ley que crea el Ministerio de Pueblos Indígenas. 

De este modo, el proyecto de ley que presento a vuestra consideración es el producto de una propuesta hecha a las comunidades y organizaciones indígenas del país, mediante un proceso de consulta nacional, en el que se llegó a acuerdos respecto de la medida legislativa en cuestión con los nueve pueblos indígenas, los que consintieron en la creación de este órgano del Estado.

El proceso de consulta contempló cinco etapas: planificación, entrega de información, deliberación interna, diálogo y sistematización de la información. Este proceso de consulta previa tuvo una duración de seis meses, incluida la etapa de sistematización. En dicho proceso participaron más de 6.700 actores de instituciones representativas de los pueblos indígenas de todo el país incluida la Isla de Pascua o Rapa Nui.

En consecuencia, por medio de este proceso, el Estado dio cumplimiento a las obligaciones referidas a la consulta previa establecida en el artículo 6° del Convenio N° 169 de la OIT, al consultar a los pueblos indígenas esta medida legislativa susceptible de afectarles directamente. Sin embargo, lo más importante es que a través de él se ha abierto un proceso de diálogo democrático con los pueblos indígenas, consultándoles respecto de una medida que les afecta directamente. Los acuerdos alcanzados en este proceso de consulta previa se plasman en este proyecto de ley. 

III. OBJETIVO DEL PROYECTO

El objetivo del proyecto de ley que se somete a vuestra consideración es crear el Ministerio de Pueblos Indígenas,  una Secretaría de Estado encargada de colaborar con el (la) Presidente (a) de la República, en el diseño, coordinación y evaluación de las políticas, planes y programas destinados a promover y fortalecer los derechos de los pueblos indígenas, su desarrollo económico, social y cultural, procurar la eliminación de toda forma de discriminación arbitraria contra los pueblos, comunidades y  personas indígenas.

Lo anterior, implica elevar al más alto nivel dentro de la estructura del Estado la situación de los derechos de los pueblos indígenas, asimismo, da cuenta de la preocupación que tenemos como Estado del destino de los pueblos indígenas. 

IV. CONTENIDO DEL PROYECTO

A continuación se detalla el contenido del proyecto de ley que someto a vuestro conocimiento:

1. Crea el Ministerio de Pueblos Indígenas 

En el primer párrafo del proyecto de ley se establece la naturaleza, atribuciones y funciones del Ministerio de Pueblos Indígenas. Se trata de la Secretaría de Estado encargada de colaborar con el Presidente de la República, en el diseño, coordinación y evaluación de las políticas, planes y programas destinados a promover y fortalecer los derechos de los pueblos indígenas, su desarrollo económico social y cultural. Asimismo, este Ministerio procurará la eliminación de toda forma de discriminación arbitraria contra los pueblos, comunidades y personas indígenas, abordando los derechos no solo desde una mirada individual, sino desde una perspectiva de derechos colectivos como lo son aquellos que reclaman nuestros pueblos.
A través de este Ministerio los pueblos indígenas participarán en la formulación y evaluación de las políticas, planes y programas ya sea de desarrollo nacional o regional, tal como lo exige el Convenio N° 169 de la OIT, lo que sin duda permitirá mayores espacios de inclusión a partir de sus particularidades culturales y su propia cosmovisión. 

Al Ministerio de Pueblos Indígenas le corresponderá, dentro de sus funciones, promover que los demás órganos públicos desarrollen una acción coordinada y sistemática, en conjunto con los pueblos indígenas, a través de su Consejo Nacional, para así implementar de modo transversal los derechos de los pueblos indígenas y garantizar su respeto e integridad, de modo que puedan gozar en un plano de igualdad los derechos humanos individuales y colectivos. 
La sociedad chilena debe hacerse responsable del impacto de procesos históricos de discriminación que limita la integración de los pueblos indígenas. Por ello, es que este Ministerio de Pueblos Indígenas tendrá la atribución de adoptar medidas especiales cuando la situación de vulnerabilidad de derechos así lo aconseja, de conformidad a lo establecido por el Convenio N° 169 de la OIT.

En otro aspecto, al Ministerio de Pueblos Indígenas le corresponderá colaborar y prestar asesoría técnica a los demás organismos de la Administración del Estado en la implementación y ejecución de los procesos de consulta previa. Asimismo, el Ministerio deberá recibir y analizar las solicitudes de procedencia de consulta indígena efectuadas por los organismos de la Administración del Estado para efectos de ser remitidas al Comité Interministerial sobre Pueblos Indígenas que también crea el presente proyecto de ley, quien las resolverá.

Es importante recalcar que si bien este es un Órgano de la Administración del Estado tendrá una directa relación con los pueblos indígenas, a fin de dar resguardo a sus derechos. Por ello es que en muchas de sus acciones y decisiones deberá contemplar la participación de los pueblos indígenas. Así por ejemplo, en la elaboración de la Política Nacional Indígena, el Ministerio debe considerar la participación de los pueblos indígenas, tal y como lo estatuye el Convenio N° 169 de la OIT. Con el mismo fin, se establece que la misma Política Nacional Indígena deberá abordar aspecto como la protección de los derechos colectivos, la participación de los pueblos indígenas y sus miembros en la vida nacional, promover el pleno ejercicio de sus derechos económicos, sociales y culturales, derechos políticos y civiles, sus costumbres, e instituciones propias, además de  resguardar el adecuado acceso de los miembros de los pueblos indígenas y sus comunidades a los recursos naturales, tales como, tierras y aguas.

Una labor fundamental del Ministerio de Pueblos indígenas será coordinar y colaborar con los demás Órganos del Estado en la implementación del Convenio N° 169 de la OIT, hacer seguimiento de su cumplimiento y evaluar sus resultados de aplicación y, para ello, tendrá facultades de elaborar y proponer al (a la) Presidente (a) de la República iniciativas legales, reglamentarias y administrativas.
En definitiva, con la creación del Ministerio de Pueblos Indígenas propuesto en el proyecto de ley, nuestro país da un salto cualitativo en torno a los derechos de los pueblos indígenas.
2. De la organización del Ministerio de Pueblos Indígenas
El Ministerio de Pueblos Indígenas se organiza de la siguiente manera:
En su cúspide administrativa se encuentra el Ministro o Ministra de Pueblos Indígenas, le sigue un Subsecretario o Subsecretaria de los Pueblos Indígenas, según corresponda, y las Secretarías Regionales Ministeriales en todas las regiones del país. Además, considerando la situación geográfica y de territorio especial que tiene la Isla de Pascua o Rapa Nui, el proyecto contempla la posibilidad de establecer en dicho territorio una oficina especial de la Subsecretaria de Pueblos Indígenas.

Asimismo, con miras a dar cumplimiento a los acuerdos alcanzados durante el proceso de consulta previa de esta medida legislativa, dentro de la estructura del Ministerio de Pueblos Indígenas se contempla, a lo menos, una unidad sobre procesos de consulta y participación indígenas.
En tanto, el personal del Ministerio de Pueblos Indígenas se regirá por las disposiciones contenidas en la ley N°18.834, sobre Estatuto Administrativo, y en materia de remuneraciones por el decreto ley N°249, de 1974, y su legislación complementaria.

3. Del financiamiento de los procesos de consulta previa

Con el propósito de implementar los procesos de consulta previa y participación, el proyecto de ley sometido a vuestra consideración establece que éstos serán financiados con cargo a los presupuestos vigentes de los servicios que correspondan. El Ministerio podrá colaborar en dichos procesos, a solicitud del Servicio respectivo.

4. Del Comité Interministerial sobre Pueblos Indígenas
Entre otras atribuciones y, con el objeto de establecer una acción coordinada desde el Estado en materia de Política Nacional Indígena, el Ministerio de Pueblos Indígenas contará con un Comité Interministerial sobre Pueblos Indígenas que será presidido por el Ministro o la Ministra de Pueblos Indígenas. Tanto sus funciones como la integración del Comité serán fijados por reglamento del Ministerio de Pueblos Indígenas, siendo suscrito también por el Ministro de Hacienda y por el Ministro Secretario General de la Presidencia.
Además, el Comité Interministerial sobre Pueblos Indígenas tendrá la atribución de resolver con carácter vinculante las solicitudes de procedencia de consulta indígena que sean remitidas por el Ministerio de Pueblos Indígenas, órgano que las analizará, luego de recibirlas de parte de los demás organismos de la Administración del Estado.
5. Otras disposiciones

Por medio de este proyecto de ley se adecúa, además, la legislación vigente. Para ello, se modifican los siguientes cuerpos legales: la ley N° 19.253 que Establece Normas sobre Protección, Fomento y desarrollo de los Pueblos Indígenas, y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena; la ley Nº 20.249 que Crea el Espacio Costero Marino de los Pueblos Originarios; la ley Nº 20.411, que Impide la Constitución de Derechos de Aprovechamiento de Aguas; y, la ley Nº 19.891, que Crea el Consejo Nacional de la Cultura y Las Artes y el Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y Las Artes.


El proyecto de ley establece que la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena será reemplazada por el Servicio Nacional de los Pueblos Indígenas, su sucesor legal y patrimonial. 
6. Normas transitorias


Por otro lado, el Consejo Nacional de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena a que se refieren los artículos 41 y siguientes de la ley N° 19.253, que Establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, se mantendrá en funciones hasta la fecha de entrada en funcionamiento del Servicio Nacional de Pueblos Indígenas. 
Además, el proyecto de ley señala que el Presidente de la República dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley establecerá mediante decreto por fuerza de ley, entre otras materias: las plantas de personal de la Subsecretaría de Pueblos Indígenas; dispondrá sin solución de continuidad el traspaso de los funcionarios de planta a contrata desde la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, la Subsecretaría de Evaluación Social y la Subsecretaría de Servicios Sociales a la Subsecretaría de Pueblos Indígenas; también determinará la forma en que se realizará el traspaso y el número de funcionarios que serán traspasados; y, además, determinará la fecha de entrada en vigencia de la planta de personal de la Subsecretaría de Pueblos Indígenas, la fecha de inicio de actividades del Ministerio de Pueblos Indígenas y fijará su dotación máxima.


Adicionalmente, se regula el traspaso de un Servicio de Bienestar a otro, además de establecer la forma de realizar la transferencia de los fondos desde la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena y de las Subsecretarías del Ministerio de Desarrollo Social, según corresponda, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítemes y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente  

P R O Y E C T O  D E  L E Y:

“ARTÍCULO PRIMERO.-
Apruébase la Ley Orgánica del Ministerio de Pueblos Indígenas, cuyo texto es el siguiente:

“TITULO I

DEL MINISTERIO DE PUEBLOS INDIGENAS

Párrafo 1º

Naturaleza, Atribuciones y Funciones

Artículo 1°.-
Créase el Ministerio de Pueblos Indígenas, en adelante "el Ministerio", como la Secretaría de Estado encargada de colaborar con el (la) Presidente(a) de la República en el diseño, coordinación y evaluación de las políticas, planes y programas destinados a promover y fortalecer los derechos de los pueblos indígenas, su desarrollo económico, social y cultural, procurar la eliminación de toda forma de discriminación arbitraria contra los pueblos, comunidades y  personas indígenas. 

Se entenderá por pueblos indígenas, para efectos de la presente ley, a aquellos a que se refiere el artículo l°, N°l, del Convenio N° 169 Sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes de la Organización Internacional del Trabajo, en adelante “el Convenio N° 169 de la OIT” y el artículo l° de la ley N° 19.253, que Establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas, y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena.

Los pueblos indígenas, especialmente a través de los Consejos de Pueblos Indígenas y del Consejo Nacional de Pueblos Indígenas participarán en la formulación y evaluación de las políticas, planes y programas de desarrollo nacional y regional indígena, de conformidad a la normativa vigente.

El Ministerio, en su función de órgano público, promoverá que los demás órganos del Estado desarrollen una acción coordinada y sistemática, con miras a implementar de un modo transversal en la actuación del Estado, los derechos de los pueblos indígenas y a garantizar su respeto y su integridad, a objeto que los pueblos indígenas puedan gozar plenamente y en un plano de igualdad los derechos humanos individuales, colectivos y de las  libertades fundamentales, sin obstáculo y discriminación, de conformidad a lo establecido por el Convenio N° 169 Sobre Pueblos Indígenas y Tribales en países independientes de la Organización Internacional del Trabajo. 

Artículo 2º.-
Al Ministerio le corresponderá planificar y desarrollar las políticas, planes, programas y medidas especiales que promuevan el goce, en pie de igualdad, de los derechos y oportunidades que la legislación nacional otorga a los demás miembros de la población. Tales medidas deberán impulsar la plena efectividad de los derechos sociales, económicos y culturales de los pueblos, respetando su identidad social y cultural, sus costumbres y tradiciones y sus instituciones, como asimismo, promover la eliminación de las diferencias socioeconómicas que puedan existir entre los miembros de dichos pueblos y los demás miembros de la comunidad nacional, de una manera compatible con sus aspiraciones y formas de vida. Todo ello de conformidad a lo establecido por el Convenio N° 169 de la OIT. 


El Ministerio de Pueblos Indígenas, en el ejercicio de sus funciones, deberá considerar los valores tradicionales, elementos de significación cultural y cosmovisión simbólica, fuentes prácticas, y los procedimientos propios y culturalmente pertinentes de cada pueblo indígena.

Artículo 3º.-
Al Ministerio de Pueblos Indígenas le corresponderá colaborar y prestar asesoría técnica a los demás organismos de la Administración del Estado en la implementación y ejecución de los procesos de consulta previa indígena.


Asimismo, el Ministerio deberá recibir y analizar las solicitudes de procedencia de consulta previa indígena efectuadas por los organismos de la Administración del Estado para efectos de ser remitidas al Comité Interministerial sobre Pueblos Indígenas, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 14 de la presente ley.


Uno o más reglamentos expedidos por el Ministerio de Pueblos Indígenas, suscrito además por el Ministro de Hacienda y por el Ministro Secretario General de la Presidencia, fijará(n) los elementos necesarios para determinar la procedencia y ejecución de los procesos de consulta previa y participación de los pueblos indígenas, conforme a lo dispuesto en el Convenio N° 169 de la OIT, sin afectar las competencias que otros órganos de la Administración del Estado tengan sobre la materia. 
Artículo 4°.-
Corresponderá al Ministerio de Pueblos Indígenas, con la participación de los pueblos indígenas, especialmente a través de los Consejos de Pueblos Indígenas y del Consejo Nacional de Pueblos Indígenas, el estudio, diseño, elaboración, monitoreo y evaluación de la Política  Nacional  Indígena, en adelante también e indistintamente la “Política Nacional”, la que tendrá como objetivo general desarrollar una acción coordinada y sistemática de los órganos de la Administración del Estado, orientada a proteger los derechos de los pueblos indígenas y garantizar el respeto de su integridad, conforme a lo dispuesto en el Convenio N° 169 de la OIT.


La Política Nacional promoverá la plena participación de los pueblos indígenas y sus miembros en la vida nacional y el pleno ejercicio de sus derechos económicos, sociales, culturales, políticos y civiles respetando su identidad cultural y social, prácticas, principios, valores, costumbres, tradiciones e instituciones propias.

Además, promoverá el adecuado acceso de los miembros de los pueblos indígenas a los recursos naturales en sus tierras; la protección de las tierras indígenas y sus derechos de aguas; promoverá el acceso y la adecuada explotación de las tierras indígenas, y resguardará su equilibrio ecológico y el desarrollo económico y social de los miembros de los pueblos indígenas que las habiten, de conformidad a los mecanismos y procedimientos  establecidos en la ley, conforme a lo dispuesto en el Convenio N° 169 de la OIT.


Finalmente, la Política Nacional promoverá que los pueblos indígenas puedan acceder a servicios de salud adecuados, que tomen en cuenta sus condiciones económicas, sociales y culturales, y su medicina tradicional, conforme a lo dispuesto en el Convenio N° 169 de la OIT.

Artículo 5°.-
Corresponderá al Ministerio de Pueblos Indígenas coordinar y colaborar con los demás órganos de la Administración del Estado, en la implementación del Convenio N° 169 de la OIT, hacerle seguimiento y evaluar sus resultados.

Para esta función, el Ministerio podrá proponer y adoptar, en el ámbito de sus competencias, medidas especiales para proteger los derechos de los pueblos indígenas, sus miembros, instituciones y culturas. Tales medidas deberán ser elaboradas con la participación y/o consulta de los pueblos indígenas y sus miembros, según corresponda. 
Artículo 6º.-
El Ministerio de Pueblos Indígenas tendrá las siguientes atribuciones y funciones: 

a) Elaborar y proponer la Política Nacional Indígena y las políticas, planes y programas orientados a hacer efectivos los derechos de los pueblos indígenas y evaluar su aplicación transversal en los órganos de Administración del Estado, sin perjuicio de las atribuciones de otros organismos competentes;

b) Elaborar y proponer al (a la) Presidente(a)  de la República iniciativas legales, reglamentarias y administrativas en las materias de su competencia y evaluar su aplicación; 
c) Elaborar y proponer los planes y programas destinados al desarrollo económico, social y cultural de los pueblos indígenas pudiendo, además, elaborar y coordinar los planes y programas intersectoriales destinados al mismo objetivo, prestándoles asistencia técnica a los demás órganos de la Administración del Estado. Asimismo, el Ministerio podrá promover y colaborar con las autoridades competentes a nivel nacional, regional y local en el desarrollo de programas de educación y difusión de la cultura, lengua y derechos de los pueblos indígenas, orientados a la creación de una conciencia nacional para una relación intercultural; 

d) Desarrollar políticas en coordinación con el Servicio Nacional de los Pueblos Indígenas, respecto de los Fondos a que se refiere la ley N° 19.253, que Establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas, y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena;

e) Desarrollar políticas, planes y programas, en coordinación con los demás órganos y servicios públicos con competencia en la materia, destinados a prevenir y erradicar la discriminación contra los pueblos indígenas, comunidades y personas indígenas, en especial contra niños, niñas y mujeres indígenas;

f) Generar programas de asesoría y defensa jurídica de los indígenas y sus comunidades, sin perjuicio de las atribuciones que otros organismos del Estado pudieren tener en esta materia. Estos programas se implementarán a través del Servicio Nacional de los Pueblos Indígenas u otros órganos competentes en las materias correspondientes;

g) Proponer al (a la) Presidente(a)  de la República medidas destinadas a la protección de las tierras y territorios indígenas y de los recursos naturales existentes en ellas, así como de los recursos genéticos, resguardando su debida ejecución, sin perjuicio de las atribuciones  de otros organismos del Estado. Dichas medidas deberán respetar la importancia especial que tienen para los pueblos indígenas su relación con las tierras, territorios y recursos naturales;

h) Promover la preservación y protección del patrimonio arqueológico, histórico, artístico y cultural de los pueblos indígenas, colaborando con otros organismos competentes en fortalecer su salvaguardia, desarrollo, respeto y/o valoración, sin perjuicio de las atribuciones  de otros organismos del Estado; 
i) Mantener un Registro de Autoridades y Organizaciones Tradicionales Indígenas, el que deberá ser elaborado a solicitud y en conjunto con el respectivo Pueblo Indígena, de conformidad al reglamento que se dicte para tal efecto;

j) Diseñar y coordinar programas de capacitación y promoción de los derechos de los pueblos indígenas para funcionarios de los órganos del Estado, como asimismo diseñar y coordinar programas de formación en esta materia para los miembros de los pueblos indígenas;

k) Promover, dentro del ámbito de sus competencias, el cumplimiento de los tratados e instrumentos internacionales de Derechos Humanos y derechos colectivos de los pueblos indígenas ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, sin perjuicio de las atribuciones que otros organismos del Estado pudieren tener en esta materia; 

l) Colaborar con los distintos servicios y organismos públicos, a nivel nacional, regional y local, y asesorarlos en la formulación e incorporación en sus políticas, planes y programas, cuando corresponda, de contenidos relativos a la cosmovisión indígena, en especial en los aspectos culturales, históricos, lingüísticos, ambientales y de diversidad biológica y de salud intercultural;

m) Promover y proponer al (a la) Presidente(a)  de la República medidas destinadas a la protección de la propiedad intelectual y los conocimientos tradicionales de los pueblos indígenas; 
n) Celebrar convenios con organismos públicos y privados, tanto nacionales como internacionales, para el cumplimiento de sus funciones;

o) Promover, realizar y difundir, en lo pertinente, estudios e investigaciones relativos a los pueblos indígenas; 
p) Proponer medidas destinadas a la promoción, conservación y fortalecimiento del Archivo General de Asuntos Indígenas, a que se refiere el Párrafo 1° del Título IV de la ley N° 19.253, que Establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas, y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, sin perjuicio de las atribuciones que otros organismos del Estado pudieren tener en esta materia;

q) Desempeñar las demás funciones y atribuciones que le encomiende la ley.
Artículo 7°.-
El Ministerio de Pueblos Indígenas podrá establecer Áreas de Desarrollo Indígena, que serán espacios territoriales en que los organismos de la administración del Estado, en consulta y con la participación de los pueblos indígenas interesados, focalizarán su acción en beneficio del desarrollo económico, social y cultural de los indígenas y sus comunidades pudiendo, para tales efectos, considerar elementos de cooperación público privada. Para su establecimiento deberán concurrir los siguientes criterios:

a) Espacios territoriales en que han vivido ancestralmente o habitan los pueblos indígenas;

b) Alta densidad de población indígena;

c) Existencia de tierras de comunidades o personas indígenas;

d) Homogeneidad ecológica; y

e) Dependencia de recursos naturales para el equilibrio de esos territorios, tales como cuencas, ríos, riberas, flora y fauna que requieran un manejo armónico.


El Ministerio, en beneficio de las Áreas de Desarrollo Indígena, podrá estudiar, planificar, coordinar y convenir planes, proyectos, trabajos y obras con organismos públicos y privados.


Un reglamento expedido por el Ministerio de Pueblos Indígenas y suscrito, además, por los Ministros del Interior y Seguridad Pública, de Hacienda, y Secretario General de la Presidencia determinará el o los procedimientos de establecimiento, administración y gestión de las Áreas de Desarrollo Indígena, considerando la participación de los pueblos indígenas en la materia.

Párrafo 2º

De la Organización

Artículo 8º.- La organización del Ministerio será la siguiente:


a) El(la) Ministro(a) de Pueblos Indígenas;


b)
El(la) Subsecretario(a) de Pueblos Indígenas;


c) Las Secretarías Regionales Ministeriales, en todas las regiones del país.

El (la) Subsecretario(a) de Pueblos Indígenas podrá establecer una oficina especial para Isla de Pascua.


Uno o más reglamentos expedidos por el Ministerio de Pueblos Indígenas determinarán su estructura organizativa interna.


Artículo 9°.-
Al Ministro de Pueblos Indígenas le corresponderá:

a) Proponer al (a la) Presidente(a)  de la República la Política Nacional Indígena; resguardar su implementación; coordinar su ejecución y realizar su evaluación periódica;
b) Presidir el Comité Interministerial sobre Pueblos Indígenas establecido en el artículo 14 de la presente ley;

c) Proponer (a la) Presidente(a)  de la República iniciativas legales, reglamentarias y administrativas en las materias de su competencia;
d) Promover e impulsar políticas, planes y programas nacionales y regionales destinados al desarrollo económico, social y cultural de los pueblos indígenas;
e) Resguardar el cumplimiento de los tratados e instrumentos internacionales referidos total o parcialmente a los pueblos indígenas o sus miembros, ratificados por Chile y que se encuentren vigentes;

f) Desempeñar las demás funciones y atribuciones que le encomiende la ley. 
Artículo 10.-
La Subsecretaría de Pueblos Indígenas estará a cargo del (de la) Subsecretario(a) de Pueblos Indígenas, quien será el jefe superior del servicio. El (la) Subsecretario(a) de Pueblos Indígenas es el colaborador inmediato del (de la) Ministro(a) en el ejercicio de sus atribuciones. A este (a) le corresponderá:

a) Mantener el Registro de Autoridades y Organizaciones Tradicionales Indígenas establecido en el artículo 6° letra i) de la presente ley;
b) Actuar como Ministro de fe y Secretario Técnico del Comité Interministerial sobre Pueblos Indígenas a que se refiere el artículo 14 de la presente ley;
c) Colaborar con los Ministerios y servicios públicos respecto a la incorporación del enfoque de interculturalidad;
d) Promover, realizar y difundir estudios e investigación relativos a los pueblos indígenas; 
e) Diseñar y coordinar programas de capacitación y promoción de los derechos de los pueblos indígenas; 

f) Las demás funciones y atribuciones que señale la ley o le sean delegadas por el Ministro.


Le corresponderá, además, la dirección administrativa de las Secretarías Regionales Ministeriales y la administración y servicio interno del Ministerio.

Artículo 11.-
En cada Región del país habrá una Secretaría Regional Ministerial de Pueblos Indígenas, a cargo de un Secretario Regional Ministerial, dependiente técnica y administrativamente del Ministerio, a la que corresponderá:
a)
Coordinar los programas que se desarrollen a nivel regional y local, así como las acciones emprendidas con recursos del Ministerio; 

b)
Colaborar con la implementación y ejecución de los procesos de consulta previa y participación de los pueblos indígenas en la región, de conformidad a la legislación vigente;
c)
Integrar las Comisiones Regionales de Uso del Borde Costero;

d)
Desempeñar las demás funciones y atribuciones que le señale la ley.
Párrafo 3°
Del Financiamiento de los Procesos de Consulta Previa y Participación Indígena

Artículo 12.- Los procesos de consulta previa y participación indígena serán financiados con cargo a los presupuestos vigentes de los servicios que correspondan. El Ministerio podrá colaborar en dichos procesos a solicitud del Servicio respectivo.

Párrafo 4°
Del Personal

Artículo 13.-
El personal del Ministerio se regirá por las disposiciones del decreto con fuerza de ley No 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 18.834 sobre Estatuto Administrativo, y en materia de remuneraciones, por las normas del decreto ley No 249, de 1974, que Fija escala única de sueldos para el personal que señala, y su legislación complementaria.

TÍTULO II

DEL COMITÉ INTERMINISTERIAL SOBRE PUEBLOS INDÍGENAS 

Artículo 14.-
Créase el Comité Interministerial sobre Pueblos Indígenas, en adelante “el Comité”, el que tendrá por objeto colaborar con el (la) Ministro(a) de Pueblos Indígenas en la elaboración, seguimiento y evaluación de las políticas, planes y programas orientados al desarrollo de los pueblos indígenas y sus miembros, además de resolver con carácter vinculante las solicitudes de procedencia de consulta previa indígena a que se refiere el artículo 3° de esta ley. El Comité será presidido por el (la) Ministro(a) de Pueblos Indígenas. 

Un reglamento expedido por el Ministerio de Pueblos Indígenas y, suscrito además por el Ministro de Hacienda y por el Ministro Secretario General de la Presidencia, fijará las funciones e integración del Comité y, en general, todas las normas necesarias para su adecuado funcionamiento.


La Subsecretaría de Pueblos Indígenas prestará al Comité el apoyo técnico y administrativo necesario para su funcionamiento. El Subsecretario será el Secretario Técnico del Comité y actuará como Ministro de fe.”.
ARTÍCULO SEGUNDO.-
Modifícase la ley Nº 19.253, que Establece Normas sobre Protección, Fomento y Desarrollo de los Indígenas, y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, en lo siguiente:

a)
Reemplázanse, en todos los lugares en que estas aparezcan, las expresiones "la Corporación", "la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena", "de la Corporación”, "de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena ", “a la Corporación” y "a la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena" por "el Servicio Nacional", "el Servicio Nacional de los Pueblos Indígenas", ”del Servicio" o ”del Servicio Nacional de los Pueblos Indígenas", “al Servicio Nacional” y "al Servicio Nacional de los Pueblos Indígenas", según corresponda.


b)
Incorpórase a continuación del inciso final del artículo 3, las siguientes oraciones: 



“El Servicio administrará un Registro Especial de Calidad Indígena, en el cual se inscribirán todas aquellas personas que acrediten su calidad conforme a lo señalado en los incisos precedentes. Un reglamento expedido por el Ministerio de Pueblos Indígenas fijará las normas relativas a su organización, el tratamiento de la información, sus usos y todas aquellas normas necesarias para su correcto funcionamiento.”.

c)
Deróganse los artículos 26 y 27.


d)
Elimínase del inciso segundo del artículo 30, la siguiente expresión: “y con acuerdo del Consejo”.


e)
Sustitúyese el inciso primero del artículo 38 por el siguiente: 



“Créase el Servicio Nacional de los Pueblos Indígenas como un servicio público, funcionalmente descentralizado, dotado de personalidad jurídica y patrimonio propio, sometido a la supervigilancia del Ministerio de Pueblos Indígenas. Podrá usar la sigla SENAPI.”.

f)
Elimínase el inciso primero del artículo 39, pasando el actual inciso segundo a ser el inciso primero, reemplazando la palabra “Además” por la expresión “Al Servicio”.


g)
Elimínase de la letra f) del artículo 39, la siguiente expresión: “y, en casos especiales, solicitar la declaración de Áreas de Desarrollo Indígena de acuerdo a esta ley”.


h)
Elimínase la letra j) del artículo 39, adecuándose el orden correlativo de los demás literales.


i) 
Elimínase del inciso segundo del artículo 40, la siguiente expresión: “, según sea decidido por el Consejo Nacional de la Corporación, por los dos tercios de sus miembros en ejercicio”.


j)
Deróganse los artículos 41, 42 y 43.


k)
Elimínase de la letra b) del artículo 44, la siguiente expresión: “, con acuerdo del Consejo,”.


l)
Elimínase de la letra d) del artículo 44, la siguiente expresión: “para su sanción por el Consejo”.


m)
Derógase la letra f) del artículo 44, pasando la actual letra g) a ser la letra f), nueva, adecuándose el orden correlativo de los demás literales.


n)
Elimínase del inciso primero del artículo 45, la siguiente expresión: “que será asesorado por un Consejo Indígena”.


ñ)
Derógase la letra c) del artículo 45, pasando la actual letra d) a ser la letra c), nueva, adecuándose el orden correlativo de los demás literales.


o)
Derógase el artículo 46.


p)
Derógase la letra b) del artículo 47, pasando la actual letra c) a ser la letra b), nueva, adecuándose el orden correlativo de los demás literales.

q)
Elimínase el inciso segundo del artículo 47.

r)
Reemplázase en el inciso primero del artículo 68 la expresión "Planificación y Cooperación" por "Pueblos Indígenas".


s)
Sustitúyese en el artículo 80, la expresión “Ministerio de Planificación y Cooperación”, por “Ministerio de Pueblos Indígenas”.

ARTÍCULO TERCERO.-
Modifícase la ley Nº 20.249 que Crea el Espacio Costero Marino de los Pueblos Originarios, en lo siguiente:

a)
Sustitúyese en el artículo 2°, letra d), la expresión “CONADI: Corporación Nacional de Desarrollo Indígena”, por “SENAPI: Servicio Nacional de Pueblos Indígenas”.


b)
Sustitúyese en el artículo 8°, cada vez que aparece, la expresión “CONADI”, por “SENAPI”.

c) Sustitúyese en el artículo 8°, cada vez que aparece, la expresión “Ministerio de Planificación”, por “Ministerio de Pueblos Indígenas”.

d)
Sustitúyese en el artículo 10°, cada vez que aparece, la expresión “CONADI”, por “SENAPI”.


e)
Sustitúyese en el inciso cuarto del artículo 11°, la expresión “CONADI”, por “SENAPI”.

 
f) Intercálase en el inciso cuarto del artículo 11°, entre las expresiones “del Ministerio de Planificación,” y “de las Subsecretarías de Marina y de Pesca,” lo siguiente “del Ministerio de Pueblos Indígenas,”.

ARTÍCULO CUARTO.-
Modifícase la ley Nº 20.411, que Impide la Constitución de Derechos de Aprovechamiento de Aguas en virtud del Artículo 4° Transitorio de la ley 20.017 de 2015, en Determinadas Zonas o Áreas, en lo siguiente:


a)
Sustitúyese en el inciso tercero del artículo único, la expresión “Corporación Nacional de Desarrollo Indígena”, por “Servicio Nacional de Pueblos Indígenas”.
ARTÍCULO QUINTO.-
Modifícase la ley Nº 19.891, que Crea el Consejo Nacional de la Cultura y Las Artes y el Fondo Nacional de Desarrollo Cultural y Las Artes, en lo siguiente:

a)
Sustitúyese en el inciso primero, numeral 4), del artículo 30°, la expresión “Corporación Nacional de Desarrollo Indígena”, por “Servicio Nacional de Pueblos Indígenas”.
ARTÍCULO SEXTO.- El Servicio Nacional de los Pueblos Indígenas será el sucesor legal y patrimonial de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, una vez que entre en funcionamiento conforme a lo establecido en la presente ley.
ARTÍCULO SÉPTIMO.-
Las referencias que las leyes, reglamentos y demás normativa vigente hagan a la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, a la CONADI, al Director Nacional u otras autoridades de dicha Corporación, deberán entenderse realizadas al Servicio Nacional de los Pueblos Indígenas, a su Director Nacional u otras autoridades, al Ministerio de Pueblos Indígenas, a la Subsecretaría de Pueblos Indígenas, a su Ministro o Subsecretario, según corresponda.
ARTÍCULOS TRANSITORIOS
Artículo 1°.-
Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año a contar de la fecha de publicación de esta ley, y mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Desarrollo Social, suprima y modifique normas legales con el sólo objeto de adecuar los textos legales vigentes a la normativa establecida por esta ley.

En el ejercicio de esta facultad, sólo podrá introducirles cambios formales de redacción, titulación, ubicación de preceptos y otros de similar naturaleza, sin que puedan importar, en caso alguno, la alteración del verdadero sentido y alcance de las disposiciones legales vigentes. 

Artículo 2°.- El actual Consejo Nacional de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, a que se refieren los artículos 41 y siguientes de la ley N° 19.253, que Establece normas sobre protección, fomento y desarrollo de los indígenas y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, se mantendrá en sus funciones hasta la fecha de entrada en funcionamiento del Servicio Nacional de Pueblos Indígenas.
Artículo 3°.- Facúltase al Presidente de la República para que, dentro del plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la presente ley, establezca mediante uno o más decretos con fuerza de ley, expedidos a través del Ministerio de Desarrollo Social, los que también deberán ser suscritos por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1) Fijar las plantas de personal de la Subsecretaría de Pueblos Indígenas. 

En el ejercicio de esta facultad, el Presidente de la República dictará las normas necesarias para la adecuada estructuración y funcionamiento de las plantas que fije y, en especial, podrá determinar el número de cargos para cada grado y planta; los requisitos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8° de la ley N° 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. Además  establecerá las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N°19.553. También podrá determinar las normas de encasillamiento en las plantas, el cual podrá incluir funcionarios que se traspasen desde la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena y desde las Subsecretarías del Ministerio de Desarrollo Social. 

2) Disponer, sin solución de continuidad, el traspaso de los funcionarios de planta y a contrata desde la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, la Subsecretaría de Evaluación Social y la Subsecretaría de Servicios Sociales, a la Subsecretaría de Pueblos Indígenas. A contar desde esa misma fecha el cargo del que era titular el funcionario traspasado se entenderá suprimido de pleno derecho en la planta de la institución de origen, del mismo modo, la dotación máxima de personal se disminuirá en el número de funcionarios traspasados. Conjuntamente con el traspaso del personal se traspasarán los recursos presupuestarios que se liberen por este hecho.
En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije la planta de personal, se determinará la forma en que se realizará el traspaso y el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, pudiendo establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización del personal traspasado y su encasillamiento, cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula "Por Orden del Presidente de la República", por intermedio del Ministerio de Desarrollo Social. El traspaso del personal titular de planta y a contrata, y de los cargos que sirven, se efectuará en el mismo grado que tenían a la fecha del traspaso. 
3) Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de la facultad señalada en este artículo, no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios titulares en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley que sean traspasados a la Subsecretaría de Pueblos Indígenas. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley y que sean traspasados a dicha  Subsecretaría, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.
4) Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas de personal de la Subsecretaría de Pueblos Indígenas. Igualmente, determinará la fecha de inicio de actividades del Ministerio de Pueblos Indígenas y fijará su dotación máxima, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del citado decreto con fuerza de ley Nº29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.
5) Traspasar, cuando corresponda, los recursos y bienes desde la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena y desde las  Subsecretarías del Ministerio de Desarrollo Social a la Subsecretaría de Pueblos Indígenas. 

6) El ejercicio de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones, respecto del personal al que afecte:

a. No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal. Tampoco podrá importar cambio de residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento. 

b. No podrá significar disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

c. Los funcionarios  traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

Artículo 4°.-
En tanto no se constituya el Servicio de Bienestar de la Subsecretaría de Pueblos Indígenas, los funcionarios  que sean traspasados a dicha Subsecretaría podrán afiliarse o continuar afiliados al Servicio de Bienestar del Ministerio de Desarrollo Social o al de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, según corresponda.

Artículo 5°.- El Presidente de la República, por medio de decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto del Ministerio de Pueblos Indígenas, incluido el Servicio Nacional de Pueblos Indígenas, y le transferirá los fondos desde la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena y de las Subsecretarías del Ministerio de Desarrollo Social, según corresponda, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítemes y glosas presupuestarias que sean pertinentes.
Artículo 6°.- El mayor gasto fiscal que irrogue la aplicación de esta ley, durante el primer año presupuestario de su entrada en vigencia, se financiará con cargo a la partida presupuestaria de la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena y de las Subsecretarías del Ministerio de Desarrollo Social, según corresponda, y en lo que faltare se financiará con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público de la Ley de Presupuestos del Sector Público.”.”.
Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): Jorge Burgos Varela, Vicepresidente de la República.- Alejandro Micco Aguayo, Ministro de Hacienda (S).- Nicolás Eyzaguirre Guzmán, Ministro  Secretario General de la Presidencia.- Marcos Barraza Gómez, Ministro de Desarrollo Social.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR CHAHUÁN, CON LA QUE DA INICIO A UN PROYECTO DE REFORMA QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 19, N°7, LETRA I), DE LA CARTA FUNDAMENTAL EN LO RELATIVO A LA PROCEDENCIA DE LA INDEMNIZACIÓN A LAS PERSONAS QUE HAYAN SIDO ABSUELTAS O SOBRESEÍDAS LUEGO DE SER IMPUTADAS O PRIVADAS DE LIBERTAD POR RESOLUCIÓN INJUSTIFICADAMENTE ERRÓNEA O ARBITRARIA

(11.464- 07)
Exposición de motivos.

Nuestra Constitución Política, contiene en su artículo 19, una norma especial que permite a toda persona que haya sido sobreseída definitivamente o absuelta en un proceso criminal, a solicitar que el máximo Tribunal del país emita una declaración en que se declare injustificadamente errónea o arbitraria, la resolución de procesamiento o condena que se haya dictado en su contra, en cualquier instancia, para tener derecho a ser indemnizado por el Estado de los perjuicios patrimoniales y morales que haya sufrido.
El principio a ser reparado pecuniariamente por el error judicial en que haya incurrido un determinado tribunal en sede penal, es un derecho aceptado como tal, en todos los Tratados Internacionales sobre Derechos Humanos, y en lo que a nuestro país respecta, constituye un deber reconocerlo en su legislación interna, conforme lo preceptúa la Convención Americana de Derechos Humanos, de la cual es signatario.
No obstante ello, es del caso destacar que el artículo 19 N° 7, letra i, de nuestra Carta Fundamental, que lo consagra, prescribe que pueden ser titulares del referido derecho, además de los favorecidos por sobreseimiento definitivo o absueltos, quienes hayan sido sometidos a proceso.
Este término jurídico, actualmente se encuentra vigente solamente en los procesos de jurisdicción militar, ya que desde la entrada en vigor de un nuevo sistema de justicia penal, a contar del 16 de Diciembre del año 2000, se estableció un procedimiento penal de tipo acusatorio, que ha reemplazado totalmente al anterior en sede penal ordinaria, que se caracteriza porque la obligación de investigar y acusar recae sobre el Ministerio Público, y que actualmente rige en todo el país.
En consecuencia, estimamos que para ejercer este derecho, la persona que haya sido sobreseída definitivamente o absuelta, debe haber sido condenada en cualquier instancia de la respectiva causa.

De igual modo, y teniendo presente que actualmente la prisión preventiva solo procede en casos calificados, se considera que también debe hacerse extensivo este derecho a quienes se encuentren favorecidos por sobreseimiento definitivo o absueltos, pero que durante cualquier etapa de la sustanciación de la respectiva causa hayan sido sometidos a dicha medida cautelar, ya que de esta forma los daños patrimoniales y morales que han sufrido, pueden ser reparados.

En mérito a las consideraciones que anteceden, sometemos a la aprobación del Senado de la República, el siguiente
PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL

Artículo único: Sustitúyase el texto del literal i), del artículo 19 N° 7, de la Constitución Política de la República, por el siguiente:
"Una vez dictado sobreseimiento definitivo o sentencia absolutoria, el que hubiere sido sometido a proceso, en cuanto fuere pertinente, o a la medida cautelar de prisión preventiva o condenado en cualquier instancia por resolución que la Corte Suprema declare injustificadamente errónea o arbitraria, tendrá derecho a ser indemnizado por el Estado de los perjuicios patrimoniales y morales que haya sufrido. La indemnización será determinada judicialmente en procedimiento breve y sumario y en él la prueba se apreciará en conciencia."

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.
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